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Presentación

«E l proceso de cambio social que hemos experimentado desde la 
década de los años setenta ha sido significativo, pero no por igual en 
todas las dimensiones. A mediados de esta década, y en opinión de 
expertos, «el proceso de cambio iba a realizarse en el contexto de 
unos hábitos socio-culturales autoritarios combinados con las virtudes 
modernizantes de una sociedad industrial capitalista vigentes desde la 
época desorrollista: sentido de la disciplina, laboriosidad, ahorro, espí
ritu de logro, aspiraciones de consumo y prestigio social y europeísmo. 
La sociedad española se encontraba en condiciones ideales de moldea- 
bilidad, estabilidad y ruptividad para cualquier tipo de reforma sin 
riesgos. No era especialmente conflictiva, se había conseguido un cierto 
equilibrio social, había conseguido situarse casi '̂ a nivel europeo^', 
aparte de su excepcionalidad política, aunque no se podían ignorar los 
crecientes conflictos en algunas zonas» (IV Informe FOESSA, volu
men I, pág. 8).

Ya en 1975 D ocumentación Social dedicó un número a «E l 
cambio social en España» {número 18, abril-junio). En él se reconocía 
que nuestra sociedad no había llegado todavía a lo más profundo 
y radical del cambio social. En la actualidad entendemos que se están 
dando algunos pasos, especialmente a partir de mediados de la década 
de los setenta. Se están dando los primeros pasos. En los últimos 
siete años se ha avanzado en distintos frentes, que bien merecen ser 
analizados y propuestos como puntos de debate y confrontación.

D ocumentación Social, en este número Los años 80. Cambio 
y participación en España, pretende recoger los que, a juicio del Con
sejo de Redacción, son los principales aspectos en los cuales se ha gene
rado o se ha debido generar un cambio. Los distintos temas que se 
analizan, agrupados en tres bloques de artículos: social, político y
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cultural, se desarrollan teniendo como eje fundamental la «participa
ción» y el «cambio».

En función de esto y de la celebración del veinticinco aniversario 
de la edición de la Revista y de la publicación del número 50 de la 
tercera época, se estructura el mismo de la siguiente forma:

Tres bloques de artículos. En el primero se estudian aspectos socio
económicos, tales como la demografía, la familia, la estratificación so
cial, la economía, la empresa, los sindicatos. Aquí se podrían observar 
más cambios cuantitativos que cualitativos; en lo^ tres artículos del 
segundo bloque muy sucintamente se estudian aspectos que denomi
namos políticos. En el tercer bloque se abordan los campos como el 
educativo, el religioso, actitudes y valores, así como el papel de los 
medios de comunicación social.

Este conjunto de artículos van precedidos de uno que, bajo el 
título «Democracia, participación y cambio social», nos sitúa en los 
momentos actuales y nos introduce en el conjunto. A su vez, cierra 
esta parte otro artículo, donde con un lenguaje coloquial y directo 
nos pone sobre el tapete aspectos como ¿quién tiene que cambiar? 
¿España ha cambiado? ¿En qué medida? Termina el artículo, que 
lleva por título «Desafíos ante el cambio», comentando algunos de los 
elementos que nos ayudarían a cambiar.

En fin, y como suplemento especial, se ofrece al lector una breve 
historia de la trayectoria de D ocumentación Social, un artículo de 
opinión de la investigación sociológica en España y dos índices, uno 
cronológico, es decir, los títulos y fechas de los ochenta números pu
blicados en los veinticinco años de la Revista, y un índice de los 
artículos de las tres épocas, agrupados en cuarenta y seis materias 
estudiadas.

Finalmente, tenemos que dejar constancia de que el contenido de 
los artículos que se insertan en este número son de entera responsa
bilidad de sus autores; por tanto, ni D ocumentación Social ni Cari
tas Española se identifican necesariamente con las opiniones que ex
presan en sus artículos firmado^.

lO

índice



Democracia, participación y 
Cambio Sociai

Carlos Giner de Grado

E L  CAMBIO PO LITICO

En el número de esta misma revista dedicado a «El Cambio 
Social», publicado pocos meses antes de fallecer el anterior Jefe 
de Estado, el editorialista hacía resaltar con especial énfasis el peso 
específico que habían tenido las transformaciones económicas como 
factor determinante de los cambios sociales. «Pocos países han 
experimentado un proceso de cambio tan amplio y rápido como el 
que se está dando en España en los últimos quince o veinte 
años» (1).

Para probar este aserto, se acumulaban datos sobre la elevación 
de la renta per cápita, que no había afectado en profundidad los 
niveles de desigualdad, razón por la que se dictaminaba que «nues
tra sociedad no ha llegado todavía a lo más profundo y radical del 
cambio social» (2).

Ocho años después, al comenzar 1983, nadie se atreve a poner 
en tela de juicio que al haber cambiado substancialmente el sistema 
político la sociedad española de hoy es radicalmente distinta de la 
de hace una década, sin que hayan sido precisamente los factores 
económicos los que hayan tenido una especial incidencia en este 
cambio.

(1) 'Documentación Social, núm. 18, abril-junio 1975, pág. 6.
(2) Ibídem, pág. 7.
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Esta tesis universal y generalizada requiere, sin embargo, ciertas 
matizaciones.

1. No se trata de una metamorfosis súbita o repentina, de 
matriz estrictamente revolucionaria, sino de una transformación 
pluridimensional desarrollada paulatinamente y en fases sucesivas. 
Para buscar las raíces más profundas de esta evolución, habría que 
remontarse al menos a la década de los setenta. Quienes a partir 
del 75 propugnaron la ruptura política, como único camino para 
implantar la democracia, se encontraron con que esos saltos brus
cos ya se habían venido produciendo con anterioridad, por todo 
lo cual holgaba la ruptura.

2. Ciertamente no se ha operado la sustitución de un sistema 
económico por otro diferente, ya que fundamentalmente nuestra 
economía sigue moviéndose dentro de los parámetros fundamenta
les de la economía de mercado. Las variaciones han sido de tipo 
simplemente cuantitativo y de signo negativo, ya que la mayoría 
de las magnitudes económicas han sufrido el deterioro de la crisis 
mundial.

3. Por importante que sea por sí mismo el cambio político, su 
transcendencia hay que enmarcarla más por las repercusiones que 
ha tenido en todo el cuerpo social que por las mutaciones en la 
organización del propio sistema de poder. El tránsito de una auto
cracia personalizada a una democracia social no ha afectado exclu
sivamente a la estructura política, sino que ha desencadenado una 
interminable cadena de efectos difusivos, a los que no se escapan 
fácilmente los distintos grupos que componen el todo social.

Antes de que se promulgase la Constitución, la sociedad espa
ñola ya se había modernizado en muchos aspectos. Lo que ahora se 
produce es una exteriorización y oficialización de esos valores mo
dernizantes. La Constitución de 1978 no sólo ha sepultado en la 
sima de la historia esclavitudes, sumisiones o arbitrariedades, sino 
que ha generado al ciudadano, ser libre con derechos y deberes, 
como eje central del nuevo sistema político. Esta conquista se con
sidera tan irrenunciable, que cuando algún grupúsculo de fanáticos 
pretende amurallar otra vez nuestras ciudades, el pueblo entero se 
lanza a la calle exigiendo el respeto a la voluntad popular soberana.

4. Este proceso de transformaciones, que algunos periodifi- 
can en distintas fases, se ha visto rematado con la subida al poder

8
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en el último trimestre del 82 del Partido Socialista Obrero Espa
ñol, cuyo emblema y objetivo era precisamente el cambio. Desde 
una perspectiva sociológica el significado de la formación de un 
gobierno socialista prueba más la consolidación del sistema, que la 
mejora o variación de políticas sectoriales. En el momento en que 
la atonía y el desencanto había comenzado a hacer verdaderos estra
gos en las conciencias, se produce esta alternativa singular, que 
aparece con aires regeneracionistas, cargados sobre todo de una gran 
dosis de eticidad y honradez. Suceda lo que suceda con posterio
ridad, siempre habrá que tener muy en cuenta las fechas de finales 
del 83 como un punto de inflexión positivo del aumento de la 
conciencia ciudadana. El vacío creado en los últimos años ha sido 
rellenado abundantemente con nuevos proyectos y generosas em
presas.

5. Bajo estos presupuestos es evidente que el núcleo central 
en torno al cual se desarrolla el cambio no se instala en el factor 
económico, sino en el político, que al menos tiene la categoría de 
más manifiesto y predominante. Cualquier diagnosis del cambio so
cial, que aspire a investigar las transformaciones operadas en el 
seno de los valores, o si se quiere emplear otras denominaciones, 
de los principios, las filosofías o las ideologías dominantes. Pres
cindiendo ahora de la polémica sobre la fijación de un factor como 
determinante del cambio global, lo cierto es que la simple afirma
ción de que España es hoy un Estado de Derecho democrático y 
social conlleva y provoca un sin número de repercusiones sobre 
todas y cada una de las instituciones sociales.

Una vez desmontado el aparato del antiguo régimen con su 
consiguiente influjo sobre estructuras de jerarquización, monopoli
zación y autoritarismo, es la propia cultura la que se ve de alguna 
forma subvertida y trastocada. Partiendo de las ideas parsonianas 
sobre las «pattern variables» que orientan la acción social, reducidas 
en este caso a la cognición, la afectividad y la evaluación y teniendo 
en cuenta que estas orientaciones van dirigidas hacia objetos clasi
ficados como las estructuras o roles específicos, tales como órganos 
legislativos, burocracias, etc.; los titulares de los roles políticos, y 
lo resultados de las estructuras de los roles, como pueden ser las 
aplicaciones legales o las decisiones políticas, construyen Almond y 
Verba su conocida clasificación de culturas:
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1. La cultura parroquial, en la que las orientaciones de los ciu
dadanos son sumamente débiles y no llegan a entrar en contacto con 
las instituciones de ámbito estatal o nacional.

2. La cultura de súbdito que consiste esencialmente en una re
lación pasiva, aunque ya se da una forma limitada de competencia.

3. La cultura política de participante, en la que los ciudadanos 
son conscientes de los objetos políticos y participan más o menos 
intensamente en ellos, puesto que se hallan orientados hacia im rol 
políticamente activo.

La tercera clase principal de cultura política, la cultura de parti
cipante, es aquella en que los miembros de la sociedad tienden a 
estar explícitamente orientados hacia el sistema como un todo y hacia 
sus estructuras y procesos políticos y administrativos: en otras pala
bras, hacia los dos aspectos, in-put y out-put, del sistema político. 
Los diversos individuos de este sistema político de participación pue
den hallarse orientados favorable o desfavorablemente hacia las di
versas clases de objetos políticos. Tienden a orientarse hacia un rol 
activo de su persona en la política, aunque sus sentimientos y eva
luaciones de semejante rol pueden variar desde la aceptación hasta 
el rechazo total.

Esta triple clasificación de culturas políticas no supone que 
una orientación sustituya a la otra. La cultura de participación es 
un estrato adicional que puede ser añadido y combinado con las 
otras dos culturas. Así, el ciudadano de un sistema político de 
participación, está orientado no solamente hacia la participación 
activa en los asuntos políticos, sino que está también sujeto a la 
ley y a la autoridad y es miembro de grupos primarios más difu
sos (3).

10

T E ST IM O N IO S D E SD E  D EN TRO  Y  FU ER A  
D E L  SIST E M A

Por un lado los teóricos de la ciencia política y por otro los 
gobernantes o políticos en activo repiten sin cesar la necesidad y 
urgencia de instaurar este sentido o «animus» participante, si se 
aspira a que los ciudadanos dejen de ser meros objetos y se convier
tan en sujetos activos de la vida sociopolítica. Al igual que sin un

(3) Almond, G., y Verba, S.: La cultura cívica, Euramérica, Madrid, pá
gina 36.

lO

índice



sistema democrático es imposible la participación, también es cierto 
que sin participación no hay democracia. Habrá, si se quiere una 
«democracia formal, reducida a actos de representación, pero nunca 
una organización de la vida política que permita afirmar que el 
pueblo es ya gestor y protagonista de sus asuntos:

«La democracia representativa se convierte así en una democracia 
reivindicativa, pero no participativa. Una democracia avanzada exige, 
sin embargo, que los propios ciudadanos participen también en la 
gestión de los intereses comunes, de los intereses generales» (4).

En igual tono se expresa el profesor J. L. Aranguren, hi bien su 
postura escrita ya hace un par de años tiene matices más críticos (5).

«La plena democratización política no puede satisfacerse con las 
fórmulas de las democracias representativas —por lo demás indispen
sables en los grandes países modernos— , sino que demanda la par
ticipación directa de los ciudadanos en todo aquello cuya delegación 
no sea inevitable. Y  los delegados deben mantenerse continuamente 
en contacto directo con aquellos a quienes representan, convalidando 
siempre así sus poderes con la democráticamente renovada ratifica
ción de los mismos. La verdad es que lo usual es justamente lo con
trario: que el Parlamento, una vez elegido, el Gobierno, una vez 
nombrado, se otorguen a sí mismos plena sustantividad para el ejer
cicio del Poder. Mas, ¿de qué sirve un origen democrático si, en el 
ejercicio, se legisla, de hecho, en régimen de parlamentarismo, se go
bierna, de hecho, en régimen de presidencialismo? La democracia 
como moral es lucha por la democratización interna del Gobierno, 
de las Cortes y también, no menos, de los Partidos. Estos, como se 
sabe desde Robert Michels, portan en sí la tendencia ínsita a una 
burocratización concentradora del poder en el aparato que, cerrán
dose progresivamente sobre sí mismo y haciendo uso de la pseudo- 
renovación de cargos por cooptación, se vuelve de espaldas a la 
base para funcionar, de hecho, oligárquicamente.»

11

N O  HAY DEMOCRACIA S IN  PARTICIPACION

Toda la historia de la democracia ha estado siempre oscilando 
entre el polo del formalismo representativo y la presencia perma
nente de todos y cada uno de los miembros del cuerpo político en 
las acciones de gobierno.

(4) Núñez E ncabo, Manuel: en El País, 4-1-1983, pág. 12.
(3) L. Aranguren, José Luis: La moral social, en Nuestra sociedad, diri

gida por J . F. Marsal y B. Oltra, Vicens-Vives, Barcelona, 1980, págs. 456-457.
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La democracia es ante todo una concepción de la convivencia^ 
que queda ulteriormente plasmada en unas instituciones políticas 
o formas prácticas y concretas de realizar ese modelo de vida en 
común. Verdadera democracia, más que una forma de Gobierno,, 
es una actitud vital o una mística espiritual. «La democracia es 
hoy día una filosofía, una manera de vivir, una religión y, casi acce
soriamente, una forma de Gobierno» (6). Y dice a continuación 
cómo la democracia es el régimen de la libertad política, porque la 
autoridad se funda en la voluntad de aquellos a quienes obliga. 
Los reyes son hechos por los pueblos y no los pueblos por los reyes.

Si de veras se aspira a establecer unas estructuras de conviven
cia democrática, será preciso desterrar todo poso de autoritarismo e 
intolerancia para fomentar y dar paso a una actitudes de participa
ción responsable. Si ésta falta, todo intento de llevar a cabo un 
Gobierno democrático, o terminará en un fracaso y una frustración 
o quedará reducido a un espejismo de meras apariencias externas.

Es en las democracias representativas modernas donde se ha pro
puesto esta meta de la participación con todas sus consecuencias. 
Partiendo del principio, hoy por todos aceptado, de que el poder 
reside en el pueblo, la larga marcha hacia la democracia ha consis
tido en ir paulatinamente conquistando mayores espacios de poder 
para los ciudadanos. Las tentativas de Juan Jacobo Rousseau de  
negar la posibilidad de que la voluntad general fuese representada 
por los delegados del pueblo, se topó, sin embargo, con la realidad,, 
que imposibilitaba materialÍ2ar sus proyectos de democracia directa. 
La historia del siglo X X  ha puesto de relieve la necesidad de que 
en cualquier Estado, por muy democrático que sea, se necesita una 
cierta unidad de mando y una dirección con autoridad, como definid 
Hans Kelsen:

«Para que exista una sociedad y más aún un Estado, tiene que 
existir un reglamento obligatorio de las relaciones de los hombres* 
entre sí; es decir, tiene que darse un poder.»

Descartada esta hipótesis de la igual participación de todos en eí 
gobierno, por ser ilusoria e irrealizable, se plantea la cuestión de  
como distribuir el poder, o dicho de otra manera, dar con la fórmula 
equidistante entre el autoritarismo despiadado y la anarquía ilimitada 
y sin sentido.

Georges Burdeau en su libro antes citado resume así sus puntos 
de vista:

12

(6) Burdeau, Georges: La démocratie, Editions du Seuil, París, 1966, 
pág. 15.
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«E l sentido de la democracia ha cambiado. En la ”democracia 
gobernada” de ayer, el pueblo abandonaba su soberanía en manos 
de sus representantes. En la ” democracia gobernante” de hoy se am
plía la participación de los ciudadanos. Pero la creciente personali
zación del poder ¿nos va a hacer entrar en la era de la ”democracia 
en consenso” » (7).

Las actuales domocracias a las que algunas constituciones como 
la española le añaden el calificativo de social, que se configuran 
en un Estado representativo constitucional de derecho son las pri
meras interesadas en integrar este principio de participación dentro 
del de representatividad, haciendo que la elección de los repre
sentantes no quede solamente a ese nivel, sino que se creen unos 
mecanismos que de hecho y de derecho garanticen el control efec
tivo, manteniendo siempre una relación visible constante entre el 
Estado y los ciudadanos, al menos mediante la actuación de los par
tidos políticos y demás cuerpos intermedios.

Este es el resultado final de una larga tradición de pensadores 
ingleses y escoceses (John Locke, Adam Ferguson, John Millar, Adam 
Smith), americanos (Thomas Payne y Thomas Jefferson) y franceses, 
entre los que además de J . J . Rousseau y el Barón de Montesquieu, 
habría que citar a los revolucionarios Robespierre y Sieyés y a los 
fisiócratas Mirabeau y Turgot.

De la interminable antología de textos que se podrían enumerar, 
escogemos uno, entre millares, de J. Stuart Mili:

«Es evidente que la única forma de gobierno que puede satis
facer completamente todas las exigencias de un Estado social es 
aquel en el que todo el pueblo participa; que todo tipo de parti
cipación, aún en las más insignificantes de la función pública, es 
útil; que la participación debe ser tan amplia como lo permita el 
nivel de desarrollo de la comunidad; y que, en fin, nada puede ser 
tan deseable como el que todos estén admitidos a participar en el 
poder soberano del Estado» (8).

Por otro lado la toma de conciencia operada en todas las lati
tudes en estas dos últimas décadas, han convertido lo que hasta 
entonces se quedaba en meras disquisiciones filosóficas en una cons
tante demanda popular, que no sólo rechaza cualquier imposición

13

(7) Burdeau, Georges: La démocratie, Seuil, París, 1966.
(8) Mil l , J . S.: Representative Gobernment, Everyman, Londres, 1919, 

pág. 217.
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arbitraria, venida desde arriba, sino que considera la participación 
como algo que les es debido en justicia.

Seis siglos antes que John Stuart Mili, un gran defensor de la 
democracia y de la monarquía, el italiano Tomás de Aquino había 
defendido la necesidad de que absolutamente «todos los ciudadanos 
debían tomar parte en el gobierno de la cosa pública» (9).

Frente a estas «teorías» filosófico-éticas, que contemplan el «de
ber ser» participativo como modelo ejemplar de la convivencia polí
tica, se dan todo tipo de falseamientos o coacciones que pretenden 
bautizar de participativas a simples manipulaciones o imposiciones 
totalitarias.

Uno de los autores que ha tratado con más profundidad y con
vencimiento el tema, defendiendo con todo género de argumentos 
que democracia y participación han de identificarse, resultando im
posible separar una de la otra, es Carole Pateman, quien en su libro 
Participation and Democratic Theory, dedica dos amplios capítulos 
para probar sus tesis (10) y donde afirma lo siguiente:

«Para que exista una política democrática es necesario que exis
ta una sociedad participativa, es decir, una sociedad en la que todo 
el sistema político haya sido democratizado y en el que la sociali
zación pueda realizarse a través de la participación» (11).

Sin embargo, queda pendiente la pregunta clave, que formula 
Veljko Rus:

«¿Cómo distinguir los límites que deslindan la auténtica partici
pación de la manipulación?» (12).

Para Ruis la mejor salvaguarda contra la manipulación es una 
igualdad de oportunidades en el proceso educativo, que producirá 
una reducción en las diferencias de conocimiento y capacitación en
tre los que tienen el poder y los que no lo poseen.

Como los regímenes totalitarios, sean de inspiración fascista o 
marxista, no aceptan ninguna limitación en el poder, ni una autén-

(9) «Ut omnes aliquam partem habeant in principatu», en Summa TheoL
l.% 2ae, q. 105, a.l. ^

(10) Pateman, Carole: Participaiion and Democratic Theory, Cambridge,, 
1970, caps. 1 y 2.

(11) Ibidem, pág. 43.
(12) Rus, V.: The limits of organized participation, en Adizes, E.: Par- 

ticipation and Self-Management, Vol. II , First International Conference on 
Participation and Self-Management, Zagreb, 1973.
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tica división de poderes, toda su estrategia está dirigida a contro
lar a los ciudadanos de una forma o de otra.

El partido se encargará de establecer una serie de mecanismos, 
sean institucionales o asociativos, que, a primera vista, promuevan 
la participación. Pero lo que detrás de eso se esconde, no es sino 
una refinada forma de control.

Dando por descontado que en una sociedad esclavista, feudalis- 
ta o absolutista es impensable hablar de participación, el problema se 
plantea en las modernas sociedades que presumen de democráticas.

No hay que olvidar que el Fuero de los Españoles de 17 de 
julio de 1945 decía en su artículo 10 lo siguiente:

«Todos los españoles tienen derecho a participar en las funcio
nes públicas de carácter representativo a través de la familia, el 
municipio y el sindicato, sin perjuicio de otras representaciones que 
las leyes establezcan.»

Por más que las modernas dictaduras de masas o los sistemas 
totalitarios de inspiración fascista, se empeñen en promover la par
ticipación, ésta se encuentra siempre encerrada dentro de unos lí
mites tan estrechos, que apenas queda campo para el desarrollo de 
una participación digna de tal nombre.

Sintetiza esta figura de la pseudo-participación, concebida como 
una obligación de todos los miembros de la comunidad, en los sis
temas totalitarios, el profesor Ferrando (13) con estas palabras:

«Los regímenes social-comunistas y el nacional-socialismo con
cebían la participación ciudadana bajo un mismo prisma: la totali
dad, es decir, sin dejar ámbitos exclusivamente reservados para la 
vida (o la iniciativa) privada... Los partidos políticos oficiales eran 
los cauces únicos de participación, y ésta era y es considerada como 
una obligación de todos los miembros de la comunidad.»

Así pues, el derecho a la participación política ya no se ha de 
entender exclusivamente a título de garantía tutelar frente a preten
siones de hegemonía estatales, sino que se convierte en una fina
lidad política, como una «forma de despliegue y de virtualización 
de posibilidades humanas por excelencia» (Iring Fetscher). A tra
vés de la participación política la corrompida naturaleza humana ha 
de transformarse en la persona moral del «citoyen». Con más cla
ridad aún que la teoría liberal, la democracia muestra, pues, cuán

15

(13) Ferrando Badía, Juan: Democracia frente a autocracia, Tecnos, Ma
drid, 1980, pág. 185.
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íntimamente está la participación política vinculada a los objetivos 
de autodeterminación, libertad y madurez políticas. De todas ma
neras, en las primeras fases históricas la participación política estaba 
aún enteramente limitada a la burguesía propietaria y cultivada, no 
considerándose aún a los asalariados no propietarios como ciuda
danos integrales, tal y como sostiene Gisela Zimpel (14).

Por otro lado las actuales estructuras sociales, más que favorecer 
estas instancias de participación, fomentan la abulia y esgrimen mil 
argumentos para no salir del «status quo». Por más que el indivi
duo tenga conciencia de que su conformismo lo que hace es recru
decer las situaciones de incertidumbe, de inseguridad, de soledad y 
de miedo, se encuentra impotente para romper con esos círculos 
de hielo que le atenazan y dar el salto a la decisión participativa.

L O S F IN E S  O L O S M ED IO S

Por todas estas motivaciones y como respuesta a proyectos par- 
ticipativos, que extendían su radio de acción a esferas superiores, o 
que propiciaban una revolución total, como el único instrumento 
para alcanzar la participación del pueblo en la toma de decisiones, 
se ha generado toda una literatura, a la que se la puede calificar 
de neoconservadora o reaccionaria, empeñada en deshacer cualquier 
espejismo participativo, por considerarlo antinatural o quimérico.

Este debate ideológico, en cuyo substrato se encuentra el núcleo 
de la cuestión, entraña o implica cuestiones de permanente con
troversia, cuya resolución está vinculada a las diferentes concep
ciones que se mantengan acerca del ser humano en sociedad. Según 
las distintas posiciones que se adopten acerca de la innata bondad o 
maldad del hombre, los imperativos de la autoridad y del poder 
frente a los procesos de emancipación o de control y, en definitiva, 
en función del modelo de democracia que se tenga en mente, se 
llegarán a un tipo de conclusiones, acerca del concepto de partici
pación.

Si para unos la clave de la democracia, como estilo de vida, so
lamente se fundamenta en profundidad en la necesidad que todo

16

(14) Zimpel, Gisela, en G orliz, A.: "Diccionario de Ciencia política, 
Alianza, Madrid, 1980, pág. 477.
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ser humano tiene en la formación de valores que regulan la exis
tencia de los hombres en comunidad, de suerte que todos los que 
forman parte de una institución social deben tener una participa
ción en su configuración y en su dirección, tal y como defendía 
John Dewey, para otros cualquier intento democratizador no tiene 
más salida que la confusión y el caos, o, por lo menos, la ineficacia 
e inoperancia del sistema.

Toda la discusión se centra, por tanto, en la escala de valores 
de que se parta para establecer la definición de democracia. Toman
do como punto de partida la que establecen Gould y Kolb (15), el 
término democracia se puede definir como «las posibilidades con 
que cada ciudadano cuenta de tomar parte libremente, sea como 
individuo, sea agrupadamente, en la toma de decisiones que van a 
afectar su existencia».

Estando todos fundamentalmente de acuerdo en esa amplia con- 
ceptualización, las opiniones comienzan a ser divergentes, cuando 
se trata de especificar y materializar en la práctica esta idea de 
«libre participación». Aun dentro del mundo occidental, se pueden 
establecer dos tipos de corrientes que al poner el énfasis en los 
fines o en los medios de este proceso participativo van a concluir 
en diferentes concepciones. Citemos a título de ejemplos el pen
samiento de J. Schumpeter, por un lado y, por el otro, el de Peter 
Barach. Mientras que para el primero lo primario y esencial en la 
democracia son los medios, mediante los que se toman las decisio
nes políticas, para el segundo sólo se realiza la democracia cuando 
los ciudadanos toman realmente parte activa en las decisiones; es 
decir, la participación se convierte así en un fin en sí mismo.

Para la corriente reduccionista, capitaneada por Joseph Schum
peter, la democracia queda convertida en «un método político», es 
decir, un cierto tipo de pacto institucional llevado a cabo con el fin 
de alcanzar una serie de decisiones políticas, legislativas o adminis
trativas y, por consiguiente, incapaz de convertirse por sí mismo en 
fin (16).

Siendo para éste y otros autores el acto fundamental de la de
mocracia, la elección de los representantes, queda la problemática

17

(15) G ould, J .; Kolb, W. L.: A Dictionary of the Social Sciences, New 
York, Free Press, Í964, pág. 187.

(16) Schumpeter, J .: Capitalism, Socialism and Democracy, London, 
Unwin University Books, 1966, pág. 242.
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participativa focalÍ2ada y reducida al tópico de la representación. 
«El método democrático —dice posteriormente Schumpeter— es ese 
pacto institucional hecho para alcanzar aquellas decisiones políticas 
por las que los individuos logran el poder de decidir mediante una 
reñida competición cuyo fin es obtener el voto del pueblo» (17).

Entre los seguidores de estos planteamientos enunciados por 
Schumpeter habría que incluir una pléyade de conocidos sociólogos 
norteamericanos, como A. Campbell, G. Almond, S. Verba y S. M.

- Lipset, quienes piensan que el votante acude a las urnas sin espe
ciales conocimientos sobre lo que su voto significa. El objetivo explí
cito de los ciudadanos al emitir su voto no es sobre lo que los 
gobernantes han de decidir, sino solamente sobre quienes son los que 
han de decidir, tal y como sostiene A. Campbell (18).

Estas estimaciones referentes a la poca calidad de sus cohocimiem 
tos teóricos acerca de la cosa política, se ve reforzada con la per
cepción negativista que estos autores tienen acerca de la voluntad 
de los ciudadanos, concebidos como seres intolerantes. Así para el 
sueco L. Lewin todo tipo de serio compromiso político, realizado por 
las masas, más que consolidar, lo que conseguiría sería poner en 
peligro la propia existencia de la democracia, ya que los resultados 
de los estudios realizados en Estados Unidos ponen de manifiesto 
que la masa de los votantes tiende a ser más intolerante que las élites 
en lo que respecta a las minorías (19).

De esta forma el caballo de batalla de la apatía política, se 
convierte para los defensores de estas teorías en un factor marca
damente funcional y positivo para la existencia de la democracia. 
En el supuesto de que son los dirigentes o las élites quienes poseen 
una conciencia democrática más clara, ya que tienen más fe que 
las masas en el credo democrático, éstos son considerados como los 
mejores salvaguardas y defensores de los básicos principios de la 
libertad y la igualdad frente a las tendencias antidemocráticas, que 
anidan en las masas. De donde se llega a concluir que al pueblo 
hay que defenderlo contra sí mismo, ya que en el último término 
ellos son los que pondrían en peligro la existencia del sistema, 
razón por la cual nunca se deberá proponer como meta un modelo 
altamente participativo, sino todo lo más, un sistema de represen
tación, que curripla su papel electoralista, cada cuatro o cinco años.

(17) Ibidem, pág. 269.
(18) Campbell, A. et al.; The American Yoter, New York, John Wiley„ 

1964, pág. 281.
(19) Lewin, L.: Tolket och eliterna, Stockholm, Almqqvist and Wikiselh 

1970, pág. 67.
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Detrás de estas teorías, consideraaás por otros como la nega
ción más palmaria de la filosofía que dio origen al sistema demo
crático moderno, se encierran las posturas de aquellos que rechazan 
todo género de protagonismo a los movimientos sociales o de ma
sas, y se encastillan en las tesis aristocráticas o en las contemporá
neas teorías elitistas defendidas por V. Paretto, G. Mosca o 
R. Michels.

19

E N  TORNO A LA D E FIN IC IO N  D E  
DEMOCRACIA PARTICIPATIVA

Definir en términos analíticos la democracia equivale a buscar 
las propiedades, concebidas como atributos fijos o como simples 
variables, cuya presencia o ausencia servirán como determinantes 
para calificar o descalificar una forma de gobierno. En realidad 
ningún atributo de la democracia es categorizable con un grado de 
ridigez tal que su presencia sea suficiente para indicar que las es
tructuras que lo posean son, sin ningún género de dudas, democrá
ticas, mientras que las que no cuentan con él son manifiestamente 
antidemocráticas. La democracia no es un objeto estático o un 
estado inmóvil, sino un proceso más o menos avanzado o desarro
llado. Con el fin de evaluar tal desarrollo gradual diversos autores 
enumeran una decena de propiedades variables —la primera de las 
cuales es exactamente la que nos interesa en este trabajo—  que se 
pueden presentar desde un mínimo hasta un máximo.

1. La participación efectiva de los componentes de la colectivi
dad en los procesos decisionales generales y particulares, para lo que 
habrá que tener en cuenta su intensidad y frecuencia.

2. Un sistema para la elección de los representantes que refleje 
temporalmente con la mayor fidelidad posible las opiniones cam
biantes de los electores.

3. Unas estructuras organizativas que no sólo permitan, sino que 
favorezcan el acceso del mayor número de ciudadanos a los cargos 
públicos de responsabilidad.

4. La posibilidad por parte de los electores de controlar las 
tareas de los elegidos, e incluso de hacerles dimitir en cualquier 
momento si no desempeñan correctamente sus cargos.

5. Unas reglas para favorecer las tasas de rotación de los suje-̂  
tos con puestos de autoridad.
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6. Ciertos mecanismos para eliminar posiciones permanentes de 
autoridad o para reducir el ámbito de decisiones de suerte que pasen 
a otras manos.

7. Garantías de los derechos de las minorías, lo que implica 
unos procedimientos de consulta aptos para dar soluciones que satis
fagan a las mayorías, minimizando al máximo los perjuicios que re
sulten para las minorías.

8. Libertades públicas, especialmente la de expresión y propa
ganda de cualquier doctrina o ideología.

9. Libertad de asociación y de organización de las fuerzas polí
ticas de oposición a la autoridad dominante.

Aquellos sistemas de gobierno en que se diesen al máximo estas 
variables en su modalidad más alta o intensa, serían los que en 
mayor grado alcanzan la máxima cota de democraticidad, como de
fiende L. Gallino (20).

E N  Q UE C O N SIST E  LA PARTICIPACION

Entre los problemas que actualmente atraen la atención de los 
sociólogos y los politólogos, muy pocos aventajan o superan a este 
debatido e inexplicado fenómeno de la participación política, que 
ocupa una posición crucial, no sólo para el ser mismo de un sistema 
democrático, merecedor de tal categoría, sino para el análisis de 
cualquier sistema social, sea a nivel macro o microsociológico. Si 
desde una perspectiva puramente política, la participación se ha 
convertido en la clave fundamental explicativa de un amplio siste
ma de valores que substantivizan y adjetivizan la democracia, des
de una óptica estrictamente sociológica, resulta obligado acudir a 
•este concepto, cuando se quiere analizar en profundidad la estruc
tura social de una comunidad o colectividad.

La dificultad de una comprensión científica de este fenómeno 
conceptual arranca de la extensión, por una parte excesiva y por 
otra analógica, que de él se ha hecho, al habérsele aplicado indis
criminadamente y sin matizaciones a campos tan diversos como son 
el jurídico, el económico, el social y el político. Todos los autores 
que han trabajado el tema ponen de relieve en sus introducciones 
o prólogos la oscuridad en que se ha visto sumida esta noción par- 
ticipativa, acrecentada por las manipulaciones o tergiversaciones que 
de ella se han hecho, tanto en las democracias populares como en 
los regímenes totalitarios de tipo conservador.

(20) G allino, L.: Dizionario de Sociología, Torino, 1978, pág. 219.
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Sin embargo, de este olvido o dispersión, se ha pasado en muy 
poco tiempo a una multiplicidad de enfoques y una diversidad de 
planteamientos, que han engrosado las páginas de la literatura! 
sociopolítica en tal medida que hoy se ha convertido en un tópico 
obligado, que llena listas inacabables de bibliografía. El impulso 
dado a esta formulación por la escuela francesa entre los que basta 
mencionar a M. Duverger, J .  Meynaud, A. Láncelot, R. Pelloux y 
por la anglosajona, en la que destacan G. A. Almond, S. Verba,. 
R. A. Dahl, R. E. Lañe, N. H. Nie, han llevado a los estudiosos a 
centrar su atención en este capítulo de la sociología política, que 
ha adquirido ya la categoría de autónomo, como lo prueban las 
obras de autores como C. Pateman, L. W. Millbrath, G. de Palma, 
A. Meister y J. R. Lucas, cuyos títulos están encabezados por este 
concepto.

Junto a este núcleo central, dedicado exclusivamente al com
plejo análisis de la inclusión del individuo en la dinámica política, 
se ha multiplicado la producción científica en torno a tres núcleos 
capitales: el denominado participación social, que comprende todas 
las asociaciones u organizaciones voluntarias, la participación de 
los trabajadores en la dinámica empresarial, con sus dos principa
les variantes de cogestión y autogestión, mediante los «comités de 
entreprise» en Francia y la figura de «]oint consultation» en Gran 
Bretaña, o la «Mitbestimmung» alemana y, por último, aunque no 
la menos estudiada, la participación ciudadana en los poderes loca
les o ayuntamientos.

Al haberse aplicado este término de participación a fenómenos 
tan dispares, se han producido unos amplios márgenes de oscila
ción y de dispersión, razones por las cuales no se ha logrado una 
clarificación definitoria.

C. Cipolla en su intento de clarificar este concepto mantiene la 
tesis de que «en este terreno teórico de la problemática participa- 
tiva anida una clara situación de confusión, generando en quien 
afronta el problema una fastidiosa sensación de falta de elaboración 
intelectual y de un análisis, que connote algunos tipos de Partici
pación históricamente significativa y asentados teóricamente en torno 
al cual se puedan desarrollar clasificaciones o subclasificaciones» (21).

21

(21) Cipolla, Constantino: La participazione sociale. Chiarificazione del 
concetto ed ipotesi di sequenza, en «Sociología», núm. 1, 1975, págs. 49-68»
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Añádase a todo este cumulo de obstáculos teóricos sistematizan
tes, las dificultades semánticas, ya que las distintas lenguas utilizan 
en ocasiones términos plurimórficos para explicar el mismo conteni
do, recuérdese el de Civic Culture almondiano-veberiano, las virtudes 
cívicas montesquieanas o la ciüzenship de los sociólogos norteameri
canos.

Por otra parte, como ha subrayado un especialista en el tema, 
A. Pizzorno (22), la esencial ambivalencia de la participación radica 
en, la bipolaridad de objetivos que se le ofrecen: crear consenso en 
torno a las instituciones políticas o suministrar modos de organiza
ción colectiva que permitan de tal forma incidir en unas estructuras 
de desigualdad, que terminen por transformarlas. A esta duplici
dad de objetivos, que se proponen como metas o «goals» de la 
participación corresponden dos modelos de la misma: el primero, 
al que Pizzorno denomina «centralizado», pone el acento sobre 
el incontestable hecho social de que la participación se opera entre 
iguales o entre «pares», razón por la cual siempre alcanzarán mayo
res grados de participación aquellos que se encuentran en vecindad 
con los centros de poder. El segundo modelo, que Alessandro 
Pizzorno denomina el de «la conciencia de clase» es el que siguen 
los que se encuentran excluidos del poder y se fundamenta sobre la 
solidaridad de clase y opera según esta regla formulada por Pizzor
no: la participación política es mayor cuanto más grande (más in
tensa, clara, precisa) es la conciencia de clase (23).

Según S. Rokkan (24), los distintos estudios realizados has
ta 1970 sobre la participación política se habían enfocado en dos 
tipos de problemas: el primero que planteaba «comparaciones his
tóricas de los procesos de tomas de decisión, que buscaban una am
pliación del electorado y una estandarización de los procedimientos 
de votación»; el segundo que «establece comparaciones estadísticas 
de las tendencias observadas en las reacciones políticas de las clases 
más bajas y de las mujeres».

22

(22) P izzorno, A.: Introduzione alio studio della partecipaztone política, 
en «Quaderni di Sociologia», núm. 3-4, 1966, págs. 235-287. Hay edición en 
castellano con el título Participación y cambio social en la problemática con
temporánea, Ediciones Rialp, Buenos Aires, 1975.

(23) Op. cit., edic. en español, pág. 48.
(24) R okkan, S.: Citizens, Elections, Parties: Approaches to the com

par ative study of the processes of Development, McKay, New York, 1970, 
pág. 30.
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Además de estos dos planteamientos se observa más reciente
mente una nueva tendencia que pretende establecer comparaciones 
de tipo institucional y estructural para analizar la manera que ope
ran las distintas formas de presión ejercidas por los individuos, los 
partidos o las distintas asociaciones y su influencia sobre todo el 
sistema decisional. Se da así un nuevo avance en la teoría partici- 
pativa poniendo como objeto de esta relación social su conexión 
con el poder. Lo que no quiere decir, al menos según muchos auto
res, que la teleología de la participación sea la conquista del poder, 
sino de una presión o influencia sobre él.

En consecuencia, la noción de participación, ahora que ha llega
do a ser tema de moda, como dice G. A. Verba, resulta harto am
bigua e imprecisa.

En USA, con la expresión «participatory democracy», un sector 
importante de la nueva izquierda ha venido designando la alterna
tiva global al sistema, mientras que en Europa esa expresión alude 
a, por decirlo con palabra de Burdeau, «democracia gobernante» 
frente a la clásica y liberal democracia gobernada.

En Francia, el vocabulario político del gaullismo incorporó el 
término «participación» en 1968 para referirse a una vía media de 
compromiso entre el movimiento revolucionario de mayo y el inmo- 
vilismo sin imaginación de la vieja clase dirigente.

Se puede así concluir, con J. Santamaría (25), que el éxito de 
la expresión se debe, seguramente a su ambivalencia, no sorpren
diendo que algún autor como Weiner haya enumerado hasta diez 
acepciones distintas de la misma en el lenguaje político.

Como aproximación a su concepto puede bastar por el momen
to, las siguientes indicaciones:

a) Participación alude a «tomar parte», que de alguna forma 
se ha de referir a tomar parte en la vida política de una comunidad.

b) Tomar parte indica, por lo menos, «interés» en el asunto.
c) Y  «aceptar las condiciones» o reglas del juego, aunque sólo 

sea como punto de partida para su actuación reformista.
d) Todo lo cual también es exponente de un cierto grado de 

«integración» en esa comunidad en el «sistema», es decir, en «el 
conjunto de relaciones sociales y políticas».

23

(25) Santamaría, Julián: Participación política y democracia directa, en 
el libro homenaje a C. O llero: Estudios de Ciencia política y Sociología, 
Madrid, 1972.
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Pero, al igual que hay diversas formas o niveles de democracia, 
hay también diversos modos de participación, que se puede clasi
ficar en una primera aproximación como «modos pasivos» (la mera 
aceptación o sentimiento tácito) y «modos activos».

Que el modo pasivo es también participación lo han explicado 
exhaustivamente autores como Sartre y Aranguren, porque, sin duda, 
en ocasiones la omisión es una forma de colaboración.

Entre los modos activos, el «electoral» es el más evidente y el 
que, por su conexión con el problema de la representación, ha atraí
do más la atención de los especialistas en este tema. Y  dentro de 
este grupo cabe incluir también la «participación directa» (o parti
cipación en forma de democracia directa), la «participación en las 
decisiones», lo que supone acceso a los centros donde éstas se to
man, y toda esa otra forma de participación «informal» en manifes
taciones, concentraciones, huelgas, presiones, etc.

24

E N  BU SCA  D E  UNA D E FIN IC IO N

El significado de participación aparece claramente expresado y 
fundamentado en los primeros teóricos de la democracia moderna: 
John Locke, J .  J . Rousseau, John Stuart Mili o Alexis de Toc- 
queville (26).

Así, cuando John Locke en sus Dos tratados sobre el Gobierno 
expone que «la participación en la elaboración de las leyes es esen
cial para la aceptación y cumplimiento de las mismas», o cuando 
J . J . Rousseau en El contrato social (libro II , cap. I) (27) afirma 
que «la soberanía, no siendo más que el ejercicio de la voluntad 
general, no puede nunca ser enajenada, y que el soberano que no 
es más que un ser colectivo, no puede estar representado más que 
por sí mismo», no están sino cimentando y alumbrando el concepto 
moderno de participación, que reelaborarán autores más modernos, 
subrayando que la participación está íntimamente asociada a la idea 
de pertenencia a una comunidad y que implica la toma de concien-

(26) Es de notar como los modernos tratadistas de la participación adu
cen en favor de ella textos de Rousseau o de Locke, de J . S. Mili o de Alexis 
Tocqueville, según pertenezcan ellos mismos a una u otra nación. Cfr. Pate- 
MAN, Carole: Earticipation and democratic theory, Cambridge University Press, 
London, 1970, Chapter 2, pág. 22, donde hace una amplia reseña de las 
teorías de Rousseau y J . S. Mili, a las que añade las de G. D. H. Colé.

(27) Rousseau, J. J .; El Contrato social, Aguilar, Madrid, 1978, pág. 27.
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d a  de unos derechos, y más concretamente el derecho a controlar 
los actos políticos de los gobernantes. La no existencia de esta con
ciencia va a equivaler a una situación de despolitización o de alie  ̂
nación.

Hablando desde un punto de vista semántico, el vocablo Par
ticipación encierra diversos significados que corresponden a otros 
tantos tipos de participación o de actitudes ante la misma. La par
ticipación en su doble vertiente de acción y efecto del verbo parti
cipar, es una palabra de origen latino, compuesta de dos fonemas: 
el substantivo pars-partis y el verbo capere, que traducido burda
mente al castellano sería: coger la parte.

Los distintos significados que tanto el nombre como el verbo 
tienen en castellano se pueden reducir a los siguientes:

— Comunicar, informar, notificar o dar parte. Así en las «par
ticipaciones» de boda se lee: «Le participamos que la boda 
tendrá lugar...».

—̂ Intervenir, actuar o tomar parte. Ejemplo: Participar en unos 
juegos o en una fiesta.

— Recibir una parte de algo que se reparte. Ejemplo: Partici
par en las ganancias.

«— Compartir, tener en común, tanto referido a cosas como a 
ideas. Ejemplo: Participar de una opinión.

— Asociarse a cooperar en algo o ser parte. Ejemplo: Participar 
en un desfalco.

Gran número de autores especializados en esta materia están 
de acuerdo en señalar que la desconfianza política, el cinismo o la 
falta de fe en el sistema están asociados a los bajos niveles de par
ticipación política (28).

Entendiendo por participación política, de acuerdo con la clá
sica definición de McClosky (29) aquellas actividades voluntarias 
mediante las cuales los miembros de una sociedad intervienen en 
la selección de los gobernantes y, directo o indirectamente, en la 
formación de esa política, el diagnóstico global de la participación 
está correlacionada negativamente con la despolitización.
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(28) Para probar su aserto L. Milbrath cita, entre otros, a Dean, Almond 
y Verba, Di Palma, Thompson y Horton, Templeton y Agger.

(29) Ver Participación política, en «Enciclopedia de Ciencias Sociales», 
Aguilar, Madrid.
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Esta situación generalizada de falta de interés por la vida polí
tica o pública la describe J. Y. Calvez, al decir que «la despoliti
zación no es otra cosa que el descenso de la posible participación 
personal de todos en la vida política» (30).

Con el fin de no caer en los vicios en que suelen incurrir las 
definiciones, que oscilan siempre entre los dos extremos de la 
inclusión o de la exclusión, es preciso establecer los parámetros 
justo que ciñan el contenido dentro de unos límites que ni incor
poren aspectos que la hacen irrelevante ni incluyan aquellos que 
la convierten en inoperante, restringiéndose, por tanto, a aquellos 
elementos que son claves y rigurosamente significativos.

Un ejemplo de definición inclusiva es la propuesta por el fran
cés R. Capitant en su libro «Démocratie et participation politi- 
que» (31), quien define la participación política como «el hecho de 
una persona física de tomar parte en una acción colectiva y concre
tamente en un acto jurídico colectivo».

Otros reducen la participación a la mera pertenencia o afiliación 
a una asociación, de forma que todos los estudios realizados por 
esta escuela o tendencia, que estuvo muy en boga en Estados Uni
dos en la década de los cincuenta, quedaban referidos al ámbito de 
las asociaciones formales o voluntarias, simples o complejas (32).

En otro sentido tampoco cumplen las condiciones definitorias 
aquellas tan amplias que no aciertan a concretarse en el núcleo cen
tral. El italiano F. Crespi cuando define la participación como «una 
capacidad del sujeto para conocer la realidad y los problemas de la 
colectividad a la que pertenece (en sus varios niveles de local, re
gional, nacional e internacional) y de intervenir en modo activo y 
con cierta competencia en las decisiones y en las elecciones que in
fluyen en la vida de la colectividad», da tanto énfasis y privilegia de
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(30) Calvez, J . Yves: La idea de des politización como juicio de valor, 
en Vedel, Georges: La despolitización, Tecnos, Madrid, 1973, pág. 35.

(31) Capitant, René: Démocratie et participation poUtique, ôtádiS, Pa
rís, 1972, pág. 31.

(32) E van, W. M.: Dimensión of Participation in Voluntary Association, 
in «Social Forces», X X X V I, 2, 1957; Axelord, M.: ürhan Structure and 
Social Participation, in «American Sociological Review», XX V I, 2, 1961; 
Be ll , W .-F orcé, M.: Drhan Neighborhood Types and Participation in For
mal Association, in «American Sociological Review», X X I, 1, 1956; F oskett, 
J .: Social structure and Social Participation, in «American Sociological Review'», 
XX , 4, 1955; Scott, J . C.: Membership and Participation in Voluntary 
Associations, in «American Sociological Review», X X , 1955.
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tal modo la capacidad y disponibilidad del sujeto que parece defi- 
 ̂ nir más la conciencia social que la acción participativa (33).

Por eso tampoco ha tenido gran aceptación la definición del autor 
francés Albert Meister (34), quien entiende por participación «un 
comportamiento de adaptación al cambio social».

Ante todo hay que mantener que la participación supone una 
actitud o un estado de conciencia que estima como un valor supe
rior este derecho a intervenir, mediata o inmediatamente, en los 
asuntos públicos.

La participación en su más amplio y grandioso sentido de la 
palabra pertenece a la esfera de los modelos, los cuales no son 
nunca realizables en toda su plenitud, pero sirven de fuerza motriz 
para aquellos que están convencidos que el mundo puede transfor
marse y mejorar merced a los esfuerzos de todos.

Participación, ante todo, encierra en sí misma una connota
ción dinámica, que excluye de raíz todas las referencias pasivizan- 
tes o pasivizadoras, como pueden suponer las tácticas de manipu
lación. Una vez clarificado este talante activo de los sujetos impli
cados, habrá que especificar el objeto de la acción, que a su vez 
queda determinado por el de posicionamiento activo y personal 
ante algo o frente a algo. En una sociedad, organizada jerárquica
mente, esto supone que se actuará participativamente, cuando los 
subordinados actúen de tal forma que tengan la virtualidad de in
fluir en aquellas decisiones de las que la autoridad, el poder o los 
superiores son, en principio, los designados para llevarlas a cabo. 
Surge así la más repetida de las definiciones que los autores con
temporáneos dan de participación.

«Puede definirse participación política como las acciones de 
los ciudadanos privados, mediante los cuales buscan influenciar o 
apoyar al gobierno y a su política», dicen Lester W. Milbrath y 
M. L. Goel (35).
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(33) Cr espi, F.; Vartecipazione sociale e gruppi primari, in «Rivista di 
Sociología», V II, 2, 1970.

(34) Meister , Albert: La participation pour le développement, Ed. Eco- 
nomie et Humanisme, París, 1977.

(35) Milbrath, L. W., y G oel, M. L.: Polkical Participation, Rand 
McNally, Chicago, 1977, 2nd., pág. 2.

lO

índice



Como se añade a continuación, se trata de una definición un? 
tanto extensa, ya que incluye tanto las actividades ceremoniales como- 
las de ayuda.

En esta misma línea se sitúa la definición formulada por el 
British Institute of Management, que mantiene que «participación es 
todo proceso convenido dentro de una organización mediante el cual 
los subordinados son capaces de influir o afectar en las decisiones 
de los superiores» (36).

Queda, pues, claro que el objeto sobre el que se ejerce la acción 
es estrictamente la decisión o la toma de decisiones. Si el núcleo 
central de estos actos o comportamientos influenciadores es la deci
sión, no cumplirán el requisito participativo otros procesos o fenó
menos, tales como los de la transmisión de informaciones, los siste
mas comunicativos, las simples consultas o la aceptación de suge
rencias.

Aunque en principio se identifique con el concepto de democra
cia, este segundo encierra un significado de mayor alcance, razón por 
la que se prefiere dedicar el término de participación a una forma 
o especie de funcionamiento de la dinámica democrática, por más 
que la literatura actual que versa sobre el tema da por sentado que 
una mayor democratización implica y desemboca en una mayor par
ticipación.

Otra clásica definición es la de R. Satwell, referida a la unidad 
productiva: «La participación es un proceso o todo el conjunto 
de esos procesos, por los que los empleados, como contradistintos 
de los directivos, contribuyen positivamente a la consecución de 
decisiones directivas sobre materias que afectan directamente su 
trabajo» (37). En esta escueta definición aparecen remarcadas las~ 
características de toda participación:

a) Se trata de todo un proceso, y no de una institución.
b) Hay una clara distinción entre subordinados y superiores,, 

que son quienes en principio han de ser los protagonistas dé 
la decisión.

c) Se trata de una influencia no en materias puramente técni
cas o especializadas, sino sobre aquellas que afectan e inci

den directamente sobre la vida de los tales subordinados.
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(36) B. I. M.: Participation, Democracy and Control, B.I.M Foundation, 
London, 1979, pág. 9.

(37) Satwell, R.: Sharing our industrial Futura? The Industrial Society, 
Londres, 1968, pág. 1.
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Como resumen, y con el fin de no ser repetitivos, recogemos 
la definición de Lammers quien mantiene que participación es «toda 
forma de ejercer el poder por los subordinados, dentro de una orga
nización social, que esté considerada tanto por ellos como por sus 
superiores como legítima» (38).

El Diccionario Político A-Z, recoge esta formulación hecha por 
'Gisela Zimpel (39). En el lenguaje habitual, «participación polí
tica» es vista como equivalente de la participación del ciudadano en 
ol proceso político de deliberación y decisión y funge como una 
forma de la conducta social que por una parte abarca el ejercicio 
de los derechos de participación garantizados por la ley y la cons
titución (derecho de sufragio, derecho de reunión, derecho de ma
nifestación pública) y por otra, también comprende modos de con
ducta informales (conversaciones políticas con vecinos, amigos o 
compañeros) o procesos mentales (interés político).

Con estos materiales a la vista hemos construido la definición 
total de participación que estimamos más completa.

«Participación es toda acción individual o agrupativa que pre
tende estar presente y tomar parte sobre la marcha de los aconteci
mientos políticos o de la organización global de la sociedad, ya sea 
a nivel local o nacional, para influir en la elección y control de los 
gobernantes, en la actividad política o administrativa y, en defini
tiva, en las decisiones que se vayan a tomar mediante una serie de 
procedimientos legalmente reconocidos y aceptados por los propios 
gobernantes.»

29

V IRTU A LID A D ES PARTICIPATIVAS  
D E  LA CO N STITU CIO N

La historia del constitucionalismo, en cuanto supone una reduc
ción de los poderes acaparados por uno o por pocas personas, los 
reconocimientos explícitos y hasta pormenorizados de los derechos 
'del ciudadano como individuo y como miembro de la sociedad, la 
garantía por parte de los poderes públicos de esos derechos funda-

(38) Lammers, C. J .: «Power and Participation in Decision-making». 
American Journal of Sociology, vol. 73, núm. 2, págs, 201-216.

(39) G órlitz, Axel: Diccionario de Ciencia 'Política, Alianza, Madrid, 
1980, pág. 71.
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mentales y, en defintiva, la sumisión de todos, gobernantes y gCK 
bernados, a un ordenamiento jurídico, no es otra sino la historiá 
de las democracias que desplaza los centros de poder hacia el pue
blo. Consecuentemente toda constitución formal encierra por su 
propia definición una virtud potenciadora del sentido participativo.;

Demostrar minuciosamente que la Constitución española de 
1978 dispone una capacidad estimulante de la participación, enten
dida ésta en sus más complejos significados, equivaldría a desarro
llar ahora con todo detenimiento un estudio completo de la Cons
titución. En la imposibilidad de emprender aquí este trabajo, que 
cuenta ya con una rica y extensa producción bibliográfica (40); 
baste enunciar que al definir el artículo 1 a España como un
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Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valo
res superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la 
igualdad y el pluralismo político, quedan derrocados de un pluma
zo todos los mayores obstáculos que el anterior régimen autoritario 
oponía a la participación y abre unas perspectivas, inéditas hasta 
entonces, de establecer una sociedad democrática avanzada. El paso 
de un poder absoluto y personalizado a una soberanía cuyo sujeto 
es eh pueblo, que elige a sus representantes en el parlamento, equi
vale a poner las bases o líneas maestras del proceso participativo. 
Al igual que sucede con la declaración de que todos los ciudadanos 
tienen acceso a los poderes públicos, sin que exista ninguna barrera 
discriminatoria originada por la ideología o la pertenencia a un 
partido u otro.

La consagración formal de este principio participativo está reco
gida en el artículo 23: «Los ciudadanos tienen el derecho a parti
cipar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por su
fragio universal. Además de quedar claramente configurada nuestra 
democracia como representativa, formula tajantemente el derecho con 
que cuentan los españoles de participar directamente, sin que esta 
exigencia se vea recortada o aminorada por ninguna cortapisa explí
citamente enunciada.

Para que este derecho a la participación se convierta en algo 
operativo el artículo 9.° había hecho recaer sobre las espaldas de 
los poderes públicos estas tres funciones: promover las condiciones 
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que 
impidan o dificulten su plenitud y, por último, facilitar la partici
pación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cul
tural y social. Tanto por parte del sujeto actuante, que queda exten
dido a la totalidad de los ciudadanos, como por parte del objeto, 
que abarca todos los órdenes o esferas de la vida social, el campo 
de la participación reconocido en la Constitución no sólo se ve re
cortado, sino generalizado al máximo. Poniéndose como factor agra
vante de esta potencialidad sin fronteras esta obligación que incumbe 
al Estado de sentirse y de actuar eficazmente como auténtico pro
motor de este proceso participativo.

La propia Constitución recoge una serie de medios o canales 
para que se pueda participar activa y personalmente.

Por un lado están los partidos políticos o las asociaciones sin
dicales o de cualquier otro tipo. Desde ellas y en forma asociada
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se ofrecen y brindan mil cauces de pmicipación, que antes no exis
tían, pues había un Movimiento Nacional único y un sindicato 
único.

Los partidos son el mejor instrumento para la participación po
lítica, según dice el artículo 6. Y no sólo porque a través de los 
partidos se eligen los representantes del pueblo, sino porque mili
tando en ellos se puede actuar para influir más directamente en la 
vida pública, tanto se sea miembro de un partido que está en el 
gobierno, como si se está sólo en la oposición.

Pero además la Constitución propone una serie de cauces espe
cíficos como son:

1. La iniciativa popular. Cuando un grupo de ciudadanos quie
re que se admita en el parlamento cierta proposición de ley para 
que se discuta y se apruebe, tienen el recurso de reunir 500.000 fir
mas acreditadas de electores siempre que estas proposiciones de le
yes no se hagan sobre materias que sean objeto de ley orgánica de 
carácter tributario o internacional, o referentes a la prerrogativa 
de gracia.

2. Otra forma de participación directa se ejerce a través de pe
ticiones individuales o colectivas. En el artículo 77.1 se habla de 
que las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, 
cuando éstas se hagan por escrito y nunca mediante manifestaciones 
masivas ciudadanas.

3. El referéndum es el típico instrumento de la democracia di
recta. Aunque también es verdad que a lo largo de la historia estos 
referéndums han servido a dictadores o gobernantes autoritarios 
para hacer que el pueblo rubricase sus deseos o caprichos, convir
tiendo así al referéndum en un puro plebiscito.

Hay muchos tipos de referéndum

— para revisar o reformar la Constitución, que puede ser unas 
veces obligatorio y otras facultativo;

—  para la constitución de determinadas comunidades autónomas, 
así como para la aprobación o modificación de los Estatutos 
de cada comunidad autónoma;

— para consultar al pueblo directamente algunas decisiones po
líticas de especial trascendencia. La iniciativa de este tipo de 
referéndums corresponde al Presidente del Gobierno, que lo 
presentará al Congreso de Diputados. Si éste lo aprueba por 
mayoría absoluta el Rey convocará necesariamente el refe
réndum.
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4. La acción popular que posibilita a los ciudadanos para que
rellarse cuando se haya producido una infracción constitutiva de 
delito perseguible de oficio.

5. Otras formas o cauces participativos son, por ejemplo, los 
jurados, la acción de los ciudadanos en ciertos tribunales consuetu
dinarios, como el Tribunal de las Aguas de Valencia, los Concejos 
abiertos en los municipios o la gran institución del Defensor del 
Pueblo.

Muchas de estas figuras jurídicas están empezando a ponerse en 
marcha o esperan otras leyes posteriores que regulen su funciona
miento. Pero además, están esperando la voluntad de los ciudadanos 
que se las tomen en serio y empiecen a actuar a través de ellas.

Precisamente el profesor don Antonio Hernández Gil en el dis
curso que tuvo cuando era Presidente de las Cortes después de ser 
aprobada esta Constitución fue el primero en dejar las cosas muy 
claras. Decía él, para que haya democracia no basta con que haya 
leyes. Lo que se trata ahora de poner en marcha es el espíritu de
mocrático. «La democracia no se circunscribe a la consagración del 
voto ni al triunfo de la mayoría. Por eso con la Constitución no sólo 
estrenamos una ley nueva, sino asimismo una nueva vida, más llena 
de alicientes y responsabilidades». Y la primera responsabilidad que 
tienen desde ahora los ciudadanos de este Estado libre es precisamen
te la de participar.
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El cambio demográfico en España

Santiago Lorente Arenas
L ic e n c ia d o  en S o c io lo g ía

El objetivo del presente número de DOCUMENTACION SO
CIAL es radiografiar a la sociedad española en el contexto concreto 
socio-político en el que se encuentra.

El análisis demográfico reviste peculiar dificultad, por cuanto los 
datos básicos y más recientes se han recabado del Censo de 1981, 
y el Instituto Nacional de Estadística, pese al enorme esfuerzo de 
sus funcionarios, por falta de recursos económicos, aún no ha podido 
ofrecer más que las primicias de dicho Censo.
 ̂ Por otro lado, al lector de DOCUMENTACION SOCIAL no le 
interesa una recopilación estadística de los parámetros demográficos 
del pasado, primero porque los datos ya están publicados por doquier, 
y segundo porque lo que importa aquí es intentar analizar lo que 
previsiblemente ocurrirá en materia demográfica en la década de los 
años 80.

Por todo ello, el presente artículo discurrirá por la línea del 
ensayo, como la fórmula más idónea que pueda lograr un punto 
equidistante entre las publicaciones altamente especializadas y la 
mera divulgación. «El ensayo es la ciencia menos la prueba explíci
ta», escribió Ortega y Gasset. Se trata, pues, en el presente ensayo, 
de generar una especie de premonición incitadora, ciertamente intui
tiva, pero también basada en la aportación empírica del pasado.

El eje fundamental sobre el que girará el análisis es la peculiar 
y novedosa situación de «estagflación» (inflación y paro simultáneos) 
que obsesivamente envuelve al mundo desde el primer alza de pre
cios de los crudos en 1973. Ya la «Conferencia Mundial de Pobla-
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don» (Bucarest, agosto 1974) intentó vana y visceralmente rascar 
en la relación causa-efecto entre demografía y economía: según los 
países desarrollados, la superpoblación es la causa del subdesarrollo, 
y según los países del tercer mundo, el subdesarrollo es la causa de 
la superpoblación. Llegados a este punto, lo único que válidamente 
se pudo obtener de tal conferencia es que, al menos, las variaciones 
demográficas y económicas son concomitantes y se explican mutua
mente.

El artículo, pues, discurrirá bajo la oscuridad producida por el 
insistente nubarrón de la presente crisis económica, a punto ya de 
cumplir sus 10 años y de la que no se ve final inmediato; hará un 
repaso a los parámetros demográficos más recientes (natalidad, nup
cialidad, mortalidad, movimientos naturales) e intentará finalmente 
realizar una aventurada prognosis sobre lo que dichos parámetros 
serán en España, en la década de los 80 y en el marco del actual 
modelo social y político.
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LA MAGIA D E  LA DEM OGRAFIA

La gente encuentra en el hecho demográfico una especie de he
chizo. Efectivamente, hay razón para ello. Desde el umbral de la 
especie humana como especie viviente hasta aproximadamente 1830, 
período que puede durar unos 5 millones de años, la humanidad sólo 
pudo superar la cota de mil millones de habitantes sobre el planeta. 
Causas ambientales, tales como las pestes, las epidemias, la morta
lidad perinatal, la alta morbilidad, y en general, el desconocimiento 
médico del cuerpo humano, así como causas digamos voluntarias, re
sultado del misterio de la libertad y la inteligencia, tales como gue
rras, migraciones y bajísima calidad de vida, producían altísimas ta
sas de mortalidad. Para mantener el equilibrio de la especie, las 
mujeres instintivamente tenían que pasar por el aro de concebir, 
gestar, dar a luz y amamantar del orden de 6 u 8 hijos para que, 
al final de sus (cortos) días, les sobrevivieran poco más de dos. Era 
la «reproducción» generacional matemáticamente casi exacta: dos 
padres-dos hijos.

Pero llegan las sulfamidas a principios del siglo xix como pode
rosos y novedosos agentes terapéuticos, y posteriormente los antibió
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ticos, vislumbrados ya por Pasteur y Joubert en 1877, e implanta
dos por Fleming cuando descubre la penicilina en 1929. Y llega la 
investigación médica masiva, la gran penetración de los hospitales y 
en general el inicio de una potente infraestructura sanitaria.

Esta «revolución silenciosa de la medicina», en frase feliz de 
Amando de Miguel, ha sido la primera causante de este espectacular 
despegue demográfico: en poco más de siglo y medio la humanidad 
se ha más que cuadruplicado (somos ya más de 4.000 millones), 
mientras que en cinco millones de años la humanidad sólo pudo 
llegar a 1.000 millones. Es decir, hemos crecido como cuerpo viviente 
cuatro veces en una cinco-millonésima de ámbito de vida.

Este fenómeno, rayano en la magia, es el causante del hechizo 
que en unos y otros produce la demografía. Lo que ha pasado, sen
cillamente, es que la presuntamente inteligente especie humana ha 
incidido sólo en uno de los factores básicos del binomio, eliminando 
mucha parte de la mortalidad, especialmente la infantil, olvidando 
que para mantener un cierto equilibrio biológico de la especie, o al 
menos para controlar más racionalmente su crecimiento, hacía falta 
incidir también en el otro factor básico: la natalidad. Efectivamente, 
el crecimiento vegetativo es el simple resultado de la natalidad menos 
la mortalidad, entradas menos salidas. A igualdad de la primera, 
toda reducción de la segunda produce inexorablemente un incremen
to del crecimiento. Por simple resta. Con el agravante de que los 
que quedan como resultado de tan simple resta son potenciales y 
actuales procreadores. De ahí el irresistible ritmo de crecimiento nu
mérico, realizado por una especie viva que se dice inteligente.

Note el lector que ésto se dice sin pudor de afirmar que se trata 
de un auténtico juicio de valor al margen de consideraciones ni mal
tusianas ni católicas: ni pensando en que no hay alimentos para 
tantos ni que los lirios del campo podrán seguir viviendo. Lo que es 
evidente es que ningún organismo social puede absorber, en una 
cinco-millonésima de tiempo, un crecimiento por cuatro. Porque ni 
su organización se puede adaptar al ritmo, ni los alimentos (que 
los hay y los habrá por mucho tiempo) se pueden distribuir pronto, 
fácil y equitativamente, ni la información se puede impartir con agi
lidad, a pesar del alucinante despegue de las comunicaciones. El he
cho y la realidad es que el crecimiento demográfico va siempre muy 
por delante de la capacidad humana de abarcar los ingentes proble
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mas que generan los 4.000 millones de seres humanos. Ningún or
den económico internacional, ninguna política, ninguna Organización 
de Naciones Unidas pueden actuar tan deprisa. Ya se ve.

Al final se trata de un problema político — la gran «polis» del 
ser humano sobre la faz de la tierra—  de ingentes dimensiones. 
Bueno será por ello que sigamos reflexionando, a partir de nuestro 
minúsculo escenario de cambio político en España, sobre cuáles son 
las realidades demográficas nuestras. Pues lo cierto es que, indepen
dientemente del Dios que cada uno lleve dentro, dado el pluralismo 
existente, ese Dios nos exige responsabilidad. Pero para ejercer ésta, 
el primer y más ineludible deber es estar informados.
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NATALIDAD Y FECUNDIDAD

Natalidad hace referencia a los nacidos en el contexto general 
de la población, y fecundidad lo hace en el contexto de las mujeres 
en edad genésica. Ambos están obviamente interrelacionados.

Estos fenómenos, igual que el de la nupcialidad, están también 
íntimamente relacionados con el bienestar o malestar económico, tal 
como se ha dicho en la introducción. Desde 1984 empieza la caída 
de ambas tasas, caída que se acelera en los últimos cuatro años. 
En 1979 estamos ante una tasa de natalidad de aproximadamente 
16 por 100, mientras que en 1981 es ya del 13,8 por 100, lo que 
significa la entrada a la vida de unos 500.000 o más niños cada año 
en nuestro país.

La fecundidad en España está bastante cerca de los parámetros 
europeos, aunque todavía ligeramente por encima, y dentro de las dis
tintas regiones existen aún notables diferencias.

La tasa bruta de reproducción para España sufre también una 
notable caída: 2,66 hijos por mujer en 1977, 2,30 en 1979 y 2,16 
en 1980. Todos estos datos apuntan o deben apuntar hacia una 
serie de causas, no todas ellas debidamente explicadas aún por los 
demógrafos.

Parece que, en contra de lo que se ha pensado y dicho, no es 
cierto que España haya ostentado desde siempre altos índices de
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natalidad (aquello de «tantos hijos como Dios quiera»), y desde 
luego éstos se acercan más a los promedios europeos que a los de los 
países tercermundistas. Parece también cierto que el control de la 
natalidad ha sido rudimentariamente ejercido en amplias zonas de 
la sociedad, antes de la llegada de los anticonceptivos, mediante las 
conocidas técnicas del coito interrupto y del preservativo, así como 
de la simple y llana abstinencia. También el celibato religioso ha 
jugado — aunque exiguo—  un cierto papel en el resultado de dichas 
tasas de natalidad.

La llegada de turistas, como consecuencia del I Plan de Esta
bilización de 1959, supuso no sólo la entrada masiva de divisas, sino 
unas nuevas fuentes de información a la sociedad española en muchas 
materias y presumiblemente también en ésta del control de nata
lidad.

Con motivo de la euforia económica de los años 60, las parejas 
pudieron adelantar su edad de entrar al matrimonio y tener los hijos 
que pensaban tener (pocos o «la parejita») muy pronto en su vida 
matrimonial, con lo cual se produce una concentración de nacimien
tos en el primer lustro de esta década (el famoso «baby boom» es
pañol) para a partir de ahí empezar la curva descendente, como se 
ha dicho. Por tanto, la relativamente elevada tasa de natalidad de 
ese corto período ha de contemplarse más como un fenómeno pasa
jero que como una constante demográfica propiamente dicha en 
nuestro país.

En los últimos diez años, el uso de los modernos métodos anti
conceptivos es ya un hecho, a lo que hay que añadir algo muy estre
chamente relacionado como es la crisis económica, el paro, y la 
implantación del «modernismo» como pauta cultural de valores. 
Dicho de forma coloquial, no se tienen muchos hijos tanto porque 
ahora no hay que tener tantos, como porque no se pueden tener 
tantos.

La no salida inmediata de la crisis económica y la inminente le
galización del aborto terapéutico, además de la continuación del uso 
de anticonceptivos, hacen prever un mantenimiento a corto plazo de 
los bajos índices de natalidad. Todo ello se hará bajo ciertas tensiones 
sociales entre las que, no cabe duda, la Iglesia intentará coherente
mente mantener su tradicional liderazgo. Los indicios apuntan, no 
obstante, a que en este campo lo perderá de forma significativa.
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LA S PAUTAS D E  NUPCIALIDAD

Si la telemática estuviera ya sólidamente implantada y los regis
tros civiles enviaran a un ordenador central, cada mes, el dato de 
la edad de los contrayentes, nos encontraríamos con un sorprenden
te indicador económico tan bueno — o malo—  como la bolsa o el 
Indice de Precios al Consumo.

Efectivamente, a partir de 1959, año del ya mencionado I Plan 
de Estabilización, en que se inicia de forma avasalladora el desarrollo 
económico (sólo Japón nos ganó en el ímpetu), hasta la crisis del 
petróleo, los españoles adelantaron su boda. La economía se movía, 
había empleo (porque el que no lo tuvo fue «invitado» por la co
yuntura a buscarlo en Europa). Consecuentemente los individuos te
nían licencia para casarse. Licencia eclesiástica, que nunca faltó, y 
licenia económia (piso y muebles).

La edad media al matrimonio, en este período, disminuye en 
tres años para los varones (de 29,3 a 26,3) y en 2,7 años para las 
mujeres (de 26,4 a 23,7). La diferencia de aproximadamente tres 
años entre ambos sexos se mantiene, por lo que cabe inducir que las 
pautas culturales relativas a la preferencia de edad se acercan a 16 
que podríamos denominar constante sociológica.

Acabados los años de las vacas gordas del desarrollo, con mo
tivo de la primera crisis del petróleo (1973), se aprecia una primera 
caída de las tasas de nupcialidad en 1974 y otra posterior, aún más 
aguda, en 1975, caídas que de alguna forma se mantienen hasta la 
actualidad. En el contexto de la crisis, la licencia eclesiástica para 
casarse no falta, pero sí ciertamente escasea la licencia económica. 
Hay mucho joven que sangrantemente aún no ha encontrado su 
primer empleo.

Un fenómeno del que no tenemos datos fehacientes es el relativo 
al número de parejas más o menos estables que no han pasado ni 
por el registro civil ni por el parroquial, y que por tanto no se 
reflejan en las cifras oficiales del INE. No se puede aventurar la 
magnitud del fenómeno, en todo caso aún minoritario, pero que po- 
posiblemente incida de alguna forma en la caída de las tasas de 
nupcialidad analizadas.

Parece que no es sólo la crisis económica la que incide tanto
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en el retraso de la edad de contraer matrimonio como en la dismi
nución de las tasas de nupcialidad. Aquí la guerra civil tiene algo que 
decir, como se ampliará más adelante. Los niños no nacidos por 
ausencia de casi un millón de padres muertos en la contienda signi
fica lógicamente cerca de dos millones de hombres y mujeres que no 
han contraído matrimonio, por no haber venido a la vida, en este 
período.
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LA MORTALIDAD, E SP E C IA L M E N T E  LA IN FA N TIL

La lucha contra la muerte, igual que a nivel mundial, desde 1830, 
ha tenido eficacia notoria en España. En 1975 tenemos unas espe
ranzas de vida de 70,4 años para los hombres y de 76,2 para las 
mujeres. Estos parámetros están totalmente en línea con los europeos. 
Nótese que la esperanza de vida para los españoles era de 35 años 
aproximadamente en 1900. También a principios de siglo, la tasa 
bruta de mortalidad era de 28,8 po 100, y en 1981 del 7 por 100. 
Las cifras de mortalidad infantil son aún más sorprendentes: para 
1900 era de 176 niños muertos por cada mil nacimientos, mientras 
que en 1975 era de sólo 17.

Indudablemente, este fenómeno es casi exclusivamente atribuible 
a los obvios logros de la medicina, no siempre cabalmente reconoci
dos por la sociedad. Pero también hay que añadir, como se dirá más 
ampliamente después de hablar de la guerra civil, que las generacio
nes más ancianas de España han sido ya más castigadas por la mor
talidad (guerra y subsiguientes años del hambre), por lo que los 
índices de mortalidad curiosamente son menores, en términos rela
tivos, a partir de los cincuenta años, y mayores en edades infantiles 
y juveniles.

En resumen, el proceso demográfico y el impresionante creci
miento absoluto no se ha caracterizado sólo por el alargamiento de 
la vida humana, sino fundamentalmente por el incremento del nú
mero absoluto de los que alcanzan edades más avanzadas al reducirse 
drásticamente las posibilidades de muerte en las primeras edades de 
la vida, lo cual ha posibilitado también el incremento absoluto de 
personas en edad genésica.
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LA SO CIEDAD E N  SU  ESPA CIO

Una de las convulsiones espaciales más importantes que ha tenido 
España ocurrió en la década de los 60, motivada asimismo por el tan 
citado I Plan de Estabilización. Las divisas, procedentes de nuestros 
heróicos emigrantes y de los turistas que masivamente entraron a 
tomar el sol, pusieron en marcha, como es sabido, el proceso de 
industrialización el cual llevó pareja de desertización física del campo 
y de la actividad primaria. Así, se empezaron a engrosar los cintu
rones de las grandes ciudades, donde anárquica e inhumanamente se 
maridaron chimeneas con anónimas ciudades-dormitorio.

El último Censo de 1981 indica que siguen perdiendo población 
las regiones de ambas Castillas y Extremadura, mientras que los 
incrementos máximos se centran en Madrid, Baleares y Canarias. 
Por encima de la media nacional crecen aún Valencia y Cataluña.

El actual reparto de los sectores económicos secundario y tercia
rio, respecto al primario, como consecuencia del desarrollo económi
co, ha dejado hoy a un país espacialmente invertebrado, no carente 
de problemas y tensiones como se refleja incluso en el prolongado y 
duro parto de las autonomías. Así, el triángulo que componen Bilbao, 
Zaragoza, Valencia, Barcelona y la pared pirenaica alberga a más de 
un tercio, solamente él, de toda la población española. Es el «tirón 
de Europa», como ha sido calificado. Madrid cobija al 12 por 100. 
Los vastísimos parajes de las dos Castillas (excepto la isla de Ma
drid) y Extremadura dejan amplio espacio para apenas el 14 por 100 
de dicha población española. En el resto se asientan sólo cuatro de 
cada diez españoles, fundamentalmente en las proximidades de las 
costas marítimas.

Se ha hablado mucho de esta desigual distribución de asenta
mientos humanos, pero no siempre se ponen de manifiesto los crite
rios de disfuncionalidad de dicha desigualdad. Efectivamente, el 
anárquico reparto incide en problemas de calidad de vida (comunes 
tanto a las abanonadas zonas rurales como a las erráticas con-urba- 
nizaciones), de transporte y comunicaciones (el «tirón de Europa» 
está cruzado de autopistas y el resto, con suerte, de carreteras tipo 
«Redia»), de infraestructura sanitaria y escolar (muy desigual acceso, 
en kilómetros, a hospitales, escuelas y universidades). Y ello por 
citar sólo algunos ejemplos más conocidos. Sin embargo, el reparto
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está ahí, y no es previsible un cambio sustantivo ni a corto ni a 
medio plazo.
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SIG U E  E L  P E SO  D E  LA GUERRA C IV IL

En la actual pirámide de edad, por sexo, de la sociedad española 
se observan muy fácilmente los efectos de la contienda. Los estratos 
de 65 y más años en 1980, que son los nacidos en 1915 o antes, re
presentan un grupo de edad que en 1936 tenía 21 ó más años. En 
este grupo se aprecia muy ostensiblemente el vacío producido por 
el «millón de muertos», fundamentalmente varones, y consecuente
mente la presencia de mujeres que aparece, en virtud de dicho fenó
meno, como un exceso. La mayor esperanza de vida de las mujeres 
no justifica, por sí sola, el perfil de la pirámide en este estrato 
final.

Un millón de muertos significa, además, cerca de un millón prác
ticamente de matrimonios no celebrados, pues dada la edad tardía 
en contraer matrimonio en España por aquellos tiempos, los mucha
chos llamados a filas por ambos bandos eran fundamentalmente sol
teros. De ahí que, entre el «exceso» relativo ya analizado de actua
les mujeres de 65 y más años se encuentre un contingente muy sus
tancial de las que han permanecido solteras porque su potencial pa
reja había muerto en la guerra.

En virtud de este peculiar fenómeno, la pirámide muestra un 
claro «cuello de botella» que afecta a ambos sexos esta vez, corres
pondiente a los estratos de edad entre los 25 y 44 años, que en 
1980 supone los nacidos entre 1931 y 1960. Esta falta de personas 
es la consecuencia obvia de no haber existido ese cerca de millón de 
matrimonios por haber faltado ese cerca de un millón de padres 
necesarios. Dados los índices de natalidad de la época, esta no exis
tencia de hijos, causada por la no existencia de matrimonios previos, 
puede llegar a casi dos millones.

El cuello de botella analizado tiene también otra explicación en 
la emigración europea. Según estimaciones del Instituto Nacional de 
Emigración, el número de emigrantes a Europa ronda los 160.000 
al año en los primeros y últimos años del desarrollo español, y del 
orden de 107.000 en los años intermedios. Desde 1975 no parece
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que haya habido un retorno masivo de emigrantes. En este sentido^ 
las precisiones que marque el Censo de 1981, cuando esté totalmente- 
perfilado, podrán alterar el contorno de la pirámide de edad espa
ñola actualmente existente.

Desde una contemplación mord de ambos fenómenos (guerra y 
emigración) no hay que añadir una palabra más, pues la valoración 
es unánime. Pero hay que añadir una consideración, demográfica 
dentro del contexto de la crisis económica actual, y es la del cierta 
alivio que suponen casi dos millones menos de población activa que,, 
de existir, hubieran elevado la cifra del paro a unas 400.000 personas 
más, y la cierta menor carga para los actualmente privilegiados acti
vos que supone la existencia de varones ancianos porque murieron en 
la guerra. Evidentemente, esta consideración no justifica ni los 
muertos ni los emigrantes. Es sólo una contrastación de hechos.
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E L  E SC E N A R IO  D E  LO S 80

Toca finalmente jugar a los pronósticos, y se siente, al abordarlo>, 
la sensación de aventura e incluso de osadía.

A lo largo del artículo se han presentado los grandes fenómenos 
demográficos hilados con otros factores propios de la estructura y 
organización social (especialmente de carácter económico) y de las 
pautas culturales de valores y comportamientos.

En este último apartado se va a hacer lo mismo, pero mirando^ 
al futuro. Se presentará cada gran fenómeno demográfico, se indica
rán las previsibles formas que tomará, y se intentará asociarlo a fac
tores de estructura social y de cultura. Las dos grandes hipótesis_gue 
se barajan son: por un lado, ralentización de las tasas de decreci
miento o estancamiento económico y suave recuperación de la eco
nomía, y por otro lado, auge de los valores propios de la «moderni
dad» más coherentes con la gobernación socialista.

1) N atalidad :

Mantenimiento de las tasas decrecientes, pero con un ritma 
menor que en la década pasada.
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Factores atrihuibles.
—  Mentalidad moderna y secular, propiciada por el Gobierno 

socialista, y el decreciente liderazgo de la Iglesia en esta ma
teria.

—  Creciente fiabilidad de los métodos anticonceptivos gracias a 
la investigación médica.

—  Creciente nivel de escolarización (especialmente en período 
de BUP-COU), y consecuentemente mayor acceso a la infor
mación integral.

— Legalización del divorcio e inminente (cuando esto se escribe) 
regularización del aborto terapéutico.

—  Permanencia de la crisis económica que afecta a la nupciali
dad y al concepto de hijo como «gasto».

—  Paro, especialmente la no obtención del primer empleo.
—  Pequeñas tasas de emigración de personal técnico a países en 

vías de desarrollo, que incidirá levemente en la natalidad.
—  Retraso en la edad de contraer matrimonio como consecuen

cia del paro.

2) Nupcialidad:

Mantenimiento aproximado de tasas brutas y retraso en la edad 
<le contraer matrimonio.

Factores atrihuibles.
—  Permanencia de la crisis económica, aunque mitigada.
—  Paro, especialmente la no obtención del primer empleo.
•— Dificultad de acceso a la vivienda, aunque es previsible que 

esto quede parcialmente paliado por nuevas políticas de prés
tamos a largo plazo e interés variable.

-— Menores tasas de celibato religioso, debido a crecimiento de 
mentalidad secular y no recuperación de crisis vocacional a 
corto plazo.

3) Mortalidad:

Mantenimiento de las tasas decrecientes, y ligero incremento de 
la esperanza de vida.
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Factores atribuibles. •
—  Mayores y más profundos conocimientos médicos especial

mente en los medios de comunicación social y subsiguiente 
creciente aplicación de estos conocimientos por parte de la 
población.

—  Incremento de la calidad de vida, pese a la crisis económica. 
Entre otros:
•  Mayor selectividad de alimentación.
^  Mayor calidad de alimentos merced al control de asocia- 

Clones de consumidores y usuarios.
^  Realizaciones de la Administración en materia de conta

minación urbana, planes de saneamiento integral.
•  Movimientos ecológicos y naturistas: contacto con la na

turaleza, ocio y tiempo libre, vacaciones estivales.
•  Acortamiento de la jornada laboral, adelanto de la jubila

ción.
•  Disminución de actividades primarias y secundarias peli

grosas e incremento de la actividad terciaria.
—  Creciente acercamiento de la esperanza de vida para hombres 

y mujeres, debido a la paulatina desaparición de los actuales 
efectos de la guerra civil sobre los hombres.

4) Migración interior:

Estancamiento sustancial de los flujos migratorios.

Factores atribuibles.
—  La crisis económica ha afectado a los tres sectores de la 

economía, por lo que la vuelta al campo es aún poco viable 
como solución ocupacional.

—  Solidificación del Estado de las Autonomías, pese a persis
ten tes tensiones esporádicas, y la consolidación de la segunda 
generación de inmigrantes como grupo social tan integrado O' 
más que los nativos.

—  La incertidumbre de la entrada de España a la CEE (últimas 
promesas, cuando esto se escribe: 1986) afecta especialmen
te), en cuanto a migraciones interiores, a mantener bajas¡
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las esperanzas de recuperación del sector agrario, que es hoy 
la mayor fuente de tensión cara a la integración.

5) Inmigración:

Detención de entrada de inmigrantes extranjeros; ligera entrada 
de inmigrantes políticos procedentes de dictaduras de América La
tina; ligero retorno de emigrantes españoles en Europa.

Factores atribuibles.
—  La no recuperación económica a corto plazo.
—  El creciente aumento absoluto de parados pese a posible (y 

seable reducción de tasas de paro hacen inviable la inmigra
ción laboral.

—̂ Prometida ayuda del Gobierno socialista a ciudadanos latino
americanos procedentes de dictaduras políticas.

6) Emigración:

No previsible a Europa, y ligero flujo al menos temporal, de 
técnicos recién titulados a América Latina.

Factores atribuibles.
—  No recuperación económica inmediata de Europa, ni recu

peración política inmediata de la CEE.
—  Leve y camuflado «Plan de Estabilización» del Gobierno so

cialista, análogamente al de 1959, enviará o permitirá irse al 
excedente, esta vez cualificado, fuera del país.

EPILO GO

Algún lector podrá, dentro de unos diez años, volver a leer este 
ensayo, y especialmente estas profecías, con el Censo de 1991 en la 
mano y con la lista de las grandes magnitudes económicas, culturales 
y políticas ocurridas en la pasada década. Tanto con los aciertos 
como con las equivocaciones que observe en los pronósticos expues
tos en este artículo, estará en mejores condiciones que su autor para 
construir un modelo teórico socio-demográfico, más coherente y más 
ceñido a la realidad. Si lo hace, la ciencia se lo agradecerá y sobrará 
el abordaje ensayista que hoy ha sido necesario realizar.
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«Estratificación, pobreza y cambio en 
España en ia decada de ios años 8 0 »

Miguel Rolz
U n iv e rs id a d  C o m p lu te n s e  de M a d rid  

I n s t itu to  de S o c io lo g fa  y D e s a r ro llo  d e l A re a  
Ib é ric a

INTRODUCCION

La estratificación social, como fenómeno que expresa la situa
ción y el equilibrio en un momento dado de los diferentes subgru
pos que componen una sociedad, a niveles de renta, propiedad, 
educación, poder, prestigio y conciencia, por medio de una clasifi
cación fácilmente comprensible y operacionable (1), representa uno 
de los factores de observación del entorno social más relevante, ya 
que desvela el contenido de una sociedad, sus objetivos y el tipo 
de estructura política que la sostiene.

La movilidad social, como elemento dinámico de la estritifica- 
ción, indica la dirección de los cambios producidos por otros fe
nómenos sociales en la estratificación y en la composición y dis
tancia de sus elementos constituyentes.

En épocas de crisis, como la que estamos viviendo a nivel tanto 
mundial como de España, la estratificación expresa en especial 
la repercusión de la desigualdad producida por la racionalidad del 
sistema económico capitalista en el seno de la sociedad, así como

(1) Por medio de los instrumentos metodológicos denominados «indicado
res sociales». Cf. M iguel, A.; D íez N icolás, J., y Medina, A.: Tres estudios 
para un sistema de indicadores sociales. Euramérica. Madrid, 1967.
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la vinculación entre desigualdad social, distinción entre subgrupos, 
estratos y clases y perspectivas de mantenimiento o cambio de esta 
situación.

Vamos a tratar en este artículo, que tiene un carácter más de 
divulgación y de planteamiento de tesis que de discusión teórica 
y metodológica sobre las clases y los estratos, de la situación, com
posición y características de los diferentes estratos que forman 
la sociedad española, relacionando análisis realizados hasta los úl
timos años del franquismo (1970 a 1975), con análisis del período 
de transición política (1975 a 1982), intentando valorar el cambio 
observado y auscultar la posible dirección y perspectivas para los 
próximos años.

Aunque algunas conclusiones se basan en resultados de estudios 
sociológicos, generalmente de encuestas, otras tienen únicamente 
el carácter de intuiciones, y por ello las consideramos más como 
hipótesis a varificar que como resultados definitivos (2).

Vinculamos la orientación marxista, referida a la estratifica
ción social como efecto del modo y relaciones de producción de 
una determinada sociedad en un momento dado, por lo que pre
sentaría un carácter objetivo (3), con la orientación funcional-es- 
tructural referida a la estratificación social como consecuencia de 
la multidimensionalidad de las relaciones desiguales de los diferen
tes grupos sociales entre sí (4). De esta manera, creemos que po-
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(2) Intuiciones e hipótesis que una vez trasladadas a un modelo y reali
zada la verificación por la toma y control de datos, puede contrastarse con los 
estudios de estratificación realizados en los últimos años. Cf. Bourdieu, P., y 
otros: El oficio de sociólogo. Siglo X X L  Madrid, 1973.

(3) Marx, C.: Contribución a la crítica de la economía política. Prefacio. 
Alberto Corazón. Madrid, 1970; y «El 18 Brumario de Luis Bonaparte», en 
Obras Escogidas. Ediciones en Lenguas Extranjeras. Moscú, 1965.

(4) Las controversias y posiciones teóricas sobre la estratificación social 
están expuestas en diversos trabajos. Citamos por su interés: Maravall, J . M.^ 
y Martínez-Lázaro, U.: «Estratificación social y operacionismo: Unas notas 
críticas», en Revista Española de la Opinión Pública, núm. 23, Madrid, 1971; 
D íez N icolás, J., y Del  Pino, J .: «Estratificación y movilidad social en Es
paña en la década de los años setenta», en Del Campo, S., y otros: La España 
de los años setenta. La Sociedad. Moneda y Crédito. Madrid, 1971; y más re
cientemente, De Pablo, A.: «Estratificación y clases sociales en la España de 
hoy», en Estudios sociológicos sobre la situación social de España. 1975. Eura- 
mérica. Madrid, 1976.
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demos exponer brevemente algunos resultados del cambio sucedido 
en la sociedad española desde 1960, inicio del despegue económi- 
cista, hasta 1970-74, comienzo de la crisis económica y política, 
por un lado, y hasta finales de 1982, comienzo de la estabilización 
democrática con el triunfo socialista en las elecciones generales, por 
el otro.

Aunque reconocemos las diferencias conceptuales entre los tér
minos «clase social» y «estrato social», los usaremos paralelamente, 
según las necesidades de explicación, teniendo en cuenta el carác
ter primordialmente divulgativo de este artículo, así como el hecho 
de que al aplicarse a la misma realidad social los «objetos» socio
lógicos, se solapan e incluso a menudo se encubren y recubren (5).

De modo similar a los efectos del cambio sucedido entre 1960 
y 1974, el cambio de los últimos siete años ha significado una 
reestructuración general de las posiciones de clases y estratos en 
nuestra sociedad, que se ha realizado a ritmo muy rápido, acompa
ñado de frecuentes desequilibrios e incluso convulsiones sociales 
y políticas, y cuyos efectos pueden marcar las perspectivas y el 
futuro.

El origen del último cambio se puede localizar en el inicio de 
la crisis mundial de la energía (1973-74) y en sus vertiginosos 
efectos críticos en la economía española (6), que ha desbaratado 
cualquier posibilidad de seguir con el crecimiento económico inicial 
de los años sesenta, y que ha creado diversos factores proclives a 
una estratificación cada vez más desigual y a lanzar a determinados 
subgrupos ocupacionales y laborales a la pobreza e incluso a la 
marginación.

Los fines de este análisis e interpretación son básicamente dos:
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(5) Sobre ambos conceptos hemos considerado especialmente: Ratinoff, 
C. L.: Artículo «Clase social»; G armendía, J. A., y Marsal, J. F.: Artículo 
«Clases medias», y Bores, B,, y Ratinoff, L.: Artículo «Estratificación so
cial», en Del Campo, S. y otros: Diccionario de Ciencias Sociales. I. E. P. 
Madrid, 1975.

(6) Los aspectos generales de la crisis económica, tanto mundial como 
española, se pueden encontrar muy bien sitsematizados y presentados en Con
federación Española de Cajas de Ahorro. Fondo para la Investigación Econó
mica V Social, Crisis económica. Papeles de la Economía Española. Ma
drid, 1980.
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A) Flautear un modelo de interpretación del cambio social 
en España a partir de la observación de los efectos simultáneos de 
los dos contextos: el económico, empresarial y laboral, por un lado, 
y el político, sindical y de poderes fácticos, por el otro.

B) Indicar los efectos y dirección del cambio en la pirámide 
de estratificación social, e incluso en la fenomenología de la po
breza y de la marginación.

Hemos partido de un análisis de resultados de diferentes es
tudios sociológicos realizados sobre la composición y característi
cas de los diferentes estratos y clases que componen la sociedad 
española, así como de la incidencia de los factores económicos y 
políticos en el cambio del tamaño de los estratos y clases y de la 
distancia entre ellos.
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ESTRATIFICACION, M OVILIDAD Y COM POSICION
DE CLASES HASTA 1974

Según Salvador Giner (7), los diferentes estratos y clases que 
componían la sociedad española durante el franquismo tenían como 
antecedente la estructura semi-feudal de base agrarista, por un lado, 
y la estructura capitalista industrial y financiera anterior al año 1936.

En este sistema existían varios subsistemas de clases y estratos, 
vinculados en cada región histórica a la relación entre clases cam
pesinas tradicionales (terratenientes, campesinos propietarios, asa
lariados), nuevas clases empresariales industriales y comerciales, 
nuevas clases obreras y viejas clases artesanas.

En Andalucía predominaba una clase terrateniente en con
flicto con una clase campesina obrera eventual; en Galicia, una 
ciase comercial y urbana frente a otra de agricultores con propie
dad minifundista; mientras que en Cataluña y el País Vasco, por 
ejemplo, se consolidaba tanto una clase industrial e incluso finan
ciera renovadora, con otra clase media urbana formada por emplea
dos y comerciantes, en oposición al aumento de las clases obreras

(7) G iner, S.: «La estructura social de España», en Revista Horizonte 
Español 1972. Ruedo Ibérico. París, 1972.
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industriales y a su fuerte conciencia de clase, en especial en Ca
taluña (8).

Se puede decir que hasta 1959, en que, según Giner, «el país 
entró por fin en la fase de expansión económica» (9), no había 
cristalizado todavía una estratificación unitaria y general capaz de 
definir la situación de las clases dentro de todo el país.

Sin embargo, la extensa emigración observada de 1959 a 1970, 
en especial de campesinos, y dirigida tanto hacia zonas industriales 
y urbanas nacionales como hacia el extranjero (10), acompañada 
de la transformación y crecimiento económico en sectores industria
les (químicas, textil, metal, siderurgia y muy especialmente la cons
trucción naval y de viviendas), y la demanda de servicios y bienes 
de consumo (hostelería, turismo, comercio), creó un movimiento 
tan importante de cambios familiares y de subgrupos ocupaciona- 
les y laborales, que permitió no sólo un desarrollo sindical y un 
incipiente embrión de movimientos políticos democráticos, sino 
también un cambio en la estratificación, en las posibilidades de mo
vilidad ascendente y en la disolución de la pobreza, homogeneizan- 
do relativamente las diferencias regionales y estructurando básica
mente la diferenciación en dos medios: el rural y el urbano; y en 
dos clases: la obrera y la media.

Según algunos resultados de los diferentes estudios realizados, 
tanto de carácter empírico como de interpretación del significado 
de los diferentes estratos y clases, hemos encontrado tres modelos 
de estratificación de la sociedad española hasta 1974-75:

El primer modelo se basaba en buscar las diferencias familia
res en función de los niveles de propiedad (de la tierra, de fábri
cas, de viviendas, etc.), y según el status definido por la ocupación 
y actividades laborales. La propiedad y la ocupación explicarían 
las diferencias de renta, de consumo y, por consiguiente, de nivel 
de vida, colocando a un determinado subgrupo en una posición den
tro de un grupo más amplio, considerado estrato o clase.
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(8) Tuñón de Laka, M.: La España del siglo XX. Tomo 1. Laia. Barce
lona, 1974.

(9) G iner, S.: o. c., pág. 8.
(10) Cf. entre otros autores: S. del Campo, V. Pérez Dúuz. R. Sancho, 

J. Diez Nicolás y M. Gaviria.
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Dentro de este modelo incluiríamos los estudios de la Funda
ción Foessa (1966 y 1970) y los de Murillo Ferrol (11), A. de 
Miguel (12) y. J. Cazorla (13), por ejemplo.

El segundo modelo se basaba en las diferencias de renta (in
dividual o familiar) y, por ello, de consumo, y estaba implícito en 
los estudios de base estadística y económica de ámbito social y pri
vado, bien realizados por encuestas periódicas, generalmente anua
les, o por cálculo de magnitudes económicas intermedias.

Dentro de este modelo incluiríamos los estudios del Banco de 
Bilbao y del Instituto Nacional de Estadística ( 14) y las interpreta
ciones realizadas desde ellos.

El tercer modelo, mucho más complejo y elaborado, combina 
diversos factores, como nivel ocupacional, de renta, de consumo, 
de educación, de prestigio, etc., ponderando resultado de indicado
res diversos en correlación con variables regionales, provinciales, 
socio-urbanísticas, etc. Dentro de este modelo incluimos los estu
dios de J. Diez Nicolás (15), alguno de A. de Miguel (16), los de 
J. Félix Tezanos (17) y los de L. García San Miguel (18).

A pesar de que por encima de estas metodologías existían teo
rías explicativas de la desigualdad, el funcional-estructuralismo y el
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(11) Murillo Ferrol, F.: Las clases medias españolas. Escuela Social de 
Granada. Granada, 1959.

(12) De M iguel, A.: «Estructura ocupacional de España», en Conferen
cia sobre la orientación profesional de la Juventud. Comisión Nacional del Ins
tituto Internacional Clases Medias. Madrid, 1965; así como en Informe so
ciológico sobre la situación social de España 1970. Euramérica. Madrid, 1970.

(13) Cazorla, J .: La familia española. Centro de Estudios Sociales. Ma
drid, 1963.

(14) Cf.: La renta nacional de España y su distribución provincial (has
ta 1979); La Encuesta Vermanente de Consumo. La Encuesta de Equipamien
to y Nivel Cultural de las Familias. La Encuesta de Presupuestos Familia
res, etc.

(15) D íez N icolás, J .: «Posición social y opinión pública», en Revista 
Anales de Sociología, núm. 2. Barcelona, 1966.

(16) De Miguel, A.: Tres estudios para un sistema de indicadores socia
les. Euramérica. Madrid, 1967.

(17) Félix  Tezanos, J .: «Transformaciones en la estructura de clases de 
la sociedad española», Revista Sistema, núm. 6. Madrid, 1972.

(18) G arcía San Miguel, L.: Las clases sociales en la España actual. 
C.I.S. Madrid, 1980.
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marxismo, en especial, todos los estudios — desde la perspectiva 
de la actualidad—  adolecían de un defecto: valoraban las diferen
cias desde la perspectiva explícita o implícita del desarrollismo 
económico español y por ello de la «sociología del desarrollo», in
volucrando bastantes elementos ideológicos sobre la bondad del 
capitalismo y sus presuntos efectos igualitaristas en la estratifica
ción y movilidad social española.

Frente a las dos o tres clases que aparecían como componentes 
de las sociedades regionales, los estudios realizados a partir de 1960 
nos han aportado una representación mucho más variada y segmen
tada de nuestra sociedad, parte por la influencia de los propios mo
delos norteamericanos de estratificación, y en parte porque la so
ciedad española tendía a estructurarse de modo más variado.

Generalmen':e se elaboraba una pirámide de cuatro estratos: 
alto, medio, trabajador modesto y trabajador pobre (Cazorla); o los 
cinco de A. de Miguel: alto, medio-alto, medio-medio, medio-bajo 
V bajo; o bien de una mayor complejidad: oligarquía terrateniente, 
financiera e industrial; clases agrícolas de empresarios autónomos, 
de asalariados y burguesía agraria; pequeña burguesía urbana y 
tradicional, nuevas capas medias urbanas y clase obrera, según A. de 
Pablo (19); o las cinco clases: aristocracia, alta o burguesía, media 
o pequeña burguesía, baja o proletariado y los marginados, según 
L. García San Miguel (20).

En todos los trabajos aparece el status ocupacional, a veces 
diferenciando el medio urbano rural, como el decisivo para marcar 
la posición, en el ingreso, el gasto, el consumo y el prestigio social. 
Aunque también se destaca la posición de cada clase como domi
nante o dominada muy marcadamente en los dos últimos estudios 
citados. Aunque no se habla de los contenidos de los estratos, la 
propia conceptualización los define, unas veces más objetivamente 
y otras veces encubriendo la ideología social o política del investi
gador.

El afán matizador de alguna de estas tipologías expresa el de
seo de expresar la complejidad de la sociedad real, así como la dis
tancia entre las clases, la estabilidad de cara al estrato, el carácter

55

(19) D e Pablo Masa, A.: O. c., págs. 771-775.
(20) G arcía San Miguel, L.; O. c.
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subordinado de las capas agrarias, la valoración primordial desde 
la perspectiva del gasto y consumo, etc. Y algunas permiten tanto 
la descripción diáfana de la pirámide de desigualdad, como la cau
salidad económica, social y política que la afecta.

Algunas de las características más destacables de los cambios 
acaecidos entre 1969 y 1974, entresacadas de los citados trabajos, 
los podríamos resumir en los siguientes puntos:

A) Pérdida del predominio demográfico y económico del cam
po, en especial por el descenso de la población activa agraria (re
presentaba sólo el 28 % en 1971) y por la emigración de las per
sonas más jóvenes, con más instrucción y más dinamismo empre
sarial y laboral, en beneficio de las ciudades.

B) Aumento de la importancia cuantitativa e incluso política 
de las «nuevas clases medias» (J. F. Tezanos).

C) Aumento del tamaño de las «nuevas clases obreras» 
(S. Mallet), que por su nivel de ingresos y consumo, tendían a 
transformarse en nuevas clases medias.

D) Aumento de la «conciencia de clase», tanto de las nuevas 
clases medias como de las obreras (21).

E) Eliminación casi total de la pobreza urbana y rural, aunque 
subsistiesen «bolsas» e integrando progresivamente al consumo a 
todas las capas socio-económicas. La existencia de la marginación 
era más cultural («hippies», bohemios, etc.) que económica.

Se entresacaba de todos los análisis la existencia de un dina
mismo ascendente de las clases bajas y medias, en especial entre 
las personas con estudios medios y universitarios; la integración 
progresiva de la mujer al trabajo; la causalidad entre movilidad es
pecial y movilidad ocupacional ascendente.

Se creía por los sociólogos, tanto como por los políticos y eco
nomistas, que el desarrollismo económico y la política reformista 
de la última etapa franquista podía eliminar fácilmente cualquier 
fenómeno descendente, y al mismo tiempo que desarrollaba un ca-
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(21) Resultado muy relevante del estudio de J. F. Tezanos, J. López 
Aparicio, J . L. Rodríguez y R. Domínguez. Las nuevas clases medias. Edicusa. 
Madrid, 1973.

lO
índice



pitalismo nacional, podía eliminar algunas de las diferencias inhe
rentes a su propio desarrollo (22).

Sin embargo, es bien cierto que España estaba cambiando, de 
ser un país semifeudal a ser un país industrial y en cierta medi
da europeo. Este cambio era patente en las realizaciones indus
triales, turísticas y urbanísticas, y muy especialmente en los aumen
tos de salarios y también de los niveles de consumo de las clases 
medias y trabajadoras, así como en la modificación de valores y 
actitudes sociales y políticas (permisibilidad, democratismo, partici
pación, etc.).

Se percibía también que las posibilidades de movilidad para los 
años siguientes serían óptimas para los jóvenes y muy especialmente 
para aquellos con estudios superiores terminados e incluso con for
mación profesional, ya que se aceleraría el trasvase desde activi
dades agrarias a las urbanas, así como desde profesiones industriales 
o servicios, y se ampliaría el número de empresarios dinámicos y 
jóvenes (23).

Hay que tener presente que en esta época, en estos quince 
años de desarrollismo y cambio económico acelerado, se había casi 
erradicado de la sociedad española el fenómeno de la pobreza, con
siderada como carencia multidimensional. La pobreza de los años 
de la posguerra — algunos de ellos de verdadera «hambre— se ha
bía superado por medio de la integración laboral y social tanto 
de las clases bajas procedentes de las familias ideológicas vencidas 
en la guerra civil, como de los grupos marginados (subproletariado 
urbano, por ejemplo) y las clases jóvenes campesinas, así como por 
la institucionalización gubernativa de la asistencia social anterior
mente llevada por las instituciones eclesiásticas.
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(22) Recordemos las numerosas inversiones del programa denominado 
«Planes provinciales» con fines de mitigar algunos de los efectos de las «bol
sas de pobreza» rurales en zonas marginadas. O los numerosos planes del Mi
nisterio de la Vivienda y de los Ayuntamientos de las grandes capitales para 
eliminar el chabolismo. En realidad, eran medidas funcionales al desarrollo 
capitalista de España, ya que permitían ampliar el beneficio empresarial, o 
bien la especulación del suelo en las zonas ya libres de la construcción clan
destina.

(23) Martín L ópez, E.: «Aspectos sociales y políticos del desarrollo 
económico español». En Fundación FOESSA. Estudios sociológicos sobre la 
situación social de España 1975. Euramérica. Madrid, 1975.

lO
índice



Finalmente, destacamos la importancia que habían tenido al
gunos grupos de presión (funcionarios altos de la Administración, 
empresarios y Sindicatos Verticales) respecto a racionalizar la ne
cesidad de un equilibrio entre un aumento de la base de apoyo 
al sistema entre los obreros y empleados, aunque fuera pasivo, lo
grar una cierta permeabilidad social de clases y mantener sus pri
vilegios económicos junto con el dominio y control político de los 
resortes del Estado y de la Administración.
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E L E M E N T O S D E CAMBIO O BSER V A D O S E N  LA EPOCA  
D E T R A N SIC IO N : 1975-1982

La «estructura de clases del franquismo», sucintamente descri
ta y analizada anteriormente sufre bruscamente los efectos de 
nuevos factores de crisis interna, asociados a la crisis económica 
mundial 1973-75 y a la desaparición física de Franco y política 
de sus albaceas (Arias Navarro, Valcárcel, etc.).

Los primeros efectos de esta doble crisis, económica y política, 
fueron: el aumento vertiginoso de las crisis empresariales y el 
crecimiento progresivo del desempleo, aunque localizado en secto
res y zonas, especialmente por el deterioro de la capacidad compe
titiva internacional de nuestras industrias y servicios y por la fuer
te inflación.

Los siguientes efectos han tenido incidencia no sólo en múlti
ples cambios en la distribución del empleo, la extensión a toda Es
paña del desempleo y el descenso y redistribución de la riqueza, 
sino especialmente en la reaparición de la pobreza y el estancamien
to e incluso retroceso de las posibilidades de acceso de las capas 
trabajadoras a bienes materiales y de la cultura y a la educación 
media y superior.

Los principales cambios concretos que hemos observado por di
versos estudios propios y de colegas, y que creemos son los que 
tienen mayor incidencia directa en la situación de las distintas 
clases y capas sociales en la nueva estructuración, han sido los si
guientes:
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A) Disminución de la población activa ocupada, debido al 
vertiginoso aumento del desempleo, que en ocho años, entre di
ciembre de 1974 y diciembre de 1982, y según datos oficiales, 
multiplicó por 11 (24).

B) La reestructuración de esta población activa, de modo que 
había descendido la proporción de mujeres activas, así como de 
las categorías manuales y administrativas, mientras que se había 
estabilizado, e incluso había aumentado, la proporción de trabaja
dores especializados, al calor del relativo desarrollo de industrias 
muy teciiificadas (aeronáutica, electrónica e informática, por ejem
plo).

C) Descenso del número de empresarios, especialmente en los 
sectores de la pequeña y mediana empresa de industria y servicios, 
manteniéndose el comercio medio y afectando también a la pequeña 
empresa familiar agraria.

D) Baja de la participación del sector primario en la pobla
ción activa, que de representar el 29,1 % en 1970, se convirtió en 
el 17 % en 1980.

A su vez, estos importantísimos cambios ocupacionales, unidos 
al deterioro de la capacidad adquisitiva media de los españoles, por 
causa de la inflación, han creado cambios en la estructura de clases 
del franquismo.

Siguiendo la tipología de clases de A. de Pablo, expuesta en el 
«Informe Foessa 1975», nuestra opinión sobre los cambios en la 
estratificación es la siguiente:

—  Las clases altas (aristocracia y burguesía) no han experi
mentado cambios sensibles, ya que siguen manteniéndose en la 
cúspide de la pirámide, especialmente por su poder económico y 
su bienestar y consumo ostentoso, aunque hayan ido perdiendo pro
gresivamente el monopolio del poder político y de la influencia 
•en la opinión pública.

—  Las clases medias urbanas o pequeña burguesía mantienen
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Í24) El desempleo registrado, según datos del Ministerio de Trabajo 
(INEM ), era en diciembre de 1974 de 195.709 personas; mientras que en 
diciemb*'e de 1978 era de 907 460 personas, y en diciembre de 1982 era de 
2.150.947 personas.

lO
índice



su situación, e incluso en alguns capas, como los empresarios me
dios, profesionales y funcionarios, han aumentado su nivel de in
gresos y han conservado su prestigio. También han crecido, debido 
al aumento de la burocracia local y regional y a la demanda de 
educación, algunas categorías de enseñantes (maestros, profesores 
de Instituto). Sin embargo, ha descendido su porcentaje e impor
tancia dentro de sectores industriales y del comercio. Aunque han 
mantenido el poder adquisitivo de sus ingresos por rentas, salarios 
y beneficios empresariales; en muy pocos casos han logrado una 
importante acumulación de capital. Pero en buena medida han 
ido progresivamente tomando posiciones en la política municipal, 
regional e incluso nacional, constituyéndose poco a poco en la 
base intelectual y de gestión de los principales partidos de centro 
izquierda moderada.

—  Las clases trabajadoras urbanas han descendido en número 
y han ido perdiendo su poder adquisitivo, en especial a nivel de los 
obreros y empleados de aquellos sectores industriales más críticos. 
Un aspecto muy relevante es su pérdida paulatina, a medida que 
se ampliaban los sectores y categorías afectados por el desempleo, y 
por el temor a caer o recaer en el paro, de la fuerte conciencia de 
clase que tuvieron en los últimos años del franquismo, habiendo 
descendido la conflictividad laboral, acuciados por mantener el 
orden político democrático, al mismo tiempo que por conservar el 
nivel de vida adquirido anteriormente, observándose un importante 
nivel de conformismo laboral y sindical (25).

—  Las clases medias campesinas, aunque hayan descendido en 
número, han podido mantener su capacidad adquisitiva en deter
minadas regiones de incremento de la producción agraria y de me
jora de la calidad de los productos, aunque en otras sufren cierto 
estancamiento debido a factores climáticos (sequía, por ejemplo) y 
a saturación de la producción y del mercado. Una capa de esta clase, 
la de los «innovadores agrarios», formada al calor de las ayudas 
estatales agrarias, ha mejorado mucho su situación económica e in
cluso su prestigio y poder, formando actualmente parte de las mi-
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(25) Aspecto enfatizado por V. Pérez D íaz: Clase obrera, orden social 
y conciencia de clase. Fundación del I.N .I. Madrid, 1979.
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norias que componen el poder municipal y provincial, y animando 
las organizaciones sindicales campesinas más importantes.

Las clases bajas campesinas o proletariado agrícola, aunque se 
mantienen numéricamente, han sufrido y siguen sufriendo los efec
tos de la inestabilidad en el empleo, de tecnificación de la empresa 
capitalista y de aumento de la eventualidad, con efectos directos en 
menores ingresos por trabajo y en la pérdida del poder adquisitivo 
de los salarios y jornales. Sin embargo, han aumentado su nivel de 
conciencia de clase, y desde luego también sus conflictos con los 
empresarios, los Gobiernos y las Administraciones regionales y cen
tral.

Las clases pobres y marginales, formadas tanto por trabajadores 
como por jubilados y personas sin trabajo, son las que han aumen
tado más, nutriéndose de los cientos de miles de trabajadores que 
anualmente han ido perdiendo sus empleos, en muchos casos sin 
ninguna posibilidad de volverlos a adquirir. La relación entre aumen
to del desempleo y aumento de la pobreza de las clases trabajadoras 
es directa y causal. No sólo estos trabajadores pobres han ido per
diendo su poder adquisitivo por la inflación y las escasas posibi
lidades de recuperación salarial, sino que incluso han ido perdien
do las posibilidades de ingresos mínimo, especialmente por la falta 
de epectativas para lograr un nuevo trabajo y por la extinción del 
tiempo de cobro del subsidio, lo que les ha ido conduciendo hacia 
situaciones de verdadera miseria y marginación (26).

AJ crecimiento de la pobreza entre los desempleados de secto
res de baja cualificación laboral, como la construcción y el campo; 
en aquellos de edades superiores a los cuarenta y cinco años (madu
ros); en regiones de mucha incidencia de la crisis como Andalu
cía, Extremadura, Murcia, Canarias, Castilla la Nueva e incluso 
en las grandes áreas industriales de Barcelona. Madrid, Bilbao, Se
villa y Valencia, se vincula el problema de la desesperanza laboral y 
económica para los jóvenes, que no pueden encontrar ni su primer
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(26) El subsidio de desempleo cubría a mediados de 1982 menos de la 
mitad de los desempleados. Según datos del LN.E.M., el 31 de octubre 1982 
había 464.378 personas que habían perdido todos los derechos de subsidio. 
A ellos se añadían, además, las 500.624 personas jóvenes que no habían lo
grado su primer empleo.
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empleo, y que afecta no sólo a aquellos con escasos niveles de ins
trucción, sino incluso a los que tienen formación profesional y a 
los licenciados universitarios, con efectos directos en el aumento 
de la marginación, la delincuencia e incluso la criminalidad (27).

A esta situación se añade el crecimiento de la población jubi
lada, que representaba en 1981 cerca de 3,8 millones de personas, 
generalmente con un retiro pequeño, claramente insuficiente para 
mantenmiento, y que se concentraba tanto en los barrios pobres de 
las grandes ciudades como en los pueblos rurales.

Las restricciones ocupacionales de las empresas han afectado a 
las posibilidades de movilidad ascendente de toda la población, re
presentando para las clases medias el estancamiento de su promo
ción económica y social, y a las clases trabajadoras, unas mayores 
posibilidades de descenso, casi díamos una extensión de dichas 
posibilidades, directamente relacionadas con las crisis empresaria
les y con la insuficiente protección social por parte del Estado.

Dentro de toda la población asalariada, la movilidad descen
dente ha afectado más a la mujer trabajadora, así como a los tra
bajadores de menores niveles de especialización laboral.

Tiene relevancia el hecho de que al mismo tiempo que la em
presa y la Administración se modernizaban, tecnificando y automa
tizando la mayor parte de los trabajos rutinarios, se ampliase tam
bién el tamaño de las clases asalariadas y aquellas inmersas en si
tuaciones de pobreza, emergiendo y haciéndose explícita de esta 
forma una de las funciones latentes de las crisis económica y po
lítica: la reestructuración del capitalismo y del sistema económico 
español, que al mismo tiempo ha distorsionado el anterior equili
brio entre riqueza y pobreza y entre clases y capas.

Además de la progresiva extensión de la base asalariada pobre, 
eventual y desempleada, hemos observado el aumento de la dis
tancia entre los niveles de renta y consumo de las clases trabajado-
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(27) Nos remitimos a los resultados de distintos trabajos incluidos en 
los números de la Revista DOCUMENTACION SOCIAL sobre Sociedad y 
marginación (núm. 28, 1977), y sobre La juventud española en la década de 
los ochenta (núm. 46, 1982), y nuestro trabajo Indicadores socio-económicos 
y sociológicos de la pobreza en España en la década de los ochenta, Ed. Cares, 
Madrid, 1983.
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ras asalariadas y los de las clases medias y altas, especialmente de 
estas últimas, en comparación con las capas asalariadas sin especia- 
lización ni cualificación.

Así, la reestructuración de la posición de clases tiende cada vez 
más tanto a la desigualdad entre ellas como a la dualidad, a la po
larización de las posiciones en dos categorías: ricos y pobres, em
presarios y asalariados, trabajadores y no trabajadores (o sea, desem
pleados, pensionistas, retirados, etc.).

Se puede afirmar, pues, que los efectos de la doble crisis de 
España se han proyectado en la extensión de una desigualdad múl
tiple a tres niveles: A) Económico, respecto al disfrute de rentas 
entre las diferentes clases y estratos ocupacionales. B) Educativo  
y cultural, respecto a las posibilidades de educación superior y 
acceso a los bienes de la cultura de los miembros de las diferen
tes clases; y C) De integración, respecto a los efectos de la cre
ciente pobreza en los procesos de integración social y asimilación 
cultural.

Todos los efectos observados son negativos respecto a la ten
dencia hacia un igualitarismo económico y social, y conducen a la 
marginación de grupos amplios.

Desde los años 1974-75 se inicia una reestructuración de la po
sición, tamaño y otras características de relación entre las clases y 
estratos sociales, entresacándose resultados que permiten afirmar 
que reaparece una «nueva pobreza» entre las clases trabajadoras 
españolas, lo que nosotros denominamos «trabajadores pobres», así 
como una «nueva marginación», en especial entre los jóvenes de 
clases bajas, urbanas y rurales, prolongándose la juventud bastan
tes años, pero de forma forzosa (28).

A su vez, estos cambios han afectado a la valoración y signifi
cado igualitario por los trabajadores de la democracia nacida en 
1976 al amparo de la Monarquía de Don Juan Carlos y consolidada 
formalmente por la Costitución de 1978. De esta manera, frente a 
un desarrollo democrático, unas veces formal y otras real, se ponía 
en tela de juicio tanto el sentido progresista del cambio político
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(28) Lo que muy agudamente ha denominado el sociólogo Alberto Mon
eada «la adolescencia forzosa».
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como la orientación igualitarista y de justicia de algunos de los 
partidos políticos nacidos y consolidados en esta etapa, en especial 
de los de Centro, que fueron los que rigieron y administraron la 
vida política entre 1977 y 1982.

La estratificación, como un reflejo de la situación de los grupos 
económicos y sociales en la relación igualdad-desigualdad, ha lle
gado en España a su peor momento histórico contemporáneo, con 
referencia a la utopía de la «sociedad del empleo y del bienestar» 
pretendida por el capitalismo liberal. En lugar de crearse riqueza 
para todos, se ha creado riqueza para muy pocos y pobreza para 
casi todos.

Vamos cada vez más hacia una forma estratificacional de carác
ter mediterráneo (tipo Italia, Grecia o Portugal) y nos alejamos 
de la europea, con progresivo carácter dual de clases, coexistente 
con escasos conflictos manifiestos riqueza-pobreza y con mucha di
ferenciación y desigualdad entre regiones y zonas, entre sectores de 
actividad y ocupaciones y especialmente entre grupos de edad.
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C O N C LU SIO N ES: HACIA UNA NUEVA ESTRU CTU RA  
D E  C L A SE S  E N  E L  FUTURO

Aunque todos los fenómenos sociales están afectados por la 
estructura político-institucional, el cambio en la estratificación so
cial española desde 1975 a 1982 ha aparecido profundidamente in
fluido por los cambios políticos y especialmente aquellos aconteci
mientos de ámbito nacional e internacional que afectaban a su con
tenido progresista e igualitarista.

Los efectos políticos se han proyectado no sólo en unos pro
fundos cambios en la redistribución de la riqueza; en las desigual
dades de alimentación y nivel de vida; de posibilidades de acceso 
a una vivienda adecuada , y de educación y bienestar general, y se 
han expresado en la extensión de la pobreza a nuevas estructuras 
territoriales, ocupacionales y de edad, con repercusión en las posi
ciones y actitudes políticas de los trabajadores y otras capas popu
lares, que explicaría en parte el verdadero significado de los resul
tados de las elecciones de octubre de 1982: intentar rectificar los
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efectos producidos por la falta de medidas contra la crisis y por los 
malgobiernos centristas en la desigualdad económico-social.

A pesar de ello, tenemos que reconocer que algunos de los ele
mentos causantes de las desigualdades proyectadas en la actual es
tratificación social y en las nuevas dimensiones de la pobreza y 
marginación, estaban ya apuntadas e incluso iniciadas durante el 
franquismo. La transición no ha hecho más que sacarlas a la luz, 
a lo más las ha agravado por su propia falta de posibilidades po
líticas para ofrecer soluciones (29).

Contradictoriamente, mientras que el igualitarismo político se 
ha consolidado, la desigualdad económica ha aumentado; mientras 
que la riqueza se mantenía e incluso crecía entre los ricos, la po
breza he extendía como una mancha de aceite en Andalucía y Ex
tremadura, entre los obreros desempleados del campo y de la cons
trucción, entre los ancianos, entre Is jóvenes...

Estas contradicciones muestran que existe una problemática gra
ve e inquietante en nuestra sociedad española: un problema de cla
ses cada vez más agudizado, aunque todavía no se haya presentado 
con carácter virulento y agresivo. Hay que demostrar que se ne
cesitan soluciones rápidas y eficaces: una verdadera política de em
pleo, otra de redistribución de rentas, otra de orientación educativa 
y profesional, otra de oferta cultural y participativa, por ejemplo.

Este proceso — que todavía sigue adelante—  de aumento y 
agravamiento de la desigualdad, sólo puere pararse con una polí
tica que actúe en dos frentes principales: A) El freno de la crisis 
económica interna, especialmente a niveles de empleo, y B) La 
contención del crecimiento de la pobreza, a niveles de mitigar o 
liminar los efectos de la falta de trabajo, y en su caso, de ingresos 
mínimos para mantener muchas de las familias trabajadoras y no 
trabajadoras.
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(29) Diferentes estudios han desmitificado la «ilusión del igualitarismo 
social» explícito o implícito en los fines económicos de la era desarroUista 
de 1959-1973; y han puesto de manifiesto el verdadero objetivo de esta épo
ca: la incorporación española al desarrollo económico atlantista y la consoli
dación de un capitalismo nacional. Cf. F u e n t e s  Q u i n t a n a , E.: «La crisis eco
nómica española, en Papeles de la Economía Española: Crisis económica. Con
federación Española de Cajas de Ahorro. Madrid, 1980.
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Consideramos que a partir de este año de 1983 va a producir
se un cambio importante en la posición y distribución de las dife
rentes clases dentro de la pirámide estratificacional, incluso con 
efectos en la movilidad. Este cambio está implícito en la voluntad 
política del nuevo Gobierno socialista y explícito en su programa. 
Aunque depende su puesta en marcha y eficacia de la relación entre 
apoyos y oposición recibido de las fuerzas sociales, económicas y 
políticas, que ya están tomando posiciones al respecto.

Las soluciones tendrían que enfrentarse inevitablemente con 
las estructuras económicas, algunas de ellas firmes e inamovibles, 
lo cual implica luchar contra valores y principios de clase que de
fienden situaciones de poder y de privilegio y que impiden la jus
ticia y la igualdad.

Finalmente, apuntamos la necesidad de elaborar un nuevo mo
delo sociológico de formalización y de interpretación de las dife
rencias sociales, superador de los tres modelos de estratificación ya 
descritos en la parte introductoria.

Cualquier modelo es un lenguaje que se remite a los hechos 
que quiere expresar, y que tienen el carácter de «sistema». No creo 
que sirva para el futuro ningún modelo basado en unos pocos in
dicadores determinantes (la ocupación, la renta) ni en la pondera
ción de varios factores considerados como componentes de la po
sición social.

Hay que enfocar los cambios en la estratificación como cambios 
simultáneos en diferentes estructuras de la sociedad, así como un re
sultado del choque de fuerzas opuestas que, como un problema 
físico, llegan a un equilibrio sólo cuando tienen el mismo poder 
real.

No hay que fiarse totalmente de los datos estadísticos, como 
expresivos de la situación de la economía y de la sociedad. Cada 
vez sabemos más sobre la importancia de las actividades sumer
gidas o la «economía subterránea» y sobre los modos como las 
gentes buscan sus «vidas» en pequeños trabajos, además de la im
portancia de las formas de solidaridad, que solucionan problemas 
individuales y familiares. Hay también que utilizar estos datos 
para conocer y reconocer sus efectos en las diferentes posiciones 
de grupos, subgrupos, capas y clases.
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Hay que partir de hipótesis que incluyan no sólo factores «de 
arriba», como los niveles de renta, de ingresos y de consumo; sino 
también factores «de abajo», como niveles económicos de manteni
miento mínimo y de autoproducción en alimentos e incluso ropa. 
Lo cual nos lleva a considerar la situación de clase no sólo como 
un resultado de las relaciones de producción, sino también — simul
táneamente—  como resultado de la dialéctica riqueza/pobreza, in- 
tegración/marginación e incluso cultura de la riqueza/cultura de 
la pobreza. También habría que tener en cuenta las diferencias 
entre sistemas de valores de los estratos y clases entre sí, así como 
los valores-fines que tienen carácter determinante para cada uno 
de ellos (30).
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(30) Artículo «Sistema de Valores», en D, Sills  (editor); Enciclopedia  
In ternacional de las C iencias Sociales. Aguilar, Madrid, 1970.

lO
índice



lO
índice



«La Ecología: cambio de la sociedad»

Alejandro López López
P r o fe s o r  A d j u n to  d e  P o b la c ió n  

y  E c o lo g ía  H u m a n a  
U n iv e r s id a d  C o m p lu te n s e  d e M a d rid

I. INTRODUCCION

La Ecología se reconoce cada vez más como la «Ciencia de las 
ciencias» en base a que su objeto, método y alternativa de prospec
tiva integra los problemas interdependientes de los recursos, la po
blación y medio ambiente; y también porque las interacciones de 
dichos factores tienen una dimensión social y humana vinculada con 
la urdimbre de la dimensión físico-biológica.

De las ciencias que convergen en el análisis medioambiental po
demos considerar básicas la geología y la mineralogía, que estudian 
el soporte de la vida, a la que convencionalmente llamamos «abió- 
tico» a pesar de la vida física de átomos y moléculas en él existente. 
En estrecha relación, la edafología, la botánica y la zoología que se 
ven enriquecidas con las ciencias del entorno: geomorfológía, paisa- 
jismo, climatología, hidrología, oceanografía y limnología.

Pero el medio ambiente no es, en manera alguna, mero producto 
de la Naturaleza, sino que también es efecto de la presencia, activi
dades y relaciones del hombre con el medio lo cual se explica por las 
ciencias de la demografía, la geografía humana, la economía y la 
sociología. Este conjunto de Ciencias Sociales se ha visto posterior
mente enriquecido con la teoría general de sistemas. (Tamames, 
1982, págs. 9-11.) ^

Así pues, las llamadas ciencias naturales y las denominadas cien
cias sociales, todas ellas se sitúan en la materia de interrelaciones
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que implica la Ecología como enfoque interdisciplinario y sistémico 
del mundo.

Ernst Haeckel, biólogo alemán, fue, al parecer, el primero que 
empleó el término ecología en 1868. Pero la ciencia de la ecología 
no se puso en marcha hasta principios del siglo xx, cuando empeza
ron a aparecer varios manuales como los de Clemens y el de War- 
ming, los de Adams y Sheelford, nacían así la ecología vegetal y la 
ecología animal. (Hawley, 1966, pág. 18.)

La aparición de la Ecología humana tuvo lugar en el período 
1915-1940, se acuña el término en 1921, se publica «The city» en 
1925, y, se investiga en la Escuela de Chicago bajo la dirección de 
Park, Burgess y McKenzie hasta 1940.

A partir de la década de 1970 la ecología en general, la Ecología 
Humana y el ecologismo confluyen y constituyen una verdadera 
weltanschauung.

II . MARCO TEO RICO

Los problemas ambientales son tan antiguos como el hombre. 
Lo nuevo reside en la escala, intensidad y complejidad de la situación 
actual que se ha constituido en amenaza dramática, de ahí, la urgen
cia de afrontar estos problemas en su propia dimensión interregional, 
interestatal y/o mundial. En efecto, el mundo al que la red de co
municación electrónica está reduciendo rápidamente a un ecosistema 
complejo pero único, enfrenta a la civilización tecnológica con un 
profundo y creciente desequilibrio. Y, el primer paso hacia un 
futuro solidario y humanista es la aceptación de la responsabilidad 
para enfrentar la emergencia de cara a nuestro entorno total.

Dado que la cuestión fundamental en todo sistema social con
siste en la existencia de una población que tiene que adaptarse a su 
medio ambiente social (constituido también por elementos físicos 
abióticos y. de organismos vivos), no estará de más presentar el 
marco teórico ofrecido por la Ecología Humana para analizar pos
teriormente la situación de la sociedad global.

La Ecología se basa en una concepción de la vida como lucha 
continua con los organismos para adaptarse al medio; lucha iniciada 
y continuada, esencialmente, a través de los diferentes modos de
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cambio de esos dos componentes del proceso de la vida. Sin em
bargo, desde el punto de vista ecológico, la vida no es un fenómeno 
individual, sino colectivo. De ahí que la presunción en que se asienta 
la ecología sea la de que la adaptación al medio es una función mu
tual; de hecho una función comunal. En consecuencia, entre los orga
nismos que ocupan un hábitat concreto surge un equilibrio de rela
ciones que se aproxima a un sistema cerrado; es decir, el agregado 
adopta la característica de una unidad orgánica a medida que cada 
tipo de vida acomoda su conducta a la de los demás. La comunidad 
es por su naturaleza una respuesta colectiva al hábitat; constituye la 
adaptación del organismo al medio.

El objeto de la indagación ecológica es, por ello, la comunidad, 
cuya forma y desenvolvimiento se estudia con particular referencia a 
los factores coadyuvantes y limitantes del medio. Intenta determinar 
la naturaleza de la estructura de la comunidad en general, los tipos 
de comunidades que aparecen en diferentes hábitats y la secuencia 
específica de cambio en el desarrollo de la comunidad. (Hav/ley, 
1966, pág. 79.)

Destacando las características peculiares de la teoría ecológica 
expuesta por Hawley no cabe duda que se ha de señalar, en primer 
lugar, la importancia que se atribuye al medio ambiente. Es precisa
mente por la interacción entre población y medio ambiente por lo 
que surge la organización. Por otra parte, el medio ambiente se 
concibe como todo aquello que es externo al fenómeno que se está 
investigando y que influye potencial o realmente, sobre él. Por con
siguiente, el medio ambiente no puede tener un contenido fijo, sino 
que tiene que ser definido nuevamente en cada investigación.

La segunda característica es la que se refiere a la importancia 
atribuida a la población. Puesto que la adaptación se realiza median
te una organización, y la organización es una propiedad de la po
blación, está claro que el individuo aislado no puede ser considerado 
como unidad de análisis. De aquí que las propiedades que la ecología 
humana haya de tener en cuenta sean propiedades de grupo, y no 
propiedades del individuo aislado.

La tercera característica se refiere al tratamiento de la organiza
ción como un todo más o menos autárquico. Por otra parte, la or
ganización puede ser considerada desde dos perspectivas. Una, que 
considera a las unidades de la organización como partes de ésta, en
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tanto que realizan ciertas funciones y están entrelazadas entre sí 
mediante una gama de relaciones. La otra perspectiva que podemos 
observar y analizar de toda organización es considerar a ésta como 
una forma de adaptación que posiblemente tuvo una forma anterior 
y que probablemente tendrá una forma distinta en el futuro. Las 
dos perspectivas recogen la consideración estática conjunto de fun
ciones y relaciones interunidas) y dinámica (proceso de adaptación 
a un medio ambiente cambiante) de la organización social.

La cuarta característica la constituye el supuesto de equilibrio. 
Ahora bien, no se debe pensar que la ecología humana sostenga que 
la organización pueda llegar a un equilibrio, ya que la población se 
encuentra siempre abierta a su medio. Se trata más bien de un equi
librio inestable.

Y, finalmente, cabe señalar la importancia que se concede al 
concepto de comunidad, en cuanto aquella población que lleva a 
cabo su vida diaria mediante un sistema determinado de relaciones, 
y está considerada como el microcosmos más pequeño en el que se 
pueden encontrar todos los parámetros de la sociedad. (Diez Nico
lás, 1982, pág. 24.)

Pero además, la Ecología Humana, tanto en sus orígenes, en su 
perspectiva clásica o en sus posicionamientos más recientes, concede 
al cambio social un lugar principal dentro de su esquema teórico. 
Es, a mi parecer, la explicación más cabal del cambio social concreto 
operado en la sociedad industrial y urbana y, a su vez, ella misma 
se constituye con la quiebra del modelo social del crecimiento en una 
nueva y definitiva cosmovisión de la naturaleza y de la sociedad.

Consecuentemente, los nuevos cambios que pueden producirse 
—y de hecho se están produciendo—  en la sociedad mundial y que 
apuntan hacia un nuevo tipo de organización social, desbordan el 
marco del concepto sociológico de cambio social y se inscriben en el 
ámbito de la «revolución».

Por «revolución» se entiende sociológicamente el conjunto de 
cambios profundos en las variables económicas, demográficas, tecno
lógicas y políticas. En tal sentido y en base a los cambios estructu
rales y de largo alcance, a determinados sociales se les atribuye un 
carácter revolucionario.
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En base al momento privilegiado y estratégico, la revolución, es 
una especie de cima, de fisura, que divide netamente la historia de 
una sociedad en un antes y un después, profundamente diferentes. 
Tanto por lo que la precede como por lo que resulta de ella, la revo
lución es un acontecimiento histórico cuya temporalidad se extiende 
mucho más allá de su momento inmediato. En efecto, los cambios 
aportados por la revolución tienen honda repercusión en el futuro, 
de una manera a menudo imprevisible. De otro lado, la revolución, 
que frecuentemente se produce con una subitaneidad sorprendente y 
que aparece primero como un accidente, se revela al análisis como 
en resultado final de una larga acción histórica preparatoria.

Si la revolución posee ese carácter estratégico en la historia, es 
porque supone y entraña una considerable suma de cambios sociales 
y mentales. La revolución en efecto, es una ruptura con un presente 
que estima inadmisible, intolerable. La revolución es una negativa 
radical a una situación actual. La revolución expresa una voluntad de 
reconstrucción de un mundo social y humano absolutamente diferen
te. Sólo puede producirse como consecuencia de profundas transfor
maciones en las actitudes y en la conciencia de una colectividad o 
de un sector de la misma. Determina luego una serie de cambios ma
yores aún, tanto en las mentalidades como en la organización social. 
(Rocher, 1980, pág. 635.)

El «movimiento ecológico» que surge en la década de 1970 es 
considerado como una «revolución» por la ruptura con los valores, 
estructuras y formas de vida del desarrollo económico y por la de
manda de un nuevo modelo de sociedad basado en la idea de pro
greso cualitativo resultante del equilibrio con el medio escaso y frágil 
y en libertad, solidaridad y participación con todos los sistemas so
ciales.
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III . ADIOS AL B IE N E S T A R  D ESA R R O LLISTA

Fue tras la secuencia «Gran Depresión-Segunda Guerra Mundial- 
reconstrucción económica-guerra fría» cuando la polémica sobre los 
límites del crecimento surgió con toda su fuerza y se difundió a 
múltiples niveles, sobre todo en los países desarrollados. La postura 
de Kenneth E. Boulding no sólo es la más clara entre los economis
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tas de prestigio mundial, sino que además tiene la virtualidad de que 
en sus orígenes data de cuando «la cosa» de la ecología y «el tema» 
de los límites no se habían convertido ni lejanamente, en cuestiones 
tan difundidas o controvertidas. Efectivamente, en 1945 y en 1949, 
Boulding se refirió a las premisas teóricas de la cuestión en sendos 
artículos. (Tamames, 1980, págs. 39 y 85.)

A mediados de la década de 1960 los estudios de prospectiva 
empezaron a adquirir gran importancia y a plantearse igualmente la 
cuestión del crecimiento, tan cercanos del «crecimiento cero» como 
equidistantes del «crecimiento sin límites». En efecto, entre las con
clusiones del Primer Seminario sobre Tecnología y Cambio Social 
celebrado en la Universidad de Columbia (1962-1963) destaca la 
conclusión-pregunta número 3 como apunte hacia una nueva socie
dad en el futuro. Textualmente se formuló la siguiente pregunta: 
¿Pueden emprenderse algunas generalizaciones significativas acerca 
de la repercusión de la nueva tecnología en la calidad de la vida del 
ciudadano, su familia y la comunidad? ¿Qué ajustes se necesitan 
para que el ciudadano pueda beneficiarse más ampliamente de las 
nuevas potenciales de los progresos de la ciencia y de la tecnología? 
(Ginzberg, 1965, pág. 189.)

El Primer Informe al Club de Roma, la Conferencia de Estocol- 
mo sobre el Medio Ambiente humano y la célebre Carta Mansholt 
informaron del final de una era y del comienzo de otra que se inicia
ba con explosión demográfica, deterioro del medio ambiente, estan
camiento económico, escasez de alimentos, carrera armamentista y 
crisis energética.

Todo avance de la tecnología fortalece el control del hombre 
sobre el hábitat y eleva su posición en la escala de dominación de la 
naturaleza. El salto definitivo se inicia con el desarrollo de las fuen
tes mecánicas de energía que permiten al hombre colocarse como un 
verdadero dominante. (Hawley, 1966, págs. 76). Dominación que 
no se atiene a su rica significación etimológica, sino que se ejerce 
por las vías de la agresión, la imprevisión y la destrucción.

Los pasos hacia el abismo se dieron inconsciente o interesada
mente desde el punto de vista utilitario a partir de la primera y 
de la segunda guerra mundial en base a la política de generalización 
de la sociedad del desarrollo y del consumo.
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A pesar de la evidencia semejante trayectoria apelaba a la his
toria de la Naturaleza insistiendo en las sorprendentes fuerzas re
generadoras de la vida, y se defendía a ultranza el desarrollo ili
mitado y la exportación de dicho modelo de sociedad industrial 
a los países del Tercer Mundo como panacea para salir del sub
desarrollo y de la injusticia.

Lo cierto era que el hombre industrial había pasado de una si
tuación defensiva, netamente sujeta a las alternativas de la Natura
leza, a una posición nueva dominante respecto de ella y de estable
cimiento de lazos de dependencia al resto del mundo subdsarrollado.

Ahora bien, la nueva condición de poder del hombre tecnológico 
le impulsará — aunque sea por la interposición de los hechos— 
quiera o no, a asumir funciones completamente de regulador del 
complejo lugar de sistemas naturales y humanos que forman el mun
do. (Peccei, 1977, p. 37.)

En consecuencia, el fenómeno generalizado de la masificación del 
consumo y de la producción en función de una tecnología que ha 
superado las ancestrales barreras que se oponían a la dominación 
por el hombre de la naturaleza, ha hecho saltar el equilibrio exis
tente desde muchos milenios entre el hombre y su medio físico, con 
perjuicio de ambos. No solamente el entorno de los ecosistemas na
turales se encuentra amenazado por la acción indiscriminada del hom
bre, sino que éste sufre al mismo tiempo una grave y galopante crisis 
que tiende a arrancarle de cuajo sus propias raíces naturales introdu
ciéndole en un mundo peligroso por artificial y sofisticado. El pro
blema no es sectorial sino global y totalizador, es tan natural como 
social.

La verdad es que hemos alcanzado un punto crítico «en la ocu
pación humana» de nuestro planeta, saturándolo también con agentes 
contaminadores como jamás ha sucedido en la historia de la tierra. 
Nuestra irresponsabilidad ha consistido de un tiempo a esta parte, en 
querer ignorar los efectos acumulativos de esos contaminantes, sus 
acciones interdependientes y su capacidad de amplificación, que pue
den ser fatales para la compleja trama de la biósfera y en última 
instancia para la vida humana. (Commoner, 1975, pág. 147.)

La industria de las materias sintéticas con propiedades insectici- 
^das, la carrera armamentista, el peligro nuclear y la sociedad del
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despilfarro (en los países ricos sobre todo), así como el mundo del 
subdesarrollo son hijos de la industria surgida después de la Segun
da Guerra Mundial.

Desde 1945, y por primera vez en la historia del mundo, todo 
ser humano está sujeto al contacto con peligrosos productos quími
cos, desde su nacimiento hasta su muerte.

A pesar del crecimiento desarrollista y de la planificación econó
mica la crisis económica (especialmente de las fuentes energéticas, 
principalmente petrolífera) del 73, hizo necesario replantear el mé
todo abusivo consistente en el derroche de los recursos.

Se observó que la ilimitada generosidad de la energía solar emi
tida ininterrumpidamente tropieza con los intermediarios — plantas y 
bacterias—  que están muy lejos de ser ilimitados. Si se eliminara la 
cubierta vegetal de los suelos de Africa Central, éstos se convertirían 
en una laterita permanente, tan dura como el ladrillo. Si se talaran 
los bosques y se sometiera a las praderas a un pastoreo excesivo, las 
tierras productivas se convertirían en desiertos. Si se sobrecargara a 
las corrientes naturales con aguas negras o con nutrientes, las algas 
consumirían su oxígeno y, los peces morirían, produciendo al des
componerse, emanaciones de gases malolientes.

Se detectaron senderos potenciales hacia puntos de «no retorno» 
en los que el efecto es irreversible, y por ello los ciclos autogenera- 
dores, sobre los que descansan todos los sistemas vivientes — l̂as 
unidades del equilibrio dinámico a las cuales damos el nombre de 
«ecosistemas»—  no pueden sobrevivir a sobrecargas o abusos inde
finidos. (Ward y R. Dubos, 1972, págs. 77-78.)

Así pues, el problema ecológico constituye el problema más gra
ve y peligroso que la humanidad ha tenido nunca que aguantar. Has
ta hace poco, las necesidades estaban dentro de las capacidades de 
la nave tierra, tanto en lo que se refiere a la oferta de los requisitos 
físicos y químicos para continuar la existencia como a la capacidad 
de absorción de los residuos o desechos. Lo que es completamente 
nuevo en nuestra época es la idea de que la tierra está saturada. 
(Heilbroner, 1972, pág. 250.)

Por ello, el camino que hemos estado siguiendo es de una faci
lidad que decepciona, una carretera de primerísimo orden por la que 
progresemos a gran velocidad, pero en cuyo final está el desarme. 
El camino menos frecuentado ofrece al final nuestra única oportu
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nidad para alcanzar una meta que asegure la conservación de nuestra 
tierra. (Carson, 1980, pág. 283.)

El reto ecológico demanda consecuentemente planteamientos nue
vos imaginativos y respetuosos para compartir nuestro ecosistema 
con los demás seres vivos (sobre todo con el conjunto de los sistemas 
sociales, seleccionando nuestros modos de vida y nuestras actividades 
en un proceso adaptativo al medio ambiente, a los recursos dispo
nibles y al futuro del medio físico y del medio humano.

Estando ocupadas todas las partes habitables del globo, la pru
dente administración de la Tierra es una condición stne qua non 
para la pervivencia de la especie humana y para la creación de formas 
dignas de vida para todos los pueblos del mundo. La tarea funda
mental de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano consistió en formular los problemas inherentes a las limi
taciones de la astronave Tierra, e inventar normas de comportamien
to colectivo compatibles con el florecimiento continuado de la civili
zación (Ward y Dubos, 1972, pág. 28.)

La radical crisis pone de manifiesto que no basta el dominio de 
una tecnología sofisticada para lograr la felicidad humana, sino que 
es ineludible una nueva organización social en armonía con la ecos- 
fera. A partir de ahora, el destino humano y la calidad de vida de 
los miles de millones de personas que poblamos la tierra, dependen 
del propio hombre, que debe aprender la lección amarga de su fra
caso por haberse empeñado en el empleo de la competencia, la rique
za y el poder, olvidando la propia necesidad de autosatisfacción y 
de comunicación con sus semejantes en un contexto de limitaciones.

Nos encontramos en una encrucijada en la que la cosmovisión 
ecológica es el camino para la supervivencia y el progreso, con un 
modelo de sociedad diferente y con valores y pautas de comporta
miento radicalmente distintas.

Nuestro mundo se halla entre el «ser o no ser» hamletiano plan
teándonos el dilema entre una sociedad ecológica o una sociedad 
autodestructiva. No caben los catastrofismos, pero tampoco la pos
tura de pensar que estamos en una coyuntura más de los ciclos des
favorables que nos conduce por inercia a un nuevo ciclo de recu
peración y de abundancia.

Los estudios de prospectiva coinciden en el empeoramiento pro
gresivo de las condiciones, de los medios y por ende de la población.
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En tal sentido, en el año 2000 habrá más población. Por cada dos 
habitantes en la Tierra habrá tres en el año 2000. El número de 
personas pobres se habrá incrementado. Cuatro quintas partes de la 
humanidad vivirán en los países menos desarrollados. La brecha entre 
los países más ricos y los más pobres se habrá ensanchado. Es pre
visible que también existirán las grandes disparidades dentro de loŝ  
distintos países.

Se dispondrá de menos recursos. Durante el período 1975-2000' 
el abastecimiento mundial del agua per cápita disminuirá en un 
35 por 100 a consecuencia del simple crecimiento demográfico. El 
ambiente habrá perdido importantes propiedades que sirven para  ̂
mantener la vida.

El mundo será más vulnerable tanto a los desastres naturales: 
como a los trastornos provocados por el hombre. (G. O. Barney,. 
1982, pág. 87.)

En esta difícil coyuntura para nuestro mundo existen motivos 
para la esperanza en el cambio de ese deseo y en ese coraje de buscar 
una mayor calidad de vida para todos los habitantes de nuestro pla
neta tierra.

La principal actitud política ideal y difícil está en buscar algo- 
que modifique, que cambie nuestro mundo violento, sucio y ruidoso, 
por una tierra apacible, llena de hermosos sonidos y con esa limpieza 
no sólo propia de la Naturaleza, sino perfeccionada por la aporta-  ̂
ción del hombre.

La gran responsabilidad política de nuestro tiempo está en or
denar nuestra gran herencia sintiéndonos humanante solidarios, tan
to con quienes comparten la vida de hoy como con quienes más 
tarde llevarán sobre la tierra el calor, la creatividad y la especialidad 
definitivamente única del ser humano. (Montes González, 1980,, 
págs. 41-42.)

IV. ECO D ESA RRO LLO

El epígrafe anterior ha puesto de manifiesto la quiebra de los 
poderes ilimitados de la tecnología alimentada por los asombrosos 
adelantos científicos y técnicos de nuestro tiempo, sin tener en cuen
ta que el capital proporcionado por la Naturaleza es anterior al apor
tado por el hombre.

78

lO
índice



Decir que nuestro futuro económico está determinado por los 
economistas sería una exageración; pero que su influencia, o en cual
quier caso la influencia de la economía, es de un gran alcance difícil
mente puede ponerse en duda. Por ello es más grande la obligación 
de los economistas, en comprender y clarificar sus limitaciones, es 
decir, en entender la metaeconomía.

¿Qué es entonces la meta-economía? Así como la economía trata 
del hombre en su medio ambiente, podemos pensar que la meta- 
economía consta de dos partes, una que trata del hombre y otra 
que trata del medio ambiente. En otras palabras, podemos esperar 
que la economía deduzca sus objetivos y metas de un estudio del 
hombre y que obtenga, por lo menos una gran parte de su metodo
logía, del estudio de la naturaleza. (Schumacher, 1979, p. 40.)

Sin menoscabo del significado de la «revolución ecológica» en la 
ordenación del territorio, en la reestructuración de las grandes ciu
dades y áreas metropolitanas, en el ámbito de la educación, en la 
rehabilitación de las áreas rurales, en la nueva perspectiva sanitaria, 
en el futuro de la acua-cultura y nuevos recursos alimentarios, en el 
surgimiento de nuevos movimientos sociales y hasta de nuevas for
maciones políticas, y en suma, en ese modelo de sociedad participa- 
tiva, reflexiono aquí solamente sobre el «ecodesarrollo».

El objetivo del nuevo desarrollo apunta al ecodesarrollo siempre 
o casi siempre agroindustrial y tiende a englobar en un mismo en- 
cuadramiento las relaciones sectoriales del subsistema económico y 
el sistema de la naturaleza, compatibilizando economía y ecología 
para un mayor y mejor aprovechamiento de los recursos, una mayor 
satisfacción de los ecosistemas sociales y una previsión a corto, medio 
y largo plazo de la relación recursos-población-necesidades.

Los departamentos económicos de las instituciones internacio
nales dieron la medida de sí mismos en su empeño de diseñar el 
futuro humano en interdependencia con la realidad medioambiental. 
Se pidió a los países en desarrollo coordinar las actividades ambien
tales con la planificación del desarrollo económico. Se recomendaron 
la adopción de medidas en la política de localización de las industrias, 
en el uso del suelo, la interacción entre el medio urbano y rural, las 
políticas sectoriales y el desarrollo de la comunidad. Todo ello pres
tando mayor atención al planteamiento físico de las instalaciones, de 
manera que los diversos proyectos y programas de desarrollo queden
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incorporados al medio ambiente físico general. (ONU, ILPES, 1971, 
págs. 3 y 5.)

En el curso de este proceso el primer director ejecutivo del Pro
grama de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), Mau- 
rice Strong, durante el primer Consejo de Administración de ese 
organismo (junio de 1973) utiliza por primera vez el término «eco- 
desarrollo». Se desprende en ese momento de su intervención, que 
se refiere a una forma de desarrollo económico y social en cuya 
planificación debe considerarse la variable medio ambiente.

El término se aplica a las más diversas experiencias del desarro
llo rural, de asentamientos humanos, de desarrollo regional, de desa
rrollo de la comunidad y no siempre es definido al usarse. Cuando 
se le define, se constatan conceptualizaciones tan dispares como, la 
que es un enfoque utópico-anárquico-humanista al desarrollo de la 
sociedad, hasta la que es un desarrollo económico iluminado por la 
ecología.

Pensamos que el ecodesarollo surge justamente como una res
puesta a la necesidad de poner en consonancia los procesos ecológi
cos y los procesos socioeconómicos, para maximizar las productivi
dades de los sistemas ecológicos, con el fin de satisfacer las necesi
dades básicas de la población a corto, medio y largo plazo. (CIEGA, 
1978, págs. 13-14.)

Se rechaza pues la teoría economicista (no la clásica en sentido 
estricto) del desarrollismo, nexo común del capitalismo consumista 
y del comunismo productivista, e implica la negación del tipo de 
economía que siendo su objeto el estudio y la articulación de los 
bienes escasos se olvida que nuestro planeta es el primer bien escaso.

En gran medida, la solución a la crisis se aborda desde un doble 
planteamiento, mediante la introducción de técnicas económico-eco
lógicas y desde una teoría ecológica del desarrollo superadora del 
simplismo del crecimiento.

La perspectiva de ecodesarrollo nos abre un abanico de posi
bilidades de producción basadas en el desarrollo de los recursos na
turales locales; con ello se aprovechan los ciclos naturales, se asegura 
una administración del medio ambiente que permite su conserva
ción y regeneración. La elaboración de estas estrategias debe nacer 
de los aspectos específicos sociales y ambientales de cada situación
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concreta. Su fin consistirá en asegurar la satisfacción de las necesida
des fundamentales de cada ecorregión. (Morales, 1978, pág. 33.)

Por lo que al ámbito espacial se refiere, el ecodesarrollo com
prende a un tiempo el macroespacio y la miniaturización. La mun- 
dialización de la sociedad implica que si los problemas se dan a 
nivel de un sistema mundial de relaciones, las políticas aisladas diri
gidas a la solución parcial de los problemas, están condenadas al 
fracaso.

Pero igualmente, las unidades de producción descentralizadas, re
lativamente de pequeña escala, que faciliten a un gran número de 
gente el obtener trabajos más productivos, pueden maximizar la 
autosuficiencia local (y nacional) y abrir el camino para el desarrollo 
futuro de las capacidades locales (Schumacher, ob. cit., pág. 305) 
mediante un sistema de aprendizaje innovador.

V. CO NCLU SIO N

La Ecología se ha constituido en la matriz de la mayor parte de 
las Ciencias naturales y sociales. Pero sobre todo, en una alternativa 
al modelo de sociedad actual, en una verdadera Weltanschauung.

Las comunidades todas y, en especial, las humanas, son el núcleo 
más representativo que manifiestan la relación existente con el medio 
en su doble función de impulsión y de limitación.

El medio ambiente se ha erigido por la imposición de los aconte
cimientos y por la dinámica de las sociedades, en la variable funda
mental del ecosistema social que nos emplaza a tener que organizar- 
nos socialmente de otra manera.

La carrera frenética de los países desarrollados se ha visto frena
da durante la década medioambiental (1970-80) por todo tipo de 
circunstancias, teniendo que decir adiós al bienestar económico como 
horizonte sin límites.

Hemos jugado a los contaminantes, a la tecnología indiscrimina
da, a las armas apocalípticas y al despilfarro; más aún, hemos tenido 
tiempo para cultivar la alienación planteándonos una nueva cuestión: 
la de si «la vida merece ser vivida» porque hemos montado el vivir 
de un modo análogo a una inversión de capital, utilitaria y mercan- 
tilizada. (Fromm, 1981, págs. 127-128.)
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Todos esos niveles de nuestra existencia nos han hecho descubrir 
la calidad de la vida y la vida infrahumana que viven las 4/5  partes 
de la Humanidad, el cambio de horizonte nos ha permitido entrever 
alguno de los cambios que se imponen en el sistema productivo 
alternativo apoyado sobre el ecodesarrollo.

En definitiva, se está produciendo un «cambio humano» y me- 
diánte él la humanidad puede salir de la crisis y construir, casi lite
ralmente, el porvenir que desee, si sabe utilizar inteligentemente sus 
recursos, y sobre todo sus recursos humanos. Los años 80 habrán de 
ser decisivos. Los cambios que son necesarios y posibles exigirán 
no pocos sacrificios, pero serán menores que aquellos que la huma
nidad se vería forzada a realizar si continúa en su actual trayectoria. 
(Peccei, 1981, pág. 18.)
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Los cambios en la familia española
Juan-Lu is Rscio Adrados

P r o fe s o r  d e S o c io lo g ía  
U n iv e rs id a d  C o m p lu te n s e

INTRODUCCION

Hasta ahora los sociólogos no han tenido mucho éxito en la 
evaluación del impacto de la familia sobre su entorno: la empresa, 
la escuela, la política, etc. En cambio, sería rácil escribir un capí
tulo dedicado a la familia que resumiese el impacto de las distintas 
instituciones — estudiadas en los demás capítulos de este número 
monográfico—  sobre dicha familia, de forma que llegásemos a 
constatar que su conducta, sus actitudes y valores han cambiado a 
consecuencia de los cambios habidos en la economía, la política, la 
religión y en otras instituciones a veces denominadas públicas o 
primarias.

De hecho, si nuestro capítulo tuviese que mostrar cómo la 
transmisión de la cultura por la familia puede llegar a convertirla 
en «la clave de nuestro ser y de nuestro sentir como españoles» 
— en frase del Rey Don Juan Carlos en su mensaje navideño 
de 1982— , nos veríamos en un serio apuro, dado el vacío casi 
absoluto en la investigación española sobre el tema desde una pers
pectiva netamente sociológica. Aunque siempre nos cabría el recur
so de acudir a una exploración de nuestra literatura, particularmen
te novelística así como a los psicólogos del desarrollo (1). Pero 
no creemos sea éste el momento ni el lugar para tal empresa.

(1) Sobre la razón profunda de este desequilibrio en el tratamiento de 
la familia como variable independiente puede verse nuestro comentar;u «En̂ o- 
lución de la identidad en la sociedad tecnocrática: I. Familia y p̂ - 
nización». En A. Dou (ed.): Configuración de la sociedad fu tura, M 
Bilbao, 1977, págs. 111-173.

’n nn̂ a- 
m.sajero.
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La investigación sociológica existente entre nosotros es sobre 
todo descriptiva, poco cualitativa, limitándose a la elaboración de 
encuestas de opiniones y actitudes (poco aptas para abordar las re
laciones sociales en que se insertan los propios encuestados), y al 
análisis de datos secundarios producidos por los organismos esta
tales con departamentos de estadística. Se hace así difícil, si no 
imposible, un análisis adecuado de los roles internos y externos a 
la familia y un enfoque sistémico, que sería deseable, de la interre
lación familia-sistema educativo, político, religioso, legal, etc. Por 
tanto, no pocas de nuestras inferencias, como las de muchos de 
los autores en que nos basamos, adolecerán de aproximativas e 
impresionistas a falta de esas investigaciones de base, más cualita
tivas y rigurosas de las que aún carecemos en España.

Se hace también necesario advertir la polisemia del término 
familia y, en consecuencia, delimitar el objeto de nuestro estudio, 
que es casi exclusivamente la familia conyugal o nuclear urbana 
que, según Lisón, es la que predomina también en las dos Castillas 
(menos buena parte de Santander), Extremadura, Andalucía, y en 
partes de Orense, Aragón, Navarra, Cataluña, Valencia, Castellón 
y Murcia (2). El sistema de relaciones y obligaciones en que con
siste esta familia nuclear urbana es el que constituye la cultura 
familiar dominante en la Península y a sus transformaciones, casi 
siempre referidas a las dos últimas décadas, nos vamos a limitar en 
este artículo.

No creemos útil exponer aquí detenidamente, por suficiente
mente conocidas, las coordenadas en que se mueven los distintos 
tipos de familia «moderna» que han sido hipotetizados, entre 
otros, por A. Michel (3), M. Póster (4), L. Roussel (5), R. Kó-
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(2) Cfr. C. L i s ó n : Invitación a la antropología cultural de España, 
Akal, Madrid, 1980, págs. 101-124.

(3) A. Michel: Sociología de la familia y del matrimonio, Península, 
Barcelona, 1974, y «Modles sociologiques de la famille dans les societés 
contemporaines». Archives de Philosophie du Droit, 20 (1975), págs. 127-136.

(4) M. Póster: Critical Theory of Society, The Seabury Press, New 
York, 1978.

(5) L. Ro ussel : «La crise de la famille», Recherche, núm. 111 (ma
yo 1980), págs. 544-553; «Generations nouvelles et mariage traditionnel», 
Population (enero-febrero 1979), págs. 152-153.
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nig (6), E. Shorter (7) y M. Young y P. Willmott (8) y hacia 
los que con distinto ritmo y medida nos movemos en España según 
el sentir general de los expertos y del hombre de la calle. Bástenos 
con enumerar algunas de sus características fundamentales: énfasis 
en el afecto entre los esposos y entre padres e hijos (familia como 
refugio afectivo frente a la alienación de la vida moderna), marcada 
privatización o cerrazón de la familia sobre sí misma, simetría o 
indiferenciación de los roles conyugales tanto familiares como ex
ternos, compañerismo e igualitarismo entre los esposos y, en ge
neral, una cierta «democratización» de las relaciones familiares, 
tendencia hacia la pareja-asociación con vistas a fines libremente 
elegidos, matrimonio con dos carreras u oportunidades ocupacio- 
nales de rango equivalente, relaciones selectivas con parientes en 
determinadas ocasiones más bien que sometimiento a una red de 
obligaciones recíprocas, importancia de la socialización infantil si
multánea a la familiar por parte de la escuela, televisión, etc.

Nuestro objetivo, por tanto, se ciñe a la presentación, sobre 
la base demográfica más imprescindible, de algunos datos recientes 
sobre las variables clave en la configuración de las nuevas estruc
turas familiares (trabajo extradoméstico de la mujer, dominación y 
conflicto en las relaciones conyugales y familiares, divorcio y refor
ma del derecho de familia) y sobre la expresión de las mismas: los 
cambios en la concepción acerca del matrimonio y en la actitud 
hacia diversos aspectos de la relación entre los sexos y hacia los 
mecanismos de resolución de las crisis de la pareja o de la mater
nidad. Somos conscientes de lo incompleto de tal cuadro, pero 
creemos que las observaciones con que acompañaremos los datos 
servirán de estímulo a nuevas preguntas que hagan imperioso el 
empleo adicional de técnicas cualitativas de investigación para un 
conocimiento más profundo de la familia española.
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(6) R. K ónig; La familia en nuestro tiempo, Siglo X X I, Madrid, 1981.
(7) E. Shorter: El nacimiento de la familia moderna, Anesa, Buenos 

Aires, 1977.
(S) M. Y o u n g  y P. W i l l m o t t : La familia simétrica, Ed. Tecnos, Ma

drid, 1975.
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LA ABRUMADORA P R E SE N C IA  
D E  LA FAM ILIA MONOGAMICA

Son varios los autores que han cuantificado con precisión la 
abrumadora presencia de la familia monogámica en España, rasgo 
éste que no nos diferencia de las demás sociedades de Occidente, 
por más que algunas «glamoricen» en sus medios de comunicación 
nuevos estilos de vida de pareja y familia que, sin embargo, son 
muy minoritarios (9).

Basándose en los datos de una encuesta nacional inédita, S. del 
Campo y M. Navarro afirman que «más del 92 por 100 de la po
blación vive en una situación familiar que puede calificarse nor
mal» (10). Los separados constituyen el 0,85 por 100 de la mues
tra y sólo el 38,9 por 100 de los separados viven solos. En conse- 
cencia, «las situaciones de alternativa a la familia, incluidas en la 
estimación las formas de vida comunal, de cohabitación, de celibato 
y otras situaciones, difícilmente superarán el 3 por 100 de la po
blación» (11).

Un dato llamativo es el reciente descenso de la tasa de nupcia
lidad de 7,8 matrimonios por 1.000 habitantes en 1960 a 5,7 por 
mil habitantes en 1980 (12). Este descenso parece atribuible, por 
un lado, a la crisis económica (en 1976 la tasa era todavía de 7,6) 
y, por otro, a una actitud relativamente menos favorable al ma
trimonio entre algunos sectores juveniles sobre la que volveremos 
más tarde.

Entre 1960 y 1978 se ha rebajado la edad de contraer matri
monio en unos tres años para ambos cónyuges, siendo en la última 
fecha de 26,19 años para el varón y de 23,79 años para la mujer. 
Este descenso obedece, entre otros, a factores socioeconómicos tales 
como el creciente acceso de la mujer al mercado de trabajo que la

(9) Cf. H. P .  D r e i t z e l  (ed.): Recení Sociology No. 4: Family, Marriage 
and the Struggle of the Sexes, Macmillan, New York, 1972, págs. 271-350; 
C. P e r e d a : «Familia y comunidad: dos formas de convivencia», Misión 
Abierta, 2 (abril 1979), págs. 88-99.

(10) S. del C a m p o  y M. N a v a r r o : Análisis sociológico de la familia 
española, Ministerio de Cultura, Madrid, 1982, pág. 20.

(11) Ibtdem, pág. 21.
(12) Ibidem, pág. 49.
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abre a mayores oportunidades de relación y emancipación. La re
ciente crisis económica habría afectado sobre todo a las mujeres 
más jóvenes y a las ya casadas más bien que a la casaderas. El des
censo de la edad de matrimoniar obedece asimismo a factores cul
turales como se reflejan en el deseo que los jóvenes expresan en 
repetidas encuestas de casarse a una edad más temprana (entre los 
21 y 28 años los varones; entre los 21 y 25 años las mujeres) que 
aquella en que de hecho esperan hacerlo (13).

El tamaño medio de la familia española se ha reducido en los 
últimos cuarenta años como muestran los datos de los Censos de 
la Población: 1940, 4,22; 1950, 3,74; 1960, 4,00; 1970, 3,81 y 
la Encuesta de Presupuestos Familiares (1973-4): 3,83. El 75 por 
ciento de la población que vive en familia lo hace en la situación 
familiar más frecuente, la del matrimonio con hijos solteros estando 
el 10,57 por 100 de la población formado por matrimonios que 
viven solos. Tan sólo el 5,83 por 100 de la población forma fami
lias con dos o más núcleos familiares, que se dan sobre todo en las 
zonas rurales de Galicia, País Vasco, Asturias y Cataluña. La evo
lución demográfica de la familia española parece estar determinada 
en notable medida por orientaciones valorativas de tipo racionali- 
zador como adaptación a las pautas dominantes del desarrollo socio
económico (14). Tal evolución descendente acontecía ya en los 
mismos años en que la ideología dominante proclamaba el carácter 
sacral de la familia española (1940-1950), que incluía la doctrina 
tradicional de la procreación como fin primario del matrimonio.
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2. E L  TRABAJO DE LA M UJER CASADA

Es ésta una de las variables más importantes en la evaluación 
del cambio familiar y, en períodos de crisis económica como la ac
tual, una oportunidad muy escasa. En efecto, la tasa de actividad 
económica femenina ha descendido al ser generalmente las mujeres 
las primeras afectadas por la escasez de empleo. El 72,7 por 100

(13) Ibtdem, págs. 51, 53.
(14) Cfr. nuestro artículo (bajo el seudónimo Juan de Glencove) «La 

evolución de la familia española 1939-1975», H echos y Dichos, núm. 468 
(diciembre 1975), págs. 50-55.
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de las 167.000 personas en que disminuyó entre 1974 y 1980 k  
población activa eran mujeres (15).

Según la «teoría de los recursos» de Blood y Wolfe (16), el 
poder relativo de los esposos en el matrimonio está afectado en 
gran medida por las distintas cualidades y bienes que cada uno de 
ellos aporta a la vida en común, también de índole económica, aun
que más importantes que el salario son las relaciones sociales y la 
mentalidad más abierta al cambio que la mujer que trabaja fuera 
del hogar puede introducir en éste.

En base a este importante descenso de la actividad que ha 
venido a precipitar la anterior mejora progresiva de las oportuni
dades laborales de la mujer, cabe formular dos hipótesis: Primera: 
se trata de un retroceso pasajero y, al remontarse la crisis econó
mica, seguirá la inserción de la mujer en el mercado de trabajo 
cuando menos al ritmo anterior a dicha crisis. Segunda: se ha 
puesto al descubierto cómo la lógica implacable de la economía ca
pitalista es mucho más decisiva que la mentalidad más igualitaria 
a la hora de permitir o negar a la mujer su acceso al mundo del 
trabajo. En otras palabras, no hay que hacerse excesivas ilusiones 
sobre la implantación entre nosotros de unos valores antidiscrimi
natorios mientras no existan prácticas reales de «afirmación» o dis
criminación positiva, es decir, políticas que de forma abierta y com
pensatoria favorezcan el empleo de la mujer para romper ese muro 
que implica el que el 75 por 100 de las mujeres no tengan en 
España un empleo remunerado. En la encuesta de Población Activa 
de 1971 la tasa de actividad de las mujeres casadas era de 16,1 
por 100 frente al 27,7 por 100 de actividad femenina general, tasa 
que en 1974 había pasado al 28,7 por 100, bajando en 1979 
al 26,9 por 100. No es extraño que suban a un 18 por 100 las 
mujeres casadas de Madrid incluidas en la muestra de la encuesta 
inédita realizada por S. del Campo en 1980, dados el sobredimen- 
sionamiento del sector servicios en la capital de la nación y su 
condición de ávido captador de mano de obra femenina por su 
cualificación de servicialidad y escasa especialización.

(15) P. L ó p e z  G a y  y J. A s t e l a r r a : «Las mujeres y la democracia», 
El Vais, 26 de octubre de 1982, pág. 34.

(16) R. B l o o d  and R. W o l f e : Husbands and Wives, The Free Press, 
Glencoe, Illinois, 1960.
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Recordemos que, entre nosotros, con la llegada sucesiva de los 
Rijos, disminuyen las tasas de actividad femenina y que, incluso 
cuando ya los hijos no necesitan de sus cuidados, las madres no se 
reincorporan, como en otras naciones occidentales, a sus puestos 
de trabajo, sino que la tasa de actividad de las casadas continúa 
descendiendo hasta llegar a un 6 por 100. En uno y otro caso la 
razón principal parece ser la escasez de empleo y la discriminación 
laboral de la mujer. Aunque en el III Informe Foessa (1975) las 
razones de necesidad económica se aducían con mayor frecuencia 
que las de desarrollo personal, éstas últimas alcanzaban casi la mitad 
de los casos. Está claro, por tanto, que al menos la mitad de las 
mujeres que trabajan lo hacen (y hoy con mayor razón que hace una 
década) porque buscan realizar otros valores distintos del económi
co aunque no excluyan éste.

Pero el trabajo de la mujer — como cualquier otro de los fenó
menos que integran los procesos de la vida familiar—  no habla por 
sí mismo por estar investido de significados múltiples e incluso 
contradictorios y por tener repercusiones de signo opuesto. Así, 
por ejemplo, puede en muchos casos elevar su status en el seno 
del grupo familiar y al mismo tiempo socavar también en muchos 
casos su seguridad psicológica o «totalidad psíquica» al quedar so
metida a la típica alienación que acompaña a la mayoría de los pues
tos de trabajo a que se la permiite acceder. De ahí que resulten tan 
poco iluminadoras las meras descripciones estadísticas y las correla
ciones simples en que se quedan la mayoría de los estudios que 
abordan el tema.

No es una mera incorporación al mundo del trabajo la que 
obtendría mecánicamente una igualación del poder de la mujer en 
la familia, sino que ésta sólo se produciría en determinadas circuns
tancias motivacionales y en condiciones de trabajo precisas que han 
de ser objeto de comprobación empírica. Más aún, desde una pers
pectiva amplia socioeconómica y cultural, habría que sopesar las 
contrapartidas que, para el desarrollo individual y social de cada 
miembro de la familia, se ofrecen a cambio de la actividad produc
tiva de la mujer fuera del hogar. Esta actividad, por un lado, abara
ta ciertamente la reproducción de la fuerza de trabajo (al ser más 
los productores que costean tal reproducción) y, por otro lado, 
acarrea a la mujer una duplicación de su esfuerzo. Damos por su
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puesto el hecho de que en nuestra sociedad siguen prevaleciendo 
los códigos o normas que obligan a la mujer a seguir siendo en el 
hogar la principal reproductora de la fuerza de trabajo sin más 
compensación que la de saberse «socialmente útil» (sin que el mar
xismo haya ayudado demasiado con su concepto de «trabajo no 
productivo» a la solución de este problema). En consecuencia, el 
trabajo de la mujer, en dichas condiciones, significaría en muchos 
casos una «liberación de la mujer» para el capitalismo y el consu
mo, no para su propio desarrollo personal ni para el de su familia. 
En consecuencia, no parece que pueda descartarse el que en la escasa 
reinserción laboral de la mujer casada juege un papel impprtante 
un elemento de sabiduría que las hace valorar en su justeza los 
pros y los contras de las «oportunidades» que les brinda la socie
dad de consumo de masas, aparte de factores indiscutibles tales 
como la escasez de empleo y la discriminación laboral de la mujer, 
especialmente de la casada.
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3. CAM BIO S E N  LA S ESTR U C TU R A S  
D E R O L E S Y DOMINACION

Las expectativas o imagen que la sociedad española tiene acer
ca del papel de la mujer es un buen indicador de la evolución que 
han experimentado en la propia familia elementos estucturales 
tales como la división del trabajo, el peso relativo de los cónyuges 
en la toma de decisiones, la forma de criar a los hijos, etc.

Si comparamos los hallazgos del III  Informe Foessa (1975) 
con los de la encuesta inédita de S. del Campo (1980), ya mencio
nada, constatamos que la evolución de la imagen del papel de la 
mujer en el transcurso de este quinquenio sólo aparece con clari
dad en la última encuesta entre los encuestados de 18 a 29 años, 
que mayoritariamente se manifiestan a favor de una indiferencia
ción de los roles conyugales frente a la rígida diferenciación tradi
cional según el sexo. Como la publicación parcial de datos de la 
citada encuesta inédita no incluye un apartado con el diseño mues- 
tral y metodología ni cruza los resultados con el estrato social de 
los encuestados, nos remitimos al III  Informe Foessa (1975), para
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el que el nivel cultural de los entrevistados tenía aún más influen
cia que la edad en determinar la actitud hacia el papel tradicional 
de la mujer, rechazado en mayor medida por los encuestados con un 
nivel de estudios superior a los primarios.

Sobre la base de los cambios de actitudes detectados en tres 
encuestas (17), que incluían preguntas sobre él o los responsables 
de un espectro de decisiones en la familia, S. del Campo y M. Na
varro concluyen que se ha pasado «de una autoridad dividida y de 
signo matriarcal o patriarcal (en 1966)» «a una autoridad compar
tida y democrática» (en 1979, 1980) (18). Un cambio tan radical 
nos hace echar de menos mayor información metodológica y una 
elaboración ulterior a la proposición ya que la que se hace por 
grupos de edad resulta, por su homogeneidad, poco esclarecedora. 
Sólo mediante la contextualización de este dato podría soslayarse 
la objección de que los encuestados han interiorizado rápidamente 
la ideología dominante en torno al igualitarismo. La sospecha no es 
infundada e incluso otros datos de la misma encuesta la refuerzan 
como, por ejemplo, los que muestran una división del trabajo do
méstico de acuerdo con los criterios sexuales tradicionales, datos 
éstos sin duda correlacionados con una toma de decisiones de corte 
tradicional; o el que sea todavía una mayoría del 51 por 100 de 
una amplia muestra nacional (1980), los que se manifiestan de 
acuerdo con que «la responsabilidad de llevar la casa la debe tener 
la mujer, aunque trabaje fuera del hogar», mientras sólo un 36 
por 100 se muestra en desacuerdo (19). En consecuencia, creemos 
que los pasos de la familia española van en la dirección apuntada 
por S. del Campo, pero son todavía tímidos y lentos por la inercia 
natural del mundo de los valores que requiere al menos décadas 
para transformarse.
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(17) Instituto de la Opinión Pública: «La estructura de la autoridad en 
la familia española», Revista Española de la Opinión Pública, núm. 6 (octu
bre-diciembre 1966), págs. 401-410; Encuesta «Dinámica de la familia urba
na española», inédita, y «Encuesta sobre la familia española», inédita, las 
tres dirigidas por S. del Campo.

(18) S. d e l  C a m p o  y  M. N a v a r r o : O. c. p á g s .  114-116.
(19) Ibídem, pág. 111.
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4. ARMONIA Y CO NFLICTIVID AD  E N  LA PA REJA  
Y E N  LA FAM ILIA

En un estudio encargado por el Ministerio de Cultura sobre 
«La marginación social del menor» (20), el 30 por 100 de los 
niños cuyo padre estaba en paro y cobrando el desempleo y el 
60 por 100 de los que no lo cobraban decían que las relaciones 
entre sus padres eran muy malas. En el mismo estudio confesaban 
los niños que las relaciones de los hijos con los padres eran malas 
cuando sus familias estaban en mala o muy mala situación econó
mica (21). Tal confesión no tiene por qué contradecirse con el 
hallazgo de Angelí que, al estudiar los efectos de la Gran Depre
sión americana sobre las familias, encontró que las familias más 
unidas o mejor organizadas eran relativamente invulnerables in
cluso cuando afrontaban una privación económica mayor que otras, 
que sufrían más fácilmente los efectos de la crisis por la previa 
falta de unión entre sus miembros (22). Otro dato, carente de re- 
presentatividad pero no de significación, concuerda con los datos 
representativos del estudio sobre la marginación social del menor. 
Se trata de una encuesta de la revista «Sociedad-Familia» (noviem
bre-diciembre 1981) sobre la pareja. Aunque el número de respues
tas analizadas es muy bajo (319), encontramos que un 30 por 100 
de los matrimonios que respondieron a la encuesta afirma que su 
convivencia es difícil, muy difícil o imposible, respuestas que gozan 
de especial fiabilidad por realizarse por escrito en el más estricto 
anonimato.

Siendo el modo de tratar a los hijos una de las más frecuentes 
causas de conflicto entre los esposos y dándose, por otra parte, 
entre nosotros un intenso choque generacional por la coexistencia 
de unas pautas conyugales y familiares emergentes opuestas a las 
tradicionales e «instituidas» (divergencia agudizada por la conten
ción de nuestro pasado político), parece lógico inferir un grado
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(20) A. P é r e z  P e ñ a s c o , M .  C. S á n c h e z  M o r o , J . L. R e c i o  A d r a d o s  y 
otros: La marginación social del menor, Ministerio de Cultura, Madrid, 1981, 
pág. 26.

(21) Ibídem, pág. 35.
( 2 2 )  R. C. A n g e l e ; The Family Encounters the Depression, Scribner, 

New York, 1936.
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notable de conflictividad e insatisfacción en las parejas y en las 
familias españolas.

En particular, una posible causa de fricción intergeneracional 
viene dada por la más intensa socialización al consumo que han 
experimentado los jóvenes actuales, hoy mucho más orientados al 
gasto que sus mayores (23). Para una mejor comprensión de este 
dato se hace necesario recordar la notable mejora del nivel de vida 
de la familia media española entre los años 1958 y 1974, hecho 
que incide en la socialización de las nuevas generaciones y, en ge
neral, en nuevos estilos de vida familiar más orientados al consu
mo de bienes culturales y al disfrute del ocio con consecuencias 
evidentes en la implantación de pautas de vida conyugal y familiar 
más igualitarias y más modernas. He aquí los cambios en los por
centajes del consumo anual medio por persona que tuvieron lugar 
entre estas fechas. Los gastos en alimentación, que en 1958 cons
tituían el 55,3 por 100 pasaron a ser tan sólo el 38 por 100 
en 1974. Los gastos de vestido y calzado pasaron en esas mismas 
fechas del 13,6 por 100 al 7,7 por 100. En cambio, los gastos 
diversos (enseñanza, cultura, deportes, vacaciones, etc.) pasaron 
del 17,8 por 100 al 31,6 por 100. Simultáneamente el equipa
miento de los hogares españoles ha experimentado entre esas fechas 
un enorme incremento, haciéndose prácticamente universales la te
levisión, el frigorífico, la lavadora y el baño o la ducha y poseyendo 
en la actualidad automóvil el 57 por 100 de los hogares (24). Todos 
estos cambios reflejan, a la par de las encuestas de opiniones y 
actitudes, la generalización de un cambio de pautas de conducta y 
de valores en torno al consumo, cambio que alcanza las cotas más 
elevadas entre las generaciones jóvenes (25).

Por otra parte, las fricciones y el desencanto de los jóvenes
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(23) R. López Pintor; L os españoles en los años 70: una versión so
ciológica, Tecnos, Madrid, 1975, pág. 86.

(24) F. Andrés Orizo: Las bases sociales del consumo y del ahorro en 
España, Confederación Española de Cajas de Ahorros, Madrid, 1977, pági
nas 294-295; LN.E.: Encuesta de equipamiento y nivel cultural de las fami
lias (abril, 1975), vol. I, Madrid, 1976; S. del Campo y M. Navarro: O. c., 
pág. 146.

(25) J. Castillo : «L os hijos de la sociedad de consumo española». 
Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 17 (enero-marzo 1982), 
págs. 39-51).
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respecto de sus mayores no sólo es la resultante de una mayor sen
sibilidad y capacidad para el cambio de los primeros sino que, 
como interpretó Sauvy las revueltas estudiantiles de Mayo del 68 
en París, en parte se relaciona con el fenómeno de la competición 
por recursos escasos. En otras palabras, la rebeldía no era sino 
expresión del temor de los jóvenes burgueses a quedar en paro ante 
el insuficiente ritmo de creación de nuevos puestos de trabajo, 
temor al que acompañaba el resentimiento hacia sus mayores que 
ocupaban por largos años los puestos que ellos apetecían (26).

La presencia de los nuevos modelos de familia en nuestra so
ciedad se manfiesta todavía minoritariamente en las conductas de 
los adultos — en contraste con la ideología, ya ampliamente difun
dida, de la familia moderna— . Ahora bien, el arraigo de los valo
res incluidos en los modelos tradicionales, en trance de desinstitu- 
cionalización, produce un importante conflicto cultural que se en
trecruza y superpone a los conflictos de personalidad entre los 
miembros de la familia. En contraste con esta fuerte conflictividad 
conyugal y familiar, se afirma en una publicación del Ministerio 
de Cultura («La familia española en cambio: Elementos preparato
rios de un Libro Blanco sobre la familia») algo que podría afectar 
seriamente las políticas que se instrumentaran en consecuencia, a 
saber que «los datos disponibles invitan a pensar que los matrimo
nios españoles están bastante bien avenidos en una gran mayoría». 
Se basa esta apreciación optimista en que «según datos de encuesta 
referidos al año 1980, el 89 por 100 de las personas casadas se 
sienten muy o bastante satisfechas del afecto existente entre ellas y 
sus cónyuges respectivos» (27). Evidentemente, los datos disponi
bles no son únicamente los de unas encuestas, por otra parte ins
trumento no el más adecuado para abordar cuestión tan delicada y 
a la que el español medio es refractario a contestar. Disponemos 
de otras muchas fuentes de datos, entre otras la observación parti
cipante y la experiencia de los consultorios psicológicos (a los que 
acceden personas con muy diverso grado de dificultad), que nos 
invitan a una evaluación más sobria de la situación. Como dice
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(26) A. S a u v y : La révolte des jeunes, Calmann-Lévy, París, 1970, pá
ginas 98-99.

(27) Ministerio de Cultura: La familia española en cambio: Elementos 
preparatorios de un Libro Blanco de la Familia. Madrid, 1981, pág. 16.
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S. del Campo, «la tendencia hacia una igualación en los roles del 
marido y la esposa no se han generalizado todavía y se conservan 
claras diferenciaciones de esos roles, apoyados por actitudes pro
fundamente machistas» (28), actitudes que sin duda conllevan una 
buena dosis de conflictividad e insatisfacción, a nuestro juicio. Más 
aún, la propia encuesta antes citada ofrece un dato en abierto con
traste con la amplia satisfacción matrimonial previamente manifes
tada: «el 43 por 100 dice saber al menos de un matrimonio con 
problemas serios de convivencia» (29).

Mencionaremos finalmente, como dato bastante elocuente, la 
proliferación en estos últimos años de consultorios psicoterapéuti- 
cos matrimoniales y familiares de todo tipo. Este dato admite dos 
interpretaciones sin duda compatibles: la abundancia de psicólogos 
graduados con escasas alternativas de empleo y la propia crisis de 
adaptación de la pareja y de la familia a los nuevos modelos de 
roles internos y externos desempeñados en una sociedad compleja y 
alienante.
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5. CAMBIO D E A C TITU D ES Y  PAUTAS 
D E  CONDUCTA TRA D ICIO N A LES

A España le ha llegado finalmente su hora en el proceso de 
racionalización del mundo occidental y este proceso ha penetrado 
en el hasta ahora «sancta sanctorum» familiar cuya custodia y con
trol había ido asumiendo progresivamente la Iglesia Católica sobre 
todo a partir del siglo xi. La familia se había constituido así en 
una de las principales áreas de intercambio de apoyos y legitima
ciones entre el poder político y el eclesiástico. De la aplicación de 
principios racionales a parcelas de la conducta hasta hace poco 
consideradas tabú, surge una variedad de alternativas y soluciones 
a los problemas de la convivencia familiar que, si al desacr alizar se 
pierde estabilidad, también se abre a nuevas configuraciones menos 
gravosas para los individuos, de inciertas consecuencias para el 
también cambiante orden social, pero no necesariamente socava-

(28) S. d e l  C a m p o  y  M. N a v a r r o : O. c., p á g .  123.
(29) Ministerio de Cultura: O. c., pág. 17.
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doras del mismo como quieren las casandras privilegiadas en el 
orden antiguo. A raíz del V Sínodo General de Obispos Católicos, 
decía el Cardenal Tarancón: «La llamada familia tradicional se 
plantea el grave problema de presentar otro tipo de familia... que 
sirva para estos hombres de hoy, que viven en un mundo seculari
zado» (30). Si un representante cualificado de la institución que 
ha visto disminuir su capacidad de control sobre la familia enjuicia 
así su transformación es porque hace tiempo que los nuevos valores 
y pautas de conducta se han introducido entre nosotros.

Reseñaremos, en primer lugar, algunos datos que iluminan la 
evolución reciente de las actitudes hacia los fines del matrimonio 
(de la insistencia primordial en la procreación a un valoración del 
compañerismo) y hacia la autonomía de la pareja respecto del con
trol de la Iglesia y del Estado. Ya en el II Informe Foessa (1970) 
señalaba la contradicción entre el hecho del uso extendido del con
trol de natalidad y la norma tradicional que revelaban las contesta
ciones a la encuesta. Según datos de la Dirección General de Sani
dad, la venta de anovulatorios se había cuadruplicado entre 1966 
y 1971. La «Encuesta Nacional de Fecundidad» (1977) aporta los 
datos más recientes sobre el conocimiento y uso de anticonceptivos. 
Conocen al menos un método eficaz el 90 por 100 de las entrevis
tadas. Utiliza la píldora el 33,2 por 100 de las mujeres de 15 a 
24 años y el 27,7 por 100 de las de 25 a 29 años. Las mujeres 
mayores de 30 años son las que más utilizan el coitus interruptus, 
que es también el método más utilizado (en el 30,7 por 100 de 
los casos). El 40,2 por 100 de las encuestadas dice no haber uti
lizado nunca ningún anticonceptivo, influyendo en la no utilización 
el bajo nivel de instrucción y la creencia y práctica religiosa.

En un reciente estudio sobre el ciclo vital de la mujer casada 
de Madrid, S. del Campo ha encontrado que «un 53 por 100 del 
total de mujeres casadas aceptan en todos los casos el uso de anti
conceptivos» y un 33 por 100 los admite en algunos casos, llegando 
a un 69 por 100 los que los admiten por la situación económica de 
la familia (31).
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(30) Citado en El País, 25 de octubre de 1980, pág. 25.
(31) S. del C a m p o : La evolución de la familia española en el siglo XX, 

Alianza Universitaria, Madrid, 1982, pág. 147.
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Las relaciones sexuales prematrimoniales de los novios que 
«van en serio» eran aprobadas por un 27,2 por 100 de los encues- 
tados en las zonas rúales y por un 45,6 por 100 en las grandes 
ciudades, según el III Informe Foessa (1975). En Ja Encuesta Na
cional a la Juventud (1977) (de quince a veinte años) ya eran un 
73 por 100 los que opinaban que «un chico y una chica que van 
en serio pueden hacer el amor cuando quieran» y sólo un 33 por 100 
opinaba que «es importante que una chica llegue virgen al matri
monio». En la misma encuesta sólo el 48 por 100 pensaba casarse 
por la Iglesia mientras que el 22 por 100 pensaba hacerlo civil
mente y el 27 por 100 pensaba formar una unión libre. Charles 
G. Vella daba en una reciente Conferencia Internacional de la Fa
milia (marzo 1982), la cifra de 38 por 100 para los jóvenes que 
en Italia optan sólo por el matrimonio civil, dato que puede ser 
indicativo de la evolución de las actitudes hacia el matrimonio en 
un país «católico» como España, pero notablemente secularizado en 
su cultura y con un matrimonio civil facultativo (y no subsidiario 
como hasta la reforma del Código Civil de julio de 1981).

Los datos anteriores encuentran confirmación en la ya citada 
encuesta inédita de S. del Campo (1980), que detecta la opinión 
pública sobre la cohabitación. Son mayoría (80 por 100) los que 
piensan que de aquí a diez o veinte años habrá un aumento de las 
parejas que vivan juntas sin casarse». También son mayoría (58 por 
ciento) los que opinan que las parejas que viven juntas sin casarse 
son «resultado de la evolución de las costumbres y hay que acos
tumbrarse a ellas» (41 por 100) e incluso «deberían ser fomenta
das para que el matrimonio se haga con conocimiento de causa» 
(17 por 100), rechazándolas como inmorales tan sólo un 33 por 
ciento, cifra que baja notablemente cuando se pregunta a los en- 
cuestados por las distintas razones de la cohabitación y sólo el 
22 por 100 responde «porque no les preocupa la moral» (32).

Mientras la opinión pública y la ley han condenado tradicio- 
nalm.ente las prácticas abortistas, existen datos de dos encuestas 
recientes que indican una progresiva aceptación de su legalización, 
entendida sobre todo como despenalización por indicaciones tera
péuticas. En una encuesta de la revista «Cambio 16» (diciembre
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1977) los porcentajes a favor de la legalización del aborto y de su 
permisión por razones terapéuticas eran respectivamente del 29 y 
del 49 por 100. En otra encuesta a mujeres casadas de Madrid
(1979), S. del Campo encontró que un 56 por 100 de éstas estaban 
a favor de la legalización del aborto en España, indicador más del 
avance del proceso de racionalización-secularización entre nosotros^ 
por el que se valora más la evidencia de la vida o salud písquica 
de la madre que la norma absoluta de la jerarquía católica en de
fensa del desarrollo embrionario del individuo (sobre cuya perso
nificación antes de su implantación existen dudas) aunque su pre
sencia fuese consecuencia de una agresión. Indicador aún más tan
gible de dicho avance es la extensión del aborto ilegal — considera
ble, aunque desconocida con precisión—  cuyos protagonistas arries
gan cuando menos la incomprensión por parte de la sociedad civil 
y religiosa. J. Iglesias de Ussel da la cifra de 10.171 abortos prac
ticados en 1977 en la Gran Bretaña a mujeres españolas mientras 
las estimaciones del número de abortos practicados en España en 
la década de los 70 oscila, según las distintas autoridades y exper
tos, entre los 70.000 y los 300.000 anuales (33).

De carácter minoritario, aunque también cualificado, son las 
campañas organizadas por distintos colectivos feministas con ocasión 
de varios procesos judiciales por abortos. Lo más significativo es 
que en alguna de las sentencias de estos juicios se incluyen ya 
elementos críticos de la rígida legislación penal vigente.

En los primeros cuatro meses de vigencia de la nueva ley sobre 
el divorcio (septiembre-diciembre de 1981) se presentaron, según 
datos del Consejo General del Poder Judicial, 9.843 demandas de 
divorcio y 6.871 demandas de separación, cifras primerizas que 
hacen suponer que en un próximo futuro el número de divorcios 
sentenciados por 1.000 habitantes andará en torno al 0,18 de Italia 
en 1978. Es decir, difícilmente se sobrepasarán los 10.000 divor
cios anuales, una vez que se hayan ido resolviendo los casos acu
mulados en los años anteriores a la nueva ley, que presumiblemente 
se verán compensados por los que facilitará la nueva oportunidad. 
Esta cifra hipotética vendría a duplicar las aproximadas 4.063 cau-
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(33) lAemarla elevada al Gobierno por el Fiscal del'Tribunal Supremo'^ 
16 de septiembre de 1974, Instituto Editorial Reus, Madrid, 1974, pág. 76.
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sas de nulidad y separación introducidas ante los tribunales ecle
siásticos en 1974, año en el que el índice de ruptura matrimonial 
legal por 10.000 habitantes era de 1,1126. Es a partir de 1970 
(en que las causas fueron de 2.180) cuando se inicia la rápida 
aceleración que culmina en la casi duplicación de 1974. Son las 
provincias de mayor atracción turística y más alto desarrollo eco
nómico las que lideran en el número de rupturas matrimoniales, 
debiendo tenerse en cuenta que esos mismos años son también los 
del gran despegue del turismo y del boom económico en nuestra 
patria, así como los de la aceleración del retorno de los emigrantes 
centroeuropeos a partir de 1970 (del 70 al 74 regresa el 35 por 
ciento) (34).

Estas cifras sugieren, a nuestro juicio, una básica estabilidad 
de la familia española al mismo tiempo que expresan al fin la 
vigencia de unos mecanismos modernos de resolución de conflictos 
y desorganización de la familia, que hasta ahora venían encontran
do otros cauces menos racionales y respetuosos de la autonomía y 
dignidad de los individuos. Numerosas fueron las investigaciones 
que en la última década intentaron abrir camino a la legislación 
sobre el divorcio reflejando el cambio acelerado, de signo seculari
zante, de las actitudes hacia el divorcio y hacia la estabilidad del 
matrimonio. En una encuesta del Instituto de la Opinión Pública 
de 1973, el 37 por 100 opinaba que «el divorcio es inmoral y no 
debería existir» mientras el 55 por 100 opinaba que «sólo debería 
existir para casos justificados» y el 6 por 100 que «es natural en 
la sociedad moderna». En el III  Informe Foessa (1975) suben has
ta el 71,6 por 100 los que piensan que «en España se debería per
mitir el divorcio en determinadas circunstancias». Otras encuestas 
se dirigieron en el último quinquenio a explorar la actitud hacia 
la legalización del divorcio cifrándose en torno al 65 por 100 los 
que se manifestaban en favor de tal medida y en torno a un 18 
por ciento (de la publicación mayor de 18 años) los que se mani
festaban opuestos a ella y, en general, a considerar al matrimonio 
como no indisoluble (35). Muchas de estas encuestas permiten la
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(34) I. A lberq i: Historia y sociología del divorcio en España, Centro 
de Investigaciones Sociológicas, Madrid, 1979, págs. 145-160.

(35) «Informe-avance sobre las actitudes ante el divorcio y utilización de 
anticonceptivos». Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 1
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matización de las opiniones que, en general, son más receptivas del 
divorcio en caso de abandono del hogar (existan o no hijos pe
queños) y, en cambio, se muestran algo menos receptivas al mismo 
cuando el divorcio es por mutuo acuerdo y hay niños pequeños en 
el matrimonio. Finalmente en una encuesta de 1979, sólo el 44 
por 100 del total de las encuestadas (mujeres casadas de Madrid) 
aceptan la fidelidad como norma absoluta si se ha perdido el amor 
entre los esposos (36).
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6. CAMBIO LEG A L Y R E L IG IO SO

La Constitución de 1978, al establecer la separación de la 
Iglesia y el Estado, sentó las bases para la reforma del Código 
Civil de julio de 1981 por la que se introduce el matrimonio civil 
facultativo, perdiendo así la Iglesia sus poderes sobre las separa
ciones matrimoniales y restándole tan sólo a sus tribunales el juicio 
sobre la validez o nulidad de los matrimonios religiosos.

La reforma del Código Civil de 1981 acentúa el carácter igua
litario de las relaciones entre los esposos tanto en la esfera de la 
fidelidad y del trato mutuo como en la de la administración de los 
bienes familiares y de la patria potestad sobre los hijos. Sobre la 
base de la evidencia empírica aquí presentada acerca del momento 
de transición por el que atraviesa la familia española, podemos 
concluir que estas reformas legales han tenido un valor educativo 
singular al favorecer la implantación de unas normas de conducta 
que ya la mayoría de la población considera ideales y moralmente 
superiores a las hasta aquí vigentes, al menos desde la perspectiva 
del individualismo y personalismo modernos (37).

No es éste el lugar para entrar en una valoración de la postura 
de los Obispos españoles previa a la aprobación de la legislación 
sobre el divorcio. Tampoco entramos a valorar la evolución de la 
praxis de los tribunales eclesiásticos en los años que precedieron a

(1978), págs. 381-402; Diario 16, 6 de febrero de 1981, Encuesta Nacional 
realizada por el Instituto Gallup; Del C a m p o  y N a v a r r o : O. c., págs. 147-161.

(36) S. del C a m p o : O. c., pág. 145.
(37) Cf. I. A l b e r d i : «Un nuevo modelo de familia», Papers, núm. 18 

(1982), págs. 87-111.
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tal legislación, que vieron aumentarse enormemente las causas de 
nulidad matrimonial. Nos limitamos a concluir del análisis de estos 
hechos bien conocidos como de la variedad de fenómenos y datos 
reseñados en este artículo que, como consecuencia de un importante 
avance del proceso de racionalización-secularización entre nosotros, 
la pareja y la familia han logrado nuevas cotas de autonomía. La 
familia, hasta hace poco reducida al silencio por sus preceptores y 
detractores, comienza a hacerse oír con fuerza. No son los indivi
duos aislados, sino en cuanto miembros de una familia los que, 
como quiere Luckmann, habrían optado por «una forma social ele
mental de religión» en la que su autorrealización — indisociable de 
la de su familia—  constituye uno de los temas clave de sus «uni
versos simbólicos» (38). Ahora bien, contra lo que supone Luck
mann, parece que tal religiosidad institucional renovada, eso sí 
más respetuosa de los inalienables derechos de los individuos y de 
las familias que las formas tradicionales estrechamente vinculadas a 
la sociedad patriarcal.
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Notas sobre la transformación de la 
economía española ante los años 80

Angel Luis López Roa

El limitado espacio disponible para reseñar el cambio producido 
en la economía española durante los últimos años sólo permite ha
cer una referencia muy esquematizada de ese comportamiento (1). 
Los puntos a tratar serán los siguientes:

1. Fin de un modelo de crecimiento y crisis en los 70.
2. La orientación de la política económica.
3. La transformación del sistema económico.

1. F IN  D E  UN M ODELO D E  C R EC IM IEN TO  Y C R IS IS  
E N  LO S SE T E N T A

El modelo de crecimiento español en el período 1959-1973 tuvo 
entre sus características la explotación intensiva de las «economías 
de situación» españolas frente a la C. E. E. Esto es, la potencia
ción de aquellos sectores más vinculados a la actividad de los paí
ses más desarrollados. Su reflejo en variables económicas se mani
festaba en las cifras de exportación, ingresos por turismo, transfe
rencias de emigrantes e inversión extranjera.

Esta posición de dependencia — de indudables ventajas en fa
ses alcistas—  tiene evidentemente sus inconvenientes en momen-

(1 )  Un análisis amplio puede encontrarse en G a m i r , L., y  otros: Poliíica 
Económica de España. Alianza. 2 tomos. Madrid, 1981.

lO
índice



tos de crisis. Y los problemas de ajuste son — y fueron—  más di
fíciles de resolver, entre otras razones, porque la política desarro
llada por las autoridades económicas españolas durante la segunda 
mitad, aproximadamente, de la década de los sesenta, se caracte- 
20 por actuar instrumentalmente a corto y medio plazo, con una 
omisión notable de planteamientos prospectivos y modificaciones 
estructurales a largo plazo.

Así, cuando en el otoño de 1973 surge la crisis en los países 
más desarrollados, ésta se traslada de forma casi inmediata a la 
economía española, a través principalmente de las vías antes des
critas.

—  La caída de la demanda exterior repercutirá sobre el nivel 
y la estructura de las exportaciones españolas, lo que agra
vará todavía más el efecto sobre la balanza comercial del en
carecimiento de las importaciones de crudos.

—  El descenso en los niveles de actividad en los países comu
nitarios afectaría también a la emigración con un doble sig
nificado. Por un lado, el retorno de emigrantes y la menor 
salida de trabajadores, con lo que empezaba a agravarse el 
problema del paro. Nótese que la emigración, en los sesenta, 
serviría para absorber paro. Por otro lado, se empieza a re
gistrar una desaceleración relativa en la tasa de crecimiento 
de las transferencias de emigrantes, lo que también afec
taría, comparativamente a situaciones anteriores, a la balan
za de pagos.

—  La crisis en Europa y sus consecuencias sobre los niveles 
de renta tuvo otro efecto, que se traduciría en una menor 
influencia positiva, sobre la economía española de la corrien
te turística y de la inversión extranjera.

Estas dos variables se verían negativamente afectadas, más in
tensamente, en períodos posteriores y en términos generales, por la 
crisis política del 75.

¿En qué situación se encuentra la economía española cuando 
llega la crisis de 1973? Hay que destacar los siguientes puntos:

1. El modelo de crecimiento de los años sesenta estaba ago
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tándose y no se produjo previamente una actividad política que 
permitiera la readaptación industrial a medio plazo.

2. Acumulación de costes estructurales y disfuncionalidades 
en la oferta.

3. Atención preferente, por parte de las autoridades económi
cas, a la política de ajuste a corto plazo y especial referencia a so
luciones por el lado de la demanda.

4 . Evolución alarmante de algunos indicadores económicos. Lo 
que inicialmente parecía un «recalentamiento» de la economía se 
convertiría, pocos meses después, en la confirmación de la crisis 
y en el comienzo de una larga fase depresiva.

Hay que destacar al respecto que la evolución de los indicado
res de precios, paro, tendencias de la producción, balanza comer
cial, etc., estaba siendo «respondida» por parte de las autoridades 
económicas con lo que podría denominarse «política de paquetes» 
de acción coyuntural; esto es, un conjunto heterogéneo a corto 
plazo de la economía española. Esta política fue reiteradamente uti
lizada con normativas casi periódicas — recuérdense los paquetes 
de medidas de los otoños del 73, 74...

En esta situación, y con un sistema social que ya empezaba a 
«descontar» la crisis política — se habían producido algunos avisos 
sobre la misma— , la economía española entra en 1974 amparada 
en la inercia del crecimiento de la fase alcista 72-73.

¿Qué hacen las autoridades económicas? La respuesta estuvo 
influida fundamentalmente por la opción política frente a la reac
ción económica. Todos los países occidentales respondieron a la 
crisis de otoño de 1973 con duras y drásticas políticas económicas 
que trataban:

a) De neutralizar los efectos de la elevación de los precios del 
petróleo, y

b) Estabilizar sus economías.

Para ello se adoptaron firmes políticas de reasignación de re
cursos productivos, por un lado, y presupuestarias de rentas y mo
netarias, por otro. Las consecuencias inmediatas de estas políticas
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eran los incrementos de determinados precios, el aumento del paro 
y la caída en las tasas de inversión y producción, a cambio de una 
redistribución de la carga de la crisis y una reestructuración de los 
sistemas productivos que permieiera a medio plazo superar la de
presión.

Por el contrario, las autoridades españolas, influidas, como se 
ha dicho, por la presión de una crisis de régimen, adoptaron — pe
ríodo 1974-76—  una política económica entre cuyos objetivos prio
ritarios estaba la estabilidad del sistema (pero no el económico). En 
consecuencia, no hubo una respuesta coherente a las causas de la 
crisis, sino unos intentos de «disolver» sus efectos.

Esa posición de las autoridades económicas — recuérdese tam
bién que fueron varios Gobiernos los afectados por la fase depre
siva— , unido a que la crisis política coincidió con la crisis econó
mica, agravó aún más los efectos negativos de esta última.

Si se observan los cuadros adjuntados puede verse cómo hay 
dos fases bien diferenciadas: una va desde 1970 a 1974 y la otra 
desde 1975 hasta la actualidad. Pero destaca, sobre todo, la pro
fundidad de la crisis, especialmente si se la compara con los re
gistros en las economías competidoras con la española.

En este punto pueden recordarse algunos de los aspectos más 
relevantes que definían al sistema económico español en función 
del desarrollo de los sesenta y de sus relaciones con el exterior. Se 
resumen en:

1. Una desfavorable posición energética.
Además de la utilización intensiva de consumos energéticos por 

unidad de producción se estaba en una situación de dependencia 
pronunciada en cuanto a los abastecimientos de energía primaria.

2. Una estructura productiva inadecuada.
La política de desarrollo planificado de los años sesenta había 

acentuado su acción sobre sectores fuertemente dependientes de 
abastecimientos del exterior — tanto energía como materias pri
mas— , intensivos en capital, y con problemas por el lado de la 
demanda.

3. Baja productividad.
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La productividad de la economía española era baja respecto a 
las economías competidoras. Esto era grave en sí mismo. La gra
vedad residía, y reside, en que se trata de una productividad es
tructuralmente baja; de aquí que los esfuerzos para mejorar los 
niveles de competitividad frente al exterior tengan que ser con
siderables al tratarse de mantener unos determinados niveles de 
incrementos de salarios reales.

4. Persistencia de notables desigualdades en la distribución es
pacial sectorial y personal de la renta.

5. Insuficiente infraestructura de bienes y servicios públicos.
Esto agravará, posteriormente, el conjunto de las necesidades

de financiación del sector público al tratar de cubrirse algunas de 
estas lagunas.

6. Fuerte intervencionismo.
El sistema productivo se caracterizó — especialmente el segun

do—  por un importante grado de presencia y acción del Estado. 
El nivel de intervencionismo en casi todas las manifestaciones eco
nómicas fue creciente — a pesar de la liberalización frente al exte
rior— , de manera que era difícil encontrar sectores donde el juego 
del mercado sirviera al menos en su papel indicador de asignador 
eficiente de recursos productivos.

Las relaciones laborales, el comercio de Estado, el peso de'l pro
pio sector público en la actividad productiva, etc., son algunos 
ejemplos ilustrativos. Y

7. Rigidez del sistema financiero.
Un aspecto relevante de la afirmación anterior es la especifi

cación del fuerte grado de intervencionismo del sistema financiero.
Un aspecto relevante de la afirmación anterior es la especifica

ción del fuerte grado de intervencionismo del sistema financiero. 
Se trata de un sistema «protegido» frente al exterior, que no entró 
en competencia con la banca extranjera ni consigo mismo, en el sen
tido de que existían importantes limitaciones para los agentes ban- 
carios que:

a) Se encontraban imposibilitados — por la normativa exis
tente—  para entrar en las áreas de mercado de otros intermedia
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rios. Los bancos comerciales, los bancos industriales y las cajas 
tenían sus operaciones y clientelas bien diferenciadas normativa
mente. Y

b) Mantenían considerables volúmenes de sus activos «cau
tivos» por el ordenamiento de las autoridades. La existencia de 
coeficientes y circuitos privilegiados de crédito son referencias vá
lidas.

l i o

2. LA O RIEN TACIO N  D E  LA PO LITICA ECONOMICA

La crisis de otoño de 1973 y la prolongada inactivación de la 
economía hasta la actualidad se ve enmarcada por los siguientes 
tipos de políticas económicas.

2.1. En primer lugar la política económica de finales de los 
años sesenta y principios de los setenta, que se caracteriza por una 
«confianza» en las políticas de ajute a corto plazn v un olvido de la 
reestructuración del sistema productivo.

2.2. La política económica que sigue a la crisis del 73. Se 
basa en «parchear» problemas y aplazar soluciones cuyo coste so
cial a corto plazo era alto. Es una política que trata de ignorar la 
crisis o, cuando menos, no es consciente de la gravedad de la mis
ma. Este período puede cerrarse en 1976, ya que realmente en el 
período 1976-1977 la preocupación de las autoridades es casi ex
clusivamente la definición de un marco de referencia político. El 
coste de ese esfuerzo está en la desatención de la política econó
mica hasta mediados de 1977.

2.3. La «reconsideración» de la crisis. Se trata de la adop
ción de una primera política económica realista; en los Pactos de 
la Moncloa se encuentran las bases de un planteamiento de res
puesta global a los problemas económicos pendientes. Trata de 
estabilizarse la economía, que había llegado a registrar unos sínto
mas de deterioro realmente preocupantes. Véase al respecto en los 
cuadros que se presentan la evolución de las variables reseñadas 
para los años 1975, 76 y 77.

La consecuencia de esta política fue sólo incipientemente posi
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tiva. Cuando podría haber empezado a dar resultados provecho
sos, surge en el panorama mundial la segunda crisis del petróleo, 
que da al traste con gran parte de los resultadso obtenidos. La eco
nomía española, todavía no recuperada de los efectos de la primera 
crisis, tiene que hacer frente a la presión de la segunda, Y

2.4. La adopción de criterios desintervencionistas, por un lado, 
y reconversionistas, por otro. La «filosofía» adoptada podía resu
mirse en la siguiente frase: «Desintervengamos el sistema, permi
tamos que el mercado empiece a reasignar eficientemente los fac
tores productivos y consigamos posteriormente (o paralelamente, 
según los casos), las desigualdades generadas.» Esto exigía actuar:

a) Normativamente,sobre la estructura productiva, para des
intervenir y permitir un mejor ejercicio del juego de mercado; y

h) Coactivamente para mejorar la distribución de la renta y 
la asignación de determinados recursos en reconversiones sectoria
les concretas.
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3. LA TRANSFORM ACION D E L  SIST E M A  ECONOM ICO

Hasta ahora se ha visto la incidencia de las dos crisis del petró
leo sobre la economía española y los distintos tipos de políticas 
aplicadas por las autoridades económicas.

¿Cómo se ha transformado la economía en este período que va 
desde los antecedentes de la primera crisis en 1973 hasta la actua
lidad?

Diversas son las variables y los indicadores que podrían pre
sentarse.

Aquí: sólo se hace una referencia a los presentados en los cua
dros 1 a 9.

De la transformación, del cambio registrado en este amplio 
período, pueden resaltarse las siguientes notas:

1. Caída de la tasa media histórica de crecimiento del PIB 
(Cuadro 1).
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C u a d r o  1  

PIB

(Tasas de crecimiento - Precios constantes 1970)

Formación

Año Consumo
Fruta

Capital
Demanda
Interior

Exporta
ciones

Importa
ciones

PIB  
p. m.

1970 4,3 —  1,2 2,9 17,4 7,0 4,1
1971 4,9 — 1,9 3,3 13,1 0,7 4,9
1972 8,0 16,1 9,9 12,2 24,6 8,1
1973 7,9 12,6 9,0 9,0 16,5 7,8
1974 5,5 10,6 6,8 0,8 7,7 5,7
1975 2,7 — 3,6 1,1 - 1 , 5 - 1 , 1 1,1
1976 4,7 — 1,4 3,2 10,1 10,1 3,0
1977 2,7 — 4,0 1,1 8,5 — 4,7 3,3
1978 1,6 — 5,2 0,1 10,7 - 0 , 7 1,9
1979 2,2 — 1,6 1,4 5,6 11,6 0,4
1980 1,5 1,6 1,5 2,8 4,6 1,2
1981 — 0,7 - 5 , 9 — 1,7 8,1 - 3 , 2 0,3
1982 1,2 1,0 0,8 4,0 1,5 1,3

F u e n t e : IN E y Banco de España.

Esta es una característica común a otras economías, pero en el 
caso español es especialmente grave, debiendo destacarse:

a) Dos fases diferenciadas, una de fuerte crecimiento del PIB 
hasta 1974 y otra de atonía desde 1975, y

b) La práctica inactividad de los cinco últimos años.
2. Depresión de la demanda interior. (Cuadro 1.)

3. Sistemática tasas negativas de variación en términos reales 
de la formación neta de capital, indicativas de procesos acusada
mente no inversores, desde 1975. (Cuadro 1.)

4. Necesidad crónica de financiación. (Cuadro 2.) Inversión 
de la tendencia de los componentes de la RNBD, de manera que 
aumenta el peso del consumo nacional y disminuye el ahorro na
cional bruto.
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ESTRUCTURA RNBD ( =  100) 

(% s/precios corrientes)

Cuadro 2

113

Años

1970
1971
1972
1973
1974
1975
1976
1977
1978
1979
1980
1981
1982 (p)

Consumo
Nacional

75.6
15.6
75,4
13.0  
1 5 J
16.1
78.7
79.3
78.8
79.9 
81,7
82.4
83.5

Ahorro
Nacional

Bruto

24.4
24.4
24.6
25.0
24.3
23.3
21.3
20.7
21,2
20.1
18.3 
17,6
16.5

Formación
Bruta

Capital

24.1
22.2
23.4
24.4
27.7
26.3
24.8
22.5
20.3
19.9
20.6 
20,2

Capacidad o 
Necesidad de 
Financiación

0,2
2,2
1,2
0,6

— 3,4 
- 3 , 0  
- 3 , 5  
- 1,8

0,9
0,2

— 2,4
— 2,5

(p) Pro\dsional.
Fuente: IN E y B.E.

5. Déficit pronunciado en el sector público. (Cuadro 3.) Las 
Administraciones Públicas en su conjunto, y concretamente el Es
tado, la Seguridad Social..., presentan a partir de 1976 necesidad 
de financiación creciente.

No es sólo esa necesidad de financiación el síntoma «preocu
pante» de dicho período, sino la presión que la misma ejercía so
bre el resto del sistema. En efecto, esto estaba limitando y condi
cionando la eficacia de otras políticas instrumentales — a corto pla
zo—  como la política monetaria, cuyo objetivo de controlar el cre
cimiento de las magnitudes monetarias se veía dificultado por los 
efectos expansivos del sector público en su conjunto. Esto incidía 
evidentemente sobre la capacidad y coste de financiación del resto 
del sistema, contribuyendo en, posiblemente, una notable medida 
al encarecimiento del crédito.
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CAPACIDAD O NECESIDAD DE FINANCIACION

Cuadro 3

Años

1970
1971
1972
1973
1974
1975
1976
1977
1978
1979
1980
1981

Administracio
nes Públicas

r iA
— 16,6

9.2 
46,4

9.3
2.4

—  22,1
—  56,6
— 200,4
— 234,0
— 428,4
— 618,0

Estado

1.9
- 24,9

1,8
42,2

4.9 
7,1

19,2
- 24,4 
-181,0 
-166,5 
-403,3 
-459,3

Administración Seguridad
Central Social

1,6
3.0 
1,9
7.3
7.0 
3,2 
8,5
2.4

24.1
28.2

1.5 
-24,3

15,5
8,9

11,0
4,2

14,9
15,3

— 8,9
— 7,3
— 1,9
— 30,6
— 13,2
— 98,2

Fuente: IN E y B.E.

6. Crisis en el sistema de la Seguridad Social. Este sistema 
fue, en la práctica, autosuficiente. Con la crisis industrial, y debido 
a la estructura de su financiación, basada fundamentalmente en las 
cuotas de las empresas, aparece un déficit casi sistemático, produc
to de tanto:

a) El incremento de las prestaciones y gastos, como

b) El descenso de los ingresos por aplazamiento de pagos, 
defraudaciones, etc.

7. Agravación de los déficit de la balanza comercial (Cua
dro 4 — exportaciones menos importaciones— , por efecto casi ex
clusivo del fuerte impacto de la elevación de los precios del petró
leo y la imposibilidad a corto y medio plazo de la sustitución de 
ese tipo de energía.

8. Elevación de precios (Cuadro 5), cuyo más usual indicador, 
el índice de precios de consumo, llega a alcanzar tasas del creci
miento anual en 1977 próximas al 30 %. El esfuerzo de las auto
ridades económicas en el período 1977-79 fue notable y se consiguió
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Cuadro 4

BALANZA DE PAGOS; SALDOS 
(Millones de dólares)

BALANZAS

Años Comercial

Servicios 
y Trans
ferencias

Cuenta
Corriente Básica

Total

Movimientos
Monetarios

1970 — 1.873,4 1.952,2 78,5 747,7 — 812,9:
1971 — 1.599,0 2.455,9 856,1 1.355,1 — 1.257,3
1972 — 2.316,4 2.887,4 571,0 1.502,6 — 1.367,4
1973 — 3.545,4 4.102,1 556,8 1.321,6 — 1.691,0
1974 — 7.069,1 3.824,5 — 3.244,6 — 1.575,5 793,3
1975 — 7.385,7 3.897,9 — 4.487,8 — 1.684,8 754,6
1976 — 7.327,0 3.033,3 — 4.293,6 — 2.275,7 1.071,4
1977 — 6.200,1 4.035,7 — 2.164,4 858,4 — 1.145,7
1978 — 4.024,4 5.656,9 1.632,9 3.350,8 — 3.856,7
1979 — 5.670,6 6.796,3 1.125,7 4.342,0 — 3.512,2
1980 — 11.724,9 6.537,0 — 5.187,9 — 993,4 547,8
1981 — 10.115,2 5.073,8 — 5.041,4 — 821,7 564,6
1982

Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda, y B. E.

Cuadro 5
COSTE D E VIDA

% anual
% anual

Año de variación

1970 5,6
1971 8,4
1972 8,3
1973 11,4
1974 15,8
1915 16,9
1976 14,9
1977 24,5
1978 18,9
1979 15,7
1980 15,5
1981 14,5
1982 14,2

Fuente: INE.
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reducir aquella inflación prácticamente a la mitad — a mayor ve
locidad que lo estaban haciendo las principales economías de la 
OQDE. Sin embargo, la inflación permaneció desde entonces prác
ticamente estancada en un crecimiento anual del 15 % . La grave
dad de esta situación se acentúa por el hecho de que durante ese 
mismo período las economías competidoras consiguieron seguir re
duciendo su tasa de inflación, encontrándose en la actualidad algu
nas de ellas en porcentajes del 5 al 7 % , con el consiguiente efecto 
positivo derivado del juego del sistema de precios relativos.

9. Endurecimiento de la financiación de las empresas (Cua
dro 6). El coste nominal del dinero se ha prácticamente duplicado 
en los últimos ocho años. De aquí no deben sacarse conclusiones 
precipitadas sobre el aumento de los beneficios de la banca. Tam
bién se han duplicado sus costes financieros — pasivos—  y sus cos
tes generales y de personal.

Cuadro 6

TIPOS DE INTERES NOMINALES DE LA BANCA (1)
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Años

Depósitos 
a plazo 
Total

Créditos y 
Préstamos

1970 5,2 8,5
1971 5,0 8,5
1972 4,4 7,8
1973 4,8 8,2
1974 6,0 9,3
1975 6,9 10,5
1976 7,0 10,8
1977 7,9 12,2
1978 10,1 13,9
1979 11,3 15,4
1980 12,0 16,2
1981 12,6 17,0
1982 (p) 13,0 18,0

(p) Provisional.
(1) Obtenidos a través de las Cuentas de Resultados. 
F u e n t e ; B.E.
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La importancia de esa elevación hay que situarla dentro djcl 
marco general de la estructura financiera de la empresa española. 
Esta estaba, tradicionalmente, basada en la financiación afena e in
suficiente autofinanciación. La llegada de la crisis y la elevación 
de los tipos de interés activos — elevación debida a la confluencia 
de muchos factores— , incrementó aún más las dificultades de la 
empresa en general. Al incremento de los costes de energía, de 
materias primas y laborales, hay que añadir el de los costes finan
cieros.

10. Caída de la población activa (Cuadro 7.) En la práctica, 
desde 1974, desaparecen más de 500.000 personas de las estadís
ticas de población activa, y la tasa de actividad (Cuadro 8), es de
cir, el porcentaje de población activa sobre población total, se re
duce en más de cuatro puntos.

11. Fuerte cambio en la composición de la población activa. 
(Cuadro 7.) A lo largo de los últimos trece años no hay cambios

Cuadro 7

POBLACION ACTIVA - 1

% SOBRE EL TOTAL
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Años
Total m. 
personas

Agricul
tura Industria

Cons
trucción Servicios

No clasi
ficados

1970 12.461,0 29,4 27,8 8,8 33,5 0,5
1971 12.667,0 24,5 28,3 8,8 34,8 0,6
1972 13.037,0 25,0 25,8 9,5 36,5 0,2
1973 13.358,5 24,0 25,9 9,4 37,1 0,6
1974 13.480,5 22,8 26,3 9,7 37,7 3,5
1975 13.375,0 21,7 26,9 10,0 383 3,1
1976 13.286,8 21,1 26,9 10,2 39,3 2,5
1977 13.195,0 20,2 26,7 10,4 40,3 2,4
1978 13.172,0 19,6 26,7 10,4 40,4 2,9
1979 13.101,3 18,6 26,3 10,3 41,3 3,5
1980 12.858,2 17,5 26,1 10,4 42,0 4.0
1981 12.864,9 16,6 25,6 10,1 42,5 5,2
1982 (p) 12.870,0 16,0 25,8 10,0 43,2 5,0

(p) Provisional. 
Fuente: INE.
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isüStanciales en la composición del sector industria (incluida la cons
trucción). Sin embargo, sí se aprecia una fuerte caída en la pobla
ción activa dedicáda a la agricultura y un notable aumento de la 
empleada en el sector servicios.
. 12. Importante aumento de las cifras de paro, tanto absolutas

como en su porcentaje sobre población activa. De un porcentaje 
de paro sobre población activa del 2 % a comienzos de los 70, se 
llega a superar el 17,50 % en 1982, con más de dos millones de 
parados. El paro afecta a todos los sectores, pero es el de la cons- 
trücción el que registra un mayor porcentaje, manteniendo casi a 
un tercio de su población activa en paro.

13. Hay muchas otras características del cambio que, en la 
estructura del sistema económico, se produce en los últimos trece 
años. Así, por ejemplo, cabe citar la crisis bancaria. No han quebra
do sólo empresas industriales. Estas han influido en las dificulta
des de muchos bancos y junto con otras causas (2) se ha producido 
un cambio en la titularidad de los bancos que ha afectado a más 
de un 20 % de los existentes en 1974.

Se ha producido, por otro lado, un fuerte aumento de la pre
sión fiscal sobre los agentes económicos. Otro aspecto a destacar 
es la redistribución negativa de la renta derivada del pronunciado 
proceso inflacionista.

Así, algunos de los cambios hasta ahora citados han sido de
terminantes en la aparición del síntoma más grave en un sistema 
económico moderno: el desarrollo de la economía oculta. Es decir, 
aquellas actividades económicas que quedan fuera del control y co
nocimiento de las autoridades económicas. Los mercados negros de 
trabajo, las empresas — algunas de base familiar— , sin contribución 
a la seguridad social ni a la fiscalidad general del Estado, la com
praventa de bienes y servicios sin referencia fiscal, sanitaria, etc. 
Y esto es extremadamente preocupante en cuanto que supone al me
nos notables disminuciones fiscales para ciertos estratos de pobla-
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(2) Sobre la crisis bancarias puede verse:
—  L ó p e z  R o a , A: L . ,  y  otros: Sistema Financiero Español. Nueva Generación

de Editores. Elda (Alicante). 1981. ^
—  L ó p e z  R o a , A .  L . :  «Efectos de la competencia en el Sistema Financiero 

Español», Cuadernos Económicos de ICE. Marzo 1982.
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don que soportan una mayor carga (la no soportada por los de* 
fraudadores).

A modo de conclusión cabe señalar que el cambio producido 
en la economía española es, además de importante cuantitativa
mente, trascendental en cuanto que ha supuesto y está suponiendo 
un cambio en el modelo de relaciones entre los agentes económicos 
y de la estructura productiva de gran número de empresas.

Hay un proceso de reasignación de factores productivos, a nivel 
internacional, que deberá ser aprovechado en función de las venta
jas comparativas que ofrece el nivel del sistema económico español.

Presumiblemente habrá todavía un período amplio de readap
tación, con el mantenimiento de considerables cifras de desemplea
dos y crecimiento de la presión fiscal.

El camino de salida de esta larga fase que se inicia en 1973 
pasa por la reestructuración de la oferta y por la acción correctora 
e impulsora del sector público — evidentemente previo «saneamien
to» del mismo— . Es, sin duda, un largo camino.

Cuadro 8

POBLACION ACTIVA - 2
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Años
Tasa de 

actividad

% DE PARO SOBRE POBLACION ACTIVA

Agricid-
tura Industria

Cons
trucción Servicios Total

1970 37,0 0,72 0,82 2,04 0,51 1,06
1971 37,1 0,77 1,22 2,77 0,65 1,52
1972 37,8 1,83 1,34 3,55 1,15 2,13
1973 38,3 1,67 1,54 3,68 1,42 2,27
1974 38,2 1,78 1,55 4,36 1,63 2,62
1975 37,5 2,73 2,47 9,08 1,96 3,84
1976 36,9 2,67 2,87 11,69 2,36 4,95
1977 36,3 2,78 2,97 11,16 2,35 5 fil
1978 35,8 3,51 4,36 14,28 3,25 7,52
1979 35,2 3,84 5,63 17,70 4,01 9,20
1980 34,3 4,76 7,53 23,19 5,47 11,53
1981 33,8 5,81 9,93 27,59 6,73 14,36
1982 (p) 33,0 6,10 10,20 29,90 7,00 17,50

(p) Provisional. 
Fuente: INE.
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Cuadro 7

S A L A R I O S
i%  anual)

Ganadas medias

Años Por hora Por trabajador

1970 14,2 13,5
1971 14,1 13,5
1972 15,4 14,9
1973 19,7 18,8
1974 25,6 25,3
1975 28,6 21,2
1976 30,0 26,4
1977 30,3 27,3
1978 26,6 24,6
1979 23,7 24,3
1980 18,4 163
1981 20,3 16,1

1982
F u e n t e :  INE.
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La empresa y los sindicatos. 
Participación y cambio

José Navarro
E q u ip o  d e  in v e s tig a c ió n  S o c io ió g ic a  

E D i S

INTRODUCCION

Los numerosos y significativos cambios experimentados, a lo 
largo de varias décadas, en las condiciones de vida de la clase tra
bajadora (aumento del nivel de consumo, movilidad ocupacional, 
mayor acceso a la educación y la cultura, la asimilación de ciertos 
valores de las clases medias, etc.). Así como una cierta moderación 
en el conflicto con las clases dominantes, ha inducido a un sinfín 
de autores a interrogarse sobre la naturaleza de esta evolución de la 
clase trabajadora y sobre la nueva dinámica de sus relaciones con 
otras clases sociales.

Entre los diferentes conceptos acuñados para tratar de definir 
esta realidad han cobrado especial fortuna, en ciertos ámbitos inte
lectuales e ideológicos, los de «aburguesamiento» (1), «reformismo» 
y «nueva clase obrera». Todos ellos con una clara connotación de 
pérdida de identidad de la clase trabajadora y la adopción de unas 
actitudes sociales y políticas conservadoras.

Ciertamente que los trabajadores modernos no constituyen una 
«masa homogénea» (2) y que en el seno de la clase trabajadora hay 
situaciones, actitudes y mentalidades diferenciadas. Sin embargo,

(1) The afluent worker. Goldthorpe, Lockwood, Bechofer. Cambridge 
University Press. 1968.

(2) Mensaje al Congreso de Stuttgart, en Socialismo evolucionista. E. Bers- 
tein. Fontamara. Barcelona, 1975.
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ignorar su especificidad, da por la posición objetiva que ocupan en 
el proceso productivo, es sin duda un intento de negación del con
flicto y de justificación de las actuales relaciones sociales, despo
jándolas de su calidad de dominación. La teoría funcionalista del 
consenso (3) y de la desigualdad social (4) es el más claro expo
nente de este punto de vista.

Aunque la posición objetiva dentro de las relaciones de produc
ción siguen siendo la base de la desigualdad y la dominación en las 
«sociedades capitalistas», y aquí siguen vigentes ciertos aspectos 
del análisis marxista, esto no presupone, que desaparecida la titula
ridad jurídica privada de los medios de producción, como ocurre en 
los países del «socialismo real», desaparezca la dominación de clases.

Si en el capitalismo postindustrial, además de los poseedores 
del capital, aparece, como una capa de la clase dominante, lo que 
J. K. Galbraith denomina la «tecno-estructura» (5), este fenómeno 
de dominación por una élite burocrática todavía es mucho más 
patente en los países de economía estatalista. Este nuevo modelo 
de dominación ha sido perfectamente demostrado por R. Bahro y 
por M. Voslensky, entre otros, en el seno de la sociedad sovié
tica (6).

Por encima de las diferenciaciones de nivel de vida y actitudes 
personales entre los trabajadores y más allá de la mera titularidad 
juídica de los medios de producción, creemos que el núcleo del 
problema está, por una parte, en el control de los medios de pro
ducción por los mismos trabajadores, como señala N. Poulantzas:

« ...se  puede decir legítimamente que, bajo una forma de pro
piedad jurídica colectiva, se esconde una nueva forma de propiedad 
económica privada, y así debería hablarse de una nueva burguesía 
en la U.R.S.S. Y  es que la abolición de la explotación de clase no 
puede simplemente significar abolición de la propiedad jurídica pri
vada ,sino la abolición de la propiedad económica real, es decir, con
trol por los propios trabajadores de los medios de producción» (7).
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(3) El sistema social. Talcott Parsons. Revista de Occidente. Madrid, 1966.
(4) Algunos principios de estratificación. K. Davis y W. E. Moore. En 

«Clase, status y poder». Euramérica. Madrid, 1972.
(5) El nuevo Estado industrial. J . K. Galbraith. Ariel. Barcelona, 1972.
(6) La Alternativa. R. Bahro. Alianza. Madrid, 1977. Y  la Nomenklatura. 

M. Voslensky. Argos-Vergara. Barcelona, 1981.
(7) Las clases sociales. N. Poulantzas.
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Y por otra parte, en la supresión de las relaciones de domina
ción, sea cual fuere su origen, pues no hay que olvidar, como indica 
R. Darhendorf (aunque desde otra perspectiva teórica), que:

«Allí donde existe propiedad, existe siempre dominación, pero no 
toda dominación implica forzosamente propiedad. Dominación es re
lación de mayor amplitud» (8).

Visto de este modo, la nueva cuestión consistirá en el proceso 
de toma de conciencia que los trabajadores hagan respecto a su 
posición objetiva en las relaciones de producción y, sobre todo, 
en el procedimiento que escojan para su transformación.

Respecto a esto creemos — e intentaremos probarlo en el pre
sente artículo—  que los trabajadores españoles son de algún modo 
conscientes de su explotación y aspiran a un profundo cambio en las 
relaciones económicas y sociales, cambio basado fundamentalmente 
en la participación. Y también que esta aspiración, y la conducta 
sindical y política que la misma comporta, no es incompatible con 
la negociación y control del conflicto y la transformación económica 
y social por procedimientos democráticos.

Todo lo que aquí diremos se basa en una serie de investigacio
nes empíricas (9), cuyas dos hipótesis básicas fueron en todo mo
mento las siguientes:

Hipótesis I."": En la actual situación de crisis económica, con el 
grave problema del paro, así como ante la necesidad de consolidar 
el sistema democrático, los trabajadores españoles preferían un mo
delo sindical de clase, pero no excesivamente conflictivo, negociador 
y posibilista.

Hipótesis 2.“; Ahora bien, de esto no se deducía necesariamente 
que los trabajadores españoles fueran «conformistas» y aceptaran sin 
ninguna modificación el actual modelo de relaciones económicas. Por 
el contrario, nuestra hipótesis era que, juntamente con la actual acti
tud moderada y responsable de los trabajadores, existía el deseo de
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(8) Las clases sociales y su conflicto en la sociedad industrial. R. Darhen
dorf. Rialp. Madrid, 1962.

(9) «El Sindicalismo en España». Encuesta a 3.600 trabajadores españo
les en diciembre de 1979.— «El Acuerdo Marco Interconfederal y el Estatuto 
de los Trabajadores». Encuesta a 2.000 trabajadores españoles en mayo de 1980. 
«Las Elecciones Sindicales en 1980». Encuesta a 2.000 trabajadores españoles 
en abril de 1981.—Estos tres estudios fueron realizados por ED IS para la 
Fundación Friedrich Ebert bajo la dirección de José Navarro.
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lina serie de cambios en las actuales relaciones económicas y en la 
empresa, o dicho de otro modo: ima profunda aspiración de demo
cracia económica.

Ambas hipótesis vienen a significar dos lecturas complementa
rias de la realidad, pero con tiempos distintos; la primera, la de la 
negociación y el pacto, representa las expectativas inmediatas de 
los trabajadores de defenderse de la crisis económica; la segunda, 
la del cambio y la participación, representa unas aspiraciones a más 
largo plazo de profundización en la democracia (10).
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LA NEGO CIACIO N Y  E L  PACTO

La mayor parte de los observadores e investigadores de la rea
lidad obrera y sindical española coinciden en señalar que el posicio- 
namiento mayoritario de los trabajadores, así como la práctica de 
los sindicatos, se caracterizan por un denominador común de mo
deración y posibilismo (11).

Efectivamente, en todas nuestras investigaciones observamos 
que, en la realidad actual de crisis económica, la mayoría de los 
trabajadores se pronuncian a favor de una actuación sindical de 
negociación y pacto. A esta conclusión llegamos después del aná
lisis de una serie de indicadores, de los que aquí veremos los cuatro 
más importantes: relaciones sindicatos-empresarios, la radicalidad 
sindical, actuaciones prioritarias del sindicato y cualidades de los 
dirigentes sindicales.

Respecto al primer tema solicitamos de los trabajadores entre
vistados que nos indicaran si estaban o no de común acuerdo con

(10) Esta interpretación fue expuesta por el autor del presente trabajo 
en unas jornadas sobre «El futuro del sindicalismo en España», celebradas 
en Chinchón (Madrid) los días 11 y 12 de noviembre de 1982.

(11) Aparte de los datos que al respecto aquí ofreceremos, los que deseen 
profundizar en el tema pueden consultar los estudios de Víctor Pérez Díaz en 
«Clase Obrera, Partidos y Sindicatos» y «Clase Obrera, orden social v con
ciencia de clase». Fundación del IN I, 1979 y 1980; el de José Félix Tezanos 
en «<»Crisis de la conciencia obrera?». Edit. Mezquita, 1982; y Manuel J . Ca
sero en «Hacia una nueva estrategia sindical en España», revista Sistema, nú
mero 48, mayo 1982.

lO
índice



una serie de proposiciones elaboradas al efecto. Los resultados obte
nidos fueron los siguientes (12):

RELACIONES SINDICATOS-EMPRESARIOS

% General % sin N.C.
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29.7 31.9

38.5 41.3

21.0 22.5

4.0 4.2
6.8 —

(1.991) (1.861)

Los sindicatos y las organizaciones empresariales han de 
negociar y pactar constantemente evitando posiciones
de fu e rz a ...........................................................................

Los sindicatos y las organizaciones empresariales han de 
negociar sólo temas concretos, sin que los trabajado
res renuncien a posiciones de fuerza cuando no haya
acu erd o ...............................................................................

Los sindicatos y trabajadores han de adoptar primero 
una posición de fuerza y desde ella negociar con
las organizaciones em presariales...................................

Los sindicatos no deben negociar nunca con las orga
nizaciones empresariales .................................................

No sabe, no contesta ......................................................
Bases:

Según estos datos podemos ver lo siguiente:
El 95,8 por 100 de los trabajadores piensan que los sindicatos 

y las organizaciones empresariales han de negociar y llegar a pac
tos, mientras que un 4,2 opinan que no deben negociar ni pactar 
nunca (13).

De los partidarios de la negociación, el 31,9 opinan que deben 
hacerlo siempre evitando posiciones de fuerza; por el contrario un 
63,9 piensan que deben ser negociaciones concretas sin renunciar 
a las posiciones de fuerza.

Y de estos últimos el 41,3 creen que las posiciones de fuerza 
han de adoptarse después de la negociación si no hay acuerdo; mien-

(12) Todos los datos que aquí recogeremos corresponden a la última 
encuesta de la primavera de 1981, pero cuya variación respecto a las dos ante
riores es muy pequeña.

(13) Este resultado es muy parecido al obtenido por José Félix Tezanos 
en una encuesta realizada a 1.548 trabajadores industriales de Madrid en junio- 
julio de 1980. Un 96 %  opinaron que «había que hacer todos los esfuerzos 
de negociación para intentar llegar a un acuerdo con los empresarios antes de 
hacer una huelga». En «La crisis de la conciencia obrera», José Félix Tezanos. 
Sistema, núm. 41, pág. 131. Madrid, 1981.
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tras que un 22,5 piensan que primero hay que adoptar una posición 
de fuerza y después negociar.

En lo que se refiere a la radicalidad sindical preguntamos lo 
siguiente:

«En una escala del 1 al 5, en la que el 1 correspondiera a un 
sindicalismo revolucionario y el 5 a un sindicalismo interclasista no 
conflictivo, ¿en qué puntuación de dicha escala se situaría Vd.?»

Las respuestas obtenidas fueron las siguientes:

LA RADICALIDAD SINDICAL

% General % sin N.C.

Autoposicionamiento
1 ................................................................................................  13.3 15.4
2 ................................................................................................  17.8 20.5
3 ................................................................................................  29.6 34.2
4 ................................................................................................  13.6 15.7
5 ................................................................................................  12.4 14.3
No sabe, no con testa.........  ................................................ 13.3 —

Sometiendo los datos de la tabla anterior al análisis de polari
zación y al de tendencia dominante (14), podemos ver lo siguiente: 

Cuando se les pide a los trabajadores que se autoposicionen 
en una escala de radicalidad, cuyos extremos son el sindicalismo re
volucionario (1) y el interclasista no conflictivo (5), el mayor por
centaje, el 34,2 por 100 se sitúa en el punto intermeido de la 
escala, el 3, lo que correspondería a un sindicalismo de clase, ne
gociador, que no renuncia al conflicto en caso necesario.

Respecto a la polarización o relación existente entre las opinio
nes extremas (1 y 5) y las intermedias (2, 3 y 4), tenemos un 29,7 
por 100 de autoposicionamientos extremos frente a un 70,3 de 
autoposicionamientos medios, lo que expresado en el coeficiente de 
polarización nos da un 0,42.

En cuanto a la tendencia dominante obtenemos un autopisicio-

(14) El coeficiente de polarización se obtiene dividiendo el total de las 
posiciones extremas por el de las posiciones intermedias. La tendencia domi
nante resulta del producto de cada punto escalar por su porcentaje respectivo 
y el cociente de su total dividido por 100.
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namiento global medio del 2,93 en la escala de cinco puntos; es 
decir, muy cerca del punto central equivalente al sindicalismo de 
clase no revolucionario.

Preguntados los trabajadores sobre qué actuaciones prioritarias 
debe llevar a cabo un sindicato, obtuvimos las respuestas siguientes:

ACTUACIONES DE UN SINDICATO

% General % sin N.C.
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La defensa del puesto de trabajo ...................................
Conseguir salarios justos ......................................................
Mejorar las condiciones de tra b a jo ...................................
Prestar servicios a sus afiliados .......................................
Ayudar a los trabajadores ................................................
Crear un espíritu sindicalista .........................................
Presionar por un cambio político y social radical de

la sociedad.........................................................................
Movilizar a los trabajadores en la lucha sindical .........
Negociar y pactar con los empresarios lo que es posible

en cada m om ento............................................................
No sabe, no contesta ..........................................................

Bases:

29.9 30.4
15.5 15.7
14.1 14.3
4.5 4.6

11.7 11.9
2.8 2.8

8.6 8.7
3.2 3.3

8.2 8.3
1.4 .—

(1.997) (1.969)

Respecto a las actuaciones prioritarias de un sindicato, sobre
salen: la defensa del puesto de trabajo, con el 30,4 por 100; con
seguir salarios justos, el 15,7; y mejorar las condiciones de traba
jo, el 14,3.

Le siguen en importancia: ayudar a los trabajadores, con el 
11,9 por 100, y presionar para un cambio político y social radical, 
con el 8,7.

Si agrupamos ahora de forma dicotómica, por una parte las 
actuaciones que podríamos considerar como actuaciones propias de 
un sindicalismo de clase posibilista y negociador, acumulan el 
88 por 100 de las respuestas; mientras que el sindicalismo más 
radical (cambio radical de la sociedad, movilizaciones, etc.), tan 
sólo alcanza el 12,0 por 100.

Finalmente, en lo que se refiere a las cualidades de los líderes 
sindicales que más son valoradas por los trabajadores pudimos ver 
lo siguiente:
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14.5 15.4
20.8 22.1
26.3 27.9
13.4 14.3
9.3 9.9
2.1 2.2
7.8 8.2
5.9 —

(1.997) (1.979)

CUALIDADES DE LOS DIRIG ENTES SINDICALES

% General % sin N.C.

La firmeza de posiciones ante la em presa......................
Ser un buen negociador......................................................
Ser demócrata: escuchar y consultar a los trabajadores.
Tener conocimientos legales y técnicos.............................
Movilizar a los trabajadores ................................................
Pertenecer a una gran Central sin d ical............................
La integridad ideológica y doctrinal ............................
No sabe, no con testa .............................................................

Bases:

Si agrupamos de forma dicotómica las cualidades de los líderes 
sindicales clásicos (la firmeza ante la empresa, la movilización de 
los trabajadores y la integridad ideológica-doctrinal), por una parte, 
y por otra la de los dirigentes modernos (capacidad negociadora, 
integración participativa de los trabajadores y preparación técnica), 
vemos que se da una relación favorable a estas últimas del 64,3 
por 100 frente al 33,5 de las primeras.

En síntesis, podemos afirmar que las expectativas de la mayoría 
de los trabajadores ante los sindicatos en el momento presente es 
la realización de una acción sindical moderada, de clase pero nego
ciadora y posibilista, orientada sobre todo a la defensa del puesto 
de trabajo, de los salarios y de la mejora de las condiciones de 
trabajo; con unos líderes democráticos y preparados, capaces de 
negociar eficazmente con los empresarios. Dejando en muy segundo 
lugar la acción por un cambio social y político más radical.

E L  CAMBIO Y  LA PARTICIPACION

Ahora bien, de lo anterior no se deduce necesariamente que los 
trabajadores no tengan conciencia de su situación objetiva dentro 
de las relaciones sociales de dominación y que renuncien a un cam
bio de las mismas. En la situación actual de crisis económica, y 
sin olvidar tampoco el objetivo prioritario de consolidar el sistema 
democrático, los trabajadores se inclinan por una acción sindical 
moderada; sin embargo, sus aspiraciones a más largo plazo contem
plan la posibilidad de un cambio de mayor fuste.
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Para investigar esta hipótesis utilizamos en nuestros estudios 
dos indicadores fundamentales; por una parte, los modelos econó
micos preferidos por los trabajadores; por otra, la participación de 
los trabajadores en la empresa. Los resultados obtenidos fueron 
muy reveladores.
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1. El modelo económico

La formulación de esta variable debía tener en cuenta dos 
cuestiones; por una parte, la inclusión, si no de todos los modelos 
económicos posibles, sí los más importantes tanto en su contenido 
como en su experimentación real (capitalismo o economía de mer
cado, economía planificada estatalista, economía mixta, la autoges
tión y la cogestión).

Por otra, dado que se trataba de una encuesta a la población 
trabajadora y que los términos anteriores serían de difícil compren
sión para amplios sectores de trabajadores, la pregunta y sus diver
sas alternativas de respuesta había que formularlas con un lenguaje 
lo más inteligible posible.

Después de diversas pruebas esta pregunta y sus diferentes 
Ítems se formuló tal como figura en la pregunta y la tabla siguiente:

«A su juicio, <[de quién debería ser la propiedad y la dirección 
de los medios de producción (empresas, fábricas, la tierra, etc.)?»

EL MODELO ECONOMICO

> General % sin N.C.

De los empresarios y accionistas ...................................
Del E s ta d o ...............................................................................
Unos sectores del Estado y otros de los empresarios ...
De los mismos trabajadores ................................................
Conjuntamente, de los trabajadores y empresarios.........
No sabe, no co n testa ............................................................

Bases:

En primer lugar podemos ver la alta implicación de la pobla
ción entrevistada con la pregunta en cuestión nada menos que 
el 96,1 por 100 del total (uno de los porcentajes de respuesta más

9

12.2 12.7
11.3 11.8
13.8 14.3
29.4 30.6
29.4 30.6

3.9 —

(1.997) (1.919)
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altos de todo el cuestionario). Tan sólo un 3,9 no saben o no 
quieren contestar.

Este alto porcentaje de respuestas y su clara diferenciación en
tre los diversos Ítems, nos demuestra, por una parte, que el tema 
en general ha captado profundamente su interés y, por otra, que 
existe un estado de opinión — o conciencia—  claro y específico.

En lo que a las respuestas concretas se refiere podemos ver que 
tan sólo un 12,7 por 100 prefiere el modelo económico actual (que 
la propiedad sea de los empresarios y accionistas) es decir, el capi
talista o economía de mercado sin más matices.

Si interpretamos la realidad esconómica española de un modo 
amplio y concedemos que existe un cierto sector de economía mixta 
(unos sectores del Estado y otros de los empresarios), dado que 
esta opción tiene el 14,3 por 100 de las respuestas, si las acumu
lamos al 12,7 por 100 anterior podríamos decir que el actual modelo 
económico tiene un 27 por 100 de los trabajadores a favor y un 
73 por 100 en contra (15).

No obstante, queremos dejar bien claro que dentro de lo que 
sería una economía mixta, dista mucho entre lo que es nuestro
I.N.I., en el que la mayoría de las empresas nacionalizadas son 
altamente deficitarias (socialización de las pérdidas) de lo que es en 
otros países europeos, donde muchos de los sectores económicos 
nacionalizados, entre ellos una buena parte del crédito, así como 
las empresas, son altamente competitivos y rentables (socialización 
de los beneficios).

Entendido de este segundo modo, probablemente esta opción 
está mucho más cerca que otras, la de la cogestión, por ejemplo, 
que la del capitalismo puro o neoliberalismo.

Aunque a decir verdad, todavía hay otro modelo económico 
más rechazado que el capitalismo, y es la economía planificada 
estatalista, ya que tan sólo un 11,8 por 100 de los entrevistados 
se pronuncia a su favor. Probablemente, el trabajador español ha 
intuido, con su lúcida mentalidad latina, lo que estudiosos como
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(15) Este último porcentaje es muy similar al obtenido, por otra vía, por 
José Félix Tezanos en su estudio citado, en el que se observó que el 71,1 %  
de los trabajadores encuestados se mostraban partidarios de «cambiar el actual 
sistema capitalista de producción por otro diferente». Op. cit., pág. 132.
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Bahro, Voslensky, Poulantzas, tan rigurosamente han demostrado: 
el resurgimiento de las clases dominantes a partir de las élites de la 
burocracia del Estado y del partido único.

Los modelos económicos de mayor aceptación por parte muy 
importante de los trabajadores españoles son aquellos que, de un 
modo un otro, implican una participación de los trabajadores en 
la propiedad y dirección de los medios de producción. Las formula
ciones «de los mismos trabajadores» y «conjuntamente de los tra
bajadores y los empresarios», acumulan el 61,2 por 100 del total 
de las respuestas a nuestra pregunta. Es obvio que bajo estas dos 
opciones encontramos el modelo de la autogestión y el de la co- 
gestión.

Viendo estos dos modelos por separado nos encontramos con 
el curioso capricho estadístico de que ambos obtienen un mismo 
porcentaje de respuestas: el 30,6 por 100. Uno de ellos, la auto
gestión tiene una antigua tradición en el pensamiento sindical y 
político español y del que se realizaron valiosas experiencias du
rante la Segunda República (16). Esta tradición comunitaria y de 
cooperación fue domesticada y, en buena medida, desvirtuada du
rante el franquismo mediante el cooperativismo oficial y tan sólo 
algunos casos aislados consiguieron mantener el genuino espíritu 
cooperativista.

Ciertamente, este modelo quizá sea el que contenga un mayor 
componente utópico, pero aquí queremos recordar con esperanza 
aquellas palabras de F. Miterrand:

«La autogestión es nuestra perspectiva porque supone la plena 
responsabilidad del trabajador y, por lo tanto, su plena educación y 
su plena información, donde será liberado de la explotación econó
mica. Evidentemente, la autogestión es un asunto para largo y no 
se decreta. Será el fruto de una política que implantará un dispo
sitivo formidable. Pero es necesario consolidar ya la tendencia, ha
cerle comprender y hacer admitir que el ciudadano económico tiene 
tantas o más razones para existir que el ciudadano político» (17).
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(16) Colectividades y comunas autogestionarias en España (1936-37). Juan 
Gómez Casas, en «La autogestión», núm. 21 de 'Documentación Social. Ma
drid, 1976.

(17) «Le socialisme de possible». F. Mitterrand. Sevil. Col. Politique, nú
mero 47. 1970.
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Y finalmente, el restante 30,6 se pronuncia en favor de que la 
propiedad de los medios de producción, así como su control, sea 
ejercida conjuntamente por empresarios y trabajadores. Esta fórmu
la de cogestión tiene escasa tradición en España, sin embargo, ha 
alcanzado ciertos éxitos en diversos países de la Europa del norte y 
central.

Ciertamente, la implantación de otros modelos económicos exige 
una serie de transformaciones políticas de cierta profundidad. Sin 
embargo, no creemos que fuera preciso un cambio radical, ni en el 
fondo ni en la forma.

En el fondo porque quizá no fuera necesario ni conveniente 
la total supresión de la economía de mercado. Una adecuada com
binación de economía mixta, con la socialización de unos sectores 
básicos, la fórmula de cogestión en determinadas empresas y el 
apoyo auténtico a las genuinas experiencias cooperativas, podrían 
crear un marco de relaciones económicas mucho más justo y progre
sivo, que contaría con el apoyo de más del 75 por 100 de los 
trabajadores españoles.

Contraponer de forma radical y como únicas posibilidades el 
capitalismo puro y el estatalismo es una simplificación reduccio
nista que ignora otras muchas posibilidades intermedias.

En la forma porque, como ya se ha demostrado en varios 
estudios y nosotros hemos comprobado en los nuestros (18), la 
inmensa mayoría de los trabajadores prefieren una democrática y 
parlamentaria sin excesos ni radicalismos y con un profundo respeto 
por las libertades.

2. La participación en la empresa

Resulta evidente que todo cambio en el modelo general eco
nómico comporta una serie de cambios en las relaciones entre em-
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(18) IV  Informe FOESSA: E l cambio político en España 197^-1981. Juan 
J .  Linz, M. Gómez-Reino, F. Andrés Orizo y Darío Vila. Euramérica. Ma
drid, 1981.—La política de la transición 1975-1980. José María Maravall. 
Taurus. Madrid, 1982.—Las Elecciones Generales de 1982. Opiniones y acti
tudes políticas de los españoles. Javier Angulo, Alfonso Pérez Peñasco, José 
Navarro, Javier Alonso, Carmen Sánchez y Rafael Canales. Fundación F. Ebert. 
Madrid, 1983.
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présanos y trabajadores. La democracia industrial o económica en
traña una mayor participación de los trabajadores y sus organiza
ciones, los sindicatos, en los diferentes niveles de decisión en la 
empresa.

Conscientes de la gran transcendencia de esta cuestión investiga
mos la opinión de los trabajadores al efecto mediante la pregunta 
siguiente:

«En el supuesto de que Vd. crea que los sindicatos deben par
ticipar en la organización y gestión de la empresa señale de que 
manera.»

A la que contestaron del siguiente modo:
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LA PARTICIPACION EN LA EMPRESA

%  G eneral %  sin N .C .

Participación en el control de la Administración y bene
ficios de la empresa ......................................................

Participación en la gestión y política general de la
empresa ..............................................................................

Participación en el control de los despidos o regulación
de plantillas .....................................................................

Participación en el establecimiento de horarios y tur
nos de trabajo ... ........................................................

Participación en el establecimiento y control de la pro
ductividad y ritmos de trabajo ...................................

Control de las medidas de seguridad e higiene en el
trabajo .................................................................................

Gestión directa de los servicios creados para los traba
jadores (economatos, guarderías, campos deporte).

Participación en los programas de formación y profo-
ción profesional ..............................................................

Colaborar en las relaciones humanas en la empresa ...
No deben participar ............................................................
No sabe, no contesta ......................  ...................................

Bases:

A partir de los datos de la tabla podemos observar lo si
guiente:

El deseo de los trabajadores de que haya una participación de 
los sindicatos en sus empresas, de un modo u otro, es altísimo, 
ya que así se manifiestan nada menos que un 84 por 100 del total

19.7 22.1

19.7 22.1

18.9 21.0

4.7 5.3

6.7 7.5

4.2 4.7

4.1 4.6

1.9 2.1
4.3 4.8
5.3 5.9

10.7 —

(1.997) ( i .784)
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de los encuestados, y el 94,1 por 100 de los que contestan a la 
pregunta. Tan sólo un 5,9 manifiestan explícitamente que los sin
dicatos no deben participar en la empresa.

También es muy importante la exigencia de participación en las 
cuestiones fundamentales de la empresa: el control de la adminis
tración y beneficios, el 22,1; en la gestión y política general de la 
empresa, el 22,1; y en el control y regulación de plantillas, el 21,0. 
Todo ésto acumula nada menos que el 65,2 de las respuestas.

Otro importante grupo desea la participación en una serie de 
cuestiones de cierta trascendencia para los trabajadores: en el con
trol de la productividad, el 7,5; en el establecimiento de turnos y 
horarios, el 5,6; y en las medidas de higiene y seguridad en el 
trabajo, el 4,7; lo que en total significa el 17,5 por 100.

Finalmente, otro grupo de trabajadores, el 11,5 por 100 en 
total, se inclinan por la participación en asuntos de importancia 
menos relevante: en las relaciones humanas en la empresa, el 4,8; 
en la gestión de servicios, el 4,6; y en los programas de formación 
y promoción profesional, el 2,1.

CO NCLUSIO N

Es un hecho innegable que las expectativas inmediatas de los 
trabajadores se orientan a defenderse lo mejor posible de la actual 
crisis económica; la conservación del puesto de trabajo, el mante
nimiento o mínima reducción de su nivel adquisitivo y la obtención 
de ciertas mejoras en las condiciones de trabajo, son en estos mo
mentos los objetivos más importantes. Todo esto, y quizá la con
ciencia de la fragilidad de nuestro sistema democrático para sopor
tar fuertes tensiones sociales, hacen que la mayoría de los trabaja
dores españoles se inclinen por una práctica sindical moderada, 
negociadora y posibilista, dejando muy en segundo plano las actua
ciones conflictivas y las pretensiones de un cambio más radical en 
el momento presente. Evidentemente los costos que esto último re
presentaría y lo improbable de su viabilidad inmediata induce a los 
trabajadores a una actitud más realista y pragmática.

Sin embargo, esto no justifica cierta lectura de la realidad muy 
en boga — a mi juicio superficial e ideológicamente intencionada—
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que afirma el conformismo de los trabajadores con las relaciones 
económicas y sociales establecidas y su renuncia a una progresiva 
transformación de la mismas. Una interpretación más rigurosa de 
la realidad presente y potencial obliga a la distinción de dos niveles 
y tiempos diferentes.

Un primer nivel es el de la salida lo mejor posible de la crisis 
económica y su tiempo es el presente y quizá los años inmediatos; 
para este objetivo sin duda resulta adecuada una práctica sindical 
de negociación y pacto. Un segundo nivel es el de las aspiraciones 
de los trabajadores a emanciparse de su posición objetiva de explo
tación en las actuales relaciones de producción, extendiendo la de
mocracia política a la esfera económica; su tiempo hay que contem
plarlo a más largo plazo.

Aparentemente este aplazamiento en el tiempo de las aspiracio
nes de los trabajadores no modifica gran cosa la realidad presente; 
sin embargo, la concienciación de los mismos introduce una nueva 
expectativa: la de que el cambio en sí mismo es deseado. Esta 
forma de ver las cosas puede hacer que la actual estrategia sindical 
de negociación y pacto vaya incorporando poco a poco nuevos obje
tivos de progresiva participación de los trabajadores y los mismos 
sindicatos en los diferentes niveles de las decisiones económicas.

Ciertamente no basta con la acción sindical; la consecución de 
determinadas cotas de democracia económica es también un obje
tivo político. Es necesario que desde los poderes legislativo y ejecu
tivo se creen los marcos necesarios para posiblitar la participación. 
A este respecto el programa electoral del partido en el Gobierno 
recoge una serie de objetivos y posibles medidas (19), tales como 
«modificar y completar de una manera urgente el actual marco 
legal y partir de la necesaria presencia del sindicato en seno de la 
empresa» ... «así como la representación y participación (de los 
trabajadores) institucional en la Administración, potenciando su 
participación en la adopción de decisiones que afecten a la política 
económica en general» ... «se establecerán fórmulas adecuadas de 
coparticipación de los trabajadores, fundamentalmente en las gran
des empresas» ... «El Consejo Económico y Social será el lugar de
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(19) Programa electoral del P.S.O.E. 5. Las relaciones laborales, pági
nas 19, 20 y 21.

lO
índice



encuentro de los interlocutores sociales y económicos con el fin 
de que éstos participen y hagan oír su voz en los proyectos de pla
nificación económica».

Ante todos estos propósitos hay que dejar bien claro que ni 
agotan todas las posibilidades de participación ni deben inhibir a 
los trabajadores de la necesidad de organizarse y realizar su propia 
acción. Ahora bien, estas medidas, de llevarse a cabo, podrían ser 
un punto de partida hacia la creación de unas condiciones nuevas 
que progresivamente posibiliten un cambio en las relaciones econó
micas. Cambio, quizá todavía lejano y que no puede hacerse al mar
gen de la mejora de la actual crisis económica, pero que en sí mismo 
significa un horizonte que trasciende la lectura conformista y recoge 
las aspiraciones de emancipación de los trabajadores.
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El cambio de régimen y 
la constitución

Juan Maestre Alfonso

LA CO N STITU CIO N  COMO ELE M E N T O  SIM BO LICO

De hecho las constituciones se han convertido en la práctica 
en uno de los elementos simbólicos que caracterizan la existencia 
de un Estado entendido en términos pretendidamente modernos. 
Se tiende a que todo Estado independiente tenga su Constitución, 
como tiene su bandera, un himno, un escudo... Se convierte de 
este modo en un elemento simbólico de la soberanía del Estado, 
soberanía que, como tristemente conocemos, resulta frecuentemen
te mediatizada por otra serie de poderes que ponen en entredicho 
la realidad de tal soberanía. El hecho del neocolonialismo es algo 
que aparece como agobiantemente presente, no sólo en las nacio
nes que en las últimas décadas abandonaron la situación colonial, 
sino también en muchas de las antiguas metrópolis.

Es frecuente que muchas Constituciones no vayan más allá de 
ese componente decorativo y que sus diversos títulos y capítulos in
ternos suponga, más o menos, una combinación estética similar a 
la de los colores de la bandera.

El gracejo popular de los brasileños ha calificado a las Consti
tuciones y otras piezas legislativas de la misma entidad como «para 
inglés ver». Con ello quieren indicar que de poco sirven interna
mente, ya que ni el pueblo ni las instituciones gubernamentales las 
tienen asumidas y que son en realidad instrumentos para la gale
ría, una galería más bien exterior que interior, ya que el pueblo 
«pasa» más bien de ello.
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En este sentido, las Constituciones se han convertido en ins
trumentos de una modernización que ningún Estado actual, por res
peto que tenga a las tradiciones, rechaza. Hoy por hoy, el horizon
te marcado por «lo moderno» se acepta umversalmente.

Una de las más afortunadas definiciones de modernización es 
la formulada por el sociólogo, precisamente brasileño, Costa Pinto, 
quien la entiende como el proceso mediante el cual las sociedades 
atrasadas se adaptan a las pautas de comportamiento que prevale
cen dentro de un tiempo y área determinada en las sociedades con
sideradas más avanzadas, incorporando esas pautas a su modo de 
vida. La modernización, continúa Costa Pinto, puede producirse 
sin que se den cambios básicos en la estructura económica o so
cial.

ESPA Ñ A  E JE M P L O  D E  SU BD ESA R R O LLO  PO LITICO

No obstante, España, la España del largo y siniestro franquis
mo, era uno de los raros países — a mí no se me ocurre, situándome 
a finales de los años setenta, ningún otro— , probablemente el úni
co, o quizá llegara con ese triste privilegio con alguna de las mo
narquías medievales rebozadas en petrodólares de la península 
arábiga, que no contaba en su patrimonio institucional con una 
Constitución.

Los países más inestables, aquellos con reciente y casi no con
sumada independencia, los más distantes de lo que debería ser un 
sistema constitucional, cuentan no su Constitución, mientras que 
en España nos contentábamos con el Fuero de los Españoles, que 
no era menos «para inglés ver», y con las folklóricas Cortes de las 
chaquetillas blancas, las púrpuras cardenalicias y las charreteras cas
trenses confundidas en el cobarde aplauso y adulador de la apro
bación por aclamación. No en vano ese régimen acuñó de mano de 
su entonces Ministro de Información y Turismo la frase de Spain 
is diferent. Aunque, en realidad, no era tan diferente, ya que po
día políticamente homologarse a la Grecia de los coroneles, Tur
quía, Chile, Uruguay, Brasil... y si se me apura, en algunos aspec
tos, con Haití.

España ha entrado a lo que podemos denominar era de las
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expectativas democráticas sumida en lo que respecta al desarro
llo político en el más absoluto subdesarrollo: con las esperpénticas 
instituciones del franquismo, en un estado total de desarme frente 
a grupos de presión involucionista, sumida en el irracionalismo po
lítico y la mitomanía, sin una Constitución, etc. En esta situación 
resulta posible el montaje de «operaciones Galaxia» con posibili
dad de ser llevadas a cabo por cuatro contertulios, con la sola con
dición de que participen legalmente en el monopolio de la violen
cia armada. Por grave que pudiera parecemos, podemos hacer el 
ejercicio mental de los juicios de valor que emitiría un ciudadano 
medio de un país evolucionado de la folklórica estampa de la in
terrupción de la sesión de investidura y el rapto de todo un Gobier
no y un Parlamento por un pintoresco gendarme tocado de un ex
traño gorro con reminiscencias dieciochescas y acompañado por un 
grupo de militarizados en su mayoría ocupados hasta una hora an
tes del asalto en destinos marginales dentro de su unidad.
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D ESA JU STE EN TR E DESARROLLO ECONOMICO
Y POLITICO

De todas formas, España había llegado a ese mismo momento 
pudiendo situarse en la nómina de los países desarrollados. Quizá 
en la cola de éstos, y teniendo que matizar y contestar la tan re
petida afirmación de que España es la octava potencia industrial 
del mundo. España tiene una alta producción de automóviles y 
barcos; fabrica y vende armamento y material bélico hasta a los 
propios Estados Unidos; se encuentra entre los diez primeros paí
ses en la obtención de electricidad por medio de la energía nuclear; 
es el noveno en el número de teléfonos. Pero, además, el capital 
español tiene participación en la explotación del petróleo venezo
lano y kuwaití y en el de la bauxita canadiense; sus «consultings» 
realizan proyectos en Brasil o Libia, y se permite magníficos ne
gocios del tipo de los realizados por los exponentes más significa
tivos de los países imperialistas, como es el conseguir vender al 
Paraguay barcos que tienen que estar inactivos diez meses al año 
por ser de mayor calado que el permitido por los ríos de ese país;
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o montar la televisión boliviana en los momentos en que la capital 
de ese país no tenía ni tan siquiera planta potabilizadora de agua.

Posiblemente a España le cupiera la calificación, afortuanada, 
de acuerdo con el criterio de quien esto escribe, formulada en su 
momento por Ramón Tamames, de que es un país mal desarro- 
liado. Ni tan siquiera como uno de los más desarrollados del grupo 
de países subdesarrollados o tercermundistas.

Con todo, España, económicamente, criterio con el que se mide 
el desarrollo — y con el que, dicho sea de paso, no me encuentro 
plenamente de acuerdo— , es y era durante el mismo franquismo 
un país al que le cabe plenamente la designación de desarrollado.

Si económicamente afirmamos el desaroUo de España, cultu
ralmente reconfirmamos tal opinión. Desde el punto de vista cul
tural España se ha encontrado en el pelotón de vanguardia de los 
países occidentales, opinión que resulta válida y tangible hasta 
para los momentos de su mayor decadencia o en los que los aten
tados a la libertad de expresión fueron mayores.

Resultaba de este modo un desfase entre desarrollo económico, 
cultural y social, emanación y consecuencia este último de los dos 
anteriores, y el político. Este desajuste ha sido uno de los retos a 
los que se ha tenido que enfrentar la sociedad española y en parti
cular aquellos de sus componentes que se han marcado la tan ardua, 
como grata, tarea de su renovación y que ha tenido lugar durante 
los cinco largos años que ha ocupado la transición, proceso que 
mucho parece indicar que se ha culminado en buena parte y en 
sus aspectos más sustanciales en las últimas elecciones.

140

PASO D E C ISIV O  E N  LA M ODERNIZACION  
D E LA ESTRU CTU RA  PO LITICA

La promulgación de la Constitución fue un paso no sólo im
portante, sino decisivo en el proceso de modernización de la es
tructura política española. Fue una condición necesaria, pero no 
suficiente. Nos homologábamos con la comunidad política interna
cional, pero corríamos el riesgo de formar parte del elenco de paí
ses que tienen Constitución, pero que actúan flagrantemente al
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margen de ella, o resultando que ese instrumento no sea fruto o re
flejo de la voluntad popular.

Lo importante no es el hecho de tener Constitución, sino el 
que ésta se cumpla. Y aún más, que su contenido no sea una carta 
otorgada, sino que responda a los deseos y necesidades de la co
lectividad a la que tiene que aplicarse.

Tampoco fue el primero de los pasos decisivos en el proceso de 
democratización de las instituciones políticas españolas y de la vida 
política de nuestro país. A este respecto, lo decisivo y «caballo de 
Troya» de la democracia en España fue la implantación del pro
cedimiento electoral y de los partidos políticos, aun cuando una y 
otra cosa requerían del suficiente respaldo, que sólo podía dar un 
instrumento jurídico de la categoría de norma suprema, como es 
la Constitución.
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E L  «FEED -BA C K » CO NSTITUCIO NAL

De todas formas no puede desdeñarse el papel de la Constitu
ción en el cambio, aun cuando en realidad ella haya sido fruto de 
un cambio dirigido paradójicamente hacia la formación de un Es
tado constitucional.

Por un lado, así se culmina formalmente el proceso constitu
yente y la configuración como un Estado democrático, aunque la 
auténtica cualificación democrática sea un proceso de tipo socio- 
cultural que exige la asunción de un sistema de valores y de una 
práctica política específica, que no se adquiere por la simple adop
ción desde las élites políticas del sistema democrático y de sus ins
trumentos legales.

Pero, no obstante, desde entonces se ha producido un proceso 
de aceleración democrática de y en la sociedad española, como se 
ha puesto de relieve en la clarificación que ha quedado demostrada 
en las elecciones de 28 de octubre último.

La Constitución de 1978 ha sido desde su promulgación un 
catalizador del cambio, aunque tampoco fue desde ese momento el 
único, ya que el efecto de promoción del cambio se siguió debiendo 
primordialmente a la actividad de las minorías politizadas.
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R ESU LTA D O S D E L  C O N SE N SO  C O N ST IT U Y E N T E

Como se conoce, la Constitución fue originada por un proceso 
consensuado. Tal resultado condujo a su aprobación y al compro
miso de estabilidad, situación imprescindible para la consolidación 
del proceso político español. Pero, a su vez, entrañó una frustra
ción parcial de todos los grupos promotores que vieron cumplidas 
sus expectativas, viéndose obligados a hacer concesiones.

Por otro lado, el que las minorías que la redactaron buscaran 
ese consenso supuso también que se evitara la creación de un clima 
de participación popular que respaldara su redacción, discusión y 
aprobación. No se contó con el pueblo español hasta el momento 
de su refrendo. Podía haberse abierto un debate nacional, como se 
ha hecho en otras partes. Pero no se hizo así. A lo máximo, secto
res políticos aun más minoritarios que la élite política redactora 
y muy marginales hicieron algunos tibios y frustrados intentos 
de contestar el texto. Ante esa situación resulta natural que aunque 
la mayoría de la población respaldó lo decidido por sus represen
tantes parlamentarios, no se sintieron entusiasmados por lo que 
en realidad fue un gran logro político y también social.

Es sintomático que las mayores cotas de ese fenómeno social 
y político típico de la España de la transición que es el desencan
to, o pesimismo realista, como lo denomina José María Maravall, 
se han originado más o menos en los momentos en los que fue 
aprobada la Constitución, sin que aparentemente haya nexo de unión 
directo con los mecanismos de redacción y aprobación del texto 
constitucional, ni siquiera con su resultado, que generalmente se 
aceptó como satisfactorio y positivo.

A LA V EZ IN STR U M EN TO  D E  CAMBIO  
Y  D E PERM A N EN CIA

Además, la Constitución no sólo fue un mecanismo de promo
ción del cambio, sino que también de un modo que sin haberse pre
tendido ser sutil, ha resultado poseído de esa cualidad de la per
manencia y de consagración de la tradicional panoplia del conser
vadurismo español.
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La propia Constitución, que en muchos aspectos es de las que 
los politicólogos denominan como Constitución «abierta», cierra el 
paso a determinadas transformaciones, por otro lado básicas, de 
la estructura política, social y económica española.

Así consagra a la Monarquía, aunque parlamentaria, como la 
forma política del Estado español. Asigna a las Fuerzas Armadas 
la defensa del ordenamiento constitucional, lo que si bien puede 
parecer una garantía, puede también convertirse en una posibilidad 
de intervención, cuando además no se indica la subordinación de 
las Fuerzas Armadas al Estado ni al mismo orden constitucional.

Pero quizá sea aún más importante en este orden de cosas con
sistente en intentar consolidar el sistema socio-económico que ha 
venido imperando en España, lo dispuesto en el artículo 38 de la 
Constitución, donde se reconoce la libertad de empresa, agregando, 
en el marco de la economía de mercado. Disposición que va más 
allá del reconocimiento de unos derechos y libertades, para cerrar 
el paso a una posible transformación del sistema económico español 
que no sea capitalista.

UN SALDO FA VO RA BLE

De todas formas, hay que reconocer que hasta consagrando 
principios e instituciones como las señaladas anteriormente, la Cons
titución de 1978 puede suponer, y así ha sido, pasos considerables 
de progresismo, si tenemos en cuenta la situación de la que se 
partía: el legado histórico, principalmente de los últimos cuarenta 
años, y determinadas características de la sociedad española.

Pero, aparte del posibilismo realista, la Constitución española, 
por haberse realizado en un momento más tardío que el de otras 
Constituciones, ha podido recoger aspectos que no son tomados en 
cuenta por otros textos y que suponen dirigir el interés sobre los 
temas que constituyen preocupaciones en las sociedades más avan
zadas.

Tal es el caso del reconocimiento de los derechos del niño, la 
objeción de conciencia, la protección del medio ambiente y de la 
calidad de vida, la atención a los disminuidos físicos y a la tercera 
edad, la defensa de los consumidores, la creación del Defensor del
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Pueblo, limitaciones al uso de la informática, etc. Disposiciones 
muchas de ellas que necesitan no sólo de su desarrollo e implanta
ción real, sino también su asunción por el propio sistema socio- 
cultural español. En cualquier caso, hay que hacer notar que se 
echa en falta al menos alguna mención a la Declaración Universal 
de Derechos Humanos.

No obstante, donde se encuentra mayor aportación constitucio
nal dirigida a un auténtico cambio en relación con la tónica do
minante anteriormente y, a la vez, contar con el mérito de haberse 
hecho eco de determinadas aspiraciones sentidas por una parte con
siderable de la sociedad, es en lo que respecta a la consagración 
legal del régimen de las autonomías, que fue punto final del cen
tralismo estatal.

En este aspecto, la Constitución española no sólo responde a 
una mayoritaria vocación de la población, sino que se coloca a la 
vanguardia de las Constituciones democráticas europeas, en unos 
momentos en los que el hecho regional llega a tener hasta su plas- 
mación económica. Lo cual no es óbice para que también en este 
tema se aprecien algunas insuficiencias, principalmente de carácter 
institucional, como podría ser la asignación al Senado de las com
petencias representativas regionales, o el reconocimiento de garan
tías a las minorías, incluso a la que resulta ser la mayoría a nivel 
de toda España, dentro de las entidades autonómicas.

En resumen, se puede concluir que la Constitución de 1978 está 
íntimamente ligada al cambio. Por un lado, es reflejo del metabo
lismo político español operado durante la transición: tibio y titu
beante, pero impulsado por una tan difusa como deseada esperanza 
popular de democratización. Por otro lado, ha sido un nuevo im
pulsor y acelerador del cambio y convertida, a pesar de sus nu
merosas insuficiencias, en un trampolín y seguro del mismo.

Un 23 de Febrero que hubiera acontecido antes de la promul
gación de la Constitución habría tenido resultados bastante más 
adversos para la democracia. No hubieran podido escudarse los es
pañoles y las instituciones frente a los ataques golpistas — los de 
ese momento, como las embestidas posteriores—  en la legalidad cons
titucional.
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POCO CONOCIDA Y M ENOS ASUMIDA

Otro asunto diferente es cómo ha sido asimilada la Constitu
ción por la sociedad española.

La realidad es que después de más de un lustro de ejercicio de 
la democracia, la sociedad española tan sólo ahora empieza a com
prender los mecanismos de la democracia y comienza a asumir poco 
a poco los valores democráticos, de tan difícil digestión para una 
sociedad sedienta de practicar la democracia, pero en la que la in
transigencia es una de sus peculiaridades culturales y en la que el 
autoritarismo personal ha ido frecuentemente por delante del ins
titucional, incluso en los peores momentos de la dictadura.

No existen estudios empíricos fiables al repecto, pero resulta 
evidente que la Constitución no se conoce por la mayoría de la 
población española. Se desconoce no sólo el texto, sino también los 
grandes temas, puntos o conclusiones que de ella pueden sacarse.

Estamos bastante alejados de haber asumido la Constitución 
como una protección o garantía no sólo de la colectividad, sino de 
cada uno considerado individualmente. Un simple análisis de la 
prensa puede poner de manifiesto que la Constitución no se la usa 
más allá del pequeño grupo de profesionales de la polítcia. Esta
mos muy alejados de esos modelos sociales en los que se usa, y a 
veces abusa, del articulado de la Constitución, no sólo en los gran
des acontecimientos del quehacer político, sino en la misma vida 
cotidiana, por aquellos ciudadanos de a pie que consideran vulne
rados sus derechos.

CON VOCACION DE SE R  CUMPLIDA

De todas formas, agraciadamente, también estamos muy ale
jados de aquellos países en los que, como se señalaba inicialmente, 
la Constitución no es más que un trasto simbólico del aparato gu
bernamental, que puede contar con una perfección en su redacción 
y hasta de una orientación progresista, pero que ni se cumple y, a 
veces, ni tan siquiera los condicionamientos socio-económicos hacen 
imposible, aunque se desee lo contrario, su cumplimiento.
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La Constitución española se ha hecho para ser cumplida. Esto 
es importante. Se está cumpliendo, y como prueba de ello basta re
cordar cómo nos hemos defendido de las embestidas involucionistas 
y que ha sido posible un triunfo electoral de una ideología situada 
en las antípodas de la mercancía política que se ha estado emplean
do monopolísticamente durante casi medio siglo. Ello es más im
portante aún.

Pero todavía lo es más que nos encontremos en situación de 
que se siga cumpliendo. Es en este momento cuando nos podemos 
percatar que de verdad ya hemos cambiado de régimen.
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Algunas consideraciones en torno a 
los resultados electorales de 

octubre de 1982
Manuel Góm ez-Reino

La reciente democracia española tiene una corta pero intere
sante experiencia en cuanto al comportamiento del electorado. En 
el espacio de tiempo que media desde las elecciones constituyentes 
de 1977 hasta las recientes de 1982, se han producido cambios de 
una magnitud no habitual en las democracias occidentales.

A finales de 1978 (1) y un año después con algunas modifica
ciones, Juan J. Linz y el grupo DATA, analizando el sistema de 
partidos en función de los resultados electorales de 1977 y 1979, 
decían que el sistema de partidos español no se encontraba siguien
do los criterios de Sartori en un sistema de «partido predominan
te», ya que la diferencia entre el partido con mayor número de 
votos y el que le seguía (U.C.D. y P.S.O.E.) no alcanzaba al me
nos el 10 %. Hoy como de todos es conocida la situación ha cam
biado de forma notable: existe un partido predominante, con ma
yoría absoluta de escaños y con diferencias en cuanto al número 
de votos sensiblemente superior al 10 % propuesto por Sartori. 
Parece por tanto que nos encontramos en lo que puede ser el prin
cipio de un sistema de «partido predominante» si se da como su
giere Sartori esta situación a lo largo de tres elecciones sucesivas,

(1) L i n z , Juan J .; G ó m e z -R e i n o , M.; O r i z o , Francisco Andrés, y  V i l a  
C a r r o , Darío: informe Sociológico sobre la situación política de España 1975
1981. Euramérica. Madrid, 1981, págs. 345 y sigs.
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como sería el caso de Suecia y Noruega con los social-demócratas, 
o el Japón y la India.

¿Qué ha ocurrido desde 1979, para llegar a esta situación en 
esas fechas inimaginables?

Dos son los supuestos bajo los que cabe pensar en cambios 
importantes en los resultados electorales, uno el cambio de la ley 
electoral y otro el cambio del sistema de partidos (desaparición de 
alguno, escisión o aparición de nuevos partidos).

Aunque no se dispone todavía de resultados definitivos de las 
últimas elecciones a nivel municipal, sí es posible a través de los 
datos povisionales acercarnos al conocimiento de lo ocurrido, aun
que en algún caso debamos contentarnos con expresarlo a nivel de 
hipótesis más o menos plausible.

El electorado español (2) a lo largo del período que va des
de 1976 hasta las últimas elecciones ha sufrido un ligero despla
zamiento en cuanto a su ubicación política, ha pasado de estar si
tuado en el centro derecha, a situarse en el centro izquierda. Su 
posición actual es más acorde con la posición de los países del área 
mediterránea en la cual nos encontramos (3). Este desplazamiento 
del electorado no influyó en los resultados electorales de 1979 en 
cuanto al comportamiento electoral, ya que los resultados genera
les no diferieron mucho en estas elecciones de los registrados en 
1977, si bien el cambio de posicionamiento político ya se había 
producido en gran parte. No parece por tanto razonable pensar que 
el cambio tan importante producido en las elecciones de 1982 se 
deba, por lo menos de forma exclusiva, a un mayor peso de posi
ciones de izquierda dentro del electorado.

Es por tanto razonable pensar que sí el electorado en su posi
cionamiento político no sufre un cambio en el voto, vendrán expre
sados fundamentalmente por los cambios en la oferta política — los 
cambios en los partidos— .

Es un caso insólito el ocurrido en la U.C.D., un partido que 
durante dos elecciones obtiene el mayor número de votos de todos 
los partidos españoles, esté en estas últimas elecciones al borde in
cluso de no alcanzar el mínimo para constituirse en «grupo parla-
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(2) Idem, pág. 272.
(3) Idem, pág. 373.
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RESULTADOS ELECTORALES EN  LAS ELECCIO N ES A L CONGRESO D E LOS DIPUTADOS

Partidos y Coaliciones

1
Número 
de votos

9 7 7

o/o
Esca

ños

1
Número 
de votos

9 7 9

%
Esca

ños

1 9  8 2
Número 
de votos %

Esca
ños

A.P..................................... 1.479.795 8,12 16 1.122.620 6,15 10 5.321.066 25,12 106
A.P.-U.C.D....................... — — . — — — — 135.152 0,64 —
U.CD.-C.C............... ... 6.220.843 34,12 165 6.272.606 34,35 168 1.426.263 6,73 12
C.D.S.................................
P.S.O.E. (P.S.C.-P.S.G.,

‘— -—' —• — *— — 589.388 2,78 2

P.S.E., P.S.P.) .......... 6.176.190 33,87 124 5.470.017 29,95 121 9.856.531 46,52 201
P.C.E. (PSUC-PCG) ... 1.656.744 9,09 20 1.938.527 10,61 23 861.756 4,07 5
C.I.U.-C.D.C. ... .......... 498.744 2,74 11 483.446 2,65 8 823.557 3,89 12
E.R.C. ... ....................... 134.953 0,74 1 123.452 0,68 1 144.031 0,68 1
P.C.C. .......... ..........  ... — — — — — 44.582 0,21 — '
P.N.V................................ 304.244 1,67 8 296.597 1,62 7 398.260 1,88 8
E E . ... ...........  .......... 5^&11 0,30 1 80.098 0,44 1 Í01.585 0,48 1
H.B. ................................. — ' ■— . — 172.110 0,94 3 210.979 1,00 2
B.N .P.G.............. ... ... 23.036 0,13 60.889 0,33 — ' 37.782 0,18 —
P.S.A........................... ... — , — — 325.842 1,78 5 74.394 0,35 —
U.P.C. ... .........  .......... — — — . 58.953 0,32 1 26.609 0,14 , —
Otros ..........  .......... ...
Participación electoral... 
Censo electoral ......... .

1.684.624
18.232.050
23.201.701

9,20
78,58

1 1.741:506
18.262.560
26.703.115

9,53
68,39

1 1.131.013
21.185.948
26.499.933

5,33
79,95

Fuente: Ministerio del Interior, Dirección General de Política Interior. Años 1977-1979 y 1982.
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mentario». El gran cambio aparte de algunas otras consideraciones 
es el derrumbe de esta opción de centro.

Pero no sólo este derrumbe explica todo lo ocurrido, una ma
yor participación electoral, dada la alta politización de la última 
campaña electoral y un fenómeno que tampoco debe ser ignorado, la 
disminución sistemática del voto a las opciones que no tenían opor
tunidad de triunfar a cualquier nivel, de un voto a estos partidos 
que en 1977 estuvo en torno al 9 % es en 1982 ligeramente su
perior al 5 % no alcanzando en las últimas ningún escaño.

En las nacionalidades históricas éste es un fenómeno absoluta
mente evidente. Las opciones políticas que no alcanzan represen
tación parlamentaria pasa en Galicia del 20,30 % al 8,43, entre 
el 77 y el 82; en el País Vasco del 16,45 % al 3,61 % en ese 
mismo período, y en Cataluña del 12 % a algo más del 5 %.

Están en estos momentos en marcha estudios post-electorales 
que sin duda permitirán conocer con bastante precisión las trans
ferencias de voto en las pasadas elecciones, pero con los datos dis
ponibles es posible elaborar hipótesis que no se apartan mucho de 
la realidad.

Probablemente, el voto en 1982 en función del producido en 
1979 podría ser aproximadamente el siguiente (4):

Esta estructuración del voto permite avanzar algunas hipótesis 
en cuanto al comportamiento electoral de los españoles y el futuro 
del sistema de partidos.

Una primera consideración es la orientación del electorado ha
cia los partidos con posibilidades de conseguir resultados favora
bles. Aumentan el número de votos a los partidos con representa
ción parlamentaria con la disminución consiguiente de los que no 
tienen esa posibilidad. Lo que viene denominándose voto útil, en 
el sentido más genérico del término. Parece, por tanto, que hay 
una toma de conciencia clara, que con el voto se puede incidir de

(4) Esta hipótesis en algunos casos, como la asignación del nuevo voto 
en igual proporción entre A.P. y P.S.O.E., puede ser excesivamente simplifi- 
cadora, pero no desvirtúa la forma acusada los resultados posibles de las 
transferencias del voto, por lo que a falta de datos más precisos se ha pen
sado que ésta podía ser la mejor forma de resolver el caso.
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Origen del voto

VOTAN A.P. EN  1982
Votaron A.P. en 1979 ....................................
No votaron en 1979 ..........................................
Votaron U.C.D. en 1979 .............................

VOTAN CENTRO (U.C.D.-C.D.S.) EN  1982
Votaron Centro en en 1979 .......................

VOTAN P.S.O.E. EN 1982
Votaron U.C.D. en 1979 .............................
No votaron en 1979 ..........................................
Votaron P.S.O.E. en 1979 .............................
Votaron otros partidos socialistas en 1979 ... 
Votaron P.C.E. en 1979 .............................

VOTAN P.C.E. EN 1982
Votaron P.C.E. en 1979 ....................................

VOTAN NACIONALISTAS EN 1982
Votaron nacionalistas en 1979 .......................

VOTAN A OTROS EN 1982
Votaron a otros en 1979 .............................

T O T A L ....................................

Votos aproxi
mados en 

miles (1982)

1.200 6
1.500 7
2.600 12 25

5.300

2.200 10 10

1.400 7
1.500 7
5.500 26

500 2
1.100 5 47

10.000

850 4 4

1.700 8 8

1.100 5 5
1—̂

21.150 100 100 K-*



forma evidente en política, ayudando a aquellas opciones con más 
posibilidad de triunfar.

Otra consideración importante es la consolidación de los nacio
nalismos vasco y catalán, que en las elecciones de 1979 habían 
crecido de forma importante. Este fenómeno, pone en duda cual
quier hipótesis sobre un modelo bipartidista en España. La con
solidación de los nacionalismos y su presencia en los Gobiernos 
autonómicos no permite pensar en un modelo bipartidista con al
ternancias en el poder. Ya que este modelo no podría extenderse 
a todos los niveles del Estado.

En los datos de las nacionalidades históricas, y sobre todo en 
Cataluña y País Vasco, resulta evidente. En este último los votos 
de los partidos nacionalistas es en las elecciones última superior 
al 56 %.

La tercera consideración que ha supuesto el mayor cambio en 
cifras absolutas, es el fracaso de la opción centrista en estas elec
ciones. Este fracaso, dada la ubicación política de sus electores, ha 
incidido de forma directa en las dos opciones situadas a izquierda 
y derecha de U.C.D. Del voto de U.C.D. en 1979, según los datos 
disponibles y las hipótesis que hemos planteado, el 40 % ha vo
tado a A.P. en 1982, el 35 %  votó a U.C.D. y C.D.S. y el 25 % 
restante al P.S.O.E. Estas transferencias de votos son lógicas, ya 
que el electorado de U.C.D. se situaba ligeramente escorado al cen
tro derecha, razón por la que A.P. sale beneficiado con la pérdida 
de votos de U.C.D.

Una cierta consideración es sin duda la pérdida de votos del 
P.C.E. Esta pérdida se produce a favor del P.S.O.E. y es casi tan 
importante para el electorado de éste en 1982 como la de U.C.D. 
El P.S.O.E., por tanto, capta a su derecha y a su izquierda casi el 
mismo número de votos: aproximadamente 1.400.000 procedentes 
de U.C.D. y 1.600.000 del P.C.E. y otros partidos de izquierda sin 
representación parlamentaria.

Como puede observarse, los cambios en 1982 han sido muy 
acusados, aproximadamente el 40 %  del voto de este año se ha 
producido de forma distinta a como se había realizado en 1979, 
según las siguientes estimaciones:
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a) Un 14 %  no había votado en 1979.
b) Un 19 %  había votado a U.C.D. en 1979 y ahora vota P.S.O.E. 

y A.P.
c) Un 5 %  había votado al P.C.E. en 1979 y ahora vota P.S.O.E.
d) Un 2 %  había votado partidos de izquierda no parlamentarios 

en 1979 y ahora vota P.S.O.E.

¿Son estos cambios un hecho irreversible?
Esta es una pregunta difícil de contestar en estos momentos^ 

en 1979 nada hacía prever que tres años después estos cambios 
se iban a producir, en estos momentos es pronto para avanzar si
quiera una hipótesis, quizás las elecciones municipales próximas nos 
aporten datos que permitan ver hasta qué punto el fenómeno ini
ciado en octubre de 1982 sigue avanzando en su consolidación o 
no. Hasta entonces habrá que esperar.

Sin embargo, todo parece indicar que un nuevo sistema de par
tidos está en marcha en España, su consolidación sólo es cuestión 
de tiempo.
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P A I S  V A S C O
1977 1979

Absolutos % Absolutos %

A.P.................... 69.228 6,87 34.108 3,34
U .C D ............... ... 128.212 12,72 168.607 16,51
C.D.S................ — — — —

P.S.O.E............. ... 259.484 25,74 190.235 18,63
P.C.E............... ... 44.971 4,46 45.853 4,49
P.N.V............... ... 286.540 28,42 275.292 26,96
E .E .................... 53.877 5,34 80.098 7,84
H .B.................... — — 149.685 14,66
Otros ........... ... 165.899 16,45 77.279 7,57
Participación ..... 1.008.211 14,11 1.021.157 65,99



VJI

Autonómicas 1982 82

Absolutos % Absolutos % ños

43.853
78.310

4,70
8,40

135.152 11,05 2

— — 22.136 1,81
130.542 14,00 344.296 28,15 8
37.051 3,97 23.112 1,89

349.283 37,47 381.825 31,22 8
90.064 9,66 93.384 7,64 1

152.162 16,32 178.946 14,63 2
50.860 5,46 44.126 3,61

932.125 58,82 1.222.977 79,51



C A T A L U Ñ A
1977 1979

Absolutos Absolutos %

A, P.................... ... 103.061 3,51 107.629 3,58
U.C.D............... ... 493.861 16,80 570.948 19,00
C.D.S................ — — — —

P.S.O .E............. ... 825.896 28,09 875.529 29,14
P .SU .C ............. ... 531.006 18,06 512.892 17,07
C J.U .-C .D .C . ... 498.744 16,96 483.446 16,09
E.R .C............... ... 134.953 4,59 123.452 4,11
B.E.A.N............ . ... — — 46.962 1,56
Otros................. ... 352.769 12,00 277.208 9,23
Participación ....... 2.940.300 75,61 3.004.394 67,63
Est. Catalá ... — — 6.328 0,21
P.C.C................ — — — —

N. Esq .............. — — — —



Autonómicas

Absolutos

1982

Absolutos

82
Esca

ños

— — 511.582 14,62 8
283.300 10,71 74.162 2,12

— — 65.949 1,89
591.677 22,37 1.520.507 43,46 25
493.111 18,64 162.826 4,65 1
736.912 27,86 823.557 23,54 12
217.828 8,23 144.031 4,12 1

13.843 0,52 — —

308.564 11,66 — —

2.645.235 60,43 148.303 4,24
— — 3.498.545 81,23
— — 44.582 1,27
— — 3.046 0,09



G A L I C I A
1977 1979

Absolutos % Absolutos %

A.P..................... ... 136.267 11,79 145.266 13,95
U .CD . ........... ... 607.011 52,50 493.124 47,36
C.D.S................ — — — —

P.S.O .E........... . ... 178.171 15,41 177.298 17,03
P.C.E................ 34.341 2,97 42.594 4,09
B.N .P.G........... 23.036 1,99 60.889 5,85
U G .................. .  . . .  — — 55.555 5,34
Otros............... . ... 177.377 15,34 66.486 6,39
Participación ........  1.156.203 60.93 1.041.212 51,72
E .G ................... . ... _ — _ _



v-n
ON

Autonómicas 1982 82 
■ Esca~ 

ñosAbsolutos % Absolutos %

302,597 30,00 492.977 37,19 13
275.231 27,29 229.691 17,33 5

— — 32.905 2,48
194.750 19,31 434.807 32,81 9
29.038 2,88 19.738 1,49
62.110 6,16 37.782 2,85

144.814 14,36 54.185 4,09
1.008.540 46,39 1.325.401 63,67

— — 23.316 1,76



«Del estado centralista al estado de 
las autonomías»

(El mapa político-institucional)

Oswaido Brito

«En el Continente la lucha por la autono
mía es, ante todo, una lucha por la democrati
zación de la administración local, y no puede 
separarse de la lucha por la participación del 
pueblo en la formación de la voluntad estatal.» 
( H a n s  K e l s e n , Teoría general del Estado.)

I. Introducción
El presente artículo pretende, exclusivamente, apuntar los ras

gos más significativos del proceso jurídico-político que puede con
ducir de un Estado centralista a un Estado que ha adjetivado como 
<<de las autonomías».

Sin duda, el lector descubrirá lagunas justificadas en la multi
plicidad de cuestiones a abordar. De otra parte, el presente aporte 
constituye, necesariamente, una aproximación sucinta y meramente 
enunciativa de aquellos procesos que tienen un significado histórico 
o una vigencia actual para el tema objeto de la presente reflexión. 
En todo caso, intentamos reflejar un esquema reflexivo y suge- 
rente.

II. Los antecedentes históricos: 
la evolución del Estado

Al margen de las valoraciones históricas relativas a la Baja Edad 
Media, la configuración del Estado Moderno tiene como punto de
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partida la constitución de la Monarquía «dual» de la época de los 
Reyes Católicos. A partir de 1479, se configura un Estado que, 
lentamente, genera una superestructura política unitaria como re
sultado de una unión «entre iguales», resultado del pactismo polí
tico-institucional de estos monarcas. Efectivamente, la pervivencia 
de «reinos» - «territorios» con sus propias peculiaridades e institu
ciones bajomedievales resaltan el carácter diversificado del Estado 
que nace. Más aún, un «reino» como Aragón es el resultado de una 
peculiar «federación política» que integra al Principado de Cataluña, 
los reinos de Aragón, Valencia y Mallorca, así como territorios de
pendientes y adscritos a la Corona: Sicilia, Cerdeña y Nápoles.

Sin embargo, la posterior evolución institucional se irá ajustan
do, lentamente, al modelo «francés». Un modelo que tiene como 
soportes el concepto de la Monarquía absoluta y una Administra
ción rígidamente centralizada. Este proceso de «uniformización» se 
facilita con la decadencia de Aragón frente a la dmámica de cre
cimiento de Castilla durante los siglos XV y XVI. La propia «cas- 
tellanización» de la realeza, correlativa al absentismo real de los 
«reinos» periféricos acentúa la hegemonía castellana y establece las 
bases de lo que luego será la administración periférica (Virreyes- 
Gobernadores-Capitanes Generales-Regidores-Intendentes).

La confrontación entre un Estado Moderno poderoso que asu
me el absolutismo con ciertos comportamientos dinámicos, frente al 
«conservadurismo» tradicional más estático y eminentemente «de
fensivo» de los parlamentos e instituciones de los diferentes «rei
nos» - «territorios», deviene en una aceleración de tal proceso uni- 
formizador.

Dicho proceso puede, en apretada síntesis, reflejarse en varias 
etapas:

II. 1. Período de cierto equilibrio fluctuante durante el reina
do del Emperador Carlos V. El pensamiento político 
del primer monarca de la Casa de los Austrias está más 
orientado hacia la afirmación de la «idea-concepción im
perial» que en la atención a los problemas de sus com
plejos dominios peninsulares.

Sin embargo, los conflictos de los Comuneros y Ger- 
manías provocan, juntamente a las necesidades derivadas
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de las guerras exteriores, presiones sobre los privilegios 
y limitaciones al papel de las instituciones (Cortes, mu
nicipios, etc.).

11.2. Felipe II, al heredar un Imperio con base material en 
Castilla y sus territorios ultramarinos, precisa de una 
mayor uniformización jurídico-política capaz de garanti
zar un mejor aparato administrativo. La propia crisis ins
titucional, durante su reinado, refleja esta irreversible 
transformación.

11.3. Con Felipe III, el proceso de uniformización centralista 
se acentúa. En esta fase resulta esencial la «concepción» 
del Conde-Duque de Olivares y su proyecto de estrate
gia integradora de los territorios y «reinos» para forta
lecer la unidad de la monarquía absoluta.

11.4. Con el advenimiento de los Borbones y los Decretos de 
«Nueva Planta», de Felipe V, el proceso alcanza un óp
timo grado de identificación con el «modelo francés». 
La desaparición de fueros y conciertos, así como la muer
te práctica de las instituciones más genuinas de los «rei
nos» no castellanos (v.g.: Aragón), son sus más claros 
exponentes.

Sin duda, esta transformación de la Monarquía pactista y des
centralizada de los Reyes Católicos en una Monarquía absoluta y 
centralizada con los Borbones requirió de cambios en el sistema de 
gobernación del Estado. La implantación del denominado «sistema 
polisinodial», desde la época de los Austrias, prescinde prácticamen
te de las Cortes y gobierna con un complejo mecanismo de Conse
jos (territoriales y específicos), controlados por el Monarca a través 
de la figura de los Secretarios reales. Con Carlos II este sistema se 
racionaliza, aún más, con la presencia de un Primer Ministro, con 
Secretariado propio (la conocida «Secretaría de Despacho Univer
sal»).

La reforma borbónica posibilita el asentamiento de la Monar
quía absoluta y centralizada, en los momentos finales del Antiguo 
Régimen. Una reforma que garantiza:
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—  el sometimiento al Monarca de las «jurisdicciones especia
les» (fueros, señoríos, etc.);

—  centralización político-administrativa (eliminación de Conse
jos; abolición de «Cortes» de reinos periféricos; sustitución 
de Virreyes por Capitanes Generales y Audiencias; implan
tación de un rígido funcionario real en los Municipios: el 
corregidor, etc.);

—  racionalización y potenciación de la Hacienda real (función 
destacada de la figura de los Intendentes);

—  implantación de un único ejército profesionalizado, bajo con
trol estatal.

III. La fase contemporánea: el Estado liberal
En los inicios del siglo X IX  se hace necesario valorar importan

tes transformaciones en los diferentes ámbitos y niveles de la so
ciedad. La incidencia de las denominadas «revoluciones atlánticas» 
y la fase de «crisis bélica» interior — versus «guerra civil» (1808
1843)— , representa un cambio cualitativo, aunque todavía se pro
yecten las expresiones institucionales legales y sociales del denomi
nado Antiguo Régimen hasta bien avanzado dicho siglo.

A las lentas y complejas transformaciones del marco jurídico- 
político hay que añadir las cambiantes realidades socio-políticas, fre
cuentemente extra-legales o extra-sistema. Clubs, Sociedades patrió
ticas, prensa, pre-partidos políticos y mecanismos caciquiles, repro
ducen prácticas ambivalentes, «feudalizantes» o «modernizantes», en 
la vida social y política del Estado Español.

La compleja «reinserción social» de los «viejos estamentos» se 
opera no sin tensiones y graves conflictos de intereses. La nobleza 
se transforma en «aristocracia agraria» y la Iglesia, aunque se resiste 
al cambio con el fortalecimiento de su alianza con el Trono y el in
disimulado apoyo a los carlistas, experimenta cambios muy sutiles. 
La desaparición de la Inquisición, de los señoríos y de los sistemas 
formales de privilegio, representan un desafío que obliga a la adap
tación de las instituciones tradicionales. La desamortización y el as
censo burgués obligan a un cambio de mecanismos de correlación 
en las fuerzas sociales. Un difícil e inestable proceso de «compro
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misos» entre clases, fracciones de clase y sectores dominantes posi
bilita el surgimiento de nuevos comportamientos de grupos de pre
sión e influencia (Ejército y burocracia estatal). Cuando en 1843 los 
moderados acceden al Poder y se consolida el pacto del «bloque do
minante», se garantiza la uniformización y centralización del Estado 
liberal.

Estado liberal y representativo (aún con un carácter «censitario» 
hasta finales del siglo), que constituye un marco institucional que 
busca, bajo diferente fórmulas institucionales, equilibrar la relación 
entre Rey y Cortes. La fortaleza del Estado liberal está en los «com
promisos» políticos de los sectores dominantes y en el centralismo 
a ultranza que beneficia a los sectores prepotentes (aristocracia te
rrateniente, burguesía financiera. Ejército y burocracia).

Sólo las tensiones y conflictos con las «burguesías» periféricas 
catalana y vasca — ésta más tardíamente—  rompen el equilibrio y 
generan dificultades en el mantenimiento y reajustes periódicos de 
«pactos de poder».

El fracaso del episódico intento representado la República fede
ral y la creación de una «Nación española» compuesta por «los Es
tados de Andalucía Alta, Andalucía Baja, Aragón, Asturias, Balea
res, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cataluña, Cuba, 
Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia, Re
giones Vascongadas», según se expresa en su artículo I."", refleja el 
temprano intento de resolver el histórico problema de la forma de 
Estado y la conjunción de la unidad y la diversidad de sus naciona
lidades y regiones. Unos Estados miembros que «tienen completa 
autonomía económico-administrativa y toda la autonomía política 
compatible con la existencia de la Nación» (art. 92).

La tan denostada Constitución de 1873, explicita el primer «ma
pa autonómico» de la Historia contemporánea del Estado español. 
Una lectura atenta del texto constitucional nos aporta un enfoque 
integrador que, de haber subsistido, hubiera resuelto el problema 
de la articulación del Estado plurinacional español.

Las tendencias instintivas y los «cantonalismos» radicales, sin 
embargo, generarán tendencias centrífugas que, juntamente a la de
bilidad de las fuerzas sociales y políticas que sustentan a la Repú
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blica federal, frustran esta alternativa de revolución política bur
guesa en el siglo X IX .

La Restauración, con su Constitución de 1876, reconducirá al 
«compromiso» del turno de partidos bajo el control de la oligarquía 
agraria y financiera, en el esquema de un Estado unitario y cen
tralista.

Los movimientos de la «Renaicanxa», el ascenso del «fuerismo» 
vasco-navarro y los movimientos ideológico-culturales de otras na
cionalidades periféricas, abren las puertas a una corriente «naciona- 
lista-regionalista» que desempeña una función complementaria de 
oposición extra-sistema durante la Restauración.

La quiebra del «turno», el impulso de las tendencias regenera- 
cionistas periféricas y la crisis del Estado de la Restauración, con 
un momento «clave» en 1917, fuertemente debilitado por la «crisis 
finesecular» de 1898, afectará a sus aparatos y bases de Poder con
duciéndoles a una existencia conflictiva y desequilibrada que se 
interrumpe con la Dictadura primorriverista, en 1923, no lográndose 
su «reconducción» en 1931.

La Segunda República, en un contexto internacional de crisis 
(«crack» del 29, ascenso del fascismo y debilidad de la democracia 
liberal, etc.), reflejará los «miedos» a la experiencia frustrada en 
1873 y se resistirá a la creación de un Estado tan siquiera regional.

Los debates en las Cortes Constituyentes sólo posibilitan una 
«tibia» referencia a la autonomía regional, pero en el marco de un 
«Estado integral, compatible con la autonomía de los municipios y 
de las Regiones» (art. 1."̂ ). La presión catalanista, primero, y la 
vasca, después, forzarán esta formulación alcanzada con escasa con
vicción y menor voluntad política de hacerla efectiva.

La lentitud del propio proceso de constitución de los Estatutos 
de Cataluña y País Vasco, éste último sometido a referéndum, casi 
al final de la República refleja el temor de los políticos republica
nos y socialistas a la «quiebra» del Estado Central.

Estos debates en torno al modelo de organización del Estado 
enfrentará, incluso, a ciertos sectores republicanos y a los socialistas 
sobre la referencia explícita o no a las regiones a establecer. Al fi
nal primará el criterio de la no concreción y la vaga referencia a las
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regiones, con la prevalencia constitucional del Municipio y de las 
Diputaciones.

163

IV. La Constitución de 1978: 
ecléctico»

un «compromiso

La Guerra Civil y el largo túnel del período de Dictadura fran
quista constituyó la larga fase de represión sistemática de las liber
tades y derechos individuales v colectivos, así como de total erradi
cación de cualquier vestigio de identidad y valores culturales de las 
nacionalidades o regiones diferenciadas en el marco del Estado auto
ritario. El centralismo absorbente y autoritario reflejó la mentalidad 
franquista fundamentada en el desprecio y rechazo visceral de toda 
connotación diferencial de la periferia. En la lucha contra el fran
quismo los movimientos regionalistas y nacionalistas, con la incor
poración de importantes sectores de las burguesías periféricas cata
lana y vasca, constituyeron un factor relevante en la lenta quiebra 
del sistema dictatorial. La capacidad de integración cultural y polí
tica de los movimientos migratorios, propulsados hacia Euskadi y 
Cataluña a iniciativa política de la Dictadura, constituyó el mayor 
fracaso de Franco en su obsesión por aplastar toda expresión del 
«demon'o separatista».

La muerte del dictador y el cambio controlado desde el Poder 
propulsado en 1976, con el Referéndum de la Ley de Reforma Po
lítica, en una hábil operación de «cirugía política» frente a las po
siciones de ruptura política impulsada desde amplios sectores popu
lares y de izquierda, creó las bases para alcanzar por la vía de una 
«política de consensos» la formalización de un marco constitucional 
aparentemente «eclectivo» y formalmente resultado del «consenso 
político» de la derecha democrática y de la izquierda estatal parla
mentaria (léase, PSOE y PCE).

El rasgo más significativo del texto constitucional, aprobado por 
Referéndum en 1978, es que no establece un modelo de Estado. En 
su artículo 1.'̂  se dice: «España es un Estado democrático y social», 
no especificándose nada en relación a la organización territorial, sal
vo la mención inconcreta y abierta del artículo 137 cuando expresa 
textualmente:
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«El Estado se organiza territorialmente en municipios, en pro
vincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. 
Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión 
de sus respectivos intereses.»

Tres conclusiones iniciales se obtienen del carácter y alcance de 
la Constitución de 1978, en relación a la organización territorial del 
Estado:

a) En principio queda abierta la posibilidad de una transforma
ción del Estado, con el único límite de la unidad e integridad terri
torial del mismo.

I?) La ambigüedad de la fórmula constitucional utilizada condu
ce a un reforzamiento del papel de los partidos y del sistema de co- 
relación político-institucional vigente en cada momento, en la de
terminación de la organización territorial del Estado.

c) Existencia de un marco conceptual confuso y contradictorio. 
El artículo 2.° de la Constitución nos habla de que « ... se reconoce 
y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regio
nes que la integran y la solidaridad entre todas ellas».

Sin embargo, este concepto no tendrá trascendencia jurídica y or
ganizativa alguna en las formulaciones que aparecen en el resto del 
texto constitucional. La referencia a las «comunidades autónomas», 
utilizada en el Título V II, marca una confusión conceptual entre «na
cionalidad», «región» y «comunidad autónoma», generadora de múl
tiples y contradictorias posiciones teóricas y políticas.

Ello permitirá al profesor y político Oscar Alzaga afirmar que 
el modelo de Estado de la Constitución « . . .  es casi federalista — para 
Cataluña y el País Vasco—  y moderadamente regionalizable para 
determinadas zonas de nuestro país, pasando por diversas situaciones 
intermedias...» (1).

Se llegará a calificar el modelo resultante como «cuasi-federal, 
regional, regionalizable», etc., lo que indica el grado de ambigüedad 
resultante.

Si analizamos el título V III del texto constitucional no se su
peran tales contradicciones. De una parte, aparecen múltiples opcio
nes: no iniciar el proceso autonómico; iniciarlo y no concluirlo; 
autonomía para territorios especiales (Ceuta, Melilla, etc.); Comu
nidades «uniprovinciales»; Comunidades de ámbito inferior a la 
provincia; Comunidades en territorios insulares, y, finalmente. Co
munidades pluriprovinciales.
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De la otra, el polémico tema de las «vías de acceso». Sin duda, 
hay que hablar de una «vía privilegiada», contemplada en el artícu
lo 151.2, que exige de Referéndum de iniciación del proceso y de 
ratificación o no del Estatuto. La denominada «vía normal», aco
gida a lo dispuesto en los artículos 143 y 146 de la Constitución, 
excluye la participación del cuerpo electoral tramitándose por la vía 
parlamentaria como un Proyecto de Ley Orgánica. Las dos vías po
sibilitan, de partida, unos contenidos competenciales diferentes (la 
«privilegiada», las competencias de los artículos 148 y 149, que lo 
están también en el 148, las del artículo 149 en concurrencia con 
el Estado y las específicas cedidas por las Cortes conforme al ar
tículo 148 y las estatales si le son cedidas por las Cortes (art. 150.1 
y 2), con la posibilidad a los cinco años de llegar teóricamente a 
las cotas de la opción o vía «privilegiada»).

Finalmente, existe un interesante debate sobre la «naturaleza» 
de las competencias. Los teóricos constitucionalistas diferencian, en 
un primer momento, entre «descentralización» política y «descentra
lización» administrativa. La diferencia clave está en la existencia o 
no de potestad legislativa. Igual relevancia tiene el papel de la tutela 
o control estatal, con la ubicación constitucional de las facultades 
«residuales» en la Administración Central, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 149.3.

En definitiva, estamos ante el hecho significativo de que no exis
te un «poder estatuyente». La eficacia como norma de los Estatutos, 
cualesquiera sea la «vía» utilizada, deviene del reconocimiento por 
parte del Estado de la misma y, consecuentemente, con un alcance v 
legitimidad subordinados al ordenamiento general del marco estatal..

En este contexto, cabe situar el papel nada despreciable del «Tri
bunal constitucional» y la conflictiva Ley LO APA, de la cual trata
remos en un epígrafe posterior.

V. E l temor a la opción «federal» del Estado

Es indudable que el «reflejo histórico» aleteó durante el debate 
constitucional. Los «padres de la Constitución» reflejaron los «mie
dos» a la imagen histórica deformada del federalismo. El recuerdo 
a fenómenos como el «cantonalismo» o el federalismo «instintivo»,
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actuaron como mecanismos conservadores a los que debemos unir el 
peso determinante de los «poderes lácticos».

La presión de los administrativistas, con el temor permanente 
a la funcionalidad o no del modelo de Estado, en su dimensión fun
cional y organizativa, actuará, igualmente, como un teórico freno.

Finalmente, no se puede excluir el hecho de que la presión polí
tica que se ejerce con mayor insistencia es la derivada de la necesi
dad de lograr el «pacto» político con las burguesías nacionalistas
catalana y vasca. Se trata, pues, de evitar un fenómeno de extensión 
del sentimiento, de la conciencia y de la afirmación del nacionalismo- 
regionalismo en el resto del Estado, donde no existe la garantía de 
la presencia de burguesías con tal tradición y peso específico. Como 
bien señala Constantino Alvarez:

« ... La génesis de la autonomía se determina en la Constitución 
de 1978 de manera desdibujada, vacilante y timorata.

... Parece como si el legislador, temeroso de herir la sensibilidad 
de ciertos sectores ”fácticos” , no haya osado (”no osar, cuando la
historia lo exige, es una forma de perecer’’) llamar a las cosas por su
nombre.»

Tales «miedos» y factores de presión impidieron la formulación 
de una concepción federal del Estado español en la Constitución 
de 1978. Y, ello, resulta — al margen de cualquier connotación 
ideológica—  lamentable. En primer lugar, porque el modelo federal 
es claro y diáfano, tanto en su ajuste jurídico-político como en sus 
posibilidades de ajuste práctico. Más de dos siglos de experiencia 
en el mundo atestiguan su viabilidad.

En segundo lugar, porque el Estado o modelo federal ha permi
tido vencer las tendencias centrífugas, garantizando el equilibrio de 
intereses entre la unidad estatal y el efectivo autogobierno de las 
nacionalidades. La necesidad de mercados e intereses económicos 
supraestatales, los factores geoestratégicos y otros intereses de ám
bito general se conjugan con el respeto a la identidad histórica, a los 
valores y tradiciones culturales y a la expresión institucional más 
profunda y amplia de autogobierno. Un modelo, en fin, capaz no 
sólo de dar cauce a la autoconciencia de los pueblos, sino de eli
minar frustraciones o sensaciones de marginación.
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En definitiva, un modelo clarificador de las reglas del juego po
lítico, con una inequívoca capacidad integradora, creadora y genera
dora de un mecanismo de participación-responsabilidad política com
partida entre unas realidades poblacionales y territoriales plurales.

De alguna manera, un modelo capaz de evitar las situaciones lí
mites que refleja el profesor Solozábal Echeverría:

« ... el status jurídico-constitucional de la nacionalidad no puede 
ser considerado, en modo alguno, la realización frustrada de la vo
cación nacional; esto es, su forma históricamente posible; ni mucho 
menos, como un estado intermedio o provisional hacia el destino es
tatal, sino como el marco organizacional adecuado en el que todas 
las posibilidades nacionales de la comunidad caben ser realizadas.

Desde esta perspectiva puede recordarse que las reclamaciones se
cesionistas de una nacionalidad sólo son planteadas con un vigor so
cialmente relevante cuando en su seno se encuentra generalizada la im
presión de que la propia identidad nacional no se halla asegurada...»

Mecanismo de organización territorial flexible, capaz de posibi
litar la realización de las potencialidades de cada nacionalidad sin 
generar tendencias disgregadoras o exigencia inexcusable de un me
canismo estatal propio. Modelo capaz de garantizar una convivencia 
y solidaridad voluntarias, no forzada y con plena preservación de la 
propia y peculiar identidad.

VI. E l Golpe de E stado  de 23 de febrero de 1981 
y el «frenazo» autonómico

La conjunción de la crisis política desencadenada por las propias 
insuficiencias del partido en el Poder, la UCD, juntamente a las 
tensiones derivadas del fenómeno terrorista, la crisis económica in
ternacional (y su grave proyección interior) y los conflictos con las 
nacionalidades periféricas (léase, Euskadi y Cataluña, con el ascenso 
reivindicativo de Galicia, Andalucía, etc.), son el caldo de cultivo 
que genera condiciones favorables a intentos «involucionistas». Los 
acontecimientos del 23-F se reciben como un serio aviso en relación 
a la crisis y debilidad del sistema político, teniendo su reflejo más 
inmediato en el retroceso del ejercicio de las libertades y en un «en- 
casillamiento» del tema autonómico.
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Los temores provocados por el 23-F expresivos de una «crisis» 
de Estado provocan el encargo al profesor Enterría y su equipo de 
un estudio sobre las autonomías y la «racionalización» del proceso 
autonómico. Los informes de estos administrativistas, formulados 
en un contexto restrictivo y conservador, se reflejan en los Acuer
dos Gobierno-UCD-PSOE de 31 de julio de 1981 y la formulación 
y polémica aprobación en 1982 de la LOAPA en el Congreso.

Entre las múltiples recomendaciones y pactos administrativos, fi
nancieros, de competencias, etc., se contienen en dicho documento 
los denominados «Acuerdos político-administrativos» en que se re
fleja el denominado «Mapa autonómico». El texto del Acuerdo, en 
este punto, es el siguiente:

«E l Estado se organizará territorialmente en las siguientes Co
munidades Autónomas:

1. Andalucía, con las provincias de Almería, Málaga, Granada, 
Jaén, Córdoba, Sevilla, Huelva y Cádiz.

2. Aragón, con las provincias de Zaragoza, Huesca y Teruel.
3. Asturias, con la provincia de Oviedo.
4. Baleares, con la provincia de su nombre, que integra los 

Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza-Formentera.
Ha de hacerse notar que en Baleares no ha habido ini

ciativa autonómica formalmente presentada.
5. Canarias, con las provincias de Santa Cruz de Tenerife y 

Las Palmas de Gran Canaria, que integran los Cabildos In
sulares de Tenerife, La Palma, Gomera, Hierro, Gran Ca
naria, Fuerteventura y Lanzarote.

6. Cantabria, con la provincia de Santander.
7. Castilla-La Mancha, con las provincias de Toledo, Ciudad 

Real, Cuenca, Guadalajara y Albacete.
8. Castilla-León, con las provincias de Burgos, Soria, Segovia, 

Avila, León, Zamora, Salamanca, Valladolid y Falencia.
9. Cataluña, con las provincias de Barcelona, Tarragona, Lérida 

y Gerona.
10. Extremadura, con las provincias de Cáceres y Badajoz.
11. Galicia, con las provincias de La Coruña, Lugo, Orense y 

Pontevedra.
12. La Rio ja, con la provincia de su nombre.
13. Madrid, como Comunidad Autónoma uniprovincial, integra

da por el territorio de su provincia.
El procedimiento para constituirla será el siguiente:
1.0 La Diputación adoptará el acuerdo de que la pro

vincia de Madrid se constituya en Comunidad Autónoma 
uniprovincial, según lo previsto en el artículo 144, a) de la 
Constitución, y los partidos políticos presentes en la Dipu-
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14.
15.

16.
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tación formalizarán, a tal efecto, la correspondiente propo
sición de ley ante las Cortes Generales. 2P  Los municipios 
de la provincia solicitarán la autonomía y la elaboración del 
Estatuto, todo ello por la vía del artículo 143 de la Cons
titución. 3.° El Estatuto así elaborado se someterá a la 
aprobación de las Cortes Generales mediante la correspon
diente Ley Orgánica.
Murcia, con la provincia de su nombre.
País Valenciano, con las provincias de Castellón, Valencia y 
Alicante.
País Vasco, con las provincias de Alava, Guipúzcoa y Viz
caya.»

En el mismo, como puede observarse, se dibuja el «mapa» del 
denominado «Estado de las Autonomías» y se establecen las «vías» 
a utilizar en cada caso. Salvo Cataluña, Euskadi y Galicia, como 
«nacionalidades históricas», y Andalucía por presión sociopolítica, el 
resto accederá por la «vía del artículo 143» o «vía normal».

Los criterios uniformizadores y restrictivos en el proceso se des
arrollan y articulan en la LO APA (Ley Orgánica de Armonización 
del Proceso Autonómico), actualmente pendiente de resolución del 
recurso interpuesto por las minorías nacionalistas y el PCE ante el 
Tribunal Constitucional, como posición «intermedia» propulsada por 
el PSOE ante la inminencia de las elecciones generales de 28 de 
octubre de 1982.

Un «mapa autonómico» articulado, pues, bajo exclusivos crite
rios administrativistas, con exclusión de los criterios constituciona- 
listas y de derechos políticos, posibilitan la aparición de opiniones 
técnicas discrepantes entre especialistas de dichas áreas. En opinión 
de algunos de estos especialistas (v.g.: Gumersindo Trujillo) (4), la 
interpretación de los administrativistas recorta gravemente las posi
bilidades de desarrollo del marco de libertades constitucionales y fija 
exclusivamente su atención en el mecanimo «funcional» de la Admi
nistración y en el ejercicio del Poder del Estado.

VII. Algunas conclusiones provisionales

El «mapa autonómico» resultante, ultimándose actualmente en 
las Cortes resultantes de las elecciones del 28 de octubre, con la 
mayoría cualificada del PSOE en ambas Cámaras, refleja una volun
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tad de terminar con el largo proceso de articulación del denominado 
«Estado de las autonomías».

Sin duda, los recortes interpretativos de la propia LOAPA y el 
resultado de otros recursos ante el Tribunal Constitucional, arrojan, 
hasta el presente momento, un saldo favorable a la preeminencia 
estatal sobre la capacidad real de autogobierno de las denominadas 
Comunidades Autónomas. La difícil y compleja tarea de desmontar, 
tan siquiera administrativamente, el Estado centralista español, pre
senta grave problemas y resistencias. La propia burocracia del Esta
do y la permanente tentación centralista del Poder Central, consti
tuyen factores tensionales poco propicios para acentuar las dimen
siones políticas de las nacionalidades, sin excluir la necesaria racio
nalidad y eficacia del proceso de transferencias competenciales.

Las alternativas que se abren en el futuro son, básicamente, dos:
a) Una «ralentización» del proceso, a la «italiana».
b) Una acentuación del proceso que conduzca, a medio plazo, 

a un modelo federal o federable de Estado, con los nece
sarios ajustes y reformas constitucionales.

Entre ambas opciones cabe, únicamente, la confusión y la am
pliación de tensiones. La necesidad de una interpretación abierta, 
flexible y descentralizadora políticamente del viejo Estado Centra
lista español es un desafío para la actual administración del PSOE. 
En sus manos está la posibilidad de resolución del antiguo conten
cioso del Estado plurinacional o el mantenimiento de rescoldos y 
frustraciones que favorezcan la acentuación de conflictos y tensiones 
de difícil solución.

Estas consideraciones, necesariamente sintéticas, no quieren de
jar de formular una esperanza activa en que se logrará en el futuro 
próximo conciliar los intereses estatales y los de las nacionalidades. 
La urgente e inaplazable tarea de transformar y sustituir las viejas 
estructuras de la sociedad y del Estado constituyen la tarea o com
promiso histórico de todos los que integramos esa «vieja piel de 
toro», arrugada y plegada por tantas incomprensiones y caciquiles 
intereses minoritarios, que se suele denominar alternativamente «E s
paña» o «Estado español», etc.

Valentía política, creatividad y convivencia democrática y en
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libertad son los ingredientes de tal transformación. ¿Lograremos 
acertar, en esta peculiar y única oportunidad histórica?

Las palabras de Ortega y Gasset en el debate constitucional 
de 1931, aún cargadas de temores e intuitivas consideraciones, cons
tituyen una base de reflexión:

« ... España no es Madrid, Barcelona y tres o cuatro ciudades que 
forman el escaparate histórico de nuestro País... La verdadera Es
paña es otra, enorme, latente, profunda, agarrada al terruño... Que 
entreguemos esa vida local a los que tienen que vivirla, para obli
garles a que tomen en sus propias manos su propio destino y a que 
aprendan a ser de él rectores y responsables... Me interesa hacer 
capaces a los incapaces y todavía no se ha inventado mejor manera 
para enseñar a nadar que arrojar al aprendiz al agua... Yo imagino 
una España nueva, constituida de grandes unidades regionales...»
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El cambio de actitudes y valores

Francisco Javier Alonso Torréns
S o c ió lo g o

E D IS

La acuñación del término sociopolítico de «cambio» ha resul
tado ser una idea con éxito y feliz. Difícilmente se expresa de otra 
manera la fenomenología social que ha superado el inmovilismo y 
ha renunciado a la revolución.

En la España de las últimas décadas el «cambio social familiar, 
político, religioso, cultural, demográfico, económico y mil etcéteras 
más» es algo tan palpable e incluso tan popular, que tomado como 
«slogan» (lógicamente no sólo por el «slogan»), ha llevado al 
poder hegemónico, por primera vez en su centenaria historia, a un 
partido político de raíces revolucionarias, con los votos esperanza
dos e ilusionados de 10.000.000 de españoles, cuyas características 
globales tienen más que ver con las clases medias que con las ca
pas más oprimidas de esta sociedad.

Hace ocho años esta misma revista (DOCUMENTACION SO
CIAL, núm. 18, abril-junio de 1975) dedicaba un número mono
gráfico al Cambio Social en España. Se analizaba entonces, desde 
muy diversas perspectivas, el cambio efectuado en España en la 
década del 60 y parte del 70.

Hoy lo hacemos del último período (75-83), en el que la acele
ración de los acontecimientos (muerte de Franco, cambio de régi
men, transición democrática, la alternativa en el Poder...) sin duda 
ha incidido en una más clara aceleración del cambio socio-cultural.

La realidad sociocultural de España no ha sido en ninguna épo
ca de su historia algo estático y acabado. En cualquier país, y en 
cualquier momento, la realidad social está en cambio, en tránsito,
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en plena evolución. Unas veces el cambio es más lento y la reali
dad social parece inmóvil, y en otras épocas el cambio se nota casi 
por días...; la característica más acusada, con todo, del mundo 
moderno es esta de los cambios rápidos y profundos.

Ls cambios en las actitudes y valores no son otra cosa más que 
una parte integrante de los cambios producidos en la sociedad glo
bal. De alguna manera una parte importante y determinante de la 
profundidad y del ritmo del mismo cambio social.

R E LA C IO N E S D E  CONCAUSA

Es difícil establecer de modo claro y preciso la relación causal 
existente entre cambios estructurales (jurídicos, políticos, económicos, 
de habitat, etc.) y cambios psicosociales a nivel de actitudes y normas 
en los individuos, ya que parece que están tan íntimamente ligados 
que el cambio de valores acelera el cambio de estructuras, y que estas 
estructuras nuevas generan unos nuevos valores.

Las sociedades viven y se mueven dentro de lo que los soció
logos llamamos «sistemas conjuntados de valores sociales», que fun
damentalmente se manifiestan a tres niveles: a nivel de valores 
mentales y a nivel de valores comportamentales (usos, costumbres, 
ética, moral) y a nivel de formalización legal, tanto de los valores 
mentales, como de los valores comportamentales, es decir, que en 
una sociedad «estable e integrada», los individuos que a ella per
tenezcan participan todos, en alguna medida, de las mismas ideas, 
se comportan todos de parecido modo y aceptan la sanción legal 
tanto en su modo de pensar como en su modo de vivir. Es necesa
rio reconocer de entrada que este tipo de grupo humano, por pe
queño y primitivo que sea, no ha existido nunca, ya que el dina
mismo y la creatividad, al menos de algunos hombres, hace que 
surjan avances, retrocesos, desviaciones, en suma, en la manera 
de pensar y comportarse con respecto a la globalidad.

A la base y a la raíz del «cambio» en general, siempre está 
la mutación de esos valores mentales, actitudinales y comportamen
tales de que vengo hablando, que de manera imperiosa produce a 
medio plazo la subsiguiente evolución del sistema legal que legitima 
los valores en uso.
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La aplicación de este «marco teórico» al caso español de la úl
tima década resulta ser muy interesante.
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E N  E L  «TARDO FRANQUISM O» F U E  LA ANOM IA...

Los profesionales de los estudios de opinión pública en Es
paña en las dos últimas décadas hemos vivenciado y denunciado 
repetidamente que los valores mentales de comportamiento de la 
mayoría de la población cada vez tenían menos que ver con «las 
ideologías», «las morales» y los códigos jurídicos oficiales.

En febrero de 1975, unos meses antes de la muerte de Franco, 
yo mismo escribía lo siguiente:

«La moral oficial y la vida del país corren por vías que no se 
encuentran. Los cánones ético-jurídicos, políticos o morales que ri
gen la vida de esta sociedad se desvían excesivamente de la menta
lidad y sobre todo del comportamiento medio normal de la mayoría 
de los individuos. Ha surgido la anom ía.

Siempre ha existido anomía. Siempre habrá distancia entre nor
ma y vida...

Los observadores de la realidad social de todos los tiempos, los 
moralistas, los jueces y los gobernantes de la historia entera de la 
Humanidad, han estado preocupados y solícitos porque ese desfase 
entre realidad y «formalidad» no fuera excesivamente grande. Por
que el foso entre oficialidad y realidad no fuera al menos escanda
loso a nivel global.

Sin embargo, el fenómeno pone en evidencia la falta de agilidad 
de los moralistas y legisladores, la invalidez e inutilidad en muchí
simos casos de unas normas de pensamiento y de conducta plasma
dos en el papel de los Códigos, de los que la mayoría de los ciu
dadanos o se burla de hecho o vive de espaldas a ellos.

«En la nueva situación» (que es nueva cien veces al año» —pa
rece decirse— este pensamiento o esta norma no tienen posible apli
cación, y otras —válidas y adaptadas— no se crean o se crean tar
de... Un sector mayoritario de la población, en todo caso, piensa 
y vive al margen del «orden establecido».

Y es que sucede que el «orden se establece» a partir de una 
cosmovisión de altas capas, de una filosofía de la vida también es
tablecida, pero no participada, no hecha carne y vida del pueblo, 
no a partir de la realidad del pueblo, sino de las clases especulati
vas y dominantes (los grandes y profundos pensadores, los altos 
moralistas, los juristas de la filosofía del derecho) que eligen para 
el pueblo lo que ellos creen que es válido para él, sin parar mientes 
en más averiguaciones.
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Esto ocurre y ha ocurrido siempre. La distancia entre el legisla
dor y el pueblo es grande. Para que en la práctica la ruptura no 
sea escandalosa la ley y la moral se imponen. Pero cuando la reali
dad social es cambiante, el problema se agrava.»

(Javier A l o n s o  T o r r é n s : «La anomía de los españoles». HD.
(Febrero 1975.)

En alguna ocasión más, y por esa misma época, expresé en algún 
artículo («La moral de los españoles», «Los cambios en lo religio
so», Vida Nueva. Doc. Social) la distancia, que entonces era clara, 
meridiana y conflictiva, entre estructuras políticas, religiosas, ideo
lógicas y morales y lo que los españoles pensaban y vivían.

En los últimos años de Franco y en los primeros de la «transi
ción democrática», «no era normal a nivel de ley lo que a nivel de 
calle era normal», de tal manera que se podía decir que amplísimos 
sectores de la población vivían y se comportaban y sobre todo 
pensaban de modo «ilegal», «clandestino, «herético» y «neuroti- 
zante». Así se reflejaba en los sondeos de opinión, actitudes y situa
ciones..., y el «reflejo» no era todavía la cruda realidad.

No hay espacio en este breve artículo para enumerar todos los 
aspectos concretos en que esta anomía era clara, pero me resisto 
a silenciar algunas «rupturas» que para entonces ya habían tenido 
lugar y que dieron paso y facilitaron esa transición política popular 
sin traumas y sin dramas. La llamada «madurez del pueblo es
pañol».

ALGUNAS «RUPTURAS» DEL SISTEMA 
DE VALORES

Aplico aquí el término «ruptura« por lo gráfico que resulta 
el cambio de valores efectuado en un sistema social integrado, mo
nolítico y, aparentemente, sin fisuras, como lo era el español hasta 
bien mediados los 60.

Un sistema social hermético y cerrado, totalizante, cuya estruc
tura era similar en lo político, lo económico, lo familiar, lo educa
cional, lo religioso, etc., cuyos modelos mentales (dogmáticos, in
móviles e intransigentes) y cuyas normas de hacer y comportarse 
(rígidos, austeros e intolerantes) contaban con una legislación y
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unos «instrumentos» contundentes a la hora de hacerse «respetar» 
y cumplir. Era la dictadura a todos los niveles...

Pero, en virtud de múltiples factores, comienzan las rupturas. 
La «ruptura» de la unidad de fe y de ideología, la «ruptura» de la 
confianza en los dogmas y el sistema político, la «ruptura« de la 
unidad del comportamiento moral y de costumbres en materia de 
afectividad y sexualidad sobre todo, la «ruptura» o el resquebraja
miento de la «autoridad», las crisis de obediencia, la estabilidad del 
matrimonio, las luchas generacionales, la «ruptura» de la estabili
dad impuesta por la fuerza en la vida de la empresa (huelgas, con
flictos...), las «rupturas» (quizá las primeras) en lo religioso y en el 
seno de la Iglesia.

Los estudios psico-sociológicos de esos años descubren que mu
chos españoles no creen en Dios, que pocos creen en el mismo, 
porque hay mucha «imágenes de Dios», que viven o desean vivir 
un tipo de relaciones más horizontales que las verticales impuestas 
en lo político, familiar, educacional, etc., que hay cada vez más 
gente que no sólo no teme, sino que ama la libertad; que el pueblo 
es muy sensible a las injusticias, aunque no tenga cauce para pro
testar; que la sexualidad no es mala, que lo malo es la hipocresía; 
que debe ser lícita la huelga, y los sindicatos libres, y los partidos 
políticos, y la democracia.

Todo esto, y mucho más, con más detalle, queda plasmado en 
tablas estadísticas de encuestas y sondeos y posibilitarán al estu
dioso de la historia la comprensión de un cambio político que para 
los extraños ha parecido impensable por el comportamiento del 
pueblo que ha sido su protagonista.

El largo camino recorrido ha pasado por la elevación del nivel 
de vida, el éxodo del campo a la ciudad, el crecimiento desmesura
do de los centros urbanos, la industrialización y terciarización eco
nómica, la emigración, el contacto con otras culturas a través del 
turismo, el desarrollo de los mass-media, la democratización de los 
medios visuales, sobre todo la televisión; el consumismo, el desarro- 
llismo, la democratización de la cultura, la modernización de Es
paña.

Todos estos factores, y algunos más, están en la base del cam
bio cultural que supone el abandono de modos de pensar anacró
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nicos y la aceptación de los nuevos valores, como no podía ser de 
otra manera, porque las diferentes condiciones de vida «imponen» 
un diferente modo de pensar y comportarse, que a su vez generan 
muchas maneras de vivir.
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LA RECIENTE EVOLUCION DE LOS VALORES 

En lo socio-político

En los alrededores de 1980 (inmediatamente antes y después), 
por efecto sobre todo del cambio político, el desfase y la anomía 
de que se viene hablando, en ciertos aspectos o ha desaparecido o 
está en trance de desaparecer.

Me refiero sobre todo a aquellos temas en los que las diferentes 
leyes han legitimado situaciones condenadas y prohibidas y han 
legalizado situaciones: huelga, partidos, sindicatos, masonería, di
vorcio, etc., y la casi totalidad del pueblo español ha interiorizado y 
asumido con naturalidad, como si toda la vida lo hubiese estado 
viendo, la existencia y el funcionamiento de estas instituciones.

De una actitud global de condena, intolerancia y lucha contra... 
se ha pasado a la aceptación y a la tolerancia, que ha crecido aún 
más en los últimos tiempos por efecto del fracaso del golpe del 
23-F, el descalabro de los partidos de ultraderecha y el triunfo ro
tundo de la democracia y el sistema de alternancia en el poder 
el 28-0.

No soy, sin embargo, excesivamente optimista en lo que se re
fiere al cambio de actitudes y de comportamientos en materia de 
participación política. Las actitudes «pasivas» y de «espectadores» 
siguen privando entre la mayoría, sino tanto como en los tiempos 
de la dictadura, sí en gran parte. Es posible que los gobernantes a 
todos los niveles, desconozcan o no sepan emplear (o quieran poco 
hacerlo) los mecanismos de la información y de la participación 
ciudadana. En este terreno da a veces la impresión que en lugar 
de progresar se retrocede. En política votar no es todo..., pero 
gran parte de España sigue pensando que «la política, para los po
líticos, que viven de ella».

Lo que sí parece un valor democrático asentado y creciente es
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la valoración y la crítica de las actuaciones de los gobernantes, su 
sanción a través de las urnas y la opción por un proceso y un ca
mino de modernización y cambio moderado y gradual de esta so
ciedad.

Son insignificantes, a derecha e izquierda, los porcentajes de 
quienes optan por soluciones radicales.

En lo religioso

Sin excesivos traumas nacionales se ha pasado de la España ca
tólica, martillo de herejes, reserva espiritual, etc., a una España 
pluralista y aconfesional, laica, pero no anticlerical, donde los cre
yentes siguen siendo mayoría y los católicos practicantes menos de 
tres de cada diez.

La omnipresencia de la Iglesia en la vida pública y privada 
de los españoles, hecho común y nada chocante del período fran
quista, ha pasado a ser una presencia discreta, incluso «entre bas
tidores», aunque su «peso específico» se deje sentir ante cuestio
nes puntuales de la vida social.

Ya se ha aludido con anterioridad a las «rupturas» de las uni
dades de credo y moral. Habrá que añadir que esta ruptura ha 
afectado también al comportamiento cultural y de práctica y que 
la misma figura de los líderes religiosos (sacerdotes, obispos) ha 
sufrido un giro copernicano en la realidad y en la percepción por 
parte de las personas.

Todo este conjunto de fenómenos ha traído consigo una dife
rente manera de ver la religión y lo religioso, y en buena parte, la 
«disolución» (como si de un azucarillo se tratara) del hecho reli
gioso en las conciencias de muchos españoles.

En la actualidad, las pocas polémicas religiosas suscitadas con 
alguna garra en la opinión pública nacional se reducen a aquellas en 
las que la legislación de un Estado moderno no puede por menos 
de «rozar» planteamientos definidos de siempre y de antemano por 
la Iglesia católica.

Por nombrarlas en concreto, éstas son: el divorcio, la función 
de los tribunales eclesiástics de matrimonio, la enseñanza religio
sa y la financiación de centros docentes, el aborto, la sexualidad^ 
etcétera.
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La fidelidad y el acatamiento a las doctrinas oficiales de la 
Iglesia católica, siempre según datos de los últimos sondeos, se 
reduce al porcentaje de sus fieles practicantes: entre un 25 y un 
35 % de la población adulta. El resto del pueblo español mantiene 
posiciones mentales y actitudinales autónomas y libres, «al mar
gen» de lo que diga o no diga la doctrina oficial, sobre todo en lo 
referente a comportamiento sexual, matrimonio y familia.

De cara a un futuro inmediato es de esperar polémica y con
flicto en dos puntos concretos: la despenalización del aborto y la 
financiación de los centros docentes.

En la vida familiar
El proceso de evolución y cambio en la manera de concebir 

y de vivir la realidad familiar es también secular y ha seguido de 
modo extraoficial y soterrado durante los famosos cuarenta años, 
aunque la propaganda oficial quisiera hacer creer que aquí existía 
una paz idílica en esta materia y que las familias españolas no te
nían «rupturas», «fisuras» ni conflictos.

Apunto a continuación algunos puntos concretos que intentan 
describir la realidad familiar que aquí se vive a partir de posicio- 
namientos mentales y actitudinales confesados en estudios psico- 
soclales.

La mayoría de los matrimonios españoles viven una relación 
satisfactoria de pareja. Alrededor del 8 % viven situaciones de 
relación interpersonal conflictiva en mayor o menor grado. La raíz 
de los conflictos se centra principalmente en la «falta de conoci
miento, valoración y aceptación» del otro/a.

Las relaciones padres-hijos han evolucionado claramente desde 
posiciones «verticalistas» (autoridad/obediencia) hacia relaciones de 
tipo más horizontal (libertad-igualdad). Esta evolución y transfor
mación en el funcionamiento de la familia es algo más impuesto 
a los padres que buscado y querido por ellos mismos.

La prolongación de la familia nuclear en grandes capas socia
les de nuestro país se reduce a la necesaria recepción en el seno 
de la familia del anciano o los ancianos, que ya no son como anta
ño, los dueños de la situación y los que dirigen los destinos de la
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familia, sino unos seres que «dependen» de la acogida que les 
dan los hijos, y cuyo único poder reside en la mermada pensión 
de jubilación que perciben.

En buena parte la «igualdad de derechos» entre hombre y mu
jer es más un deseo que una realidad. La distribución de tareas en 
el hogar, el bajo porcentaje de mujeres en el trabajo remunerado, 
la poca preparación de la mujer, el «machismo imperante», entre 
otras muchas causas, determinan una situación desigual entre hom
bres y mujeres.

Son relativamente lentos los intentos de ruptura de la tipifica
ción de papeles en el seno de la familia (el marido, ganar dinero; 
la mujer, cuidar de la casa y de los niños). Aún entre la juventud 
no está del todo clara esta ruptura. Mayoritariamente la sociedad 
española sigue pensando de modo tradicional.

La opinión pública distingue entre «toma de decisiones» y 
«ejecutor de las mismas» en el seno de la familia. Se concede a 
ambos cónyuges (con preponderancia del marido) el papel de «to
mar las decisiones». La «ejecución» de la mayoría de esas decisio
nes, sobre todo las ordinarias, suele ser papel de la mujer.

Existe un claro desfase entre matrimonios en crisis y matrimo
nios potenciales solicitantes de divorcio. Sólo un tercio, o menos, 
de los que confiesan vivir una situación conflictiva «lo solicitarían». 
De hecho, menos de la mitad de estos posibles solicitantes lo piden.

La población española mayoritariamente acepta la legislación y 
legitimación del divorcio. Todo hace pensar que la evolución pró
xima de la opinión pública será pronto casi absolutamente permisi
va y tolerante, lo cual no indica que esta sociedad se convierta en 
divorcista, por lo dicho anteriormente.

En los últimos años en la opinión pública española han calado 
muy hondamente los valores de la autonomía y libertad de los 
cónyuges en materia de planificación familiar (número de hijos). 
La gran mayoría opina que «es necesario decidir el número de 
hijos» y el «cuándo se deben tener». No se admiten «ingerencias» 
del Estado, al que se pide «información al respecto y medios», y se 
rebaja considerablemente el nivel de la influencia de la Iglesia ca
tólica en este tema sobre las conciencias.
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El aborto en España es totalmente ilegal y considerado y juz
gado como un delito, cualesquiera que sean las circunstancias en 
que se realice. La opinión pública está recientemente muy sensibili
zada por hechos, juicios, manifestaciones, etc., que se transmiten 
a través de todos los medios de información.

Los defensores o partidarios del aborto (en ciertas circunstan
cias) han ganado en estos últimos tiempos rápidamente adeptos. 
El último sondeo nacional fiable apunta ya a una mayoría de per
misivos y tolerantes y partidarios de la despenalización y legali
zación en ciertos casos.
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A MODO DE CONCLUSION

He pretendido describir un proceso mental y actitudinal de la 
sociedad española, necesariamente complejo y difícil de reducir a 
un puñado de ideas.

Me he fijado en concreto en la evolución de actitudes y valo
res en tres campos importantes de la vida social: lo socio-político, 
lo religioso y lo familiar... No se me ocultan las limitaciones y las 
lagunas, pero un desarrollo en detalle de este amplísimo tema se 
sale de los límites de un artículo y requeriría un número mono
gráfico,

Parece importante terminar este trabajo haciendo alguna alu
sión al futuro, cambio de valores a partir de los posicionamientos 
mentales y actitudinales de quienes ya son hoy los protagonistas 
de ese futuro: la juventud.

En recientes estudios sobre valores y pautas de las nuevas ge
neraciones (estudios actualmente en ejecución en Madrid, Cádiz, 
Móstoles, Elda, etc., en realización en E. D. I. S.), se presenta un 
panorama llamativo, y a veces contradictorio, del que entresaco las 
siguientes ideas: la juventud actual vive mayoritariamente integra
da los valores de la cultura dominante en la sociedad en materia 
social, política, educacional y de consumo. Rompe por completo 
los esquemas tradicionales en cuestiones de afectividad y sexuali
dad en línea de total libertad, tolerancia y autonomía.

Existe un importante sector (25-35 % ) que vive y actúa «al
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margen» o incluso en contra de los modelos mentales y compor- 
tamentales de la sociedad global, y este sector se perfila como la 
punta del iceberg de una sociedad futura que, naturalmente, ha de 
limar sus aristas y modificar y adoptar su comportamiento en el 
proceso, pero que apunta a la continuación de la evolución y el 
cambio.
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Educación y cambio

Francisco Bastida 
Francisco Lara

Desde la famosa Ley Moyano de 1857 hasta la II República 
Española no hubo, realmente, ningún intento serio de acometer a 
la reforma de la educación en España.

Desde el aplastamiento de los liberales en 1823 y la consiguien
te secuela represiva, hasta 1868 en que la burguesía liberal inicia 
una tímida y nunca lograda reforma, es decir, durante una gran 
parte del siglo xix, las acciones de los sucesivos gobiernos de Fer
nando V II y su hija Isabel II representan una continuada suma 
de despropósitos en todos los terrenos y, particularmente, en el de 
la educación.

La efervescencia europea apenas hace mella en nuestra aristo
cracia terrateniente ni en los sectores burgueses, incapaces también 
de impulsar nuestra industria y nuestras finanzas. El poder político 
se pasa de mano en mano, de los espadones del pronunciamiento a 
los gropúsculos en torno a la corona.

Las acciones renovadoras se producirán al margen de cualquier 
iniciativa oficial. Así, en 1876 se creará la Institución Libre de 
Enseñanza, en cuyos primeros cuadros promotores y directivos se 
encontraban algunos catedráticos que el gobierno de Cánovas, en 
1875, había separado de sus cátedras, medidas contra los que se 
habían opuesto a la libertad de cátedra y que afectó a Giner de 
los Ríos, Azcárate y otros.

Aunque el espacio nos exige brevedad, no podemos dejar si
quiera de citar la efímera Escuela Moderna de Ferrer Guardia, a 
principios de nuestro siglo.
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Durante la Dictadura sigue actuando la Institución Libre de 
Enseñanza, e igualmente durante la II República, si bien en este 
período algo atemperada por su falta de adecuación a las circuns
tancias. Movimiento elitista y acrónico, como reconoce F. J. García 
Fernández («A cien años de la Institución Libre de Enseñanza», 
en «Hechos y Dichos», núm. 476, septiembre 1976), fue, no obs
tante, un importante fermento renovador en el campo de las ideas 
y la enseñanza.

La II República va a intentar dar un impulso a la Educación. 
La República sí se percata de la importancia de este factor dentro 
de una política seria y pensada como servicio del pueblo.

Pérez Galdós sintetiza la labor de la II República en el terreno 
de la enseñanza, centrándola en tres campos:

Escuela unificada que planteaba, por un lado la imbricación 
de los diversos niveles educativos en un todo con lo que conlleva 
de cambio en la concepción de la vida escolar y su dinámica y las 
relaciones interescolares, así como de concepción de la pedagogía; 
por otro, venía a reivindiar la idea de escuela pública, no clasista, 
igual para todos. (Las «instituciones educativas» prestarán el ser
vicio de la educación «enlazadas por el sistema de escuela unifica
da», artículo 48 de la Constitución Republicana.)

Escuela laica: se trataba de una antigua reivindicación que la 
República plasmará en su Constitución desde varios artículos. Así 
el artículo 26.4 prohíbe a las Ordenes religiosas «ejercer la indus
tria, el comercio y la enseñanza». Y en el artículo 48 determina 
rotundamente que «la enseñanza será laica». El Vaticano alzaría 
pronto su voz condenatoria.

Organización de la enseñanza desde las autonomías. Esto hizo 
posible que en Cataluña se comenzase prontamente a la organiza
ción de lo concerniente a la educación con medidas como la crea
ción de la Universidad autónoma.

Las resoluciones adoptadas por la República no se hicieron es
perar tras entrar el primer gobierno. «El primer año de la Repúbli
ca fue un año de fiebre de construcciones escolares» afirma G. Jack- 
son en La República española y la Guerra Civil (Ed. Crítica, Barce
lona, 1976). E l mismo autor calcula que entre un millón y millón 
y medio de niños no iban a la escuela. «Así, durante los primeros
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años de gestión republicana, se fueron produciendo transforma
ciones importantes en el aparato educativo: la creación de Consejos 
escolares, el incremento considerable del número de maestros con 
mejora de sus salarios, la reforma de las Normales, la organización 
de las Misiones Pedagógicas» (Pérez Galán: «La enseñanza en la 
II República», en Cuadernos de Pedagogía, núm. 77, mayo 1981.)

E L  LARGO P A R E N T E S IS  D E L  FRANQUISM O

El triunfo de los militares rebeldes tras la Guerra Civil; la 
vuelta al poder de la oligarquía financiera y la burguesía; la orques
tación de todos los medios legales (Principios Fundamentales del 
Movimiento, Ley Orgánica del Estado más tarde. Sindicato Verti
cal, etc.), ideológicos y religiosos para que las clases poderosas 
pudieran, con la «ley» en la mano afirmar su poder; la crisis mun
dial que acarrearía la II Gran Guerra, etc., etc., harán posible que 
los timoratos avances conseguidos fuesen hundidos en la sima del 
oscurantismo más feroz. Pensadores, científicos, profesores, escrito
res que sobrevivieron a la Guerra Civil, y que se habían opuesto 
al levantamiento, tuvieron que buscar refugio en otros países. Los 
que permanecieron, o bien tuvieron que callar, o bien fueron apar
tados de sus cargos y relegados a lugares grises del país si intenta
ron mostrar su desacuerdo con el régimen (casos de Tierno Galván, 
Aranguen, García Calvo, etc.).

España queda culturalmente anclada en un pasado pretendida
mente religioso con ribetes de espíritu castrense. Así lo expresa don 
Romualdo Toledo, director general de Enseñanza Primaria: «Fren
te al naturalismo político nosotros colocamos la espiritualidad ca
tólica; frente al mentido respeto a la conciencia del niño, nosotros 
afirmamos la necesidad del dogma» ... «frente a la felicidad ofre
cida en la escuela con los goces materiales, nosotros predicamos la 
necesaria derrota de las pasiones humanas y la temporalidad de los 
bienes terrenos...». La descentralización de lo cultural y la poten
ciación de las culturas autóctonas que posibilitaba la República, son 
vistos así por don José Pemartín en Qué es lo nuevo (Espasa- 
Calpe, Madrid, 1940): «Pero no se crea que nos limitamos a estos 
dos focos (Cataluña y el País Vasco) de antiespañolismo en las pro
vincias. Madrid habrá de ser muy seriamente vigilado. Madrid, al
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fin y al cabo ha sido el mayor traidor intelectual de España. De la 
Insitución Libre de Enseñan2a, anticatólica, antiespañola, no ha de 
quedar piedra sobre piedra. Se ha de transformar en centro de 
españolismo. La alta enseñanza madrileña habrá de ser inexorable
mente de aquí en adelante patriótica y leal, o no ser...»  Y sobre 
la mujer añade: «Se debe, en efecto, tratar de encauzar la gran 
corriente de estudiantas apartándolas de la pedantería feminista de 
Bachilleras y Universitarias, que deben ser la excepción, y orien
tándolas hacia su propio magnífico ser femenino, que se desarrolla 
en el hogar.»

Y como muestra de la vinculación del Estado con la Iglesia y 
sus connotaciones represivas tanto externas como en la conciencia, 
entresacamos estas palabras del discurso de Ibáñez Martín en Va
lencia en 1950, siendo Ministro de Educación Nacional:

«Entre las actividades religiosas diarias y semanales incluyen la 
oración al comienzo y al final de la jornada escolar, el «Angelus», 
las visitas al Santísimo, la oración de la Santa Infancia, la lección de 
catecismo, la sabatina, el santo rosario, el Evangelio dominical y la 
Misa de los domingos...» «Encuadrando este panorama de protección 
a la enseñanza religiosa está el ambiente íntimo de la escuela esta
tal, que ya, por fortuna, proclama una cristianización efectiva.»

Pero esta compacta muralla no podrá impedir filtraciones de 
ideas nuevas, ni podrá contener algunos cambios muy interesantes 
que van a ir produciéndose en el seno del movimiento pedagógico, 
aún en pleno franquismo.

Un primer aspecto, que creemos va a tener influencia en los 
próximos años: la aplicación al campo de la enseñanza de la aven
tura tecnológica. Esta va a producir una creciente transformación, 
no sólo en los planificadores nacionales, sino en los mismos edu
cadores y alumnos.

Otro aspecto que va a influenciar fuertemente: desde lo hondo 
del pensar humano surge, desde tiempo atrás, quizá impulsado por 
esa corriente tecnológica, quizá por un hastío de tanta comodidad, 
un brote que en distintos lugares, con matices diversos, con colo
ridos dispares, va a expresarse como escaparate en el «Mayo del 68». 
No pretendemos mitificarlo, sólo usar aquella hora, aquel despertar, 
como imagen de lo que en muchas partes estaba, en muchas perso-
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ñas y grupos que gestaba, pero que como imagen visible resuena en 
París.

Pero, en España, será muy al final del régimen franquista cuan
do la fuerza de los hechos, la presión social que, aún contenida, se 
dejaba sentir la que hará reconocer al propio General Franco: 
«todas las ideas y todos los hechos están sometidos a análisis crí
tico y, en su caso, a nuevos planteamientos». A sólo seis años del 
final del franquismo (1969), el ministro de Educación José Luis 
Villar Palasí, promueve una revisión del sistema educacional que 
será el basamento de la nueva Ley General de Educación.
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LA LETRA DEL ESPIRITU

Tras un largo análisis de la situación social y económica del 
país, y de un repaso al estado de la educación en ese momento, el 
Libro Blanco {La Educación en España. Bases para una política 
educativa) pasa a plantear lo que serán, efectivamente las «bases 
para una política educativa», el espíritu que daría vida al cuerpo 
de esa ley. Que esa letra y ese espíritu diesen unos frutos será otro 
cantar.

Vamos a ver cuáles eran las ideas inspiradoras de la nueva Ley, 
pero antes nos parece coherente plantear las líneas generales de 
ese análisis de la situación española que, en definitiva, va a empu
jar para que las cosas cambien.

Como decimos, las ideas básicas para una nueva política edu
cativa se propone tras reconocer:

—  Que el sistema educativo español es obsoleto, pensado para 
épocas pasadas, y que las reformas que se han emprendido 
en las últimas décadas han sido parciales y no mirando a la
educación en su conjunto.

—  Que la evolución de la sociedad ha ido más aprisa que las 
reformas, las cuales no han cubierto las necesidades de for
mación cultural que demanda una comunidad que aumenta 
demográficamente y que reclama una mayor calidad en la 
enseñanza y una adecuación de ésta a las necesidades de la 
industria y de los diversos sectores de la economía.
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—  Que en la sociedad española se ha producido un cambia 
cualitativo y cuantitativo: aumento de la población; cam
bios geográficos de ella; aspiraciones crecientes a alcanzar 
un mayor nivel de vida; sensibilización ante las desigualda
des sociales; aumento de las personas ocupadas en los sec
tores secundario y terciario y disminución de las del prima
rio, y ello como consecuencia de la industrialización y me
canización del país que precisa de una mano de obra es
pecializada.

—  Que los medios de comunicación se multiplican incesante
mente acercando el entorno social, pero a la vez sometiendo 
al individuo a un bombardeo de informaciones que le obli
gan a seleccionar y criticar muy apresuradamente.

—  Que la evolución política exigía una mayor participación 
ciudadana. Eso conlleva una mejor preparación de los in
dividuos.

—  Que España atravesaba una crisis de valores, los cuales es
taban sometidos a revisión. Admitían que las ideologías y 
las estructuras sociales no eran válidas y que se hacía ne
cesario un cambio.

Y de aquí pasaban a exponer las líneas maestras que inspiraban 
la política en educación:

Se comienza ofreciendo a todo español una educación general 
y básica gratuita; facilidad para el acceso a posteriores estudios y 
gratuidad en el bachillerato cuando sea posible. La educación estará 
inspirada en la religión cristiana y en los Principios del Movimiento 
Nacional.

Se pretende, con muy buen criterio, darle un sentido de globa- 
lidad a todo el sistema educativo, adaptándose al desarrollo del 
chico y sirviendo las inclinaciones vacacionales del alumno/a. Igual
mente se sugiere que la metodología se basará en los principios de 
la pedagogía activa, no insistiendo tanto en la acumulación de sa
beres cuanto en la formación global. No obstante, y paradógica- 
mente, se pretenderá la formación de un individuo adaptado a las 
demandas de la sociedad capitalista, competitiva y de consumo.

Se habla de la educación como proceso permanente.

190

lO

índice



Pretende, por último, el Estado expansionar y mejorar la en
señanza estatal y fomentar la participación de la Iglesia, la familia^ 
el Movimiento, las Corporaciones locales, las empresas, etc., en 
todo lo concerniente al hecho educativo.

Vistos el precedente análisis de nuestra sociedad y la relación 
de buenos propósitos, ¿qué puede decirse al respecto y después de 
transcurridos algo más de una docena de años?

Nos parece muy encomiable el hecho de que se reconociese por 
los mismos individuos del Régimen (aunque dicho en lenguaje crí
tico) que éste se venía abajo y que los españoles necesitaban luchar 
por un sistema democrático (es decir, se apreciaba «una clara ten
dencia hacia una mayor participación ciudadana»).

Asimismo, se ven forzados a admitir que el resultado del Régi
men de Dictadura militar había dado como resultado (porque eran 
los valores que fomentaron) una mayor agudización de contradic
ciones, entre las clases sociales; la insolidaridad y «la carencia de 
espíritu de sacrificio de las más favorecidas con respecto a las 
menos»; una mayor activación de las exigencias de consumo que 
genera la emulación de clases, el arribismo y la competencia; una 
desigual «distribución de riqueza», y el vacío de ideales.

Pero, aún admitiendo todo ello, una vez visto quienes legisla
ban, no se podía esperar ningún cambio profundo (el cambio ne
cesitado era de estructuras, no de ciertas formas).

Los propósitos, pues, no van muy allá y algunos de ellos, los 
más avanzados, eran insostenibles dentro del sistema político vi
gente entonces.

El fondo de la educación lo formaban en el nuevo proyecto la 
doctrina del Movimiento y la religión cristiana. Seguimos como 
antes.

La oferta de Educación General Básica gratuita hoy sabemos 
que es una falacia. Al no haber centros suficientes, ni suficiente
mente dotados los que existen, los centros privados abundan en un 
alto porcentaje. (Unos datos de 1980 nos indican que solamente en 
EGB asisten 2.099.219 alumnos — el 37,55 por 100—  a colegios 
privados frente a 3.491.195 — el 62,45 por 100—  que reciben su 
formación en centros públicos.)

Por otro lado, el mimo con que el MEC ha tratado preferente
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mente a la escuela privada sobre la pública (en el mismo año de 
1980, más del 18 por 100 del presupuesto para Educación, cerca 
de 59.000 millones de pesetas — ^pesetas de dinero público, que nos 
es descontado a todos los españoles—  será para la subvención de 
los colegios privados, en los cuales no abundan, precisamente, los 
hijos de los menos favorecidos), esa preferencia de trato, decimos, 
ha prestigiado a aquélla sobre ésta, la cual se limita a la preparación 
de las élites del país en todos los niveles sociales donde existen.

La prometida reforma metodológica no pasó de ser un buen 
deseo pese a todas las sugerencias y niveles básicos de referencia 
que se han creado, y todo ello por una sola razón: la metodología 
activa y racional, que apoye el desarrollo personal de cada niño, 
es incompatible con una programación recargada e irracional como 
la que existe actualmente. Por otra parte, el espíritu de la ley habla 
de preparar individuos adaptados al sistema, a las demandas de un 
modelo determinado de sociedad, y eso es antagónico con el «crear 
cabezas bien hechas y no bien llenas».

El último aspecto que hemos considerado, fomentar la partici
pación, no merece ningún tipo de comentarios, es pura anécdota, 
fomentar la participación de la Iglesia y el Movimiento no era ne
cesario, ¿tenían que inmiscuirse aún más en la enseñanza? En cuan
to a promover la participación del resto de los ciudadanos, ahí te
nemos la que se explícita en el Estatuto de Centros Docentes, 
última fruta del mismo árbol.
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ALTERNATIVA D E SD E  LA B A S E

La búsqueda de una salida a la situación de opresión va confi
gurando grupos, publicaciones semipermitidas, encuentros entre 
enseñantes... En cada ciudad aparece un núcleo o varios que van 
concienciando a compañeros y entre todos se establece una alter
nativa de cambio. Pero no sólo en el campo ideológico sino, y 
sobre todo, en el práctico.

Esta alternativa que moviliza a extensos grupos llega a expre
sarse públicamente de diversos modos. Como ejemplo, y por ser 
la primera que aparece a la luz pública, recogemos la del Colegio 
de Doctores y Licenciados de Filosofía y Letras y Ciencias de Ma
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drid. El documento se aprueba en Madrid el 31 de enero de 1976. 
Ha sido el esfuerzo de muchas personas pensando, discutiendo y 
poniendo en práctica muchas experiencias.

La alternativa a la enseñanza que aquí proponemos no puede 
ser pensada como un nuevo intento de reforma. La reforma se ha 
demostrado imposible por las contradicciones del capital. Por ello 
no puede pensarse que el capital acepte o apoye ningún intento 
de ofrecer alternativa. La lucha por una educación alternativa sólo 
puede ser protagonizada por los directamente implicados en ella 
—padres, profesores y alumnos— y en sentido más amplio por 
todos los trabajadores. Pues esta transformación de la enseñanza 
se inscribe en el marco más amplio de una transformación global 
que abandone la lógica del beneficio privado para entrar en la lógi
ca del trabajo, en la lógica de la utilidad social. (Alternativa a la 
enseñanza, I ntroducción.)

El movimiento de enseñantes plantea tres condiciones. La es- 
colarización total. También estaba en la Ley pero así como su aná
lisis se basaba en medias nacionales ahora, se tiene en cuenta el 
contacto entre los propios docentes y se descubre que la relación 
profesor-alumno, 1/34 ofrecida por el MEC dista mucho de ser 
real, al tener en cuenta que en las grandes ciudades se sobrepasa 
en ocasiones el 1/50. Lucha de datos, pero claro predominio de 
realidad en las contrastadas desde los enseñantes.

Otra condición es la escolarización gratuita. Esta, oficialmente, 
sólo tiene en cuenta el mantenimiento del edificio y el coste del 
profesorado (y esto no totalmente en la escuela pública si recorda
mos las permanencias); la partida de «gastos de material» no llega 
ni a costear el gasto de tiza.

Tercera condición es el apoyo decidido a la escuela pública por 
pensar que mientras ésta no tenga un nivel adecuado huelga el 
ayudar a la enseñanza privada.

Los enseñantes se han propuesto una tarea, se trata de la demo
cratización paulatina desde el aula hasta el padre del alumno. Hasta 
ahora no se ha dejado ningún resquicio. Es verdad que la Ley habla 
de participación, pero no se han dado cauces a esta participación y 
no existe. Y cuando se intenta, los obstáculos a vencer son de tal 
calibre, que se necesita ser héroe para permanecer en el empeño.

Al ponerse en contacto los enseñantes han descubierto que hay 
que encontrar un nuevo modelo de escuela que se plasma en grupos
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pedagógicos que también plantean una alternativa desde la misma 
enseñanza. Como más relevante aparece el MCEP (Movimiento 
Cooperativo de Escuela Popular), antes ACIES, que hace una clara 
opción a favor de la liberación y la investigación común en el aula. 
Su alternativa irá plasmándose en documentos, congresos y, sobre 
todo, en la labor callada en cada colegio, en cada aula. Valorando 
sobre todo el tanteo experimental y el aprendizaje científico, ha
ciendo hincapié en la creatividad y en la investigación.

De este encuentro de enseñantes surge también, y lo refleja en 
la lina pedagógica el III  Congreso del MCEP (julio 1976), la des
centralización y planteamiento de las autonomías educativas.

a) Reconocimiento de las nacionalidades del estado español.
b) Recuparación defensa y desarrollo de las culturas de las 

distintas nacionalidades.
c) Lengua materna como primera lengua de la clase.
d) Programación que responda al medio en que se desenvuel

ve el alumno, teniendo en cuenta el desarrollo de una ac
titud crítica y claramente popular.

Estructuralmente hay dos elementos de gran importancia toda
vía que vienen a complementar el cuadro completo; el ciclo único 
y el cuerpo único de enseñantes. Y finalmente el aspecto de la sin
dicación de enseñantes.

Este ciclo único será de los cuatro a los dieciséis años. Implica 
la eliminación de la doble titulación. Y plantea claramente la gra- 
tuidad total en este ciclo, así como la no discriminación.

En este proceso educativo se tiende a desarrollar la capacidad 
de enfrentamiento con la realidad, la capacidad a encontrar solu
ciones a los problemas que plantea la vida. Tanto a nivel práctico 
como intelectual. Se propone igualmente que en este Ciclo Unico 
estén integrados los dos factores del trabajo, el manual y el intelec
tual. Se pretende por otro lado no fragmentar precozmente la vi
sión de la realidad ya que se considera que los dos años de am
pliación (14 a 16) son decisivos en el proceso evolutivo de la per
sonalidad.

En cuanto a los contenidos de este ciclo se piensa que deben 
incluirse materias intelectuales, técnicas y manuales.

194

lO

índice



Se hace especial hincapié en los aspectos de desarrollo demo
crático y participativo desde los niños más pequeños, respetando 
todas las ideologías y planteando una escuela pluralista y aconfe
sional.

También se plantea la no selectividad y menos a los catorce 
años con lo que se va en contra de la doble titulación al final de 
la EGB; los problemas se anunciaron entonces y hoy ya los esta
mos sufriendo de manera más que abundante. Recordemos la preo
cupación que se refleja en la enorme cantidad de charlas, semina
rios, mesas redondas que se vienen celebrando en todo el Estado 
sobre el tema del fracaso escolar teniendo especial importancia en 
la terminación de la EGB. La selectividad que no vamos a tratar 
aquí en toda su amplitud tiene connotaciones muy importantes que 
durante los cursos siguientes va a crear más de un problema, sobre 
todo en los ámbitos universitarios. Pero sobrepasa el objetivo pro
puesto y bástenos decir que es uno de los temas aún no resueltos 
y que tiene múltiples interpretaciones.

Otro aspecto que nos parece de sumo interés es el concerniente’ 
a la educación. Entiende la Alternativa no sólo la educación con
junta de chicos y chicas en el mismo aula, sino un planteamiento 
pedagógico en el que la discriminación sexual comienza a desapa
recer.

Y el Cuerpo único de Enseñantes. Esta aspiración se enmarca 
en la variopinta situación que presenta el cuadro de profesores de
pendientes del Ministerio. Todo son categorías y emolumentos dis
tintos, cada cuerpo presenta múltiples escalones y cada etapa educa
tiva se ve atendida por distintas categorías de profesorado, no ya 
de dedicación sino que difieren en cuanto a horario, sueldos, res
ponsabilidades, etc.

El proyecto reunía cuestiones que hoy aún siguen planteándose, 
en el campo de los profesionales de la enseñanza.

A este fin conviene precisar que la consecución de dicho Cuer
po Unico está directamente encaminada no sólo a acabar con núes-, 
tra desunión, sino, y sobre todo, a destruir la concepción clasista 
de la enseñanza ... .

Creemos que los distintos niveles de conocimientos que se exi
gen al profesorado para impartir sus clases a sus respectivos ni
veles docentes deben ser considerados como meras especializacio-
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nes, dentro de un tronco único de formación de dicho profesorado. 
(Conclusiones Jornadas sobre Alternativa celebradas el 28 y 29 de 
junio de 1976 en Madrid.)

Y como toda alternativa que no pretende quedarse en el campo 
de la utopía plantea unos puntos que nos parecen objetivos plenos 
de sentido aunque no sean fáciles de conseguir, al menos hasta 
ahora.

Como característica de este Cuerpo Unico vemos la necesidad 
de una preparación equivalente a nivel universitario, aunque con 
distintas especializaciones del profesorado destinado a impartir este 
nuevo tipo de enseñanza. (Jornadas antedichas.)
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LA S M O V ILIZA CIO N ES D E  E N SE Ñ A N T E S

El momento de más importancia y que va a marcar de modo 
cotundente los años posteriores va a ser la movilización del año 76. 
El malestar es creciente, tanto en la enseñanza estatal como en la 
privada. En esta se produce una huelga muy importante en la que 
se acentúa la relación patrono-trabajador. El enseñante toma con
ciencia de que es un trabajador más, de que se explota su trabajo, 
su capacidad de ilusión, de que se le utiliza para fines que no son los 
meramente educativos. Se siente «correa de transmisión» de una 
ideología, de un modo de entender la sociedad que por otro lado 
no le gusta y lógicamente se rebela.

En la enseñanza estatal el impacto es más fuerte. A raíz de un 
decreto que colma el vaso y que aparece al iniciarse 1976, estalla 
una huelga, de modo descontrolado al principio pero que hace parar 
a veinte mil maestros en todo el Estado. A los veinte días, puesto 
que el MEC pretende desoír la postura mantenida, aparece otra 
huelga con 27.000 profesores en paro.

Aunque parece que la huelga no tiene éxito el entonces minis
tro señor Robles Piquer, convoca elecciones para un representante 
por provincia, y conseguir que de esa manera se rompiera la fuerza 
de los grandes núcleos de población, para que éstos le expusieran 
los problemas y se buscara una solución. Los maestros estatales 
aceptan el reto y el ministro se encuentra con que «sus» represen
tantes lo son realmente de los maestros y le ponen en un brete.
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Aunque no ya a Robles Piquer sino a Menéndez y Menéndez, su 
sustituto.

En las conversaciones se estudian los temas de más interés pero 
no sirve para conseguir nada, sin embargo, tienen la gran impor
tancia de poner en contacto a enseñantes de todo el Estado, de 
discutir sobre temas de lo administrativo, lo pedagógico, retribu
ciones, escuela pública, etc. Y se desarrolla un trabajo democrático 
desde los centros con una amplia participación que supera a las 
cien mil personas. El MEC sigue cerrando oídos y en noviembre el 
fenómeno desemboca en 95.000 maestros en paro durante casi dos 
semanas.

Esto hace que se hagan realidad la gestión educativa a nivel 
de los centros y la elección y renovación de los cargos directivos. 
No tanto a nivel provincial y estatal. Luego vendrá el Estatuto de 
Centros y echará por tierra logros conseguidos. Pero estos pasos 
siguen en pie. Otro aspecto importante es la recusación de la 
Inspección como favorecedora de una postura de cambio, es más 
bien quien frena y colabora a que nada se modifique. Su postura es 
ambigua, en realidad no está por la labor.

A nivel organizativo se consigue la creación de Sindicatos de 
Enseñantes que si hoy deja mucho que desear en aquel momento 
era un logro indiscutible.

EL CAMBIO REAL Y PROMETEDOR

Donde realmente incidió y prendió la mecha de un modo más 
fuerte fue en la conciencia de aquellas personas que habían luchado 
por hacer algo más que un mero poner sobre el tapete los temas 
a discutir. Para quienes preocupaba la calidad de la enseñanza es 
este el momento de más interés.

Los organismos oficiales; ICE e Inspección han intentado lle
var a cabo esta renovación y puesta al día que continuamente es
taban pidiendo los educadores. No han conseguido gran cosa. Hay 
que reconocer que han tenido medios, que han dedicado personas, 
pero no han sabido conectar con la problemática real del enseñante. 
En las Enseñanzas Medias se han limitado a promover unos cursos 
de captación pedagógica sin fe y sin contacto con realidad alguna.
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Quienes más los critican son precisamente las personas más res
ponsables en cuanto a la calidad de la enseñanza. Los profesores 
de EGB, con mayor preparación pedagógica se han visto tan ato
sigados por el cambio de programas y reformas, y por el conserva
durismo a ultranza de estas renovaciones que les han dado la es
palda o se han limitado a conseguir un diploma.

En cuanto a la formación del profesorado habría que recordar 
el Seminario celebrado en febrero de 1980 por los profesores de 
las Escuelas Universitarias de Formación del Profesorado sobre su 
propia validez. Decían allí que se daba una separación abismal entre 
la realidad y la teoría que era lo que se vivía en la Escuela. Se veía 
como cuestión grave el que no se exigiera una formación pedagógica 
para enseñar en BUP y FP y aún en la EGB en muchos casos, de 
ahí que las Escuelas de Formación del Profesorado se conviertan 
en meras expendedoras de títulos, no en preparadoras de profe
sionales educadores.

Por otro lado las prácticas que hacen los alumnos son en tan 
malas condiciones que no ven, por desidia en ocasiones, por incom
petencia de la Administración en otras, más que las escuelas donde 
se practica la pedagogía más conservadora.

En la propia Escuela se utiliza una pedagogía que se analiza 
como:

—  Con una fuerte dosis de improvisación.
—  Haciendo hincapié fundamental en los contenidos.
—  Utilizando mucho el libro de texto.
—  Recalcando fuertemente el contenido receptivo del alumno.
— Viendo el. aula como el único lugar de aprendizaje.
—  Recurriendo continuamente al examen escrito.
Cualquier alumno que se forma en este ambiente va a reprodu

cir el esquema eil su propio trabajo, en el aula con los niños.
A pesar de estos grandes puntos negros, tanto en la preparación 

como en el reciclaje del profesorado creemos firmemente que el 
cambio se está dando. Más aún el avance es muy grande porque 
se hace desde los plantamientos y posturas de los propios educa

; dores. Investigando desde dentro y no esperando el maná de los 
ajenos al proceso.
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Como ejemplo de estas puestas al día puede traerse a colación 
el gran auge de las Escuelas de Verano. Curiosamente están mon
tadas desde los propios enseñantes. La pionera «Escola d’Estiu» 
sirvió para que otros grupos de educadores se lanzaran a la aven
tura y ahora cada verano existen en cada región autonómica, a veces 
en cada provincia, y provincias donde hay varias, multitud de en
cuentros donde se exponen y se aprenden nuevos métodos, nuevos 
ensayos. Se camina.

No queremos extendernos mucho en este aspecto porque hoy 
están sometidas a un proceso de revisión intentando no perder la 
cualidad de encuentro entre educadores.

Los verdaderos artífices de esta renovación han sido los educa
dores. No podemos olvidar el esfuerzo de pequeños grupos en dis
tintos lugares y nacionalidades que, sin nombre, quizá, sin percibir 
nada a cambio, con sólo el interés por la educación y desde el 
anonimato han sido los promotores de las mejoras y sobre todo de 
la concientización de otros compañeros.

El MCEP como grupo pedagógico a nivel de todo el Estado es 
quizá uno de los mejores exponentes de cuanto se ha dicho. Ha 
desarrollado, dentro del máximo respeto a las culturas de cada na
cionalidad (recordemos que en sus congresos son oficiales las cuatro 
lenguas aunque se suela usar el castellano por ser hoy la más 
común), una labor de investigación en la búsqueda de una educa
ción participativa, que abra camino a la creatividad, donde el niño 
sea agente y no paciente de la tarea educativa. Su trabajo tiene la 
ventaja de que al ser cooperativo es muy difícil destacar nombres y 
personalizarlo, por tanto se evita el encumbramiento de personas, y 
su consiguiente destronamiento. Es un trabajo a partir del aula, 
aplicando investigaciones y avances propios y ajenos y dando como 
esquema evaluativo la confrontación en el grupo. Sus congresos 
anuales son un índice del avance real que se da en las aulas.

También queremos destacar el notable esfuerzo que se ha rea
lizado en la participación de los padres en el ámbito escolar. Los 
enseñantes y las APAS han reflexionado en conjunto. Aún existen 
colegios donde los padres de alumnos son temidos y mal vistos, 
pero son los menos, cada día se nota más el avance en este aspecto. 
En la democratización de la enseñanza éste es uno de los cambios 
que más se van a notar. Por aquí está uno de los retos más intere-
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sanies de la próxima década. De hecho en las Escuelas de Verano 
y en los Congresos del MCEP participan padres con espíritu de 
compartir y llevar conjuntamente la tarea educativa.

La corriente de cambio que se descubre en la enseñanza abarca 
fundamentalmente a la etapa de EGB y educación anterior. Es 
verdad que en la Universidad y en las Enseñanzas Medias los pasos 
son más lentos, pero aunque de menor cuantía hay aspectos que 
van haciéndose más y más notorios, sobre todo en lo que a parti
cipación se refiere.

Si quisiéramos hacer un elenco de cuanto hemos dicho y re
saltar aquellos aspectos que creemos pueden servir no sólo de aná
lisis del cambio efectuado, sino de vías por las que se siente el latir 
del porvenir educativo en España, hablaríamos de estos puntos:

—  Existe un mayor respeto al niño, a su persona, pensando 
en sus características socioculturales, en el medio que le 
rodea, en sus dotes personales, etc.

— Hay parcelas, hasta hace poco abandonadas, que se trabajan 
cada vez con mayor interés: música, ritmo, artes plásticas, 
teatro, etc.

—  Los esquemas evaluativos y selectivos se ponen cada día 
más en tela de juicio y se tienden a eliminar sobre todo en 
las primeras etapas, buscándose el ayudar al niño y no juz
garle.

—  Cada vez hay mayor relación entre padres y profesores. Los 
alumnos toman parte en decisiones importantes.

—  El contacto entre profesores es grande, lo que enriquece su 
labor y la hace más grata, encaminándola a la investigación 
didáctica y pedagógica.

Es verdad que ninguno de estos puntos son consecuciones, pero 
no nos limitemos a un año, veamos desde atrás, solamente en diez 
años con el pesado lastre que soportábamos y entonces sí podremos 
entender y descubrir esta línea de avance que hemos pretendido 
desbrozar. No pretendemos tampoco ser exhaustivos, quizá ni se 
pueda, nos dejamos problemas en el teclado: tiempo libre, violen
cia, consumismo, etc., somos conscientes, pero nuestro interés ha 
sido hacer un recorrido que nos permitiera descubrir que se ha 
hecho camino al andar y...
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Materiales informales para un análi
sis sobre el cambio religioso y 

eclesial en España
Mario Boero Vargas

T e ó lo g o
U n iv e rs id a d  P o n ti fi c ia  C o m illa s  -  M a d rid

«Solamente cuando la religión se localiza en 
instituciones sociales específicas se desarrolla la 
antítesis entre religión y sociedad. Tal situación 
es la condición necesaria para la historia del 
dogma religioso y la organización eclesiástica 
como distintas de la cultura secular y de lo so
cial que son instituciones no-religiosas» (1).

De la gran cantidad de variables sociológicas existentes en Es
paña desde hace algunos años para detectar cambios concretos en 
lo religioso hoy, creo que es conveniente, por motivos introducto
rios y metodológicos, detener la mirada — aunque sea muy breve
mente—  en el contexto histórico-social europeo con el fin de apre
ciar alguna relación con España y con sus posibles transformacio
nes religiosas.

(1) T. L u c k m a n n : La religión invisible. El problema de la religión en la 
sociedad moderna. Sígueme. Salamanca, 1973; p. 78.
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El proceso de secularización vivido en Europa (2) desde hace 
décadas ya, pero últimamente más acentuado, el cual garantiza en 
la conciencia del hombre actual y en su comportamiento «munda
no» prácticas y discursos indiferentes o críticos con aquello rela
tivo a «lo religioso», encamina a tal hombre occidental a una nueva 
forma de asumir su historia. La Revolución de mayo de 1968, por 
ejemplo, pone de relieve la fuerza de un acontecimiento social que 
prescinde de valores ideológicos tematizados con ese proceso social, 
es interpelada en su protesta y en su lucha por valores seculares 
orientados, en último término, hacia una utopía laica, a una «esca- 
tología profana».

El concepto «libertad» comienza a ser comprendido, en general, 
en ambientes juveniles centroeuropeos con una determinación prác
tica concreta, integrada por la valoración que otorga a la «razón» 
(sustrato último de lo que supone la Ilustración), evitando o supe
rando así la resonancia metafísica que envolvía al concepto por la 
tradición teológica. La libertad, cristalizada por la puesta en prác
tica de determinadas experiencias políticas, familiares, sexuales, 
personales, etc., terminan por recibir perfectamente un sentido sin 
acudir a la «cifra» T>ios, que anteriormente habría justificado tales 
prácticas, privadas o púlblicas.

La aparición de sectas pseudo-religiosas que ofrecen un sentido 
a la vida del «iniciado» occidental, respondiendo así a las amena
zas y contradicciones que ve y sufre del «caótico» mundo europeo, 
constituyen un fenómeno sociológico notable en el mapa juvenil
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(2) Dentro de la serie de matices que componen el término «seculariza
ción» aquí recogemos la definición que da P. Berger: «Entendemos por secu
larización el progreso por el cual algunos sectores de la sociedad y de la 
cultura son sustraídos de la dominación de las instituciones y los símbolos re
ligiosos. Cuando hablamos de sociedad y de instituciones en la historia del 
Occidente moderno, está claro que la secularización se manifiesta por la eva
cuación por parte de las Iglesias cristianas de áreas que previamente estuvieron 
bajo su control e influencia... Sin embargo, cuando hablamos de símbolos y 
de cultura implicamos que la secularización es algo más que un proceso socio- 
estructural. Afecta a la totalidad de la vida cultural e ideológica, y puede 
observarse en el declinar de los temas religiosos en las artes, en la filosofía, 
en la literatura y, sobre todo, en el despertar de la ciencia como una pers
pectiva respecto al mundo, autónoma y eminentemente secular». P. Berger: 
Para una teoría sociológica de la religión. Kairós, Barcelona, 1971; págs. 154-155
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<de Europa, contrastando, quizá, con las posturas religiosas de sus 
padres, propias de una religión burguesa, como lo ha indicado en 
una serie de trabajos el teólogo Johann Baptist Metz (3). La reli
gión católica, relegada a un ámbito «privado» comenzada la secu
larización e impedida, en gran medida, para ser operativa en rela
ción con un proyecto político nacional en Europa, termina por ser 
asumida sólo en la práctica ritual, resolviendo de un modo perso
nal los problemas que sufre el hombre contemporáneo.

Estos distintos factores existentes en el fenómeno social de la 
religión en el continente europeo inciden de diversos modos para en
cuadrarla dentro de un análisis. El paulatino cambio estructural de 
la sociedad, gracias a la transformación de la economía y a la apa
rición de la secularización, modifica, naturalmente, creencias y com
portamientos religiosos, aunque siempre permanece un sustrato en
tendido como «religioso», expresado en símbolos, ritos, prácticas 
y devociones, que justifican al conjunto de ese pueblo que se con
fiesa creyente.
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De lo dicho anteriormente, podemos desprender que el cambio 
en España, relativo a «lo religioso», viene originado por la irrup
ción de una conciencia secular y laica en extensos ámbitos reserva
dos, por motivos socio-políticos, a «lo religioso», interpretado co
mo «lo católico» y a la vez entendido como «lo nacional», ecuación 
esta definida gracias al concepto «nacionalcatolicismo» (4). Es sig
nificativo comprender que la irrupción de tal conciencia de algún 
modo se nutre por las repercusiones que ocasionan en España las 
conclusiones eclesiológicas y pastorales del Concilio Vaticano II. 
La incipiente necesidad por parte de la sociedad española de intro-

(3) Cfr. J. B. M e t z : La fé, en la historia y en la sociedad. Cristiandad. 
Madrid, 1979; La autoridad eclesiástica frente a la historia de la libertad, en 
AA. VV. Ilustración y teoría teológica. La Iglesia en la encrucijada de las liber
tades modernas. Sígueme. Salamanca, 1973, págs. 47-77; «El dios de la religión 
burguesa está muerto». El País, 14-III-1982, pág. 33.

(4) Cfr. Alvarez Bolado, A.: El experimento del nacional-catolicismo 
(1939-1975). Edicusa. Madrid, 1976.
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deducirse en el contexto europeo, lo cual significa incorporarse en el 
llamado «mundo moderno», comienza a hacer crujir las rígidas ins
tituciones religiosas (y sus ideologías) nacidas y desarrolladas al 
calor del nacionalcatolicismo, época decisiva para comprender creen
cias y comportamientos religiosos en la España del siglo xx. La 
incorporación «al mundo» de la Iglesia, gracias a la resonancia po
lítica y social que traen consigo encíclicas conciliares como Popu- 
lorum Progressio o constituciones eclesiales como Gaudium et Spes, 
por ejemplo, adquieren una gran importancia y son recogidas con 
interés por sectores cristianos contestatarios al franquismo de la 
época, alterando la práctica política religiosa garante del orden na- 
cionalcatólico. Paulatinamente, el integrismo católico va transfor
mándose, dando pasos cualitativos hacia un nuevo comportamiento 
religioso, que trata de convivir en la España pluralista actual. Un 
panorama aproximado de este conjunto de cambios es descrito por 
J. Martínez Cortés, considerando que la envergadura del «cambio 
religioso institucional como el que de hecho afectó a las formas 
de manifestación de la religiosidad, fue experimentado como des
concertante por extensos sectores de la población religiosa. Para 
el ultraconservador, la «Iglesia inmutable» se negaba a sí misma; 
para el progresista, el Concilio representaba sólo un punto de par
tida que debía ser rebasado; para el reformista, la evolución de 
los elementos más dinámicos y radicalizados desbordaba los lími
tes previstos. La resultante del cambio real parecía el fruto azaroso 
de las pasiones religiosas en conflicto; la ola contestataria del 68, 
en sus manifestaciones religiosas, erosionó pautas de comportamien
to sólidamente establecidas en la Iglesia y la anomía resquebrajó 
tradicionales marcos de referencia, en los que la remisión a la auto
ridad parecía constituir el último criterio decisorio» (5).

La secularización, iniciada de una forma muy débil al interior 
de la sociedad española, está en relación política con la aparición 
y el desarrollo de nuevos valores que han terminado hoy por refle
jar un cambio sociorreligioso notable en España, definido, parcial
mente, por instituciones, grupos y organizaciones informales, con 
resonancia social, orientadas por sus programas a conquistas «utó-

(5) Martínez Cortés, T-: ^'Evolución de la conciencia religiosa en Es
paña (1939-1980),>. Razón y Fé, 996: pa'gs. 251-252; marzo 1981.
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picas» (ecologismo, feminismo, etc.), que ponen en cuestión valo
res y costumbres caracterizados por un sentido estrictamente «cris
tiano». Estos nuevos comportamientos sociales desplazan el espa
cio ideológico predominante del catolicismo en la sociedad españo
la, más aún cuando son acompañados por corrientes «renovado
ras» — ^populares y de élites—  existentes en la Iglesia. Los vacíos 
culturales religiosos católicos también comienzan a ser ocupados 
por prácticas pseudorreligiosas propias de las «sectas», intracris- 
tianas o acatólicas, nunca vistas con simpatía por la Iglesia, y por 
un «vanguardismo» militante cristiano comprometido, crítico a las 
instituciones jerárquicas.

Esta correlación entre «vanguardismo» y «conservadurismo» je
rárquico», propia de la evolución de la religiosidad católica en Es
paña, no viene dada simplemente por los conflictos establecidos 
históricamente entre «progresisstas» y «conservadores», como ex
plica J. Martínez Cortés (6). También influyen otro conjunto de 
factores. Del relieve que adquiere en la religión de los años 40-50 
el elemento ritual, pasando a un predominio del elemento ético en 
los años 60-70, en alguna medida hoy la religiosidad se funda gra
cias a elementos experienciales, sumamente significativos para el 
sentido que el creyente busca en su vida, y muy importantes para 
comprender el «cambio» en lo religioso hoy. Los elementos expe
rienciales no son justificados, ni decisivos para definir «lo religioso», 
por una instancia eclesiástica concreta o por un determinado corpas 
doctrinal promovido por una fe institucionalizada. Lo experiencial, 
muy trabado en jóvenes generaciones, prescinde, supera o agota el 
carácter institucional de la fe, abriendo así amplias perspectivas 
para entender hoy lo sagrado y lo religioso en un mundo «adul
to», «autónomo» y con «mayoría de edad» (Dietrich Bonhoeffer). 
En relación con esos elementos rituales, instrumentalizados por in
tereses políticos de la postguerra, el sentido experiencial de la rea
lidad religiosa actual se justifica por lo lúdico o lo gratuito, evitando 
buscar mayores acreditaciones ubicadas fuera de la «inmanencia» 
de la persona. Su mediación teórica, la cohesión interna y su prác
tica se justifican en ella y por ella, recibiendo un sentido tal expe
riencia gracias a un Padre Todopoderoso secularizado entendido

(6) Martínez Cortés, J .: Art. cit., pág. 255.
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como Madre Naturaleza, Retorno a lo Mítico, etc. Esta postura re
ligiosa constituida por elementos experienciales, muy diversa a la 
postura religiosa caracterizada por sus elementos rituales, fundada, 
por ejemplo, por la asistencia a misa o por la forma de hacerse 
cargo de la ortodoxia que da contenidos a la fe (7), es condicionada, 
entre otros factores, por el contexto urbano, industrial y secular 
propios de la situación de esta religiosidad. En esta línea es impor
tante destacar que la anonimidad y la movilidad, características re
lativas a una sociedad descristianizada, como nos dice Harvey Cox, 
dan pie para que la fe vivida comunitariamente se cohesione y es
tructure en comunidades eclesiales de base, realidad pastoral suma
mente significativa en sectores religiosos de la realidad española a 
partir de los años 70.

Las rupturas en el orden de creencais y comportamientos reli
giosos afectan y transforman el contexto eclesiástico español, ori
ginándose, a raíz de tales rupturas, movimientos eclesiales renova
dores, que intentan convivir con la nueva realidad democrática de 
España. El cambio acelerado que comienza a vivir el país a partir 
de los años 70 gracias a una serie de factores políticos, sociales y 
económicos, incide con mayor fuerza en el campo sociorreligioso por 
el carácter «desacralizador» que provoca la secularización en una 
nación mayoritariamente católica. Pero el cambio socio-religioso 
viene ya condicionado por una serie de hechos postconciliares que 
no sólo repercuten en relación con la Iglesia católica. También 
afectan al conjunto de la sociedad, alterando de este modo el inmo- 
vilismo del régimen franquista. De la serie de hechos que van mar
cando hitos y fraguando lo que hoy es una nueva situación de 
cambio político-religioso, podemos destacar los siguientes, dentro 
del complejo clima social de los años que señalamos:
•  En 1963 se crea la Confederación Universitaria Democrática de 

Estudiantes, donde existe una importante presencia de católicos 
críticos (7).
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(7) Cfr. el sencillo cuadro relativo al nivel de la ortodoxia católica asu
mida por amas de casa en España, en AA. W . Síntesis del informe sociológico 
sobre la situación social de España, 1970. Fundación FOESSA. Euramérica. 
Madrid, 1972; p. 115.

(7a) D íaz Salazar, R.: Iglesia, dictadura y democracia. Ediciones HOAC. 
Madrid, 1981; pág. 196.
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•  También adquiere importancia para la deslegitimación del ré
gimen «el S. U. T. (Servicio Universitario del Trabajo), creado 
por el P. Llanos, a través del cual tomarán conciencia y surgi
rán múltiples vocaciones políticas de izquierdas de numerosos 
universitarios españoles» (8).

•  En abril de 1967 existe un conflicto entre sacerdotes y religio
sos con la Policía en manifestación pacífica en Bilbao, «en soli
daridad con los huelguistas de “ Bandos’' y como protesta por la 
detención del sacerdote obrero P. Garmendía» (9).

•  A comienzos de 1970 los sacerdotes publican «unas reflexiones 
cristianas ante el proyecto de Ley Sindical, en las que se mostra
ban contrarios al modelo de sindicato vertical. Denunciaban el 
proyecto por su falta de representatividad y autonomía, para ter
minar afirmando que en una sociedad clasista antagónica integrar 
el sindicato es difuminarlo» (10).

•  En diciembre del año 1972 y en enero de 1973 la Conferencia 
Episcopal Española publica «dos importantes documentos titu
lados * ̂ Orientaciones Pastorales sobre apostolado seglar” y “ La 
Iglesia y la comunidad política” , que son el signo de una pro
gresiva toma de postura crítica de la Iglesia jerárquica respecto a 
la situación española» (11).

•  «Las tomas de postura de Pablo VI pidiendo clemencia para los 
condenados a muerte en octubre de 1975 marcan, a los pocos 
días anteriores a la muerte de Franco, un claro distanciamiento 
de la Iglesia respecto al régimen, a nivel incluso de Santa Se
de» (12).
Se puede considerar que a partir de este año comienza una 

nueva época para la Iglesia española («aperturista»), entrando en 
el juego político ese conjunto de hechos político-religiosos, con 
otros de mayor y menor relevancia, que en su globalidad comien
zan a caracterizar a la Iglesia por asumir un papel concreto en re-
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(8) D íaz Salazar, R.: Oh. cit., pág. 196.
(9) Ihíd., pág. 287.
(10) Ihíd.
(11) Ihíd., pág. 229.
(12) Ihíd., pág. 231.
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lación con la «transición», iniciada, concretamente, según R. Díaz 
Salazar, con el discurso del Cardenal Tarancón, en noviembre de 
1975 (13). Esta homilía del Cardenal Tarancón — muy contrastante 
con las palabras de Marcelo González, Primado de España, en las 
exequias del general Franco— , comienza a reflejar a una Iglesia 
que «se muestra más abiertamente democrática, aceptando con me
nor reticencia sus implícitos de pluralismo y desconfesionalización 
de la política y la sociedad» (14).

Esta nueva postura de la Iglesia y de la jerarquía, postura que 
implicará readaptarse a la democracia, traerá repercusiones institu
cionales, políticas y éticas para el conjunto de la sociedad eclesiás
tica, pero también incidirá en la totalidad eclesiológica del llamado 
«Pueblo de Dios». La posición mantenida por la Iglesia en relación 
con la asunción de nuevos valores por parte de la sociedad demo
crática es puesta de relieve gracias a determinadas perspectivas ecle- 
siales expresadas en «los documentos oficiales previos a las eleccio
nes de 1977 y 1979» (15). Fundamentalmente la tensión ocasiona
da con la Iglesia, a raíz del cambio que comienza a atravesar la 
sociedad española, viene dada, por un lado, por la forma como 
ésta toca temas como la educación, el divorcio (y actualmente el 
aborto), y, por otro, por el discurso ideológico-moral emitido por 
la Iglesia al conjunto de la sociedad. En el tema de la educación, 
por ejemplo, el conflicto brota por el laicismo existente en la so
ciedad, que pretende reducir la fe — y su enseñanza—  a un «asun
to privado» sin resonancia social. Desde otro lado, con sus decla
raciones morales, «la Iglesia española ha entendido menos, durante 
la transición, lo que es una sociedad pluralista, en la que coexisten 
diversidad de morales. Y donde hay que diferenciar nítidamente 
aquello que es valoración moral singular de los criterios por los que 
hay que legislar en una democracia» (16).

El oculto interés por «recatolizar» determinados espacios de la 
sociedad española, promoviendo con tal discurso moral valores ecle-
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(13) Ibtd., pág. 315.
(14) G imbernat, J. a .: «La Iglesia en la transición», Leviatán, 8, pág. 53. 

Verano, 1982.
(15) G imbernat, J . A.: Art. cit., pág. 54.
(16) Ihtd., pág. 55.
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siales-religiosos, dentro del concierto plural y democrático de la 
España actual, hace que la Iglesia se vea identificada con sectores 
conservadores de la sociedad, más aún cuando ha sido fracasada la 
inspiración demócrata-cristiana existente en el interior de UCD en 
las últimas elecciones de octubre de 1982 con el triunfo del PSOE.

La convivencia actual de la Iglesia, en la sociedad, se produce 
sin mayores inconvenientes, pero después de determinadas estrate
gias, dejando traslucir «una mentalidad temerosa de perder influen
cia, cuando exigía derechos, afirmando que no buscaba privilegios, 
pero sintiéndose amenazada. Se ha apoyado en el llamado «catoli
cismo sociológico», sin analizar a fondo y críticamente las estadís
ticas de práctica religiosa y de práctica bautismal imperantes. Ha 
hablado de derechos naturales, convirtiéndose en la única intérprete 
válida. Se ha empeñado en una mención constitucional, que no lle
vaba hasta sus últimas consecuencias su adhesión a la libertad reli
giosa y a la aconfesionalidad del Estado» (17).
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I I I

Quizá un panorama aproximado y rápido de la actual situación 
de la religión de los adultos en España lo podemos detectar gra
cias a los análisis de la religiosidad de la juventud española del 
año 1974, realizado por la Fundación Foessa. Si aquí se entiende 
por «joven aquella persona que se halla entre los quince y vein
ticuatro años» (18), los resultados arrojados en su momento pue
den ser significativos para captar hoy el carácter de la religiosidad 
española, aunque es necesario considerar que los datos expuestos no 
son exhaustivos y que determinadas coordenadas sociopolíticas, ig
noradas en ese momento o producidas poco después, pueden haber 
modificado — p̂ara fines objetivos actuales—  comportamientos y 
creencia(s).

—  Ateísmo: Afecta a pequeñas minorías en la población ju
venil, pero va cobrando una mayor relevancia a medida que se con-

(17) D íaz Salazar, R.: Ob. cit., pág. 349.
(18) AA. W .:  Estudios sociológicos sobre la situación social de España. 

1975. Euroamérica. Madrid, 1976; págs. 588 y sigs.
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firma la no asistencia a misa «por no ser creyentes». Por otra par
te, el teísmo que confiesa la juventud no puede ser sencillamente 
ser identificado con un Dios «cristiano» y «católico».

—  Dudas sobre la existencia de Dios: Tiene un carácter mino
ritario, pero parece que va en aumento. En el tiempo de la encues
ta, el fenómeno de la duda incide entre los jóvenes con mayor in
tensidad que el ateísmo y «en mayores proporciones que en la po
blación adulta». Ateísmo y dudas religiosas hoy se confirman en 
vastos ámbitos de la juventud «desencantada» y «pasota».

—  En relación específica con el catolicismo, las rupturas en 
la unidad de la fe vienen producidas por la desproporción que es
tablece la juventud entre la creencia en Jesucristo, por un lado, y 
en la creencia en Dios, por otro. Es diferenciada también la Igle
sia comunidad de creyentes de la Iglesia institución: «Esto tiene 
especial vigencia en el medio rural y en el laboral, donde la Igle
sia viene identificada con el «cura» o con la jerarquía eclesiástica... 
Diversos condicionamientos socio-culturales inciden en una concep
ción no trascendente de la Iglesia, siendo valorada por la mayo
ría como una institución social más» (19). También resulta signi
ficativo que sean los jóvenes trabajadores quienes en mayor pro
porción expresen que la Iglesia «ha perdido su sentido en la so
ciedad».

—  La valoración que la juventud emite acerca del sacerdote 
demuestra que no existe un consenso claro en torno a su rol. La en
cuesta constata que en un 11 por 100 de la población juvenil «no 
admite que los sacerdotes tengan poderes especiales recibidos di
rectamente de Dios».

—  En general, las verdades proclamadas por la Iglesia se han 
ido desacreditando en la juventud por la secularización de la so
ciedad y por la evidente distinción establecida en ambientes reli
giosos entre «catolicismo proclamado» y «catolicismo vivido».

En gran medida este conjunto de problemas han terminado por 
condicionar actualmente a la Iglesia. Los valores religiosos que ella 
pretende hacer valer dentro de una sociedad pluralista y moderna,
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de algún modo privatizados, pues una sociedad pluralista privatiza 
«colectivos no específicamente políticos» (20), dejan de guardar una 
relación estrecha con instancias públicas, ignorando así la nueva 
sensibilidad cultural española, que reclama, con mediaciones expe- 
rienciales, la presencia de lo religioso y lo simbólico. También de 
esta forma la Iglesia queda incapacitada para conocer y desarrollar 
el sentido «público subcultural» que puede adquirir el cristianismo, 
cosa enormemente significativa tanto en lo político (21) como en lo 
cultural (22), e intentado de esta manera «crear ese ^excedente de 
conciencia’  ̂ que R. Bahro ha señalado como necesidad para un cam
bio en profundidad de las sociedades occidentales» (23).

La incapacidad por parte de la Iglesia de diseñar perspectivas y 
esperanzas concretas referidas a una sociedad española (relativa
mente) desencantada por un conjunto de factores culturales y eco
nómicos propios de sociedades de Europa, influye también en su 
propia identidad eclesial, quedando sometida a serias contradiccio
nes. La nueva sensibilidad «religiosa» respirada en determinados 
círculos socio-culturales no siempre hoy corresponde con el proyec
to cristiano promovido desde instancias eclesiásticas. La «fragmen
tación» del mundo religioso es asumido por diversas «creencias» 
que compiten por sus creyentes, incorporándose en él «sincretis
mos foráneos», movimientos acatólicos y «sectas atípicas», suma
mente prolíficas hoy a medida que se pierde en el consenso social 
y se des-integra la autoridad ideológica eclesial, socialmente regu
ladora de la religión.

La secularización en lo ideológico y en lo simbólico, correlativa 
en España «al proceso de industrialización y de urbanización en el
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( 2 0 )  D í a z  S a l a z a r , R . :  «Papel de la religiosidad institucional e n  la  s o 
ciedad española actual. ¿Instancia pública o fenómeno privado? Memoria Aca
démica 1981-82. Instituto Fé y Secularidad, pág. 59.

(21) «E l cristianismo como corriente pública subcultural puede tener un 
contenido antisistémico muy fuerte, siendo un importante generador de disi
dencia, resistencia y marginalidad». D í a z  S a l a z a r , R.: «Papel de la religiosi
dad...», pág. 63.

(22) «La religiosidad institucional puede ser —y de hecho en muchos sec
tores lo está siendo— una importante instancia política, radical, autónoma, éti
ca, profética, mística y utópica...». R. D í a z  S a l a z a r . Papel..., p. 63.

(23) Ibíd., pág. 64.
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orden sociológico» (24), reduce lo religioso a un ámbito mucho más 
ambiguo y menos evidente en el comportamiento colectivo. La con
clusión histórica del mesianismo (o profetismo) religioso existente 
en el cristianismo de la última etapa del régimen de Franco — defi
nido y cohesionado por un conjunto de características que estructu
ran un malestar social— , después de junio de 1977, por la reapa
rición de la hegemonía eclesiástica, según nos dice A. Fierro, hace 
brotar otras representatividades simbólico-religiosas en el pueblo 
con el fin de ejercer un sentido colectivo, sustitutivo a aquel mesia
nismo perdido con la conquista de las libertades públicas. De este 
modo, el «recambio religioso» español, paulatinamente expresado 
en la transición política y en la nueva sensibilidad socio-cultural 
que hoy se respira, en alguna medida puede ser definido por la in
corporación de valores éticos en diseños utópicos humanistas ela
borados por colectivos sociales, sumamente operativos y moviliza- 
dores para la transformación de un determinado orden cultural. 
Esto ha sido facilitado por la carencia, por parte de la Iglesia, de 
un instrumental ideológico-semiótico adecuado, expresado en un len
guaje para sintonizar con la atmósfera mundana y secular de am
plios sectores (incluso católicos) de la sociedad, interpelados y mo
tivados por problemas públicos muy distintos con los que la Igle
sia pretende «enganchar», confundiendo y cayendo así, en la vida 
social española, en un terreno que no distingue, para fines pasto
rales, criteriológicos y valorativos, entre «laicismo» y «laicidad» (25). 
En este sentido, la secularización de los valores religiosos, de algún
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(24) F i e r r o , A.: Teoría de los cristianismos. Verbo Divino. Navarra, 1982, 
pág. 343.

(25) «Los católicos españoles, aunque nos cueste años, tenemos que co
menzar a distinguir entre "laicidad” y "laicismo" de Estado. La laicidad es 
aquel talante ético-político y aquella estructura jurídico-política que hacen 
posible simultáneamente en una sociedad civil pluralista la convivencia y la 
confrontación de diversas concepciones y éticas del hombre, de diversos pro
yectos de sociedad, de diversos programas políticos... Otra cosa completamente 
distinta es el "laicismo del Estado". Como la tentación del confesionalismo, 
la tentación del "laicismo de Estado" no es un fantasma, sino una posibilidad. 
El laicismo de Estado apunta a la homogeneización ideológica de la sociedad, 
sobre todo a triivés del monopolio de los medios culturales...». A l v a r e z  B o
l a d o , A.: «¿Tentación nacional-católica en la Iglesia de hoy?». Iglesia Viva, 94, 
págs. 339-340, 1981.
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modo instrumentalizádos al interior de concretas prácticas sociar 
les, responden a las necesidades propias de la modernidad, lesio
nando así las características «gratuitas» que posee para el hombre 
el hecho religioso, repercutiendo en su Weltanschauung epocal. Más 
aún cuando tal hecho ha permanecido históricamente instituciona
lizado por la anexión religión-política, reduciendo el carácter libre, 
azaroso o sagrado, originaria e internamente propio de «lo religio
so», como nos dice, por ejemplo, Fernando Savater en su ensayo 
La piedad apasionada (26). Desde esta perspectiva tiene razón J. J i
ménez Lozano cuando considera que «la llamada teología radical o 
de la ’’muerte de Dios’’ o del ” ateísmo cristiano” , teología apofáti- 
ca, etc., no es simplemente una teología de repliegue, ni de encu
brimiento, ni de desesperación, ni de consuelo, ni de derrota, ni 
de salto al vacío de quien está cercado y comprueba, como Bon- 
hoeffer, la inviabilidad de lo religioso histórico, sino algo mucho 
más serio» (27). Pretenden ser respuestas teológicas a tal instru- 
mentalización secularizadora otorgando sentidos a las crisis y con
flictos existenciales del hombre occidental, problemas que interpe
lan a la fe y a la conciencia religiosa del hombre en España hoy.

El desarrollo de experiencias lúdicas y estéticas, concretizada» 
en determinados colectivos sociales, responden también a cierto cam
bio «religioso» existente en la población juvenil, atribuyendo por 
tales experiencias sentidos religiosos que otorgan una mediación con 
«Lo Trascendente» o «Lo Absoluto». La reducción de tal trascen- 
dentalidad se cohesiona por valores humanistas propios de una so
ciedad «profanizada», reemplazando así aquellos de concretos con
tenidos religiosos, por la racionalización de la sociedad moderna. 
La desacralización de estos contenidos, que desdivinizan el mundo 
y hacen desaparecer «lo sagrado» de la sociedad, viene conceptua- 
lizada por la aparición de nuevos valores relativos a las caracterís
ticas prácticas de la conciencia política (praxis).

En este sentido la actualidad de «lo religioso» en España des
cansa en la militancia cristiana, asumida en ciertos sectores juve
niles y en las experiencias «místico-evasivas» relacionadas con un
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(26) S a v a t e r , F.; L a  p iedad  apasionada. Sígueme. Salamanca, 1977.
(27) J i m é n e z  L o z a n o , J . :  « E l  hecho religioso: estado de la  cuestión». 

M em oria A cadém ica 1980-81. In stitu to  F é  y Sectdaridad, pág. 76.
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retorno a la Naturaleza, medianamente vinculadas con el «carác
ter emancipador» de la experiencia de la droga. Estas dos perspec
tivas, desde donde se hacen presente experiencias públicas relativas 
a «lo religioso», suman un panorama complejo. Resulta significa
tivo el papel de la militancia en el contexto socio-cultural actual. 
Subrayando la dimensión crítica-profética, la praxis cristiana inten
ta poner de relieve su papel en la sociedad. Las características de 
la experiencia religiosa personal e intransferible, por otro lado, mu
chas veces próximas a un particular irracionalismo nihilista, guar
dan un potencial simbólico sumamente sugerente para interpretar y 
comprender sociológicamente hoy un posible «postcristianismo», 
que ya ha tenido una determinada resonancia cultural gracias al 
V Foro sobre «E l hecho religioso», realizado en Madrid en sep
tiembre de 1981 (28).
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Los medios de comunicación 
ante ei cambio

Julia Sánchez ^ a te s a n z
P e r io d is ta

El cambio en los medios de comunicación españoles debe apoyarse 
en dos axiomas fundamentales, respecto a la libertad de expre
sión y total garantía del pluralismo. Si a ellos añadimos un desarro
llo equilibrado y el acceso a los medios de aquellos a los que hasta 
ahora les estaban vedados, tendremos una primera aproximación 
a lo que supone el cambio y su reflejo en nuestra sociedad.

Los medios de comunicación deben con el cambio cumplir con 
una doble función:

—  Ampliar la participación de los ciudadanos en la vida pú
blica, tanto a nivel local como etatal. Esto favorecerá el 
debate y la acción social.

—  Difundir la cultura como fin primordial y último.
Es en esta hora del cambio el momento de demostrar la im

portancia de los medios de difusión local o de barrio, emisoras de 
radio, prensa, etc.

Por una vez y por todas debe abandonarse la idea de que los 
medios de comunicación son instrumentos de control, vehículos de 
afirmación política, sino que son, por encima de todo, un servicio 
público y un instrumento en el que participe toda la sociedad. Los 
controles a la prensa han de ser sociales y nunca políticos, sólo 
estar sometida a las leyes. El nivel de profundización de una demo
cracia vendrá dado por el respeto a la libertad de prensa. Si ésta 
va mal, todo irá mal.
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Una sociedad esperanzada en el cambio, debe contar con unos 
medios de expresión que no sólo lo reflejen, sino que desde una 
postura crítica, pero colaborante, impulsen la transformación de 
la sociedad.

El cambio debe tener en cuenta una política de reconversión 
tecnológica en el sector de las telecomunicaciones, de influencia de
cisiva en el desarrollo de los medios de comunicación.

Para comprender el momento actual, es imprescindible recom
poner el mosaico formado por prensa, radio y televisión, desde que 
finalizó la guerra civil.

2 1 6

PRENSA: DE AYER A HOY

Hasta finales de los años setenta, el poder político no se limita 
a prohibir y censurar, también emplea de forma positiva los me
dios de difusión con que cuenta, en principio radio y prensa y más 
tarde la televisión, como instrumento político.

Censura, represión, consignas, normas jurídicas, sirvieron al 
Estado para controlar el poder de informar durante más de cua
renta años. El análisis de lo anterior permite comprender las di
ficultades con las que se encuentran quienes pretenden establecer 
un sistema informativo democrático.

En 1938 se dicta una Ley de Prensa «provisional», que tiene 
vigencia hasta 1966, y cuyo prólogo dice: «La prensa es un ins
trumento del Estado para evitar los daños que puede causar una li
bertad de prensa entendida al estilo democrático».

El Estado establece la censura, controla, nombra directores de 
periódicos, monopoliza la información extranjera y concede el carnet 
a los periodistas.

Esta situación se prolonga largos años, y es en la época del 
desarrollo económico, a mediados de la década de 1960, cuando 
aparecen algunas revistas, como Cuadernos para el D iálogo, que 
introducen un soplo de aire fresco en el enrarecido ambiente del 
papel impreso.

En 1966 aparece la famosa «Ley Fraga», que sustituye a la 
«provisional» de 1938. La censura previa desaparece y aparece la

lO

índice



consulta voluntaria (autocensura), además del depósito de la publi
cación antes de distribuirse.

El temido artículo 2.° es la trampa que conduce a secuestros, 
multas, suspensiones, procesos ante el Tribunal de Orden Público..., 
pero que no puede impedir el nacimiento de fenómenos como el 
diario Madrid o Informaciones y el inicio de un movimiento de 
despegue contra las concepciones más autoritarias existentes sobre 
los medios de comunicación.

La «primavera de la prensa» finaliza con dinamita. El diario 
Madrid es materialmente pulverizado. Pero la semilla ya estaba en 
la tierra y detener su germinación fue misión imposible del ré
gimen.

En los primeros años de la década de 1970 se consolidan Triun
fo, Cuadernos.,,, ¿cuántos de los políticos de la transición y del 
cambio firmaron en las páginas de la revista del actual Defensor 
del Pueblo? Aparecen Cambio 16, Guadiana, Posible y otras mu
chas. La prensa española se ocupa ya de temas relacionados con 
la participación democrática y tiene un papel fundamental en los 
últimos años del franquismo, sirviendo de trampolín a la oposición 
que lucha en la clandestinidad.

Escribir entrelineas, los sobreentendidos, son habituales en las 
páginas de la prensa en aquellos momentos. Esta se convierte en 
«Parlamento de papel».

La muerte del general Franco es la línea divisoria que propicia 
una mayor y mejor información en los diarios.

En la primavera de 1976 aparece el primer diario realmente 
independiente desde 1939, El País; luego será Diario 16 y otros 
periódicos, primero en catalán, más tarde dos bilingües vascos, 
que diversifican la oferta de la prensa diaria.

A pesar de este florecimiento, es el de la prensa el primer sector 
que sufre las consecuencias de la crisis económica, y gran parte 
de las revistas de información general y algunos periódicos desapa
recen.

Sin embargo, en los últimos tres años, han iniciado su publica
ción no menos de treinta periódicos nuevos. Sólo en octubre pa
sado salieron a la calle once diarios.
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Según una encuesta publicada por la revista Nuestro Tiempo^ 
pueden dibujarse unas líneas comunes en estas nuevas publicacio
nes. Son de ámbito uniprovincial, matutino, impresos en offset. 
Con 32 páginas, tienen formato tabloide, una difusión de 10.000 
ejemplares y el 20 % son suscripciones. Editados por sociedades 
anónimas, su director tiene menos de cuarenta años y a sus órde
nes trabajan alrededor de 14 periodistas, y los talleres y adminis
tración ocupan a unos 30 empleados más. Estos diarios se auto- 
definen como objetivos, independientes y progresistas y predomina 
en ellos la información local, regional y la deportiva.

Hay en estos momentos una lucha abierta por el control de 
la antigua Prensa del Movimiento, dentro del proceso de privati
zación iniciado por los anteriores Gobiernos. El 26 de noviembre 
de 1982, los trabajadores consiguieron la paralización de la subas
ta y liquidación de 21 periódicos. De esta forma podrán ganar el 
tiempo necesario para que se les reconozca el derecho a una parte 
de los beneficios y de la propiedad de la cadena, y, sobre todo, 
tratar de encontrar, ante la nueva receptibilidad del Gobierno so
cialista, soluciones diferentes a la venta, mediante subasta, de los 
diarios. La interrupción también beneficia a los propietarios de los 
periódicos incautados durante la guerra civil. Podrán renovar sus re
clamaciones, mil y una vez desatendidas en el pasado.
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AIRES NUEVOS

El renacimiento de la radio no puede limitarse exclusivamente 
a nuestras fronteras. Debe tenerse en cuenta que el florecimiento 
en Europa, anterior al nuestro, es un fenómeno importante. Y  no 
solamente debido al progreso tecnológico, sin olvidarse de éste.

Clandestinas primero, legalizadas después, en los últimos años 
han aparecido en toda Europa multitud de emisoras, que, dando res
puesta a una presión social evidente, venían a cubrir el vacío de 
una anquilosada estructura, en cuanto a grupos minoritarios y mar
ginales. El caso más sorprendente es el de Italia. Allí, entre 1975 
y 1978, surgieron más de 3.000 emisoras locales. Francia, Bélgica 
y Holanda no permanecen ajenas a esta nueva situación, que se 
extendió como la pólvora por toda Europa occidental.
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La respuesta al fenómeno deberemos buscarla en la nueva si
tuación que se produce en el mundo occidental a principios de la 
década de 1970, y como consecuencia de que trabajadores, estu
diantes y ciudadanos en general estaban sensibilizados a una fuerte 
participación, conociendo el importante papel que los medios de 
comunicación tienen. Por otro lado, la descentralización del Estado 
todopoderoso, descubre lo inadecuado de las centralizaciones y la 
falta de sintonía con las diferentes realidades territoriales de cual
quier país.

Tampoco debemos olvidar la aparición de las alternativas a 
los partidos políticos: verdes, antinucleares, grupos de base, etc. 
Todos ellos han necesitado de una comunicación alternativa a los 
medios tradicionales.

Aparecen, finalmente, importantes factores económicos que ne
cesitan salida para sus productos, de nuevos canales de difusión 
para sus productos.

¿Y  no tiene la radio respuesta para todas estas exigencias, va
riadas y, porqué no, contradictorias en muchos casos?

Una emisora de radio no necesita grandes inversiones y su ad
ministración no resulta compleja. Llega simultáneamente a gran 
número de personas. Además, espontaneidad, inmediatez, acceso fá
cil del público, flexibilidad y proximidad a los problemas de las 
pequeñas comunicaciones, son características fundamentales del 
medio.

Todo ello no significa nada si se olvida que el interés general 
es primordial. Que la libertad de información y de expresión y el 
pluralismo político, cultural y el derecho de las minorías a mani
festarse es fundamental. La radio puede crear un sistema de comu
nicación de masas, fuera del control de los grupos dominantes y con 
capacidad autónoma de contribuir a la mayor democratización de 
todos los países.

Para llegar a la situación actual, en España se han dado unas 
coordenadas diferentes que en el resto de Eurpa.

Entre 1930 y 1940 la radio tiene su primera época brillante 
en el mundo occidental. Es el momento en que las plumas más im
portantes escriben y adaptan guiones para el medio. También se

219

lO

índice



descubre la radio política y propagandística. La guerra civil espa
ñola es, como en tantos otros campos, ensayo general para las ondas 
de la segunda guerra mundial.

Los diarios hablados que Radio Nacional (RN) emite a ima
gen y semejanza de los noticieros radiofónicos alemanes, mantienen 
durante muchos años su dramatizado estilo de tintes cargados, sin
tonías y gritos paramilitares, aprendidos de los nazis.

La tradición, nacida en la guerra mundial también, de informa
ción profesional seria y veraz (BBC), y que se continúa en el resto 
de los países democráticos, se ignora en España, hasta muy avan
zada la década de 1970.

Anteriormente, los «partes» de RN fueron transformados por 
Manuel Fraga en «diarios hablados», de conexión obligatoria para 
todas las emisoras estatales o privadas. Además, las emisoras pri
vadas estaban obligadas, al igual que la prensa, a presentar por 
adelantado los guiones a la censura.

Poco a poco, las emisoras privadas fueron «arañando» el techo 
de la información. Primero fue la deportiva («Carrusel» de la 
SER), sucesos, vida local, hasta que en 1971 aparece «Hora 25», 
de la Cadena SER, que informa de todo, excepto de política.

El 6 de octubre de 1977 finaliza el monopolio de información 
que sustentaba RN, y es cuando se puede hablar del nuevo auge 
de la radio.

Ella ha superado los viejos esquemas, está informada, es infor
madora, imaginativa, abierta a los oyentes. Está más en contacto 
con la realidad ciudadana.

Al llegar aquí, debemos siquiera un instante detenernos en 
una fecha clave para la radio española: la tarde-noche del 23 de 
febrero de 1981. Como «noche de los transistores» ha quedado ya 
para la pequeña gran historia de la democracia española. El pro
tagonismo de la radio, transmitiendo en directo la entrada de Teje
ro y sus secuaces en la «Casa de Todos», y siguiendo minuto a 
minuto la vergüenza que unos cuantos iluminados hicieron pasar a 
un país joven que no quiere hablar de retroceso, sino de avance, de 
cambio, de nueva ética y nueva moral, y que quiere también ol
vidarse de todo aquello que supone enfrentamiento, intransigencia
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y división entre unos y otros españoles. La radio, sus profesionales, 
tomaron claro partido desde el primer momento, y supieron actuar 
con mentalidad de servicio a nuestra sociedad democrática. Los 
participantes en la inolvidable manifestación del 27 de febrero, es
pecialmente en Madrid, dieron muestras tangibles de que eran cons
cientes del esfuerzo de los profesionales y de la trascendencia del 
servicio que la radio había hecho durante la larga noche del 23 
al 24 de febrero.

En la actualidad, la radio española tiene planteado un reto, pro
tagonizado por la concesión de 300 nuevas licencias, para la ex
plotación de emisoras de FM. La aparición de estas emisoras de 
FM modificará, está modificando ya, la estructura de la radio en 
nuestro país. Las nuevas concesiones supone un incremento del 
150 % sobre el número de estaciones que existían a principios 
de 1982.

En Europa, la FM ofrece emisiones similares a las de la onda 
media. Hasta mediados del pasado año, la fórmula española de FM 
era la de emisión constante de espacios musicales, si hacemos la 
excepción, desde 1981, de Radio 3 de RN. Esta fórmula será vá
lida para las emisoras que ya emiten en onda media, pero las nue
vas empresas de radio están obligadas a encontrar el auténtico ca
mino de la FM en nuestro país. En 1982, el Gobierno anterior con
cedió 213 emisoras de FM a empresas periodísticas, particulares, 
etcétera, en dos fases. La primera en el mes de enero, con 120, de 
las que ya están autorizadas a funcionar 56. En septiembre adjudi
có otras 93, y el resto, hasta el total de 300, se reserva para 
las comunidades autónomas y otras instituciones.
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PO R F IN , T E L E V ISIO N

Es tan amplio y sugerente el campo que se nos presenta ante 
la revolución tecnológica constante en que se encuentra la tele
visión, que son miles las páginas dedicadas a ello, desde cualquier 
medio escrito. Bástenos saber que llegará el día en que el 90 % 
de nosotros pasará ante el televisor las tres cuartas partes de su 
tiempo libre. El resto lo gastará en asuntos diversos, que regulará
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la televisión, cuyos canales programarán y dirigirán cada uno de 
nuestros gestos.

¿Está RTVE. preparada para hacer frente a esta revolución 
tecnológica? Es muy largo el camino que TVE. ha recorrido desde 
el 28 de octubre de 1956, fecha en que nuestra televisión comenzó 
a emitir de forma regular.

Informativos descafeinados, precariedad de medios..., el Esta
do fue consciente de inmediato que ella era el mejor portavoz de 
la ideología dominante. Los cien televisores que había en España 
aquel año, pronto se convirtieron en millares, y la «caja tonta» fue 
el centro, el dios omnipresente de muchos hogares españoles.

Desde don Jesús Suevos, director general de Radiodifusión 
en aquella fecha, hasta don José María Calviño, director general 
de RTVE. en la actualidad, han pasado por los puestos directivos 
de «la Casa» decenas de personajes, políticos y no políticos, que de 
una forma u otra han colaborado a crear el monstruo de infinitas 
cabezas existente. Como ejemplo, en los dos últimos años se han 
sucedido cinco directores generales: Fernando Arias Salgado, Fer
nando Castedo, Carlos Robles Piquer, Eugenio Nassarre y José Ma
ría Calviño.

En 1980 sale a la opinión pública un informe del Ministerio de 
Hacieda que produce conmoción. El Parlamento inicia una investi
gación, y el PSOE y el PCE presentan querellas criminales contra 
los antiguos directores generales Fernando Arias Salgado y Rafael 
Ansón, ante las irregularidades que se desprenden del mencionado 
informe. Fernando Castedo es el primer director general que, nom
brado directamente por el Gobierno, deberá estar en el cargo cinco 
años, según el Estatuto de RTVE. Su cese sólo se podría producir 
por causas graves. Y esas causas graves se producen, cuando a los 
nueve meses y medio de su nombramiento, en octubre de 1981, 
es cesado fulminantemente por el presidente del Gobierno, Leopol
do Calvo Sotelo, después de una larga y enconada campaña en con
tra por parte de medios de expresión y políticos centristas, en la 
que se le acusa de favorecer al PSOE, la oposición en aquel mo
mento.

Con la llegada a la Dirección General de Castedo, se produce
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un cambio en los contenidos de los informativos particularmente, 
que desaparece a su cese.

La puesta en marcha del Estatuto implica también la creación 
de un Consejo de Administración formado por representantes de 
los partidos mayoritarios de representación parlamentaria.

Actualmente, RTVE. es un gigante con más de 11.000 trabaja
dores, tres sociedades y 1.900 cargos directivos, algo que no tiene 
equivalencia en ninguna de las otras televisiones europeas.

Con una estructura centralista y una burocracia imposible, pa
sará mucho tiempo antes de que pueda descubrirse algún cambio os
tensible para los ciudadanos, que colaboramos en la financiación 
de un presupuesto que, para 1983, supone casi 50.000 millones de 
pesetas. Presupuesto multimillonario, que en años anteriores no ha 
servido para modernizar unas instalaciones, obsoletas en muchos 
casos, infrautilizadas en otros. Los dos canales con que cuenta TVE. 
ni son competitivos, ni complementarios, y el segundo, no cubre 
ni con mucho el 55 % de la Península y las islas, no alcanzando la 
señal recibida en algunas poblaciones los mínimos aceptables.

Si nos detenemos en la programación, nos encontramos con 
un mensaje sin identidad. La abundancia de telefilmes foráneos y la 
casi total ausencia de producción propia, es una constante que se 
ha acentuado en los últimos años. Falta de capacidad de producción 
inmediata ante acontecimientos noticiables de magnitud, y una tra
dicional impuntualidad, son también características de nuestra te
levisión. El nuevo equipo, con criterios diferentes a los anteriores, 
pretende, según Is declaraciones del señor Calviño, «afrontar la 
reestructuración del Ente público y de sus tres sociedades, TVE., 
RN y Radiocadena; obtener una buena gestión económica y dotar 
a los medios de libertad creadora.

La lucha por el control de los mass media, reflejada en la po
lémica producida por la suspendida subasta de algunos periódicos de 
la antigua Prensa del Movimiento y los sucesivos intentos de con
cesiones de explotación de emisoras de televisión (las licencias a 
emisoras de radio ya están en marcha), son algunas de las situacio
nes heredadas por el Ejecutivo, sin olvidar el grave problema de 
las incompatibilidades del personal.
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La televisión pública está al servicio del pueblo y nunca debe 
ser controlada por la Administración burocrática. Debe ser el me
dio de expresión de todos los ciudadanos y dar cabida a las mi
norías.
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DATOS PARA EL CAMBIO

En todos los países occidentales, el éxito de la Prensa se centra 
los últimos años en las publicaciones especializadas: para mujeres, 
del automóvil, motorismo, jardinería, viajes, etc.

Hay necesidad de una prensa viva, concediendo la palabra a 
todo el espectro social, reflejando en sus páginas el latido, el pulso 
de un barrio, de una población, de un país, en fin, tomando las 
riendas de la función social que le corresponde.

El cambio se debe reflejar también en la garantía del plura
lismo, no concentrando las a5mdas estatales a la prensa en los 
más fuertes, analizando en profundidad la función de la Agencia 
Efe y su proyección internacional, sobre todo en Latinoamérica.

El espacio radiofónico es escaso, por lo que necesita reparto 
y reglamentación. Una revisión del plan de concesión de licencias 
de FM sería necesaria. Las realizadas hasta ahora han favorecido 
la concentración en manos de poderosos grupos la mayoría de las 
nuevas emisoras en funcionamiento.

Por lo que se refiere a RN, en sus cuatro ondas, técnicamente 
es necesario poner al día las emisoras de la red para que lleguen 
a todos los rincones de España. En cuanto a contenidos, deberá ser 
una radio para todos, ya que todos la pagamos. Según declaraciones 
de su nuevo director, Femando G. Delgado, esta nueva etapa enla
zará con la iniciada por Eduardo Sotillos, a principios de 1981. 
Radio hecha por todos y para todos, pero con rigor. Una radio que 
valorará adecuadamente la información política, y que potenciará 
la información relativa a temas sociales y culturales de actualidad 
y con ritmo radiofónico, basado en la movilidad de la audiencia, 
para lo cual ya hay en marcha un estudio de audiencia.

Ya anunciado por los nuevos directivos de la casa, TVE. tiene 
encomendada una limpieza administrativa total y cambios profun
dos en la gestión.
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En fin, la televisión del cambio debe ser entendida como servi
cio público, pluralista, entretenida y reflejo de la sociedad en que 
funciona.

La producción propia, abandonando el colonialismo cultural 
existente en la actualidad. La promoción de espacios culturales, de 
debates, la participación de las minorías... Y  un campo ya en mar
cha es el del tercer canal de las comunidades autónomas. Si refirién
donos a la prensa hablábamos del éxito de las publicaciones dirigidas 
a los grupos pequeños, lo mismo deberíamos aplicar en el campo 
de la televisión, en tanto es prioritaria su descentralización. La voz 
de la periferia debe ser oída por todos, debe circular fluidamente 
de un extremo a otro del país.

No se pueden olvidar los profesionales y su derecho a participar 
en el medio de una forma más directa.

Concluyendo, tampoco el cambio puede ignorar la situación de 
estudiantes y licenciados en Ciencias de la Información, y la del 
Instituto Oficial de Radio y Televisión, con un importante futuro 
en la investigación de los problemas de la comunicación y sus me
dios.
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ANEXOS

DIFUSION MEDIA DE LOS DIEZ PRIMEROS PERIODICOS 
ESPAÑOLES SEGUN «O JD » EN 1982

«El País» ......................... ...  ... ... ... ... ... 268.752
«La Vanguardia» ....................... . .............. . ... 196.829
«ABC» (ediciones de Madrid y Sevilla) .......... 194.724
«A S» ..........................................  ................  .......... 147.243
«Diario 1 6 » ....................... .............. . ... ... ... 120.284
«YA » ................................... ... ... ... ................  109.433
«El Periódico» ........ . ... ... ... ... ... ..........  103.350
«Marca» ...................... . ... ... ... ... ................  100.356
«El Alcázar» ................................... ... ... ... ... 92.319
«Correo Español - El Pueblo Vasco» ..................  81.825

En 1973 oía la Radio el 38 %  de los españoles de más de quince años.
En 1979 oía la Radio el 53 % de los españoles de más de quince años.
En 1976 las Agencias Publicitarias invirtieron 3.000 millones de pesetas

en anuncios radiofónicos.
15
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En 1978 las Agencias Publicitarias invirtieron 5.400 millones de pesetas 
en anuncios radiofónicos.

En el 98 % de los hogares españoles hay una Radio.

El 83,7 %  de las mujeres ve tres horas diarias de televisión en España.
El 82 % de los hombres ve tres horas diarias de televisión en España.

En España:

El 58 % de los españoles no lee jamás un diario.
El 72 % de los españoles no lee jamás un libro.
El 84,5 % de los españoles no va nunca al teatro.

TELEVISIO N ESPAÑOLA dedicó en 1982 12.000 millones de pesetas para 
gastos de personal, siendo 6.000 millones los que empleó en la produc
ción de programas y adquisiciones a terceros.

lO

índice



DESAFIOS A N T E E L  CAMBIO

Enrique del Rio

¿QUIEN TIENE QUE CAMBIAR?

Hablar de cambios hoy exige primero puntualizar que no nos 
referimos solamente al slogan del partido que está en el poder, sino 
a los cambios más profundos que queremos se realicen en nuestro 
país y que han sido bloqueados una y otra vez, incluso antes de la 
guerra civil.

La simple comparación de los cambios realizados en nuestro 
país, a partir de la asunción al poder de un Gobierno socialista, 
con aquellos cambios a los que aspiramos, sería una operación de
magógica, demasiado fácil e impropia de personas con cierto sentido 
de realismo político. En primer lugar, porque apenas llevan dos 
meseSi y en ese tiempo no se puede hacer gran cosa, y en segundo 
lugar, porque hay que ver los cambios con un sentido histórico 
más amplio, o sea con tiempos más largos incluso que una legis
latura de cuatro años.

De la noche a la mañana no se puede cambiar a un país que 
en poco más de ciento cincuenta años ha padecido cuatro guerras 
civiles y 34 pronunciamientos militares. No se puede borrar de un 
plumazo tantos años de absolutismo, de salvadores mesiánicos, de 
marginación del pueblo de las tareas políticas y responsabilidades 
ciudadanas y tantos años de lavado de cerebro.

Nosotros somos un pueblo que en el momento actual nos* hemos 
encontrado antes con el consumismo como cultura que con la ver
dadera cultura. Nos han llegado antes las libertades formales que 
nuestra preparación, educación y motivación para ejercerlas plena-
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mente, y nos hemos conformado con votar y delegar nuestras* res
ponsabilidades en los otros.

Y nos hemos aprendido la palabra cambio antes de haber formu
lado organizadamente qué tipos de cambios queremos.

Una vez puntualizado que hablamos de cambios en un sentido 
histórico que trasciende a cualquier gobierno o legislatura puesto 
que soi  ̂ a más largo plazo, no se debe dar un cheque en blanco a 
los beneficiarios de diez millones de votos, simplemente por el 
miedo de no colaborar con los que quieren minar al recién estrenado 
Gobierno socialista, y que son precisamente los que siempre han 
estado encaramados en ese Poder. Repito que no basta el haber 
votado y dedicarse a ver cómo desde el Gobierno se intenta cambiar.

Ni tampoco criticar sin matizar, ignorando los esfuerzos y di
ficultades que tienen hoy para realizar algo de avance, los que han 
conseguido sólo una parcela del Poder: el poder político. Cierta
mente no han conseguido el poder económico, ni el militar, ni el 
religioso moral, ni se han sacudido las presiones internacionales que 
heredamos de los errores pasados y de las nuevas tensiones que 
se crean continuamente a nivel internacional. Es decir, no se puede 
torear el «toro» del cambio «anunciado» desde la barrera, sino que 
para criticar este proceso hay que «pringarse» en él.

Así no se debería criticar o, mejor dicho, se debería criticar cómo 
se van sentando las bases de motivación y educación para hacer po
sible cambios importantes más adelante.

Para ver esto se debe tener en cuenta tres grandes factores:

A) Cuál es el nivel de conciencia y voluntad de cambio en 
la población.

B) Qué voluntad de cambiar tienen los Poderes Públicos.

C) . Hasta dónde quieren bloquear el cambio los Poderes
Fácticos.

A) El pueblo y Su nivel de conciencia y organización. Su capa
cidad para proponer, soportar y llevar adelante los cambios. ¿Qué 
tipo de cambios quieren los ciudadanos y de qué manera? La pobla
ción no espera ni quizá desea inmediatamente un cambio radical, 
ni en el fondo ni en la forma, pero desea y aspira a que haya signos 
que de muestren que esa posibilidad existe en un futuro. Para cier
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tos casos, en un futuro no muy lejano y otros ínucho más lejano, 
pero posible, real.

Es decir, que nuestro pueblo está más dispuesto a la negociación 
y a la moderación, pero no para quedarse ahí, sino para ir dando 
pasos más lejos que permitan vislumbrar que «no hay mal que cien 
años dure» y que por fin habrá cambios. Al pueblo llano no le 
gustan los extremos de ningún lado. El pueblo español no es Don 
Quijote — más que cuando está loco o enfurecido— , sino que nor
malmente es Sancho Panza (con perdón).

Este pueblo nuestro ha cambiado mucho en los últimos quince 
años, y sobre todo en los últimos cinco, a nivel de juventud. Eso 
explica el porqué muchos cambios, al parecer bruscos en las leyes 
y costumbres, no han hecho más que oficializar lo que ya existía 
en la mentalidad y realidad de la vida cotidiana.

Pero, ojo, también hay cambios — que luego señalaremos— 
que son reales y aun no son oficiales, al igual que hay cambios 
oficiales que tampoco son reales, porque la población aún no los 
ha asumido o no tiene los medios para vivirlos.

En cualquier caso no conviene olvidar que gran parte de los 
diez millones que votaron CAMBIO en realidad votaron MEJORA. 
Es decir, votaron para que otros les cambien la situación, pero no 
votaron cambiarla ellos mismos, ni votaron creyendo que se iban 
a organizar y comprometer más, ni arriesgarse ellos. Simplemente 
depositaron su confianza en aquellos que les parecían más idóneos 
para acometer los cambios, porque les encontraban menos «prin
gados» con, la corrupción y los engaños de siempre y eran creíbles 
por su trayectoria anterior. O sea, merecían confianza y transmitían 
cierta ilusión.

Tampoco conviene olvidar que aún quedan muchas secuelas 
de nuestra formación religioso-moral-dogmática transmitida por 
nuestra Escuela e Iglesia, cuyos rescoldos se basan muchas mani
pulaciones político-ideológicas.

Así se explica que haya parte de la población que sigue sin 
darse cuenta que mientras aún no está asegurado el derecho a la 
enseñanza gratuita para todos, se suman a la batalla interesada de 
la minoría privilegiada que pide la libertad de enseñanza que nun
ca concedieron a los demás y que además nadie les niega que tengan, 
pero no a costa de limitársela a los demás.
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O que antes de asegurar una auténtica educación sexual en la 
escuela y en los medios de comunicación, una buena alimentación 
y una buena revisión sanitaria, una educación en el amor y no en 
el temor, empiecen a rasgarse las vestiduras porque se pretende 
despenalizar el aborto (o sea las* consecuencias) para aquellas per
sonas que son víctimas de no haber tenido lo anterior (que son 
las causas).

También hay otras posturas dentro del pueblo que están a favor 
del cambio para acelerarlo y profundizarlo. Son aquellos que, ha
biendo estado durante años luchando por facilitar el proceso, no 
se conforman con las medidas que se toman ni con el ritmo que se 
lleva. O no les* parece que hay síntomas de que esos cambios vayan 
a transformar las bases o los cimientos, para que los cambios sean 
reales y duraderos. Me consta que de éstos hay más de lo que pa
rece, incluso dentro de los que tienen respons*abilidades públicas 
y políticas para impulsar los cambios desde las estructuras.

Desgraciadamente también hay gente a favor de este cambio y 
de cualquiera si ello les beneficia a ellos, aunque no beneficie a 
todos. Así hay más* de los que debiera, de los que el cambio para 
ellos sólo ha sido de chaqueta para poder cambiar de barco. El 
rumbo del barco les da igual con tal de que sea buen puerto y 
ellos vayan en él.

B) Los Poderes Públicos.— Hay que ver cuál es la voluntad 
de los que están en el Gobierno o Poder Político para acometer 
los cambios y realizarlos, a pesar de la posible impopularidad (ya 
que la gente ha votado «cambio» para mejorar, no para sacrificarse) 
y de los enfrentamientos con los intereses de los que siempre han 
mandado —̂ y siguen haciéndolo—  en este país.

La lista de lo que hay que cambiar en este país* es interminable, 
como para que se pueda acometer todo a la vez ni se noten los 
cambios en un período de tiempo corto. Pero lo que está puesto en 
el tablero es si hay una voluntad real de crear condiciones para 
un futuro cambio que infunda esperanzas.

Muchas cosas ya han cambiado, como sabemos, y eso ya es 
importante, y otras no pueden cambiar en muchos años, porque, 
como ya decíamos al principio, llevamos decenas de años de atraso.

Falta ver si se va a meter el «bisturí» y se va a cortar la sangría
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que supone para el país tanto fraude fiscal, tanta corrupción, tanta 
burocracia y tanto parásito. Obviamente las 2ancadillas y las tram
pas de los que se vean amenazados son y serán enormes, pero si eso 
no se corta, si no se dan correcciones ejemplares, será difícil que el 
pueblo crea que aquí va a cambiar algo importante.

No ignoramos que hay muchos poderes que están interesadí
simos en que esto no cambie y que han aceptado algunos cambios 
porque no les quedaba más remedio, por la fuerza del voto popular 
y también porque quizá esperan que cambiando algo a lo mejor 
no cambia nada importante y se mantienen más tiempo en sus 
lugares de privilegio. Suponemos que el mayor conocimiento acerca 
de estos poderes por parte del Gobierno les aconseja prudencia y 
cautela para no hostigarles y llegar a consolidar el proceso demo
crático sin enfrentamientos graves o incluso cruentos.

Pero resulta muy arriesgado el que el pueblo no acompañe y 
no sea consciente de estas angustias o inquietudes a través de una 
información amplia por parte de los poderes públicos. Si se esca
motea a la población la verdadera situación y no tiene elementos 
para juzgar o comprender la actuación del poder público, ^ícómo 
puede apoyar una gestión que no entiende en caso de peligro? Si 
al pueblo se le ignora, pensando que no tiene capacidad de analizar, 
se está construyendo sobre arenas movedizas una sociedad demo
crática que requiere de la participación insustituible de los dúda
nos para que pueda ser realmente democrática y no un escaparate.

(iDe qué sirve un régimen democrático si se legisla, se ejecuta, 
se planifica, se decide, se escribe y se discute sin que el pueblo se 
sienta implicado en todo eso?

C) Los Poderes Fácticos..— La triste realidad nos muestra y 
nos recuerda bastante a menudo que en España los poderes fácticos, 
los que nadie elige ni tiene la oportunidad de elegir, siguen estando 
vigentes y presentes. Estos poderes tienen aún el poder económico 
y financiero, un poder moral — aunque en continuo y pronunciado 
descenso—  y el poder de la fuerza. Y con sus principios y valores 
están defendiendo sus intereses de clase, casta y grupo.

Dentro de estos poderes hay grupos que critican el proceso de 
cambio desda posiciones conservadoras, porque ven de alguna ma
nera peligrar sus intereses o privilegios y, por supuesto, su crítica
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no es para mejorar el cambio y corregir los fallos, sino para intentar 
bloquearlo y minarlo.

De alguna forma, y aunque sean una minoría pero terriblemente 
afincados en sitios de influencia, personas de estos poderes siguen 
confundiendo su finca y su feudo con la Patria; su bolsillo y sus 
negocios con la libertad de mercado y el desarrollo; su estrechez 
mental con los valores espirituales que deben seguir todos los espa
ñoles como dogma de fe; justifican su hipocresía (de que se puede 
ofender al pueblo y pedir perdón sólo a Dios y no a los ofendidos) 
con el pretexto de que sirven a una causa justa con la misma digni
dad del Ingenioso Hidalgo D. Quijote de la Mancha, y justificaron 
sus privilegios ganados al amparo de la guerra contra un régimen 
establecido, atribuyéndolo a la voluntad de Dios, que castiga a los 
malos (los otros) y premia a los buenos (ellos).

Siguen confundiendo libertad, pluralismo y respeto a las opinio
nes y creencias de los demás con libertinaje, herejía, comunismo, 
pecado, etc...

Lo que es peor es que permiten, e incluso algunos fomentan, la 
miseria de miles de familias — como hace años provocaron la emi
gración, separando a millones de españoles—  simplemente porque 
invertir sus capitales en España no les resulta tan suculentamente 
rentable como cuando no había sindicato y no había que declarar 
las cuentas reales a Hacienda. ¿No es esto un tipo de terrorismo 
provocador?

¿No es una hipocresía utilizar la indisolubilidad de la familia 
como bandera político-moral contra la ley del divorcio, mientras 
se ha condenado a la separación y desintegración por la emigración 
a miles de familias?

Si de verdad se defiende la dignidad inalienable de la persona 
— cosa, por otra parte, con las que está de acuerdo el pueblo— , 
¿por qué no hicieron lo posible para evitar los atropellos y per
mitieron entre otras cosas:

—  dos millones de parados (que no han nacido después de las 
elecciones)...?

—  200.000 menores trabajando...?
—  800.000 niños sin escuela...?
—  el vaciamiento masivo de los pueblos en las regiones más
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abandonadas y el hacinamiento en las concentraciones urba
nas?

—  50 por 100 de «fracaso escolar» en los barrios periféricos 
de las grandes ciudades* (que ellos mismos provocaron con 
sus «planes de desarrollo»)?

—  la especulación del suelo hasta repercutir en casi un tercio 
del precio del piso?

—  la prostitución de los menores, a falta de otras salidas...?

—  el frande fiscal como norma de hacer rentables muchas em
presas...?

—̂  la no amortización para renovar la tecnología, que nos ha 
hecho un país incapaz de competir con la industria extran
jera, porque la avaricia hacía que se llevaran el máximo de 
beneficio sin renovar la maquinaria...?

—̂  la corrupción que supone el tener varias nóminas y sueldos 
oficiales y extraoficiales al mismo tiempo. El ocupar varios 
puestos médicos a la misma hora en distintos sitios...?

—  el dejar impunes muchos casos de negligencia sanitaria...?

—  el utilizar los Cuerpos de Policía y Guardia Civil para otros 
fines* que los de defender al pueblo, — justificación última 
de su existencia—  y dejaron sin sancionar los abusos bru
tales de algunos de ellos en el ejercicio de sus funciones?

—  la evasión de capitales que intentaba desequilibrar el proceso 
español — «su Patria», palabra tan hipócritamente manosea
da en los discursos— , ya no tan favorable a los abusos de 
siempre?

¿Entonces qué ética se pretende defender? Aquí la sabiduría 
popular que juzga por la verdad de los hechos es clarividente: 
«Dime de qué presumes y te diré de lo que careces.»

Ante todo esto constatamos también que la Iglesia colectivamen
te no ha levantado su voz, aunque sí se han oído voces aisladas 
de obispos que han denunciado situaciones concretas, a tiempo y
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con energía, para denunciar el «materialismo» camuflado detrás de 
las agravantes formas exteriores de religiosidad. ¿No cabría también 
aquí un cambio?

ESPAÑA HA CAMBIADO MUCHO

Cambios reales y cambios oficiales

Cierto que hay muchas cosas que han cambiado en este país en 
los últimos diez años e incluso antes, y a lo largo de los distintos 
artículos de esta misma revista se enumeran casi hasta la saciedad.

Cambios socio-económicos.— Elevación del nivel de vida, el cre
cimiento gigastesco de las concentraciones urbanas y el éxodo de los 
pueblos agrícolas, mutaciones en la estratificación de las capas y 
clases sociales, fuerte proceso de industrialización y aumento del 
sector terciario en nuestra economía.

Cambios políticos.— Constitución desde 1978, con avances sobre 
aspectos importantes hasta ahora no reconocidos (autonomías, ob
jeción de conciencia, derechos de los niños, libertad de reuniones, 
expresión y organización); participación en las tareas públicas a 
través de sindicatos y partidos políticos, A. P. A. S., etc... Eleccio
nes libres y, por primera vez para la mayoría de los españoles, un 
cambio de Gobierno de signo progresista a partir de las elecciones 
de octubre de 1982.

Cambios socio-culturales.—^Desarrollo de los medios de comu
nicación social, la democratización de la cultura, la explosión y pro
liferación de manifestaciones culturales de todo tipo: teatro, uni
versidades populares, casas de cultura, asociaciones culturales, cen
tros sociales, fiestas populares, preocupación por los problemas eco
lógicos... Más participación de padres en el mundo de la educación.

Cambios de valores y actitudes.— Crisis de obediencia y cambio 
en las relaciones padres-hijos, rechazando las relaciones de autori
dad-jerarquía; mayor respeto al niño; cada vez más gente expresa 
libremente lo que piensa y es sensible a los abusos y atropellos; 
la gente se relaciona de otra manera y ha roto el tabú represor en 
1q que respecta a la afectividad y la sexualidad..., y en general los 
españoles, incluso considerándose creyentes, deslindan su conciencia 
de lo que aconseja algunas veces la Iglesia.
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En resumen, nuestro pueblo ha cambiado de condiciones de 
vida y de modo de pensar, lo que explica a su vez que los cambios 
habidos en el país son el reconocimiento jurídico y legal que vienen 
a oficializar públicamente lo que ya estaba pasando. Es decir, mu
chos cambios reales se han hecho oficiales.

Cambios oficiales, pero no reales
Igualmente podemos decir que hay muchos cambios «oficiales» 

que aún no son reales.
Quizá la Constitución nos sirva de espejo para ver más claro, 

cómo no es lo mismo haber legislado unos principios a que éstos 
tengan cauce real para realizarse, y mucho menos que el conjunto 
de la población les haya asumido y tenga conciencia de ellos.

Muy posiblemente una élite de dirigentes o prestigiosos juristas 
del país han llegado a elaborar unas normas muy lógicas, progre- 
gresistas y justas, pero en las que la población no ha participado ni 
opinado sobre ellas en particular, por lo que pueden tranquilamente 
haber votado globalmente a favor de ellas y no haber profundizado 
lo más mínimo en su contenido con detalle.

Y esto ocurre no sólo con la población civil, sino con la militar 
y policial, que dicen acatar una Constitución porque oficialmente 
no podrían decir lo contrario, pero que su tipo de educación quizá 
no coincida precisamente con el contenido de ella y posiblemente 
muchos la acepten por disciplina.

Es decir, que para que la Constitución sea algo más que oficial 
y pase a ser real, tendría que ser asumida como práctica de vida 
diaria de todos los ciudadanos, y eso, a pesar nuestro, aún no es una 
realidad en España.

Pero no solamente muchos cambios oficiales no son reales por
que muchos de los ciudadanos no los asuman conscientemente, sino 
porque los cambios necesitan los medios, los cauces y las estructu
ras que los hagan posibles.

Bastaría con citar el ejemplo más grave, como es el paro, para 
ver cómo el derecho al trabajo que dice la Constitución no es tan 
«real» como «oficial». Y así podríamos enumerar la situación de 
la tercera edad con pensiones y medios totalmente insuficientes, los 
derechos de los niños, la igualdad de oportunidades en la educa
ción, la objeción de conciencia, etc., etc.
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Lo mismo que decimos de la Constitución, hay que aplicarlo 
a los cambios «oficiales», pero no tan «reales» a partir de las 
recientes elecciones y el triunfo del partido socialista. Ciertamente 
que el acceso al Poder por parte de los socialistas supone un cambio 
y además importante, pero hay muchos aspectos que se han quedado 
sólo en «oficíales». Por ejemplo, hay cantidad de cargos — de altos 
funcionarios—  que siguen siendo los mismos que con Franco, Suá- 
rez y Calvo Sotelo. Hay algunos policías, con un pasado digamos 
más que dudoso respecto a su talante democrático, que sólo han 
cambiado de zona geográfica.

O sea que hay ciertos cambios que tampoco dependen del Po
der Político para realizarse, pero que mantienen la «realidad» lejos 
de la «oficialidad» del cambio. Así, por ejemplo, mientras cierta* 
mente han cambiado la mayoría de los cargos públicos, no han cam
biado los dirigentes del poder económico y financiero real en Es
paña: presidentes y mayores accionistas de los Bancos, principales 
dirigentes de la CEOE. Tampoco cambió la jerarquía de la Iglesia, 
ni los jueces, ni la política de las potencias extranjeras, ni los diri
gentes de las empresas multinacionales, ni los grupos de médicos 
que presionan hacia la sanidad como negocio...

En resumen, habría que decir que hay muchos cambios reales 
que aún no llegan a ser oficiales y que también hay muchos cambios 
oficiales que todavía no son reales ni podrán serlo, porque no basta 
para ello con tener sólo el poder político. Hace falta más.

Por eso el juicio o valoración de los cambios a cualquier Gobier
no en las circunstancias actuales no será ver si ha conseguido cam
biar, cosa prácticamente imposible para muchos aspectos de nues
tra sociedad (modelo económico, peso del Ejército, etc.), sino sí 
ha motivado, movilizado y sentado las bases para que el cambio 
de lo más importante sea posible a más largo plazo. No es una 
cuestión de más o menos tiempo, sino de que sea posible o no,, 
según los procesos que se siguen para facilitarlo.

Entonces, ¿cambiar qué?
¡Habría que cambiar tanto! Está claro que «no por mucho ma

drugar amanece más temprano», como dice el refrán, y hay que 
dar tiempo al tiempo, lo que no significa que haya que esperar 
pasivamente a que vengan los cambios. Tampoco vale perder de
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vista los cambios que esperamos, bajo el pretexto de que hoy no 
se pueden hacer, porque corremos el peligro de confundir los 
objetivos con la extrategia y al final ir perdiendo de vista lo que 
son los cambios de fondo.

Aunque de alguna manera ya se han dicho a lo largo de toda 
la revista una cantidad de cambios, no viene mal recordarlos aquí 
para asegurarnos que hablamos de lo mismo.

Habría que cambiar al menos:
—  La redistribución de la renta y acabar con las «bolsas» de 

pobreza en Extremadura, Castilla, Andalucía... y las des
igualdades de bienestar y equipamiento entre las regiones, 
y entre los sectores más desfavorecidos: los desempleados 
del campo y de la construcción, entre los ancianos, entre los 
jóvenes...

—  La desigualdad de oportunidades en la educación y los mis
mos planes de educación, que aún siguen pretendiendo la 
formación de individuos consumidores, y productores para 
satisfacer las demandas del sistema capitalista. Reconocer que 
es la escuela que fracasa y no los niños. Cambiar la escuela, 
tan aburrida y hacerla más cercana a la realidad. Integrar los 
dos aspectos: manual e intelectual. Hacerla democrática, par- 
ticipativa, respetuosa y pluralista, alegre, aconfesional...

—  La política económica, que mitigue las estrecheces repar
tiendo más el gasto público entre los de abajo, que es una 
forma de aumentar el poder adquisitivo, rebajando el coste 
de algunos servicios.

Orientar más las inversiones públicas y presionar a las 
privadas para sectores que generen más empleos...

—  La estructura de la atención sanitaria para que se oriente 
hacia la construcción de salud pública y frene el proceso de 
privatización. Acercar más los pequeños hospitales a barrios 
y pueblos y no facilitar esos monstruosos y enormes hos
pitales...

—  Dedicar presupuesto, medios y voluntad de investigación 
para ir cortando la absoluta dependencia tecnológica de las 
empresas multinacionales extranjeras...
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—  Ver vómo acortar el presupuesto de armamento y no entrar 
en el juego de los bloques. Hoy nos gastamos 22.000 pesetas 
por segundo en asuntos de defensa, si sumamos el presu
puesto anual y la octava parte correspondiente al presu
puesto extraordinario previsto para ocho años en renovación 
de armamento... Hay que plantearse seriamente cuál debe 
ser nuestro papel sin ignorar la existencia de los bloques, 
pero sin potenciarlos. Quizá nuestro armamento debería 
ser sólo disuasorio y no tanto en función de la parte lo
gística que nos asigna el bloque Atlántico y que nos mete 
en una dependencia armamentística que nos deja en ma
nos de los intereses económicos de Norteamérica.

—  Ir sentando las bases para un modelo de desarrollo agrícola 
que no esté tanto en función del mercado mundial, sino del 
consumo interno, para no sufrir tanto las fluctuaciones del 
mercado exterior.

—  Dar pasos para que sea posible la participación de los tra
bajadores en la gestión de la empresa, al menos las del sector 
público... Como se señala en otro artículo de la revista 
citando a F. Mitterand: «El ciudadano económico tiene tan
tas razones para existir como el ciudadano político.»

En fin, tantas cosas sería importante cambiar: el papel del Ejér
cito para prestar un buen servicio a España, la capacitación profe
sional de la Policía, aligerar el peso del Estado en la vida de la 
sociedad e ir recuperando espacios de poder y libertad para los ciu
dadanos..., etc., etc.

La lista sería enorme e imposible, y sería muy importante que 
fuera motivo de debate de toda la población. ¿Qué creemos todos 
que hay que cambiar? ¿Cómo lo vamos a hacer? ¿A qué vamos a 
renunciar? ¿Hasta dónde estamos dispuestos a luchar y a arries
gar? Eso sería una aportación de aire fresco y dinamismo para el 
país, de un valor incalculable.
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ALGUNOS ELEMENTOS QUE NOS AYUDARIAN  
A CAMBIAR

Mayor información y diálogo

Ya se ha señalado en otro momento lo fundamental que es 
tener a la población informada para que sea consciente de las limi
taciones que tenemos. No nos cansaremos de repetirlo: informa
ción plena, frecuente, clara, accesible.

No vaya a pasar como el caso de muchas familias — es un ejem
plo—  en donde los padres o la madre viuda se mata a trabajar de lo 
que sea para que a sus hijos no les falte de nada y estudien, y 
cuando éstos crecen, hacen sus planes olvidándose de los sacrificios 
de los padres. Esto sucede porque aún buscando su bien se les 
ignoró antes a ellos, no se les hizo partícipes de los esfuerzos y 
dificultades e incluso no se les consideró capaces de sacrificarse y 
sentirse útiles apoyando el proyecto familiar y las prioridades eco
nómicas que hubieran exigido prescindir del último modelo de 
zapatos o de cambiar los muebles de la habitación. Y claro no 
aprendieron a su tiempo la asignatura del sacrificio, de responsa
bilizarse, de saber lo que cuesta conseguir las cosas y valorarlas.

Valga el ejemplo para preguntarnos si no nos pasa algo parecido 
a nivel general del país. ¿No estamos consumiendo y gastando por 
encima de nuestras posibilidades? ¿No se nos está escasamente in
formando para que no nos asustemos? ¿No se están escamoteando 
denuncias públicas con nombres y apellidos de muchas corrupcio
nes que están ocurriendo por no provocar a sectores poderosos?

Si no hay que provocar a la Policía y hay que decir que son unos 
buenos profesionales, para que colaboren, pues todos somos capaces 
de llegar a esa conclusión, pero, por favor, no nos oculten los abu
sos y faltas de profesionalidad de muchos de ellos.

Si hay que tranquilizar al Ejército para que algunos no estén 
conspirando, pues de acuerdo, todos lo podemos entender, pero 
que no se nos diga que son los garantes de la Constitución, cuan
do las noticias son que muchos desafían, incluso en actos pú
blicos y oficiales, al poder constituido legítimamente.

Si no hay que provocar a los Estados Unidos porque están que 
muerden con nosotros, pues quizá también podemos asumirlo todos
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estratégicamente, sabiendo que no es más que un proceso obliga
torio mientras damos pasos seguros que nos vayan «desatando» de 
tantas dependencias. Pero que no nos lo den ya decidido.

En definitiva, informar, informar e informar para que el pueblo 
asuma la gestión municipal y estatal, para que vea y compare la 
transparencia y diferencia entre el presente y el pasado y pueda 
criticar si es necesario.

Mayor participación
Ya hemos dicho que no hay democracia sin participación y no 

hay participación sin información, y en esto no hay suplencias.
Los cambios hacia adelante se producen siempre por la presión 

de los que empujan desde atrás o desde abajo. El cambio no puede 
estar «empaquetado» en alguna esfera del poder ni puede ser «ad
ministrado» sólo por irnos pocos. Debe ser fruto de algo que ya vive 
y asume la población.

Tiene que dejarse vía libre a la iniciativa popular — que colec
tiva y organizadamente es muy sensata—  en cualquier campo que 
ésta se manifieste. Hay que apoyar las iniciativas de abajo con 
información, confrontando los objetivos de tales iniciativas sin pre
sionarlas, facilitando los medios lícitos de que dispone el poder para 
que el cambio se opere.

Ojo a la tentación del posible engreimiento de los que estén en 
ciertas parcelas de poder, porque lo han conseguido gracias a la 
confianza de 10 millones de votos, porque igual que se dan esos 
votos, se quitan.

El proceso del cambio no debe ni puede ser propiedad de nadie, 
y los poderes públicos más que ninguno deben lamentar esa inicia
tiva y esa participación del pueblo, para que sea protagonista del 
cambio, lo asuma, lo promueva y lo defienda con uñas y dientes. 
Si la población no lo percibe así, ¿cómo va a defender un proceso 
que no considere suyo? Los cambios no vienen por decreto, sino 
que los decretos oficializan loa cambios, si de verdad los hay.

Estamos en un momento muy esperanzador, interesante y bonito 
de vivirlo, pero al mismo tiempo es un momento delicado, donde 
se puede acabar desmovilizando a la población, sustituyéndola, in
tegrándola en el engranaje de la representatividad por delegación, 
que genera al mismo tiempo una inhibición peligrosa.
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Si echamos la vista atrás podemos constatar que lo que ahora 
tenemos no es fruto de ningún regalo, ni de la casualidad, sino del 
proceso de lucha y organización de un porcentaje relativamente alto
de la población.

Hemos pasado de ser una masa sospechosa y «rea» de culpa 
en los años 50 a una masa temida en los años 60. Y hemos pasado 
de estar excluidos, por decreto, de cualquier forma organizativa 
que no fuera dentro del Movimiento Nacional Unico del aparato 
estatal a ser aceptados por derecho propio en nuestras* diversas 
formas organizativas, sindicales, vecinales y políticas en los 70. Pos
teriormente hemos sido buscados e invitados a colaborar en la tran
sición para hacerlo sin traumas en los años 80.

Y ahora viene la inquietud. A partir de ahora, ¿qué? Se ha dado 
un paso más y se ha invitado a las organizaciones sociales y sindir 
cales a participar del cambio. Pero la manera de invitar a parti
cipar da la impresión que lleva a la integración y absorción, lo que 
podría llevar a una peligrosa dependencia, una vez salvada la buena 
voluntad, por supuesto.

Es decir, que se puede fácilmente llegar a la «gubernamenta- 
lización» sindical y a la «municipalización» vecinal casi involunta
riamente. Y de ahí al centralismo del famoso Movimiento único que 
tuvimos hasta hace relativamente poco no habría tanta diferencia, 
salvo en una cosa: que en este caso sería voluntariamente y con 
ideología progresista.

Dicho de otra forma, se hace un flaco favor al proceso de cam
bio y a la participación ciudadana si se la integra en la maquinaria 
oficial. En el fondo se la absorbería ocupándola con tareas de las 
que no tiene la última decisión.

Una cosa son plataformas cercanas entre el poder y el pueblo, 
donde se estudie, se consulte, se informe, se escuche e incluso se 
llegue a cierto nivel de decisiones locales en los que la población 
participe y otra es la incorporación de las entidades populares a 
las tareas públicas.

O sea, que no es lo mismo apoyar desde el Municipio y desde 
el Estado a las iniciativas y organizaciones populares estando cerca 
que incorporarlos a los planes municipales o gubernamentales.

Se acabaría por matar la iniciativa, la capacidad de extenderse 
a más población, la sensibilidad por los problemas cotidianos de
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cada día, y lo que es peor, se perdería la capacidad crítica tan nece
saria para presionar y confrontar a los que ejercen la gestión pública.

Porque en el fondo, el asunto de la participación no se puede 
concebir invitando a los ciudadanos como si se invita a una boda, 
en la que unos son los protagonistas que se casan y otros toman 
parte como invitados. Al fin y al cabo sería el poder quien se casa 
en este caso y los ciudadanos los* invitados. Más bien hay que con
cebirlo como una fiesta o «guateque», en donde todos tienen el 
derecho de participar, porque es su fiesta, y en la que cada uno 
tiene el deber y el placer de encargarse de una cosa y aportarla.

En definitiva, para que haya cambios tienen que cambiar los 
métodos y los medios de información y de participación, y eso re
quiere mucha voluntad de cambio por parte de los Poderes* Públicos 
y de la población.

Se requiere una transparencia total, abrir las ventanas de par en 
par para que entre aire nuevo y fresco. Para que la gestión sea 
conocida por todos y pueda ser juzgada, vigilada y defendida si es 
necesario.

Cuanto más cercano está el poder de la población, mayor es 
la participación y la confianza. La lejanía provoca baja participa
ción política y esto genera desconfianza.

Nuevos cauces de movilización

Si la negociación y el pacto como práctica sindical no van incor
porando otras* medidas que vayan demostrando que se dan pasos 
hacia una progresiva participación de los trabajadores en los dife
rentes niveles de decisiones económicas y de producción, no habrá 
cambios. Es decir, se habrá abordado el cambio.

Cambiar el tipo de lucha en las empresas para que no sólo sea 
la negociación del convenio en la que ya de antemano la patronal 
tiene previsto hasta dónde es el máximo que puede o está dispuesto 
a dar. No es que haya que renunciar a la negociación del aumento 
salarial, sino que, por un lado, hay que cambiar la forma de plan
tear la negociación con mucha más preparación previa, con plan
teamientos a largo y medio plazo para que al sentarse en la mesa 
de negociaciones se esté en condiciones de saber lo que se puede 
conseguir hoy y lo que hay que pedir para el año próximo. Si las
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empresas* planifican al menos con cinco años de anterioridad las 
inversiones o reconversiones, también nosotros tendremos que plani
ficar con más previsión del conjunto de la marcha de todo el sector 
en el que está inmersa nuestra empresa, para que no nos salgan 
con la palabra «comodín» de la crisis y nos tapen la boca.

Por otro lado no podemos pensar en que nuestro poder adqui
sitivo depende sólo del aumento de salario, sino que también lo 
acrecentaríamos si conseguimos ahorrarnos dinero, evitándolo gastar 
en reparaciones de bienes que están fabricados mal o que son de 
mala calidad. ¿Por qué no plantear en la empresa el control de ca
lidad de lo que producimos? Y con mucha más razón si encima pro
ducimos o manipulamos alimentos.

En resumen:

—  Cambiar el tipo de lucha.

—  Cambiar el tipo de reivindicaciones.

—  Controlar la calidad de lo que producimos.

—  Controlar la depuración, vertidos y humos.

—  Controlar y tomar medidas de seguridad e higiene.

—  Cambiar nuestra visión a más amplio plazo.

Confianza en el cambio

No podemos cambiar nada importante si no creemos que es 
posible. A pesar de todas las dificultades que arrostramos durante 
años o quizá siglos, en el pueblo siempre hay una especie de sabi
duría que le permite distinguir quién es de los suyos y quién va; 
contra él. Tiene un sexto sentido para captarlo.

Lo que hace falta es que se nos motive y se nos dé información 
y cauces de participación para que nos vayamos sacudiendo la 
costumbre de inhibirnos y delegar, quitarnos el complejo de torpes 
que nos han metido en la escuela, entrenarnos en tomar decisio
nes y tener responsabilidades, quitarnos las gafas dogmáticas de 
juzgar antes de observar y conocer, ver más allá de nuestras fron
teras y autonomías, tomar conciencia de nuestra fuerza, sentir antes 
lo que nos une de lo que nos separa...
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En resumen, dar sentido a la vida por construir una sociedad 
donde nos respetemos, nos queramos, le saquemos gusto a la vida y 
seamos los protagonistas de ella.

Evidentemente esto no se le puede pedir a ningún Gobierno, 
porque es tarea de todos; pero los Poderes Públicos que de verdad 
estén al servicio del pueblo — y no que se sirvan de él, como los 
anteriores que conocemos—  debe promover esa motivación del pue
blo y facilitar los cambios de la participación, aunque evidente
mente en cuatro años no lo consiga.

244

lO

índice



DOCUMENTACION
SOCIAL

Revista de estudios sociales y de sociología aplicada

•  La investigación sociológica en España.

•  Veinticinco años de sociología aplicada (1958-1983

Indice cronológico. 

Indice de materias.

Suplemento al número 50 

Enero - Marzo 1983

lO

índice



lO
índice



La investigación socioiógica 
en España:

su iugar en una sociedad de ciases

Carlos Pereda 
Miguel Angel de Prada

C o le c ti v o  I O  E

Quienes escribimos estas páginas nos dedicamos desde hace una 
decena de años a la investigación. Ha sido — está siendo—  un re
corrido tortuoso, junto a otros compañeros jóvenes, en búsqueda 
de nuestro lugar como sociólogos. Un lugar que no queríamos viniera 
determinado por el mejor postor, pero que tampoco hemos logrado 
hacer conforme a nuestros deseos. Entre nuestras utópicas ofertas y 
los intereses de la demanda, hemos bailado en la cuerda floja. A veces 
hemos dicho no y otras, las más, hemos pactado. Alguna vez, incluso, 
oferta y demanda llegaron a identificarse (1), pero en ese caso no 
cobramos una peseta.

Introducimos estos datos de nuestra biografía porque observa
mos que las ideas no se originan simplemente en la cabeza del pen
sador, sino que más bien se encuentran en permanente tensión con 
su práctica social.

En cierto modo, estudiar el papel de la sociología en nuestro 
país era algo que nos atraía; sin embargo, al observar la ya vieja y 
complicada polémica que el tema había suscitado en autores notables, 
nos daba miedo hacer letra impresa de nuestras reflexiones.

(1) Investigación participativa del Barrio Extremadura - Solana, realizado 
desde la Asociación de Vecinos «Los Olivos» de Madrid entre 1974 y 1978.
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Conscientes de la parcialidad de todos los puntos de vista, espe
ramos que el nuestro refleje la posición de un amplio grupo de so
ciólogos que — aunque hace tiempo hemos desmitificado al héroe—  
todavía eremos en la viabilidad, por supuesto limitada, de una socio
logía teóricamente crítica y empíricamente concreta. En particular, 
agradecemos la aportación que nos han prestado para la elaboración 
de este artículo los compañeros del desaparecido CAIS (citados en la 
nota 6) y nuestro maestro en un tramo del camino, Alfonso Ortí.

I. E L  M ERCADO ACTUAL D E  LA  SO CIO LO GIA

Resulta muy difícil obtener datos fiables sobre el mercado de la 
sociología: sus clientes, el dinero invertido, los asuntos tratados, la 
rentabilidad en términos económicos y sociales, etc. Como veremos, 
gran parte de los estudios tienen carácter secreto por su vinculación 
más o menos directa al control económico o político de la sociedad; 
además, es muy frecuente que la sociología empírica se produzca 
en simbiosis con otras especialidades (derecho, psicología, econo
mía, técnicas de gestión, etc.), lo que hace de los informes finales 
productos de muy difícil clasificación.

Teniendo en cuenta estas limitaciones, nuestro acercamiento al 
mercado de la sociología va a ser aproximativo, resaltando sobre 
todo sus dimensiones estructurales y aportando datos concretos cuan
do nos sea posible. Para comenzar, podemos distinguir tres sectores 
siempre presentes en cualquier investigación.
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el cliente 
(sujeto)

el sociólogo 
(mediador)

población investigada 
(objeto)

En principio, estos tres sectores no tendrían que estar separados 
ya que el logos social (objeto genérico de la socio-logia) no es apro- 
piable por nadie sino más bien el resultado, móvil y polémico, de 
todos los flujos y niveles de intercomunicación colectiva. Sin embar
go, el mismo proceso histórico que trajo consigo la división capita
lista del trabajo favoreció la aparición de oficios «intelectuales», en
tre ellos el del sociólogo, que concentraban en sí las funciones «com
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prensivas» de la producción (2). A la vez, el desarrollo de los gran
des aparatos de Estado perfeccionó un conjunto de técnicas, desde 
la demografía a la planificación educativa, que fueron configurando 
una especie de biopoder tendente a «la administración de los cuer
pos y la gestión calculadora de la vida» (3).

En este contexto de proliferación de saberes especializados apli
cados al trabajador y al ciudadano es donde toma cuerpo el conjunto 
de técnicas y teorías que hoy llamamos sociología. Con todo, es pre
ciso añadir enseguida que la pretensión de los primeros grandes 
sociólogos — desde Comte hasta Marx o Weber—  de captar y po
der regular el logos social, ha resultado vano esfuerzo y «la vida es
capa sin cesar» (Foucault). En todo caso, hoy día son otros los sabe
res con pretensión de dominio, como la telemática aplicada a la 
educación o — todavía más—  la física aplicada a la estrategia mi
litar (4).

Si nos ceñimos a nuestro país, el mercado real de la sociología, 
además de ser muy restringido (5), es relativamente elástico en mu
chos sentidos. Asistimos a un ininterrumpido proceso de institucio- 
nalización de la sociedad. Y lo que nos parece más importante en 
este proceso es la concreta ubicación de clientes, sociólogos y pobla
ciones en la red de relaciones sociales, es decir, el lugar social de la 
sociología.

A su vez, entre los tres sectores aludidos aparece una dialéctica 
interna donde el papel dominante suele corresponder al cliente — que

( 2 )  M a r x  describió la génesis de este proceso en el capítulo X II del 
libro I, volumen II  de El Capital, págs. 409-449. Siglo X X L  Madrid, 1979.

(3) La planificación educativa habría tomado por objeto el cuerpo-máquina 
y la demografía el cuerpo-especie. Ambas disciplinas configurarían la anatomo- 
política del cuerpo humano. F o u c a u l t , M.: Historia de la sexualidad. 1. La 
voluntad de saber, págs. 168 y sigs. Siglo X X L  Madrid, 1978.

(4) Cfr. E a s l e a , B.: La liberación social y los objetivos de la ciencia. 
Siglo X X L  Madrid, 1981; y L y o t a r d , J . F.: La condition postmoderne. R ap -  
port sur le savoir. Minuit. París, 1979.

(5) Sumando los licenciados en Sociología de las tres Facultades existen
tes en España —Complutense, León X III  y Deusto— no sobrepasan los 2.500, 
de los cuales sólo el 12 %  se dedican a tareas de investigación (unos 300). 
A éstos habría que añadir un número no determinado de titulados en el ex
tranjero y algunos más que trabajan sin el título de Sociología o que han 
adquirido esta especialidad en otras Facultades (Barcelona, Granada, Valen
cia, etc.).
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para eso paga— , si bien la población estudiada también puede abste
nerse o engañar — dobles lenguajes—  y hasta convertirse en pobla
ción-cliente (como ocurre en algunos estudios de investigación-acción 
o en el sociánálisis).

Al sociólogo-investigador, en particular, le cabe un margen de 
maniobra — más o menos estrecho, pero real—  para situarse en uno 
u otro punto de la red, así como para adoptar diferentes actitudes 
teóricas y metodológicas en relación con el cliente y la población 
investigada. Aprovechar estos márgenes de libertad, que cambian 
evidentemente con las condiciones socioeconómicas y política del 
país, ensancharlos todo lo posible: he ahí la responsabilidad del so
ciólogo.

De una forma solamente aproximada, podemos partir del siguien
te cuadro de clientes de investigación sociológica para nuestro país, 
en razón del porcentaje de sociólogos contratados (6):
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Estado y empresas públicas ......... ... 48 %
Empresas privadas ............................ ... 45 %
Iglesia, partidos, sindicatos, ......... . ... 1 %

Puede observarse que las grandes instituciones políticas y econó
micas son los principales clientes de la sociología. Una demanda que 
es mucho mayor a medida que se asciende en la escala política o en 
el «ranking» de empresas, de manera que, en términos generales, se 
podría establecer un paralelo entre el aumento de poder politico
económico y el aumento de demanda sociológica.

1. El Estado.

El Estado — central y periférico—  ha aumentado sensiblemente 
su demanda de sociología en los últimos años, coincidiendo con la 
transición democrática. Aparte las nuevas atribuciones del Estado

(6) Elaboración propia a partir de datos obtenidos por A. P e i n a d o , L. 
S e o a n e , E. Z a b a l e t a , L. M o n t e jo , E. B e n a r r o c h  y T. F i u n t e , en: La situa
ción actual de los licenciados en Sociología y el futuro de la profesión de so
ciólogo, págs. 24 y sigs. Informe presentado al C.I.S. en 1982, con el nú
mero 1.282.
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Socid en el marco de la economía neocapitalista, la búsqueda del 
voto popular exige del gobierno constantes sondeos de opinión 
pública, para acomodarse a ella y para encauzarla.

Así, el antiguo Instituto de Opinión Pública (lOP), que pasó a 
Presidencia del Gobierno en 1976 coincidiendo con la Ley de la Re
forma Política de Adolfo Suárez, cambió de organización y de 
nombre (ahora GIS), aumentando su presupuesto de 30 a 200 millo
nes de pesetas. Actualmente el Centro de Investigaciones Sociológi
cas promueve cada año cerca de un centenar de proyectos (300 mi
llones de pesetas) y asesora directamente al ejecutivo. A su vez, bas
tantes departamentos ministeriales y sobre todo las nuevas diputacio
nes y ayuntamientos dirigidos por la izquierda, han promovido en 
muchos puntos del país estudios de opinión para conocer las deman
das de la población así como trabajos de campo sobre demografía, 
marginación, medio rural y sobre todo sanidad y urbanismo.

A los flamantes políticos tecnócratas de los años 60 (que preten
dían conjurar las contradicciones inherentes al neocapitalismo de 
aquellos años mediante los planes de desarrollo) sucede ahora una 
nueva oleada de «políticos progresistas», también partidarios de la 
investigación, esta vez aplicada — dicen—  a la planificación del cam
bio en las estructuras sociales, políticas y económicas del país. El 
tiempo se encargará de juzgar si esta nueva actitud se queda simple
mente en la racionalización de las estructuras heredadas — como 
pretendieron los regeneracionistas de fines del xix y comienzos 
del XX—  o si se encamina efectivamente hacia un nuevo tipo de 
sociedad y — añadimos por nuestra parte—  de sociología.

En esta coyuntura, es de esperar que el sociólogo que investiga 
para el Estado sea a nivel de los ministerios o de los entes autonó
micos, de las diputaciones o de los ayuntamientos, tenga unos ma
yores márgenes de libertad — y los exija—  para orientar sus inves
tigaciones en sentido crítico y participativo, en buena lógica con la 
transparencia informativa y el espíritu democrático que pretende la 
nueva Administración.

No incluimos entre los clientes de investigación sociológica a la 
Facultad de Sociología de la Universidad Complutense de Madrid 
— única dependiente de la Administración estatal—  pues su papel 
hasta ahora se ha ceñido casi exclusivamente a la mera docencia y
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no a la investigación empírica (7). Otro tanto puede decirse del Ins
tituto Balmes de Sociología, perteneciente al C.S.LC., sin apenas pre
supuesto para la investigación. Esta disyunción existente entre socio
logía académica e investigación empírica tiende a alimentar en pro
fesores y alumnos no pocas fantasías de «neutralidad» y de «omni
potencia» que en nada han favorecido una comprensión adecuada 
de la génesis, implicaciones y escasas — p̂ero ciertas—  posibilidades 
del oficio de sociólogo (8).

En nuestra opinión, la confrontación entre escuelas dentro de la 
academia, tanto a nivel teórico como metodológico, seguirá divagan
do por los aires mientras esté desconectada de la praxis social del 
sociólogo donde tales saberes tuvieron su origen y tienen aún hoy 
día su razón de ser.
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2. La empresa privada.

Junto al Estado, el otro gran cliente de la sociología empírica en 
España es la empresa privada o, mejor, las grandes empresas, sobre 
todo las multinacionales, ya que para las pequeñas y medianas em
presas contratar a un sociólogo se considera un lujo inalcanzable.

La investigación suele desarrollarse en equipo con otros especia
listas y se aplica sobre todo en los siguientes ámbitos:

—  Marketing y publicidad: mercados potenciales, motivaciones 
del consumidor, imagen de marca, etc. Este trabajo suele 
coordinarse desde el gabinete de estudios de la propia em
presa, aunque a veces se recurre a agencias de publicidad o

(7) Según el estudio citado en la nota anterior son casi tantos los soció
logos dedicados a la enseñanza como los dedicados a la investigación, lo que 
significa que casi la mitad de los sociólogos en activo se dedican a reproducir 
su propio saber.

( 8 )  T i e r n o  G a l v á n  establece hasta seis posiciones diferentes para definir 
las relaciones entre la teoría sociológica y la teoría aplicada. Cfr. Conocimiento 
y Ciencias Sociales, págs. 222 y sigs. Tecnos. Madrid, 1966. En nuestra opinión, 
el desarrollo de las ciencias es la puesta en memoria del desarroUo de las téc
nicas al servicio de estrategias sociales. Cfr. I b á ñ e z , J .: Más allá de la Socio
logía, págs. 20 y sigs. Siglo X X I. Madrid, 1979. En este sentido, J . F. L y o t a r d  
habla del criterio de eficiencia de la ciencia: «La investigación científica no es 
la de la verdad, sino de la eficiencia, u operatividad controlada, provisional». 
En A A .W .: Políticas de la Filosofía, pág. 144. FCE. México, 1982.
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de investigación de mercados o bien se subcontrata a soció
logos particulares según el llamado «free lance».

—  Estudios de viabilidad y reestructuración de empresas, a car
go de empresas de investigación de mercados y consultoras.

—  Estudios de clima social y relaciones laborales dentro de la 
empresa, desde el departamento de personal o recurriendo a 
consultoras especializadas.

—  A veces, desde la cúpula empresarial (Holdings y grandes 
bancos, empresas multinacionales, confederación de Cajas de 
Ahorro, etc.), se llevan a cabo sistemáticamente análisis de 
coyuntura, no sólo sobre la situación económica sino tam
bién sobre la evolución política y social que incide en los 
mercados, tanto a escala nacional como internacional.

—  Existen también fundaciones y becas para la investigación so
ciológica promovidas directamente por las grandes empresas 
que, además de servirles para evadir impuestos, añaden un 
adorno a su imagen pública (Universidad-Empresa, Juan 
March, Fundesco, Oriol y Urquijo, General Mediterránea...).

Con su trabajo en las empresas los sociólogos contribuyen — en 
colaboración con economistas, abogados, psicólogos, publicistas, et
cétera—  a la productividad y competitividad empresarial, tanto des
de el control de los mercados (marketing y publicidad) como desde 
el control de la conflictividad laboral (selección y política de perso
nal, estudios de clima, etc.). A veces puede ocurrir, incluso, que de 
la tarea de estos expertos llegue a depender la supervivencia de la 
empresa.

Los sociólogos con éxito en estas tareas tienen asegurado un 
brillante porvenir económico, sobre todo si se identifican — como es 
frecuente—  con la perspectiva de interés de la parte empresarial. 
Por otra parte, su ubicación en este segmento de las relaciones so
ciales les hace inevitablemente instrumentos directos para la extrac
ción de plusvalía y para la manipulación de los consumidores. Estas 
funciones del sociólogo, así enunciadas, resultan más bien ingratas y, 
de hecho, han llegado a ser intolerables para bastantes sociólogos 
críticos mientras que otros se mantienen por necesidad, a caballo 
entre el cinismo y la identificación con la ideología de la empresa.

Le cabe, con todo, al sociólogo de empresa (trabaje como contra
tado fijo, desde una consultora o en «free lance») un relativo mar
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gen de maniobra en algunos casos para mediar y facilitar el consenso 
entre empresarios y trabajadores, sobre todo cuando el propio comi
té de empresa está interesado en la investigación (como ocurre a 
veces en estudios de reestructuración empresarial, tan frecuentes en 
épocas de crisis, y de los que depende el mantenimiento de los pues
tos de trabajo). En todo caso, siempre le quedarán al investigador 
algunos recursos para atemperar desde sus propios criterios la actua
ción en la empresa.
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3. La Iglesia católica.

La Iglesia católica en España es un cliente menor de la sociolo
gía en comparación con el Estado o las grandes empresas. Sus inves
tigaciones empíricas, casi siempre realizadas por sociólogos-clérigos, 
se suelen orientar a la planificación pastoral (estudios de diócesis y 
parroquias, práctica de los sacramentos, etc.), o bien se inscriben 
en la situación de crisis provocada por el Concilio Vaticano II (En
cuesta al Clero de 1970, Survey de los Jesuítas y otros estudios de 
Institutos religiosos, etc.). En algunos casos, como el Plan CCB de 
Cáritas o a través de la Fundación Foessa, la Iglesia se ha anticipado 
incluso al Estado mediante la aplicación de estudios globales sobre 
la situación social del país.

Desde el punto de vista metodológico y salvo notables excepcio
nes, estos estudios empíricos suelen ser meramente sociográficos y 
«no superan el umbral de pertinencia demarcado previamente por 
los propios líderes religiosos, ignorando por lo tanto las dimensio
nes del problema que no se inscribían en una estrategia de reforma 
controlada» (9). Queda fuera lo que podríamos llamar la dimensión 
antropológica de la religión en la cultura española, más allá de los 
intereses institucionales de la administración eclesial.

Por otra parte, el lugar social de la Iglesia en España es extraor
dinariamente heterogéneo lo que explica la diversidad de plantea
mientos ideológicos y de posturas prácticas que caben entre los cris-

(9) D e  P r a d a , M. A., y P e r e d a , C.: «La Sociología de la Religión elabo
rada en España desde 1960. Crítica y algunas aportaciones», págs. 152-153 - 
Anexo I al libro Analizar la Iglesia. Ed. HOAC. Madrid, 1981.
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tianos. Por eso, las investigaciones sociológicas promovidas desde 
instancias eclesiales presentan una notable diversidad ofreciendo al
gunos ejemplos de gran interés (como el estudio colectivo, llevado a 
cabo con gran participación popular, que precedió en 1974 a la 
Asamblea Cristiana de Vallecas).

Llama la atención, en términos relativos, la desproporcionada 
inversión que hace la Iglesia en formación de sociólogos: dos facul
tades de sociología, León X III  y Deusto, frente a sólo una parte del 
Estado. Este hecho, que puede ser interpretado como interés por 
la investigación en algunos sectores eclesiales (en este caso los jesuí
tas y la ACdeP), también puede ser entendido, sobre todo si recor
damos el clásico recelo de la Iglesia por la sociología, como intento 
de domesticarla, penetrando de doctrina social de la Iglesia la fría 
laicidad del análisis positivo.
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4. Partidos y sindicatos.

Los partidos políticos, y en menor medida los sindicatos, tam
bién acuden al sociólogo para elaborar estudios de opinión, sondeos 
electorales y de imagen, etc. Aquí, por ejemplo, va a parar una parte 
no desdeñable de los varios miles de millones que se invierten en las 
campañas electorales. En algunas ocasiones, los partidos y sindicatos 
tienen gabinete de estudios propio aunque es más frecuente que 
recurran a consultoras externas.

En general, se trata de estudios que participan de la misma lógica 
que ya vimos en el caso del Estado democrático: conocer los flujos 
de opinión para adaptarse a ellos y, en su caso, encauzarlos. Ni desde 
el punto de vista teórico ni metodológico, los estudios promovidos 
por la derecha o por la izquierda se distinguen en nada — excepto, 
si acaso, en que la derecha emplea más dinero— ; se trata casi siem
pre de encuestas planificadas desde la cúpula del partido, con una 
metodología y unos fines comunes. En consecuencia, no es de extra
ñar la convergencia programática de los diversos partidos, equipa
rados por su común tendencia a homologarse con las mayorías socia
les a través de los estereotipos permitidos que el propio método de 
encuesta se encarga de repetir.
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5. Poblaciones-objeto.

Los clientes descritos hasta aquí — administración, empresas, 
instituciones eclesiales, partidos y sindicatos—  acaparan la práctica 
totalidad de la investigación sociológica en nuestro país. Como hemos 
visto, llevan a cabo prospecciones — más o menos sistemáticas—  
sobre la población presente en sus ámbitos de influencia: adminis
trados, consumidores y empleados, files y adeptos, etc. Nos podemos 
preguntar ahora qué posición ocupan estas poblaciones-objeto en los 
procesos de investigación.

Llama la atención, en primer lugar, que la figura del cliente esté 
casi siempre representada por dirigentes de grandes instituciones. 
Cabría una sociología donde los investigados tomasen parte activa 
en la decisión de hacer o no el estudio e incluso en la forma de 
hacerlo, pero esto ocurre rarísimas veces, en demandas muy margi
nales. En segundo lugar, el fin que se persigue con las investigacio
nes está también determinado por los clientes, al margen de las 
necesidades sentidas por la población investigada.

Los destinatarios asumen pues, por lo general, un papel depen
diente y pasivo, siendo meros receptáculos de una trama movida por 
otros y por ajenos intereses.

Por nuestra parte, pensamos que esta marginación de los inves
tigados no es sino la expresión — a nivel del quehacer sociológico—  
de una sociedad de masas donde los papeles dirigentes-activos son 
objeto permanente de lucha entre minorías activas (conservadoras 
o innovadoras) que tratan de acaparar cada una de ellas el mayor 
espacio posible de influencia sobre las mayorías pasivas o, mejor, 
dominadas (10). Esta lógica de dominación, que ocurre evidentemen
te a nivel económico, sucede también a nivel político e ideológico, 
bien sea por la fuerza (ejército, lucha armada, etc.), la persuasión 
(manipulación publicitaria) o el consenso coactivo (democracias for
males).

Este clima institucionalizado de extorsión y manipulación de 
unos sobre otros, así como todos los recursos ideológicos que tratan 
de ocultarlo, no podían menos de incidir y estar presentes en el mer-
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(10) Utilizamos aquí el esquema de minorías y mayorías de S e r g e  M o s - 
covici: Psychologie des minorités actives. PUF. París, 1979.
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cado de la scxáología de nuestro país. Lo que no obsta para que aña
damos con M. de Certeau que la gente no es idiota y que junto a 
una física y hasta un microfísica del poder — como quiere Foucault—  
también «hay que exhumar las formas subrepticias que adopta la 
creatividad dispersa, táctica y polimorfa de los grupos e individuos 
prendidos desde luego en las rejillas de la vigilancia» (11).
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II . G E N E S IS  H ISTO R IC A  D E L  LUGAR  

D E  LA SO CIO LO GIA

Evasivo, por no decir inútil, sería el intento de tematizar la pro
pia historia de la investigación sociológica en España reduciéndola 
a una simple descripción o suponiendo que el azar o exigencias na
turales den cuenta de su desarrollo. Ya hemos apuntado cómo el 
mismo quehacer sociológico se encuentra estrechamente vinculado a 
sus condiciones sociales de aparición y en último término a la lógica 
del mercado.

Esta tarea de realizar «una sociología de la sociología española» 
tiene un referente obligado en Enrique Gómez Arboleya, quien ya 
en 1958 se planteó «explicar desde la sociedad española tanto la 
ausencia como la presencia y modos del pensar sociológico» (12). 
Se planteaban dos puntos básicos: que el siglo xix español supuso 
una afirmación de «la» burguesía frente a las fuerzas tradicionales y 
que la constitución de la España moderna exigía salvar un bache de 
dos siglos en el desarrollo de «la» ciencia positiva.

Ambas afirmaciones presuponen una uniformidad en la burgue
sía española y una unicidad en la teoría sociológica que ni explica 
los conflictos entre los diversos sectores burgueses ni las distintas 
sociologías con orientaciones — teóricas y prácticas—  divergentes. 
De acuerdo con una concepción ilustrada del avance rectilíneo de la 
sociedad y de la ciencia, Arboleya señala que «la sociología alcanza 
desarrollo donde la sociedad moderna ha logrado pleno desenvolvi-

(11) L e  C e r t e a u , M.; Vinvention du quotidien. 1. Arts de faire, pág. 14. 
Unión Genérale d’Editions. París, 1980.

(12) G ó m e z  A r b o l e y a , E.: «Sociología en España», en Sociología espa
ñola de los años setenta. Confederación Española de Cajas de Ahorros, pág. 172. 
Madrid, 1971. Artículo ya publicado en Revista de Estudios Políticos, nú
mero 98 (1958).
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miento». Y Amando de Miguel, desde los mismos supuestos, conclu
ye que «en España no pudo haber sociología en la Restauración» 
dado que si «la sociología nace de una élite intelectual en un medio 
burgués», esas condiciones no se dieron en España hasta 1959 (13).

Por nuestra parte, no compartimos estos puntos de vista, pues 
ni nos creemos el mito progresista de la ilustración ni pensamos en 
una sociología capaz de abarcar uniformemente la compleja realidad 
social. Sin embargo, sí podemos aspirar a un conocimiento de lo 
social teóricamente crítico y empíricamente concreto, en contraste 
con la disociación entre teoría y práctica, impuesta represivamente en 
nuestro país. Como señala Alfonso Ortí, «la verdadera génesis del 
lugar teórico de la Sociología como la de la tensión por una inves
tigación sociológica concreta, han de situarse en el proceso histórico 
y contradicciones internas fundamentales del desarrollo de la sociedad 
burguesa en España. De modo más concreto, el mito y los esfuerzos 
por una (ambigua) positivación del conocimiento social nacen, entre 
nosotros, de la crisis y conflictos del Estado alto-burgués de la Res
tauración a fines del xix ( ...)  No es necesario así esperar a ninguna 
década prodigiosa ni a la imposición ( ...)  de ninguna dependencia 
cultural externa (...)  para encontrar ya plenamente constituida entre 
nosotros ( ...)  la imagen autoconsciente y la actividad proyectiva de 
una investigación sociológica en marcha» (14).

Este trabajo reciente de Alfonso Ortí muestra cómo la situación 
actual de la sociología en España supone un re-surgimiento y una 
re-institucionalización del momento fundacional y cómo a pesar de 
la separación de casi cien años entre ambos, se repite una serie de 
condicionantes que hace jugar a la investigación sociológica un papel 
semejante.

1. Momento instituyente de la sociología en España.

Este primer momento lo integran los diversos «regeneracionis- 
mos» y abarca hasta la I Guerra Europea. Es un movimiento «ascen-

(13) D e  M i g u e l , A.: Sociología o Subversión, pág. 69. Plaza y Janes.
Barcelona, 1972. ^

(14) O r t í  B e n l l o c h , A.: «De la Guerra Civil a la transición democrática: 
Resurgimiento y reinstitucionalización de la Sociología en España», pág. 35-36. 
En Actas del I  Congreso Nacional de la FASEE. Zaragoza, 1982.
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sional» en la introducción de la sociología, según Gómez Arboleya, 
donde se realiza el planteamiento de la sociología en cuanto tal, diri
gida hacia la investigación concreta, y donde la sociología influye 
sobre otras disciplinas afines, elevando el nivel científico de las 
mismas.

La pretensión de los regeneracionismos fue aportar el análisis 
sociológico como el análisis científico de la España real frente a las 
crisis e imposiciones de la España oficial. Esta posición implicaba un 
cambio de perspectiva: la teoría sociológica trataba de desbancar a 
la teoría jurídico-política en la comprensión y organización social (15).

La concepción optimista de un saber positivo sobre la sociedad 
reunió en torno al Instituto de Reformas Sociales los intereses de 
un amplio espectro de las fuerzas sociales progresistas y se iniciaron 
trabajos de investigación sociológica empírica a través de «encuestas 
sociales», como instrumento de conocimiento e intervención social. 
La misma razón que parece explicar por qué sectores con intereses 
divergentes levantaron la misma bandera de la Sociología como salida 
a las crisis del momento, explicaría la imposibilidad de tal proyecto. 
Y es que la tarea asignada a la investigación sociológica de desvelar 
los conflictos de clase y nacionalistas del primer desarrollo del capi
talismo español, enfrentó a los diversos sectores implicados en dichos 
conflictos y que habían buscado en el conocimiento de la sociología 
un punto común para sus proyectos de reforma o de revolución social.

Por otro lado, los proyectos de sociología de los regeneracionis
mos aparecen recortados en su visión social por la tendencia al idea
lismo de sus promotores intelectuales, que terminó transformando 
el interés inicial populista y empírico en un elitismo teoricista coin
cidente en su antipopulismo con los intereses de la alta burguesía 
española. De este modo aparece cómo el lugar de la sociología se 
encuentra definido por la posición de clase a la que pertenece el 
grupo de sociólogos intelectuales y por la estrategia que los intereses 
del poder-cliente marcaban en cada momento.

Este proceso tiene lugar en el período de entreguerras (1914-36) 
cuando ese grupo de intelectuales españoles tienen un peso especí-
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(15) C. M o y a  ha efectuado una e x p o s ic ió n  h is tó r ic o - c r í t ic a  d e  e s^ e  p r o c e s o  
en De la Ciudad y de su Razón (del lagos político a la razón sociológica)., 
Cupsa Ed., Madrid, 1977.
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fico. La influencia que ejerce sobre ellos el pensamiento alemán sû  
pone de nuevo el triunfo del formalismo jurídico que considera el 
Estado sobre la sociedad y que hace inviable todo análisis empírico. 
Es el momento culmen de la generación del 98: apenas existió so
ciología en España y se abandonaron las primeras escuelas empíricas 
del regeneracionismo. Esta tendencia concluyó en la paradójica si
tuación, descrita por Gómez Arboleya, de una «sociología sin socie
dad»; algo que poco después se iba a plasmar materialmente en el 
«exilio» de los intelectuales españoles.

2. Proceso de re-institucionalización de la sociología.

A la paradójica situación de una «sociología sin sociedad» en el 
exilio, correspondió dentro de España una «sociedad sin sociología». 
Sólo al final de la autarquía se iniciará im lento resurgir de la inves
tigación y serán precisamente las contradicciones internas del siste
ma social las que van configurando el espacio y las tareas del soció
logo.

Durante mucho tiempo, la represión ideológica y política del 
régimen franquista va a plantear distorsionadamente el papel de la 
sociología. Por un lado, el lugar reprimido de la sociología atrae la 
atención de los núcleos de oposición al franquismo, convirtiéndola 
en símbolo de la libertad que unificó, de nuevo, tanto a los sectores 
progresistas-reformistas como a los sectores socialistas y del movi
miento obrero que veían en ella un instrumento para el cambio del 
sistema.

Por otra parte, la posición oficial frena y fomenta, contradicto
riamente, la investigación sociológica. Si hasta mediados los años 50 
no hubo sino erudición sociológica alejada de todos los problemas 
reales del país, la situación cambiará radicalmente a partir de en
tonces. Y son las crisis del régimen franquista, el Plan de Estabili
zación del 59 y la introducción del modelo tecnocrático por el 
nuevo equipo del Opus en el gobierno, los que exigen un amplio 
movimiento de investigaciones empíricas para hacer frente a las 
necesidades de racionalización del nuevo modelo de desarrollo capi
talista.

Paralelamente, durante los años 50, en diversas Cátedras de las 
Facultades de Derecho, Políticas y Filosofía (especialmente en Ma
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drid y Granada), se toma contacto con la producción sociológica in
ternacional, sobre todo a través de Estados Unidos. La teoría socio
lógica de este país aporta un lenguaje funcionalista y unas técnicas 
de investigación empírica que enlazan con las necesidades de una 
«eficiente administración» o una «racionalización de los nuevos pro
cesos sociales» (16). Este acercamiento a la realidad o «retorno a los 
datos», permite a los sectores de sociólogos presentes en la oposición 
franquista impulsar la función crítica de la sociología^ aunque los 
centros de la administración no pasaban de un mero acopio y des
cripción de datos sin ningún contexto explicativo. En estas circuns
tancias el resurgir de la investigación empírica permitió desvelar 
estrategias diversas, mas todas confluían en el intento de establecer 
una sociología con pretensiones de intervenir en la realidad social.

En la década de los 60, según todos los análisis, cristalizaron en 
España tres líneas alrededor de la sociología: las reivindicaciones 
críticas de las bases que izaban la sociología como bandera de liber
tad; las exigencias de racionalización del poder económico-político; 
y las pretensiones intelectuales-profesionales de los propios investi
gadores. Sin embargo, en la práctica, parece que influyó más decisi
vamente la demanda de investigación sociológica desde las necesi
dades de la estructura socio-económica que el peso o la oferta de 
los intelectuales-sociólogos de aquella época (17). Y será esta in
fluencia de la demanda la que más influya en la tecnocratización 
del mismo proceso investigador: por un lado, las grandes empresas 
en sus demandas de trabajos empíricos fantasean con un conocimien
to exacto de su campo de operaciones (el mercado) que les permitiera 
una actuación infalible; por otro, los mismos investigadores formu
laban pretenciosos proyectos de investigación que prometían ser ins-
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(16) La preponderancia oficial de esta corriente «empírica^> de Sociología 
es evidente hada 1970: este grupo abarcaba el mayor número de cátedras y 
puestos profesorales; representaba el grupo de sociólogos con mayor produc
ción editorial, y suponía un tipo de profesional a tiempo completo en la inves
tigación o la enseñanza. Cfr. De M i g u e l , A.: O. c., págs. 110-111.

(17) A fines de los años 60 se calcula que había en España unos 300 
sociólogos, todos ellos titulados en el extranjero. Sobre las características de 
estos sociólogos, además de las obras ya citadas, cfr. H e r m e t , G.: «La Socio
logía empírica en España. Presentación general y bibliográfica», en Anales 
de Sociología, núms. 4-5 (1968-69); y S a s t r e , V. T.: Las Ciencias Sociales en 
España. Número monográfico de DOCLÍMENTACION SOCIAL, nov. 1976.
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trumentos de «gobierno y control de las mercancías, de los hombres 
y de los mensajes en la sociedad».

Bruscamente parecía haberse pasado de una actitud de recelo 
oficial ante la sociología a un entregarse en manos de la misma. Pero 
esta impresión no parece confirmarse, excepto para campos puntuales 
como el urbanismo o la sociología rural, dada la situación de carencia 
en la administración del Estado en cuanto a planteamientos o meto
dologías sociológicas adecuadas. Sin embargo, tanto las grandes em
presas comerciales, multinacionales, como la Iglesia católica, impul
saron grandes investigaciones empíricas para sus propios fines (18).

La re-institucionalización de la investigación sociológica en Es
paña se hizo de espaldas a los centros oficiales del saber universita
rio, coincidiendo su asentamiento definitivo con el período de ma
yor crecimiento económico, a la vez que con los movimientos radi
cales de contestación estudiantil al modelo social de desarrollo ca
pitalista occidental. Situación, de nuevo, paradójica que ilumina 
sin embargo las tareas impuestas al trabajo sociológico. A partir de 
este momento, y durante los años de la transición democrática, la 
sociología va perdiendo su aureola como espacio difuso de la libertad 
y recibe poco a poco su configuración actual.

3. Entrada de la sociología en la Universidad.

Parece necesario abordar, aun brevemente, este último punto. 
Ya hemos aludido a la tendencia elitista y formalista de los intelec
tuales de la generación del 98 que culminó en una «sociología sin 
sociedad», y también nos referimos a la constante disociación entre

(18) El Instituto de Reformas Sociales, el Instituto de Estudios Políticos, 
la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas y el Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas (Instituto Balmes de Sociología) fueron los centros 
oficiales donde existía —supuestamente— la Sociología hasta los años 60. En 
el año 70 la* situación ofrece un panorama más diversificado: los Informes 
FOESSA (Fomento de Estudios de Sociología Aplicada), los estudios promo
vidos por la Confederación Española de Cajas de Ahorros (Fondo para la 
Investigación Económica y Social), el Instituto de la Opinión Pública (del 
Ministerio de Información y Turismo) y distintos centros privados (ISPA, 
DATA-SA, ICSA-Gallup). Cfr. A l m a r c h a , A,, y otros: La documentación y 
.organización de los datos en la investigación sociológica. Confederación Espa- 
'ñola de Cajas de Ahorros. Madrid, 1969.
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teoría y práctica impuesta represivamente por el poder. Ahora hace
mos hincapié en que, salvo excepciones ya comentadas, la Univer
sidad española durante el régimen franquista estuvo interesadamente 
ausente del proceso de resurgimiento de la sociología. Más tarde, 
con la paulatina aparición de la asignatura de sociología en diversos 
departamentos y sobre todo con la creación de la Facultad de socio
logía en Madrid, se hizo presente la opacidad y resistencias del régi
men académico imperante: carácter funcionarial y de prebendas en 
el acceso a los puestos universitarios, que impidió cualquier plantea
miento crítico respecto de los ideólogos de turno, académicos y po
líticos; imagen de la sociología ligada a ideas populistas o difusa
mente humanista que la ubicaban como mero complemento en la 
formación de otras carreras; y, por último, la falta de investigación 
en la universidad que relacionase la teoría con la práctica sociológica.

Ante la cerrazón oficial, a mediados de los sesenta surgen simul
tánea pero independientemente en las diversas regiones centros libres 
de enseñanza e investigación sociológica, promovidos o encubiertos 
por las más variadas instituciones sociales, culturales, políticas, ciu
dadanas, religiosas... Se desarrollan sin medios y pronto fueron ce
rradas por el régimen. La significación de las mismas las describe así 
uno de los integrantes: «Sólo tras esta represión gubernativa de una 
enseñanza de la sociología auto-organizada desde la base y relativa
mente libre y crítica, van a producirse las condiciones — a principios 
de los 70—  para una cierta expansión burocrática y controlada 
'—desde arriba—  de las enseñanzas superiores de sociología» (19).

A pesar de la forzada institucionalización de este movimiento 
de sociología desde la base, sus repercusiones se hicieron notar tanto 
en su contestación ideológica al régimen como en la revaloración de 
la teoría social crítica frente al empirismo funcionalista de la admi
nistración, a la vez que supuso una renovación metodológica en la 
investigación empírica: métodos cualitativos e investigaciones com
prensivas.

263

(19) Ortí, a .: a . c., 54. La escuela privada de sociología CEISA remite 
desde 1965, como caso ejemplar, a este proceso. Resurgió en la Escuela Crí
tica de Ciencias Sociales que fue cerrada definitivamente por el Gobierno 
en 1970. Algunos de sus integrantes representativos son hoy día catedráticos 
en diversas Facultades (J. Vidal Beneyto, J . Ibáñez, R. Tamames...).
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Ambas tendencias sociológicas — funcionalismo y teoría crítica—  
se veían reforzadas por la incorporación de jóvenes sociólogos que 
volvían a realizar su formación en centros extranjeros. Si en un pri
mer momento, desde la cátedra de sociología de Gómez Arboleya o 
desde el Instituto Balmes, se acudía hacia la sociología funcionalista 
americana; luego tuvo más peso la influencia de la escuela estructu
ral francesa a través de los estudios de españoles refugiados en París, 
perseguidos por el régimen. Por otra parte, los límites de ambas 
orientaciones — funcionalismo y estructuralismo—  fueron puestas 
de relieve por métodos, como el socioanálisis, que planteaban la 
participación activa de los investigados. Esta crítica se realizó a me
diados de los años 70, al margen de la universidad, por pequeños 
grupos de investigación en contacto con la base social más activa 
(Asociaciones de Vecinos, Movimientos de base...) (20). Se mostra
ba de nuevo la poca capacidad de apertura de los centros oficiales 
del saber y, por otro lado, la necesidad de encontrar métodos que 
permitiesen una participación directa de las poblaciones implicadas.

Todas estas aportaciones supusieron un mayor rigor teórico y 
una renovación metodológica en las investigaciones sociológicas. El 
interés sociológico de los regeneradonistas era introducido de nuevo 
en la cultura española — sin apenas conciencia de ello—  por una 
nueva generación de sociólogos, formados casi siempre en otras dis
ciplinas o fuera del país (la llamada «generación democrática») (21).

La polémica suscitada entre la «Nueva y la Vieja Sociología» en
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(20) La invitación que recibió en 1976 el sociólogo francés G. Lapassade 
para pasar unas jornadas con los alumnos de la Facultad de Sodología de la 
Universidad de Madrid fue posible, al margen de las autoridades académicas, 
por la amistad personal con algunos profesores y alumnos.

(21) «Casi todos hemos empezado por otra disciplina ideológica y un 
buen día, casi insensiblemente, nos hemos acostado metafísicos y nos hemos 
despertado sociólogos». G a r c í a  S a n  M i g u e l , L.: Las ideologías en la España 
de hoy. Seminarios y Ediciones (pág. 43), Madrid, 1972. Una encuesta aplicada 
a los sociólogos en 1970 señalaba la siguiente procedencia intelectual: 47 %  de 
Derecho, el 33 % de Ciencias Políticas y el 17 % de Filosofía; a su vez, 
casi la mitad, el 43 %, se considera de clase media o media baja, lo que 
contrasta con el elitismo de la clase profesoral anterior y les acerca más a 
los deseos y expectativas de los primeros regeneracionistas. Cfr. «Para una 
sociología de la Sociología española», en Sociología española de los años se
tenta, o. c., págs. 24 y 28.
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su versión de teoría versus técnica (22) reflejó la pugna entre la 
estructura funcionarial y teoricista de la docencia española y los 
nuevos grupos de sociólogos empíricos (funcionalistas o críticos), me
jor preparados éstos para comprender y controlar las contradicciones 
que comportaba el establecimiento del nuevo modelo de desarrollo 
capitalista.

Esta discusión lleva insensiblemente al tema de la clasificación 
de escuela o tendencias sociológicas en España. Existen varias clasi
ficaciones a pesar de que a nadie le terminen de convencer o incluso 
se vean ineficaces (23). Las clasificaciones más comunes son tripar
titas: críticos-católicos-empíricos o sociología técnica-sociología oficial- 
sociología crítica (24). Es difícil explicar por qué se excluye la ten
dencia crítica de la investigación empírica, o al revés: lo mismo 
valdría para el caso de los «católicos». Parecen más bien referencias 
de encuadramiento ideológico de los autores.

Sean o no correctas estas categorías, parece cierto que el grupo 
«empírico» ha sido y es dominante en la situación de la nueva socio
logía, y que ésta ha desplazado a la vie]a, entendida como mero 
teoricismo. A partir de los años 60 y en la década de los 70 la im-

265

(22) P e r p i ñ á  R o d r í g u e z , A,; Nueva y vieja Sociología. Real Academia 
de Ciencias Morales y Políticas. Madrid, 1967.

(23) G i n e r , S.; El progreso de la conciencia sociológica, págs. 26-28 y 35 
y sigs. Península. Barcelona, 1974. Para desvelar el sentido del pluralismo 
sociológico, este autor propone el criterio de las «nociones centrales» o «es
tructuras latentes» y descarta el criterio de las «taxonomías», así como el de 
una «sociología de la sociología».

(24) D e  M i g u e l , A.: O. c., págs. 93-96. Este autor se inclina natural
mente por la tendencia «empírica», aunque en otro lugar afirme que «la so
ciología en sí misma es crítica» (pág. 139) o que la síntesis de la orientación 
crítica y empírica debería dar lugar a «otra» orientación que sería la «teóri
ca» (pág. 163). Por otro lado, la insuficiencia y conveniencia de las taxono
mías impulsa al autor a repetirla y corregirla en «Dramatis personae: clasifi
cando de nuevo a los sociólogos», en Homo sociologicus hispánicas, págs. 65-95. 
Barral. Barcelona, 1973. Otra clasificación la hace el equipo D IS en Las Cien
cias Sociales en España, pág. 117. FOESSA. Madrid, 1970. Podría identificarse 
a este grupo con la tendencia católica, que curiosamente no aparece en la cla
sificación que proponen. Así mismo, otra clasificación, realizada por la Escuela 
de Sociología de la Universidad de Madrid, distingue en el grupo empírico un 
«ala anticrítica» y otra «reformista» donde incluyen a A. de Miguel, lo que 
no es compartido por éste.

lO

índice



plantación de la scxiología en España se debe sobre todo a la inves
tigación empírica y a sus condiciones sociales de aparición. Tal como 
hemos visto en la primera parte, la lógica del mercado es la pauta 
dominante de la sociología española en los años 80.

I I I . LA SO CIO LO G IA  P O SIB L E . T EN D EN C IA S  

Y  P O SIB IL ID A D E S

A corto plazo, la demanda de sociología por parte del Estado 
parece que se incrementará con la llegada del PSOE al poder. La 
planificación de los cambios que se proponen, o en todo caso la jus
tificación de su aplazamiento, exigirá un volumen considerable de 
investigaciones interdisciplinares en las que el sociólogo tendrá un 
importante papel. Además, los reajustes de la economía española 
de cara a la entrada en el Mercado Común, y el incremento de la 
competencia una vez que entremos, determinarán un aumento de la 
sociología aplicada al marketing y a la organización de empresa. 
Asimismo, es de prever que tanto los partidos como los sindicatos 
incrementen su demanda de investigaciones en correlación directa 
con su burocratización y distanciamiento de las bases. Por su parte, 
la Iglesia católica es probable que disminuya el volumen de estudios 
al haberse relantizado la renovación postconciliar y al abandonar mu
chas de sus funciones subsidiarias en relación con el Estado.

Más allá de este nivel coyuntural, en el tiempo largo de la historia 
que diría Braudel, parece inevitable que se mantengan las mismas 
condiciones que han determinado hasta el presente el lugar social 
de la mayor parte de la sociología aplicada, al servicio de las élites 
económicas y políticas, como tecnología concreta para el control de 
la población. Quizá, como tendencia más significativa, haya que se
ñalar la naciente revolución operada en el mundo de la imagen y la 
telemática que podrá determinar, a nivel metodológico, una mayor 
presencia de estudios cualitativos — junto a las clásicas encuestas—  
capaces de penetrar en el nivel preconsciente de las imágenes y mo
tivaciones (para el ocnsumo, para el voto, para la integración so
cial, etc.).

De acuerdo con estas previsiones, no parece que vayan a ope
rarse cambios sustanciales en el mercado de la sociología, si bien a

2 6 6
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nivel del principal cliente — el Estado—  se abren unas perspectivas 
más propicias a una relativa libertad de investigación.

En todo caso, nos quedan a los sociólogos algunos márgenes de 
intervención en relación con nuestra propia práctica profesional (25). 
Por ejemplo, podemos ser más o menos tenaces en la búsqueda de 
aquellos segmentos del mercado, minoritarios hoy por hoy, donde 
sea posible una mayor libertad de investigación y se propicie una 
participación menos pasiva de las poblaciones estudiadas. Asimismo, 
los sociólogos de empresa y particularmente los que trabajan para 
la administración, también pueden aprovechar algunos márgenes para 
influir en la orientación de sus investigaciones.

En relación con el mercado real de la sociología, somos los so
ciólogos los que mejor podemos conocer los condicionamientos en 
que se mueve nuestra profesión y en esa medida ser capaces de 
ejercer una crítica aparalela sobre el carácter elitista y manipulador 
que acompaña a gran parte de las investigaciones.

Por último y desde un punto de vista más teórico, de nosotros 
depende, como señalaba Horkheimer refiriéndose a la filosofía, optar 
entre una autonomía de pensamiento capaz de preparar — desde la 
cooperación interdisciplinar—  soluciones teóricas a las contradiccio
nes de nuestra sociedad o desempeñar el papel de hueca metodología 
y apología del capital (26).

267

(25) Queda sólo apuntado el tema de la implicación o neutralidad del 
sociólogo en las investigaciones. Por supuesto, lo mismo que reclamamos una 
responsabilidad social, reclamamos un rigor científico en el análisis sociológico, 
y en modo alguno queremos confundir los papeles entre el sociólogo y el tra
bajador social. Esta posición exige, en palabras de C. M o y a , «un cambio en 
la posición cognoscitiva del científico social: sustituir el dualismo epistemo
lógico separador del Sujeto y Objeto por la clara conciencia de la reciproci
dad entre sujeto y objeto, en función de la implicación real entre sociólogo 
y sociedad. Él dualismo sujeto-objeto encubre la dislocación entre teoría y 
praxis, el rigor científico y la responsabilidad social». En «Talcott Parsons 
y la vocación actual de la teoría sociológica», ha Sociología española de los 
años setenta, a. c., pág. 211. ^

(26) H o r k h e i m e r , M.: Crítica de la razón instrumental, p á g s .  67-68. Ed. 
Sur. Buenos Aires, 1973.
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"DOCUMENTACION SOCIAL"

VEINTICINCO AÑOS DE SOCIOLOGIA APLICADA 
(1958-1983)

Documentación Social y con ella sus lectores, que la hacen po
sible; sus colaboradores, que le dan contenido; el Consejo de Re
dacción, que coordina, y Cáritas Española, que la edita y distribuye, 
celebran, este año y con este número, un doble acontecimiento. En 
primer lugar celebra sus «Bodas de plata», VEINTICINCO AÑOS 
AL SERVICIO DE LA SOCIEDAD. En segundo lugar, el número 
que tienes en tus manos hace el NUMERO CINCUENTA de la ter
cera época.

Ambos son motivos suficientes para congratularnos todos y afir
mar nuestro deseo de seguir en la línea que nos hemos propuesto. 
Esto es analizar la realidad de nuestra sociedad desde una pers
pectiva pluralista e interdisciplinar; proponer métodos y técnicas de 
trabajo social; proporcionar información de experiencias y bibliogra
fía específica.

Presentamos una breve referencia del origen y evolución de Do
cumentación Social.

I. Origen:

«A finales de la década de los años 50, con el Plan de Estabiliza
ción la economía española va a dar un viraje hasta llegar a un cre
cimiento sin precedentes en la década de los 60. El modelo «fascis- 
ta-autárquico» va a dar paso al modelo «autoritario-tecnocrático». 
Hacia estos años la Iglesia «no se presenta ya como un bloque com
pacto de arriba a abajo», ejerciendo la función «legitimadora» con 
todas las características de un aparato de hegemonía, sino que ca
rece ya de la homogeneidad sociopolítica de antaño» [Cf. Historia 
de España, X. «España bajo la dictadura franquista» (1980), pági
na 309].

Para ser más eficaces ante las exigencias sociales de aquellos

lO

índice



tiempos se crea, en Cáritas, en el año 1957, la Sección Social de Ca
ritas, cuyo objetivo sería la «promoción humana y social de las cla
ses más débiles».

Se plantea la necesidad de derivar la acción «benéfica» de Cá
ritas hacia lo «social». Para conseguir esto la Acción Social se estruc
tura en tres servicios:
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l .°

2.°

3.°

Realización de estudios de planificación y orientación de la 
Acción Social, con este fin se crea el Centro de Estudios de 
Sociología Aplicada (CESA).

Capacitación de personal para la acción y servicio social,, 
tanto técnico, impulsando la creación de escuelas de Asisten
tes Sociales, como voluntario, organizando cursillos de capa
citación.

Fomento de obras y servicios sociales mediante la creación 
de los «Centros Sociales».

Con el fin de dar a conocer, al interior y exterior de la Institución,, 
las acciones de la Sección Social y los estudios de CESA y de ofre
cer «a los Trabajadores y a todos los que aspiran a realizar una ac
ción social concreta, un material de trabajo práctico, escrupulosa
mente estudiado y seleccionado para cada materia, se publica en 
1958, con periodicidad trimestral, la revista Documentación So
cial (D. S.). Su fundador y primer director fue el sacerdote y soció
logo Rogelio Duocastella.

II. Evolución:

Los veinticinco años de vida de Documentación Social se divi
den en tres épocas. En todas ellas se pretende «facilitar una serie 
de trabajos monográficos que versan sobre temas de acción social»:

Primera época
A través de los 16 números que se publicaron entre 1958 y 1961, 

Documentación Social fue cauce de difusión de la «amplia gama 
de ideas y técnicas, ensayadas en buena parte en el extranjero, y re
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lacionadas principalmente con el Servicio Social, los ‘‘Centros Socia
les’’ y la planificación y tecnificación del tratamiento de los proble
mas sociales» [D. S., núm. 1 (1971), p. 4 ]. El objetivo fundamental 
de este período es proporcionar los instrumentos adecuados para que 
el tránsito de lo puramente «benéfico» a lo propiamente «social» sea 
con base sólida y según las exigencias históricas.

En esta etapa la revista va a tener dos interrupciones: 1962 y 
1964, respectivamente. Los cinco números que se publican bajo la 
dirección de José Pernáu Llimós van a tratar temas de actualidad 
como la «Planificación Social» (núms. 17-18, número doble), el «Ser
vicio Social», los «Centros de Formación».

El quinto año que se publica Documentación Social (1965) se 
hace en colaboración con Euroamérica. A partir de este momento el 
formato va a cambiar (será como el actual), la estructura interna de 
cada número será común para todos, el abanico de colaboradores se 
amplía, aunque ya se había iniciado con el número 14.

Segunda época
Se inicia en marzo de 1966, bajo la dirección del actual Obispo 

de Las Palmas (Canarias), Ramón Echarren, y aparece bajo el sub
título «Revista de Sociología aplicada». En el primer número de esta 
segunda época leemos: «Es nuestro deseo mantener la Revista en la 
misma línea hasta ahora seguida, procurando convertirla al mismo 
tiempo en un instrumento imprescindible de todas aquellas personas 
que, teórica o prácticamente, se mueven en el campo de la sociología 
aplicada.» También manifiestan que no pretenden hacer de Documen
tación Social una colección de libros de texto, sino una publica
ción abierta a todos los temas y a todos los especialistas».

En esta época se publicaron ocho números, la Revista abordó te
mas de interés y actualidad como «Promoción Social», «Desarrollo 
Comunitario», «Cultura y Educación Popular», etc., e «intentó re
vitalizar su audiencia y difusión, deteriorados por las lagunas de pu
blicación anteriores y por diversos problemas de distribución; la res
puesta del público lector fue rápida y positiva, y ello constituyó una 
prueba de la necesidad y utilidad de Documentación Social, publi
cación única en su género en nuestro país» [D. S., núm. 1 (1971), pá
gina 5 ]. A finales de 1968, habiéndose interrumpido durante 1967, 
cesa la publicación de la Revista.
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Tercera época

Tras dos años de silencio (1969-70 no se publica Documenta
ción Social) la Fundación FOESSA, percibiendo el interés de la Re
vista, y apreciando que el objetivo y la temática de la misma quedan 
dentro de su propio campo, decidió adquirirla y editarla dotándole 
de todos los medios administrativos y técnicos precisos. Esta depen
dencia va a durar hasta 1975, fecha en que la redacción, administra
ción y distribución la asume nuevamente Cáritas Española.

La orientación de la Revista, a partir de esta fecha, va a ser plan
tear el desarrollo social y el análisis de los problemas sociales, dar a 
conocer metodologías y técnicas adecuadas, etc. Demetrio Casado, 
primer director de la Revista en esta época, resume así la orienta
ción de la Revista:

•  El objeto de Documentación Social es servir a las perso
nas e instituciones comprometidas en el tratamiento y la co
rrección de los problemas sociales.

•  El concepto de problema social que adopta Documentación 
Social es muy amplio, ya que considera como tal situación 
o conformación social que impida la realización de las per
sonas, incluyendo aquellas relaciones, servicios e instituciones 
de política o acción social que, por una u otra circunstancia, 
alienan a sus «beneficiarios».

•  Partiendo del supuesto de que para una acertada orientación 
del tratamiento de los problemas sociales se precisa conocer 
sus raíces y relaciones en el cuadro general de la estructura 
social. Documentación Social procurará analizar dichos pro
blemas desde un punto de vista estructural.

•  Considerando, por otra parte, que la eficacia de la acción re
quiere, además de una orientación acertada, una metodología 
y unas técnicas correctas. Documentación Social prestará 
una atención asidua a esta temática, y asimismo presentará 
sobre experiencias que permitan mostrar su aplicación prác
tica. (Para facilitar al lector el uso de Documentación So
cial, sus números tendrán carácter monográficos.)
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•  En todo caso, Documentación Social se considera volunta
riamente obligada al servicio de sus destinatarios, que desea
mos lleguen a ser «co-gestores» de la Revista; para aproxi
marnos a esta meta, el consejo de redacción queda a la es
pera de las críticas y sugerencias de los lectores, así como de 
sus informes y noticias sobre los proyectos y actividades so
ciales que animan o protagonizan. Es obvio que esta inter
comunicación puede servir de base para contactos más estre
chos y asimismo que de ellos puede surgir la unión y la fuer
za de la legión de francotiradores que operan sobre el frente 
indefinido de los problemas sociales [Núm. 1 (1971), pági
nas 5-6].

III. E l futuro:

En esta sociedad donde se impone la «globalización» de las acti
vidades humanas, va surgiendo una nueva configuración del saber, un 
nuevo tipo de relaciones y de formas de pensar, sentir y obrar. La so
ciedad española de los años 80, y más todavía la del año 2000, no es 
la misma que la de los años 60. Se ha producido un cambio relativo, 
pues, a pesar del cambio de mentalidad, de las condiciones económicas 
y sociales, en nuestro país subsisten viejas estructuras de explotación 
y dominación.

Ayer, hoy y en el futuro. Documentación Social quiere anali
zar las necesidades de la vida cotidiana. Esta es la piedra de toque 
de la Acción Social, pues hablar de Acción Social es hablar de sanidad, 
consumo, enseñanza, cultura, deportes, tiempo libre, etc., y desde aquí, 
desde una situación concreta y solidaria. Documentación Social 
quiere contribuir a la construcción de un nuevo modelo de sociedad.

La apuesta hacia el futuro de Documentación Social está en 
promover desde sus páginas la «participación social», pues enten
demos que ésta «establece relaciones de igualdad entre las personas 
que intervienen en la misma acción; rompe las relaciones sociales de 
dependencia, la participación es, en definitiva, cauce de ruptura frente 
a la subalternidad y de la dependencia».

En fin, teniendo como marco de referencia la «marginación» y 
desde planteamientos multidisciplinares. Documentación Social se 
compromete a seguir analizando, y con rigor, la realidad social, a 
exponer experiencias que están dispersas y son poco conocidas.
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IN D IC E  C R O N O LO G IC O

21
22

«Lo social en Cáritas» (1958).
«Los Centros Sociales» (1958).
«La asistencia social» (1958).
«Las migraciones en España» (1958).
«Cómo estudiar un Municipio» (1959).
«La acción social» (1959).
«Aspectos sociales de la vivienda» (enero -960).
«La vivienda en sus aspectos económicos» (junio 1960). 
«Las colonias de vacaciones» (julio-agosto 1960).
«Las técnicas del trabajo de grupo» (enero-marzo 1961). 
«Las guarderías infantiles» (abril-junio 1961).
«E l cooperativismo» (julio-septiembre 1961).
«E l servicio social de comunidad» (sept.-diciembre 1961). 
«La planificación social» (enero-junio 1963).
«El servicio social» (julio-septiembre 1963).
«La ancianidad, problema social de nuestro tiempo» (octu
bre-diciembre 1963).
«Servicio social de casos y supervisión» (enero-marzo 1965). 
«Centros de formación y servicio social» (abril-junio 1965).

SEGUNDA EPOCA

(del número 1, marzo de 1966, al número 8, diciembre de 1968)
1 «La promoción social» (marzo 1966).
2 «El desarrollo comunitario» (junio 1966).
3 «Experiencias de promoción social» (septiembre 1966).
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4 «Guía práctica para el estudio socio-pastoral de la parro
quial» (diciembre 1966).

5 «Cultura y educación popular» (enero-marzo 1968).
6/7  «La atención de subnormales» (abril-septiembre 1968).

8 «Naturaleza y metodología del servicio social» (septiembre- 
diciembre 1968).

TERCERA EPOCA
(del número 1, enero de 1971, al número 50, marzo de 1983)

1 «Educación permanente de adultos» (enero-marzo 1971).
2 «Marginados sociales» (abril-junio 1971).
3 «Infancia abandonada y adopción» (julio-septiembre 1971).
4 «¿Hacia dónde va la familia española?» (oct.-dic. 1971).
5 «Investigación social para la acción» (enero-marzo 1972).
6 «Desarrollo de las comunidades» (abril-junio 1972).
7 «E l Tercer Mundo» (julio-septiembre 1972).
8 «La vida social del barrio» (octubre-diciembre 1972).
9 «Acción comarcal» (enero-marzo 1973).

10 «Marginados sociales. I I»  (abril-junio 1973).
11/12 «Hacia una dirección participativa» (julio-diciembre 1973).

13 «La desiinigración» (enero-marzo 1974).
14 «Educación permanente de adultos. I I»  (abril-junio 1974).
15 «Selectividad y educación» (julio-septiembre 1974).
16 «Regionalismo y desarrollo regional» (oct.-dicbre. 1974).
17 «La liberación de la mujer» (enero-marzo 1975).
18 «E l cambio social en España» (abril-junio 1975).
19 «La acción de barrios» (julio-septiembre 1975).
20 «Los transeúntes. Desarraigo y marginación social» (octu

bre-diciembre 1975).
21 «La autogestión» (enero-marzo 1976).
22 «Sindicalismo, hoy en España» (abril-junio 1976).
23 «La educación en crisis» (septiembre 1976).
24 «Las ciencias sociales en España» (noviembre 1976).
25 «Cultura y clases sociales» (diciembre 1976).

26/27 «La realidad económico - social y los partidos políticos» 
(enero-junio 1977).

28 «Sociedad y marginación» (julio-septiembre 1977).
29 «Ayuntamientos democráticos» (diciembre 1977).
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33/34
35
36
37
38

39
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41
42
43
44
45

46

47
48
49
50

«El paro» (enero-junio 1978).
«Mundo rural y cambio social» (julio-septiembre 1978). 
«Inadaptación y delincuencia juvenil» (dic. 78 - marzo 79). 
«Sociedad y alcoholismo» (abril-junio 1979).
«E l bienestar social y los servicios sociales» (julio-sept. 79). 
«E l niño en la sociedad española» (octbre.-dicbre 1979). 
«Degradación de la vida y medio ambiente» (enero-mar
zo 1980).
«Ocio y sociedad de clases en España» (abril-junio 1980). 
«Propiedad y conflicto en la España en crisis» (julio- 
septiembre 1980).
«Los gitanos en la sociedad española» (oct.-dicbre 1980). 
«La población española ante las drogas» (enero-marzo 81). 
«Salud y sociedad» (abril-junio 1981).
«Marginación social en España» (julio-septiembre 1981). 
«Regiones, autonomías y nacionalidades en España» (octu
bre-diciembre 1981).
«La juventud española en la década de los 80» (enero- 
marzo 1982).
«¿España una sociedad enferma?» (abril-junio 1982).
«El consumo en la sociedad española» (julio-setbre. 1982). 
«Animación sociocultural» (octubre-diciembre 1982).
«Los años 80: cambio y participación» (enero-marzo 1983).
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IN D IC E  D E M A T E R IA S
Francisco Salinas Ramos

1. ACCION DE BARRIOS

A l o n s o  T o r r e n s , Javier, y  S á n c h e z  M o r o , Carmen: La problemática de 
los nuevos barrios. Indicadores para su equipamiento, núm. 19 (1975), 
págs. 77-90.

A n g u l o  U r i b a r r i , Javier: Análisis crítico de la acción de barrio, núm. 19 
(1975), págs. 19-30.

— La vida social del barrio. Entrevista con los profesores Isidoro Alonso y 
Amando de Miguel, núm. 8 (1972), págs. 9-16.

— Barrio y ciudad, núm. 8 (1972), págs. 17-28.
A l v a r e z  E r r o n d o r o s o , Fermín: Desarrollo Comunitario en un barrio de 

Badajoz: El Gurugú, núm. 6 (1972), págs. 43-58.
B l a n c o  N o z a l , Gonzalo: La construcción comunitaria en un barrio tradicio

nal de crecimiento: Las Delicias (Valladolid), núm. 8 (1972), págs. 29-40.
C e r r a t o , Rafael: Apuntes para una pedagogía de la acción de barrios, nú

mero 19 (1975), págs. 61-76.
D e l  V a l l e , Antonio: La promoción urbana y sus objetivos, núm. 1 (1966), 

págs. 39-50.
G o n z a l o , Ricardo: Sobre la vida social del barrio, núm. 8 (1972), págs. 82-84.
L ó p e z  d e  T o r r e , Angel: Preparación de la vida comunitaria de un barrio de 

nueva Planta: Txagorritxu {Vitoria), núm. 8 (1972), págs. 41-54.
M a r t í n  P a l a c í n , José Luis: Acontecimientos y reivindicaciones en los barrios, 

núm. 19 (1975), págs. 31-48.
M o l i n a  B l á z q u e z , José: Espacio urbano y marginación, núm. 44 (1978), 

págs. 111-124.
P r a t , Fernando, y V i l l a n u e v a , Alfredo: Conflictividad urbana y movimiento 

sociales urbanos, núm. 19 (1975), págs. 9-18.
Rico, Margarita: Desarrollo comunitario en un suburbio, núm. 2 (1966), 

págs. 65-68.

NOTA.—^Han colaborado en la elaboración de este Indice, Raquel Carballo 
Hernando y Vicente Salvador Centelles.
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S á n c h e z ,  Natividad: Desarrollo Comunitario en un suburbio, núm. 2 (1966), 
págs. 65-68.

S a l d a ñ a ,  Charo: hases institucionales para construir una comunidad social 
en un barrio urbano, núm. 8 (1972), págs. 55-69.

S Á N C H E Z  M o r o ,  Carmen, y  A l o n s o  T o r r e n s ,  Javier: Problemática de los 
nuevos barrios. Indicadores para su equipamiento, núm. 19 (1975), pá
ginas 77-90.

V a l c á r c e l  A m a d o r , José A.: Experiencia de animación socioculturd en bch 
rrios periféricos de Madrid, núm. 49 (1982), p ^ s .  171-178.

V a r i o s *. Experiencia de acción en un barrio periférico de Alicante, n ú m . 4 9  
(1982), págs. 167-170.

V i l l a n u e v a , Alfredo, y  P r a t , Fernando: Conflictividad urbana y movimien
tos sociales urbanos, n ú m . 19 (1975), págs. 9-18.

2. ACCION SOCIAL
A l c a l á , Francisco: Las Naciones Unidas y la acción social, núm. 7 (1959), 

págs. 73-78.
C a l a f e l l ,  Pedro: Creación y organización, n ú m . 14 (1961), p á g s .  5-48.
C a s a d o ,  Demetrio: Los problemas sociales y la acción social, núm. 3 (1966), 

págs. 5-14.
CiURA NA, J .  M.: Las cooperativas y la acción social, núm. 15 (1961), pá

ginas 31-38.
C o u c e i r o ,  Enrique: Planificación social, núms. 17-18 (1963), págs. 5-9.
D o u c a s t e l l a , R . :  Necesidad de una acción social en las Caritas Diocesanas, 

núm. 1 (1958), págs. 5-10.
—  La acción social en el sector geográfico, núm. 7 (1959), págs. 31-64.
— Campos de la acción social, núm. 7 (1959), págs. 79-80.
G u e r r e r o , Fernando: La acción social es labor de la Iglesia, núm. 7 (1959), 

págs. 5-14.
M a c c i o ,  Charles: Documentos para la acción, núm. 5 (1968), págs. 105-115.
N u a l a r t , Jaime: La colaboración de los propios usuarios, núms. 9-10 (1960), 

págs. 47-56.
R i v e r o , C.: Acción social obrera en Tenerife, núm. 7 (1959), págs. 69-72.
Rubio , Mauro: Apostolado seglar de acción socid, núm. 7 (1959), págs. 15-30.
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